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ESBOZO DE LA AUDITORIA ESTATUTARIA Y EL CONTROL INTERNO EN LAS ORGANIZACIONES PRIVADAS

Hernando Bermúdez Gómez

Introducción

La magnitud creciente del conocimiento en materia de auditoría y control impone a este escrito el carácter de esbozo. No pasa de ser un “Bosquejo sin perfilar y no acabado” o, si se prefiere, “(…) algo que puede alcanzar un mayor desarrollo y extensión.”
.

Para los efectos de este ensayo
 entendemos por Auditoría Estatutaria, también denominada Auditoría Legal, el examen de conductas y datos, impuesto a las organizaciones privadas por la Ley, con el propósito de obtener una opinión calificada sobre tales conductas o datos.

Así las cosas, la expresión Auditoría Estatutaria se refiere tanto a los órganos de fiscalización de existencia necesaria en ciertas entidades, por ejemplo, en Colombia, el revisor fiscal en las sociedades comerciales, como a otras auditorias obligatorias que no revisten carácter orgánico, es decir, no forman parte de la estructura del ente respectivo.

Al exponer los datos y reflexiones que siguen, tendremos en mente, principalmente, a los estudiantes de Contaduría y Derecho. Como en otras ocasiones, se trata simplemente de abrir una ventana que muestre información pertinente y básica sobre el tema planteado.

El discurso se fundamenta en disposiciones legales. Procura enriquecerse de visiones nacidas en otros órdenes, como de la reflexión de la profesión contable, pero no oculta su atalaya. Las exposiciones basadas en las normas legales, como la presente, constituyen una visión parcial de los temas en cuestión y, además, en muchas ocasiones son “trasnochadas”. Son raras las ocasiones en que un discurso jurídico es omnicomprensivo, pues no todo interesa al Derecho. Y son muchas las veces en que dicho discurso está retrazado. Quisiéramos que el Derecho fuera por delante de los sucesos sociales, con la esperanza de que al predecirlos pudiera regularlos evitando efectos indeseables. Pero la realidad es que usualmente las normas legales llegan tarde. Normalmente antes que prevenir vienen a curar
.

En este escrito se procura contextualizar las manifestaciones legales. Por ello la reflexión se sale de lo jurídico y busca referentes y explicaciones en otro tipo de análisis. Sin embargo no se intenta hacer un recuento de todo cuanto social, económica y profesionalmente ha sucedido o está sucediendo, pues ni el autor está en capacidad de hacerlo ni ello convendría a un trabajo que pretende contribuir a mostrar un estado de la cuestión en el mundo de lo legal.

Así mismo, la exposición tiene como marco de referencia la legislación colombiana. De vez en cuando se citan otros cuerpos legislativos
, pero esto se hace con el temor propio de quien no domina otros sistemas jurídicos aunque con la certeza de que nos encontramos ante un inatajable movimiento de unificación del derecho.

El propósito fundamental de este documento es ilustrar la cuestión con referencia a las organizaciones privadas. En otras palabras, no tenemos la finalidad de exponer los temas de auditoría y control respecto de las organizaciones públicas, sean del sector central o del sector descentralizado. Sin embargo, ello no impide hacer algunas alusiones al régimen de éstas. En primer lugar existe cierto grado de influencia entre los regímenes de los dos tipos de organizaciones. Y, en segundo lugar, en ocasiones las propias normas o instituciones hacen referencia al otro cuerpo normativo. Así, como se verá más adelante, sucedió con el Pronunciamiento número 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública, que refiriéndose al revisor fiscal resolvió traer a cuento el control fiscal propio de las organizaciones estatales.

Ahora bien: las menciones a las actitudes y acciones del Estado – ya no a su régimen – tampoco son formas de desvirtuar el enfoque hacia al sector privado. Pues éste está regulado y supervisado por aquél. Al menos en Colombia el impacto de los criterios sostenidos por las autoridades en materia de auditoría y control de las organizaciones privadas es tanto evidente como significativo.

Se intenta mostrar a la auditoría estatutaria y control interno en movimiento. Principalmente durante el siglo XX. Con esto se combate la idea según la cual las instituciones estarían acabadas. Sin duda, lo que hoy son las instituciones es el resultado de un proceso (histórico)
. Pero que vengan del pasado y que de alguna manera conserven sus raíces no significa que permanezcan inalteradas.

En esta, como en pasadas ocasiones, se incluye un apreciable número de documentos. Ello redunda en la extensión del escrito. Por lo mismo éste pierde originalidad. Pero esto no me preocupa mucho. En cambio, espero poder constatar que de esa manera se acercan mis estudiantes de forma más fácil a ciertas cuestiones fundamentales.

Imagino que algunos de mis estudiantes, como otros lo han hecho en el pasado, quisieran encontrar en español la totalidad del escrito. Mas deliberadamente introduzco documentos en inglés. Es una forma de empujarlos hacia superar el obstáculo que les presentan los idiomas extranjeros
.

El escenario

( La lucha por el bienestar

La historia de la humanidad nos presenta una compleja y maravillosa serie de acontecimientos. Multitud de situaciones han sido objeto de inmensos esfuerzos de la inteligencia. Unos hombres, tras de otros, han procurado mejorar sus condiciones de vida, tanto en lo espiritual como en lo material. Familias enteras han construido, con paciencia y perseverancia, fortunas y tradiciones. Algunas coyunturas, enfermedades y aspiraciones, parecen haber sido sorteadas, desterradas, satisfechas. Sin embargo, otras situaciones se perciben como constantes, en veces trágicas. Pudiera pensarse que al enfrentar ciertas manifestaciones de algunos fenómenos, sólo se ha logrado provocar otras expresiones atribuibles a problemas no resueltos.

A pesar de los continuos desarrollos y del cada vez mayor dominio de la naturaleza, hechos irrefutables evidencian que los bienes siguen siendo insuficientes para colmar las incontables necesidades de la especie humana. Todas a una, las disciplinas científicas permanecen empeñadas en la búsqueda de nuevos conocimientos que procuren soluciones a tan importante problema. Al influjo de las ciencias, el pensar y el hacer de la humanidad ha evolucionado. Aunque la cultura y el desarrollo no se manifiestan homogéneamente en todas las latitudes, algunos fenómenos se advierten por doquier. 

Desgraciadamente, el problema económico no reside exclusivamente en la escasez. Consiste también en la inadecuada distribución de los recursos y, más lamentablemente, en la concentración de muchos recursos en pocas manos. Aunque pueda tacharse de tautológico, fuerza resaltar que el problema económico es un problema social. Un asunto con rostro y no meramente algo que podamos reducir a cifras, mediciones, proyecciones y resultados aritméticos.

La historia muestra que el hombre esclavo se hizo libre comprando su libertad. Mas ahora el hombre es esclavo del dinero. El dinero cumple el servicio, es el instrumento para obtener otros bienes. Hay que tener dinero para comprar. Luego hay que producir dinero.

( La empresa individual

El problema económico, es decir, la insuficiencia de recursos y su inadecuada distribución, es usualmente enfrentado de manera individual. Los seres humanos se ven obligados a adoptar una actividad productiva para derivar de ella su sustento. Atendiendo los propósitos de este documento podemos distinguir tres estrategias básicas: el autoabastecimiento, el arrendamiento de servicios y la organización de empresas.

Por autoabastecimiento entendemos aquí la acción independiente encaminada a producir (transformar) recursos para satisfacer las propias necesidades, cuyos productos se consumen por su hacedor o se intercambian en los mercados para obtener algunos producidos por otros, mas solo en la cantidad que requiere consumir el individuo. El campesino en su parcela, el llamado trabajador independiente, son buenos ejemplos de esta estrategia. En Colombia un gran número de personas forma parte de este grupo.

Ahora bien: es muy común que el autoabastecimiento ocurra en el seno de la familia. En otras palabras: padres e hijos, tíos y sobrinos, trabajan coordinadamente en una misma actividad, unen esfuerzos para satisfacer ese conjunto básico de personas. Su propósito es producir lo que ellos necesitan y no más.

El arrendamiento de servicios, modernamente regulado principalmente a través del contrato de trabajo, consiste fundamentalmente en el intercambio del trabajo por capital (dinero). El individuo se coloca bajo las órdenes de un tercero. El tercero aprovecha la inteligencia y la actividad del individuo en la realización de tareas que le son útiles, reconociendo a cambio una compensación. Aunque la participación del individuo en la definición de los objetivos, planes, metas y estrategias es variable, llegando en ocasiones a ser definitiva, el tercero conserva el gobierno, la capacidad de decisión, la última palabra. La compensación otorgada al individuo, así sea medida en términos de un porcentaje de los ingresos o ganancias obtenidas en las actividades económicas, constituye el límite a que se tiene derecho. Cualquier otro beneficio es de propiedad del tercero.

En esta estrategia, a diferencia del autoabastecimiento, el individuo se ocupa de la transformación de recursos del tercero. Usa su fuerza de trabajo mas no invierte otra cosa en el proceso. Lo que produce no necesariamente es algo que necesite consumir.

Tanto en cuanto el tercero es capaz de brindar una vinculación estable y la compensación que otorga es percibida como suficiente, el individuo adapta su vida a ese esquema. Construye un mundo en torno y con referencia a su trabajo. El trabajo le permite sostener su familia, disfrutar de actividades culturales o recreativas, practicar el ocio.

Mas no todos pueden o quieren permanecer como empleados o dependientes. Algunos no consiguen un trabajo, pues, al fin y al cabo, existe un mercado laboral, en donde se compite en términos de costo, conocimiento, habilidad, experiencia… No hay demanda (u oferta, según se mire) para todos. Otros, aún teniendo una ocupación estable, la juzgan poco estimulante, pobre en realizaciones de tipo personal. Y no faltan quienes advierten que ellos tienen la capacidad de ser independientes, de gestar sus propias organizaciones, de asumir la actividad de empresario, de empleador
.

Así las cosas, el individuo se lanza a gestar y llevar a cabo una empresa. Sueña y trata de llevar a la realidad sus ilusiones. Arriesga un capital en alguna actividad en la que juzga puede ser exitoso. Por lo general en un principio el individuo desempeña todo tipo de roles. Es ideólogo, director, productor, vendedor, cajero, de su negocio. Si las cosas funcionan no tarda en vincular a otros en torno a él. Generalmente la familia se convierte en su colaborador. La solidaridad propia de los lazos de sangre y el respeto a la autoridad paterna (o materna) son pilares de la organización. Luego la expansión del negocio trae consigo el recurrir a terceros. Aparecen los empleados.

Ya no nos encontramos ante el autoabastecimiento. Los esfuerzos se dirigen a la producción de un número creciente de bienes o a la prestación de una cada vez mayor cantidad de servicios. Se trata de tener una “posición” en el mercado. Prontamente se llega a asumir el reto de la fabricación en masa y a gran escala.

Algunas de esas organizaciones individuales (en cuanto de propietario único, no en cuanto el número de personas que laboran en ella) alcanzan desarrollos apreciables. Se ramifican tanto por actividades como a través de territorios. Otras, por diversas razones, entre las que se encuentra el que el individuo piense que tiene y obtiene lo suficiente, conservan dimensiones pequeñas.

De manera que el problema económico trae consigo la aparición de organizaciones orientadas al desarrollo de actividades económicas, es decir, a la producción, transformación y circulación de bienes y servicios
. La acumulación y explotación de recursos sometida a una dirección, se presenta como uno de los medios más eficaces para contribuir a la disminución de la pobreza. Se entrecruzan empresarios, padres e hijos, empleadores y empleados, con un propósito común. La Empresa ha cobrado una inusitada importancia. Se atribuye a ella mucho más que un papel económico crucial. Hoy, incluso en nuestra propia Constitución Política, se le imponen responsabilidades sociales
.

( La empresa colectiva

El problema económico es un asunto común. Son muchos los individuos que lo padecen. Esta comunidad de necesidades, la inclinación misma del individuo a vivir con los demás, la identificación en el ámbito cognoscitivo y sentimental, la gestación colectiva de ideas, la posibilidad de aunar capitales y esfuerzos con mayores expectativas de éxito, traen consigo la colaboración.

En ocasiones la colaboración no es otra cosa que la realización independiente pero coordinada de actividades. Uno produce lo que el otro vende. Las actividades económicas se encadenan y orientan a un propósito común. Cada cual conserva su autonomía, su poder de gobierno, el riesgo de su propia suerte, pero se involucra en un proceso en que cada cual está después de uno y antes de otro.

En otros casos, los individuos prefieren fusionar sus fuerzas, ingenios y capitales. Se mancomunan. Asumen de forma colectiva la dirección y los riesgos. Con mayor facilidad generan organizaciones de envergadura. Nos encontramos así ante ese fenómeno, tan común como sorprendente, al que se denomina asociación.
Así, al lado del empresario individual se coloca el empresario colectivo. Múltiples formas institucionales son concebidas para albergar la colaboración, la asociación.

Las corporaciones, caracterizadas por el trabajo en común en provecho colectivo sin expectativas de beneficios exclusivamente personales, concurren con las sociedades, en donde el fin inmediato es la utilidad general pero el propósito mediato, verdadera causa de la colaboración, es obtener rendimientos individuales. Las hay marcadamente económicas (la sociedad comercial o mercantil) o basadas en la solidaridad (sociedad cooperativa).

Las primeras formas de organización colectiva se basan en las personas. Todas aportan, todas trabajan, todas asumen los riesgos. Esa igualdad lleva consigo modelos que funcionan generalmente por cabezas (cada miembro un voto), que conocemos modernamente como sociedades de personas. 

Sin embargo, en muchas ocasiones no todos los que se juntan para obrar en común están dispuestos o tienen la capacidad para hacer aportes en igual medida que los demás. Se producen así empresas en las cuales cada individuo aporta lo quiere o puede. Mas la desigualdad de aportes (sea de capitales, de industria, de riesgo) provoca formas mixtas, en las cuales algunos pasan a ocupar un papel más pasivo. Los hay, entonces, quienes asumen todos los riesgos y consecuentemente detectan el poder y quienes circunscriben su participación a un aporte, que es todo lo que arriesgan. No otra cosa organiza la llamada sociedad en comandita, en donde se distinguen los socios colectivos de los comanditarios.

Viene luego un modelo de gestión basado principalmente en la puesta en común de un capital, al cual se limita el riesgo. Es inusual el compromiso de aportar una gestión individual. Se invita a muchas personas, incluso desconocidas, a contribuir a la formación de un fondo para destinarlo a una actividad productiva, originariamente predeterminada. El aporte se convierte en la medida del poder y del riesgo. Se trata, ni más ni menos, de la sociedad anónima. Esta ha sido, sin duda, protagonista principal en los sistemas capitalistas, generador de prosperidad y de conflictos. Su influencia ha llegado a superar la de los Estados, su presencia es multinacional, su quehacer transnacional.

Se dice que la sociedad capitalista (en especial la anónima) se rige por los principios democráticos. Pero debe advertirse que la igualdad se predica de la unidad de capital (acción) y es a ésta y no propiamente al individuo al que se asignan los denominados derechos políticos y económicos. Así pasa a segundo plano la persona y el protagonista es el capital. Hay aquí, sin duda, una deshumanización que a la postre es fuente de muchas tensiones. Todo el andamiaje jurídico de protección de los accionistas minoritarios es en realidad una forma de rescatar la importancia de las personas.

El mundo conoció, posteriormente, un esquema que atempera el extremo de la sociedad anónima, a saber, la compañía de responsabilidad limitada, en donde los asociados trabajan colectivamente, mantienen aportes y poderes desiguales, limitando su responsabilidad al capital puesto en común.

Mas recientemente, aparecen las hoy llamadas “agrupaciones de interés económico”. Su fin inmediato es obtener beneficios para sus miembros. La agrupación no persigue beneficios para sí. En este sentido no tiene un fin lucrativo, pero desarrolla actividades económicas con el ánimo de producir riqueza
.

El análisis no debe circunscribirse a las formas reconocidas y reguladas por la ley. Siempre han existido y siguen desarrollándose formas de organización que algunos llaman “atípicas”. Es imposible hacer una lista de todas las modalidades de colaboración, de asociación, que se dan en el mundo moderno. La “empresa conjunta”, la “empresa en común”, el “riesgo comercial compartido”, el “riesgo colectivo”, la “sociedad en participación”, en fin, insertando el anglicanismo, el “joint venture”, están presentes por doquier. De alguna manera estas formas atípicas representan un derecho “vivo”, dinámico, que se construye a manera de rectificación o mejoramiento de las formas típicas.

Tampoco debe confundirse el concepto de empresa colectiva con la idea de personalidad (jurídica). A muchas de las formas atípicas no se les reconoce personalidad. Pero aún más: algunas formas típicas tampoco se consideran personas. En ciertos sistemas jurídicos unas formas societarias, normalmente las sociedades de personas, no gozan de personalidad jurídica. En muchos sistemas se regulan formas tales como el consorcio, la unión temporal, la sociedad accidental, las cuentas en participación, la sociedad irregular, la sociedad de hecho, todas ellas usualmente sin personalidad.

( La destinación, la afectación y la separación patrimonial

La auditoría estatutaria y el control interno, en su modalidad financiera, son influidos fuertemente por la existencia o inexistencia de un patrimonio (aquí entendido como conjunto de bienes y derechos) destinado, afecto o propio de la empresa.

Por destinación entendemos el hecho simple de incorporar unos recursos a una empresa. No hay empresa sin recursos asignados a ella
. Esa destinación, incorporación o asignación de los recursos permite la identificación de éstos y hace posible configurar la empresa como ente económico y, en consecuencia, como ente contable.

Por virtud de la destinación la empresa controla los recursos aunque no sea su propietaria. En cuanto controlante es capaz de usar los recursos y aprovecharse de ellos (explotación económica)
.

Por afectación entendemos la construcción jurídica en virtud de la cual los recursos destinados a una empresa pueden ser perseguidos por los acreedores de ésta en forma preferente a los acreedores de los propietarios de los recursos. Tal es, por ejemplo, el fenómeno que se presenta en Colombia en la sociedad de hecho, según nuestro Código de Comercio:

“ART. 504.—Los bienes destinados al desarrollo del objeto social estarán especialmente afectos al pago de las obligaciones contraídas en interés de la sociedad de hecho, sin perjuicio de los créditos que gocen de privilegio o prelación especial para su pago. En consecuencia, sobre tales bienes serán preferidos los acreedores sociales a los demás acreedores comunes de los asociados.”.

Por separación entendemos la construcción jurídica por virtud de la cual los bienes destinados a la empresa, “aportados”, pasan a ser propiedad de ésta. Por lo general la separación patrimonial es propia de las organizaciones a las cuales se concede o reconoce personalidad jurídica.

Los expertos en derecho comercial dirían que toda empresa supone un establecimiento. Este establecimiento puede o no ser propiedad del empresario. Los acreedores de la empresa podrían, según el modelo legal de que se trate, perseguir tanto el establecimiento como los demás bienes del empresario; podrían tener el privilegio de perseguir el establecimiento con preferencia a los acreedores del empresario que no lo sean también de la empresa; podrían solamente perseguir el establecimiento.

Por su lado, los acreedores del empresario (no de la empresa) podrían perseguir el establecimiento libremente; podrían perseguir el establecimiento sólo cuando se hubieren satisfecho los acreedores de la empresa; o no podrían perseguir el establecimiento.

( El monismo y el dualismo

Como punto previo a la reflexión sobre el establecimiento de la auditoría estatutaria, conviene referirse a la estructura de las sociedades anónimas
. Tal estructura no es igual en todas las legislaciones, destacándose el modelo alemán que divide la gestión administradora entre dos órganos, uno de los cuales se encarga básicamente del control.

Nos encontramos así ante los modelos que la doctrina ha dado en llamar, atendiendo al número de órganos, monismo y dualismo.

Iglesias explica la situación en el derecho alemán así
:

“(…) La organización de la administración en derecho alemán ha estado caracterizada por un dualismo orgánico de carácter imperativo que ha sido considerado por la generalidad de la doctrina como el elemento más peculiar del sistema germánico en este campo. La compleja serie de actividades que integran la administración social se descompone en dos grandes centros de decisión, entre los que no se producen más interferencias que las derivadas del ejercicio de aquellas funciones que les corresponden exclusivamente: la gestión de los asuntos sociales y la vigilancia del desarrollo de la actividad gestora. El desarrollo de la función directiva corresponde a un órgano de composición unipersonal o colegiada, al que, por no ser requerida la condición de accionista para ser designado miembro del mismo, puede tener fácil acceso quienes, en el seno de la propia empresa o fuera de ella, han probado especial aptitud para la gestión. La vigilancia del desarrollo de dicha actividad está a cargo del segundo órgano, en el que se asegura en cierto modo el control de la marcha de los asuntos sociales por los dos grupos representantes de los factores de producción de la empresa: accionistas y trabajadores.

El sistema expuesto se encontraba ya previsto en el ADHBG de 1861, aunque con una variante fundamental: el órgano encargado de la vigilancia en la gestión tenía simplemente carácter facultativo y sus atribuciones estaban deficientemente determinadas. En este sentido resulta curioso observar cómo el establecimiento de dos órganos en el seno de la administración social sigue, en el sistema germánico, un proceso inverso al de otros ordenamientos positivos. Mientras en éstos destaca una tendencia hacia la creación de un órgano apto para el desarrollo de la gestión ordinaria, convirtiendo, al menos de hecho, al Consejo en un órgano de control, el Derecho alemán se orienta hacia el establecimiento de un órgano que específicamente asuma dicha función, fortaleciendo al mismo tiempo el carácter gestor del Consejo de Administración. El proceso se iniciaría con mayor firmeza en la Aktiennovelle de 11 de junio de 1870, que ya estructura la administración de la sociedad anónima de modo necesario con la dualidad de órganos que actualmente perviven: el Aufsichtsrat, o Consejo de vigilancia, y el Vorstand, o Dirección. (…)”.

En la ley alemana de sociedades anónimas de 6 de septiembre de 1965 se dijo
:

“(...) Artículo 111. Obligaciones y deberes del Consejo de Vigilancia

1. El Consejo de Vigilancia supervisará la gestión de la sociedad.

2. El Consejo de Vigilancia podrá inspeccionar y revisar los libros y escrituras de la sociedad y la cartera de títulos y de mercancías. Podrá encargar de ello, igualmente, a determinados miembros, o a expertos especiales para cometidos concretos.

3. El Consejo de Vigilancia deberá convocar la Junta general cuando lo exija el interés de la sociedad. Para el acuerdo de convocatoria bastará la mayoría simple.

4. Los actos concretos de gestión no podrán ser encomendados al Consejo de Vigilancia; sin embargo, los estatutos podrán disponer que determinada clase de operaciones se lleven a cabo únicamente con su autorización. Si el Consejo de Vigilancia deniega su autorización, la Dirección podrá exigir que sea la Junta general quien decida sobre la autorización. El acuerdo se tomará por mayoría, que comprenderá, al menos, tres cuartas partes de los votos emitidos. Los estatutos no podrán establecer ni otra mayoría ni otros requisitos.

5. Los miembros del Consejo de Vigilancia no podrán ejercer sus funciones por medio de otras personas. (...)”.

Sea el sistema de administración monista o dualista, la historia registra en todos los casos el aparecimiento y desarrollo de auditorias estatutarias. Ahora bien: como nuestro país escogió el sistema monista hemos resuelto estudiar la auditoría estatutaria preferentemente
 a la luz de los sucesos ocurridos en los países que también adoptaron este sistema
.

( El Siglo XX

No es pertinente hacer aquí un recuento completo de los múltiples y asombrosos sucesos ocurridos durante el Siglo XX. Pero es necesario destacar algunos eventos con efecto directo en el desarrollo de la auditoría estatutaria. La discusión que sigue no intenta ser cronológica.

Citemos en primer lugar el importante desarrollo de la sociedad anónima, convertida en instrumento eficaz del sistema económico capitalista. El número y tamaño de esa clase de compañías creció significativamente durante el siglo XX, ampliando su importancia como empleadores. Además, muchas sociedades anónimas se convirtieron en cabezas (matrices) de importantes conglomerados o grupos de sociedades. Expandieron su presencia más allá de las fronteras de su país de origen, dando lugar a las multinacionales y a las transnacionales. Hicieron más activa su presencia en el mercado de capitales, generando crecimiento en las bolsas de valores y fomentando el desarrollo del derecho bursátil. Absorbieron la atención de legisladores y estudiosos del derecho de sociedades, opacando las otras formas de organización societaria. Generaron su propio derecho a través del uso reiterado de los llamados contratos por adhesión. Provocaron un nuevo derecho de la competencia y un nuevo derecho del consumidor.

Es por ello que en muchos países la auditoría estatutaria es un fenómeno propio de (o, si se quiere, reservado a) las sociedades anónimas o de las corporaciones (utilizada aquí esta expresión en el sentido del derecho anglo - sajón – americano).

De otro lado también requiere ser resaltado el avance de la electrónica y la computación. Las empresas se han beneficiado enormemente de esto. Almacenan, procesan y usan grandísimas cantidades de información para muy diversos propósitos. Muchos de sus procesos fabriles y de los servicios que prestan se han automatizado. Los avances en materia de comunicaciones han ayudado al manejo conjunto de organizaciones esparcidas por todo el planeta. Se habla hace algún rato del comercio electrónico, que se postula como una nueva revolución. En medio de tantas transformaciones ya aparecen empresas con pequeñas instalaciones y pocas personas, que funcionan casi totalmente en forma electrónica.

La contabilidad y la auditoría manual están pasando a la historia. Aunque el grado de penetración de la electrónica y la computación es muy disparejo, lo cierto es que todo el mundo tiene sus ojos en los nuevos avances y está haciendo lo posible por apropiarse de ellos. En ciertas organizaciones es impensable una auditoría que no incluya un examen de los sistemas computarizados y que no apoye sus procedimientos en tales sistemas.

La tendencia a la globalización, expresada en la desaparición de las barreras arancelarias y para-arancelarias, en la creación de mercados ampliados, en la gestación de súper estados, en la unificación de instituciones jurídicas y económicas, en la adopción de instituciones comunes, unida a la presencia multi o transnacional de las compañías, ha traído consigo la búsqueda de la unificación de las normas de contabilidad y de las de auditoría, la preparación y difusión de estados financieros e informes consolidados y la auditoría de grupos.

Muchos “valores” empresariales se han hecho paradigmáticos durante el siglo XX. En esto tiene mucho que ver el desarrollo de la administración científica. Citemos, solo a manera de ejemplo, la calidad – ahora motejada de “total” – y el creciente interés por la protección ambiental. Estos nuevos paradigmas han traído consigo retos para la contabilidad y la auditoría.

La lucha contra la corrupción, en sus diversas modalidades, ha implicado Estados con mayor supervisión y represión, que cada día procuran más evitar el llamado lavado o blanqueo de activos. Debe destacarse, por su magnitud en las cifras y por su efecto desbastador para las comunidades humanas, el problema de las drogas ilícitas. Todo lo anterior, como luego se ampliará, ha provocado, de la mano de la legislación y de los reglamentos, una ola de compromisos para los auditores. 

Al lado de todos esos avances, la pobreza sigue siendo abrumadora – África espanta. El número de pequeñas empresas supera en muchas veces el de las grandes. La cantidad de desempleados y empleados de bajos recursos también es significativamente mayor al de las personas “acomodadas”. Hay un apreciable nivel de analfabetismo. El acceso a la tecnología es muy bajo. La gran mayoría de la población no logra satisfacer sus necesidades de alimentación, vivienda, servicios domiciliarios, salud, educación y justicia.

Modalidades primarias de control en las organizaciones privadas

( La auto supervisión

La empresa individual da paso al empresario colectivo. En ocasiones, los asociados aportan tanto bienes como servicios personales. En estos sistemas de organización, en cierta medida, todos son administradores de la riqueza común. Esta calidad de gestores del hacer social les permite ejercer una constante y directa vigilancia de las operaciones mancomunadas. El conocimiento así adquirido posibilita al asociado inconforme oponerse oportunamente a los actos que considerara lesivos de los intereses comunes o de sus propias conveniencias.

En ocasiones la legislación estructura un derecho de veto. Así, por ejemplo, puede verse en el Código de Comercio colombiano, tratándose de la sociedad colectiva:

“ART. 317.—Los socios podrán oponerse a cualquier operación propuesta, salvo que se refiera a la mera conservación de los bienes sociales. La oposición suspenderá el negocio mientras se decide por mayoría de votos. Si ésta no se obtiene se desistirá del acto proyectado.

Cuando fuere vetado un negocio en la forma indicada en el inciso precedente y a pesar de ello se llevare a cabo, la sociedad comprometerá su responsabilidad; pero si de la operación se derivare algún perjuicio, será indemnizada por quien la ejecutó contrariando la oposición.”.

Hay aquí, en esta modalidad, dos perspectivas de control: el control sobre la empresa y el control sobre los otros asociados.

La supervisión se configura como un derecho y como un deber. Como el derecho de cuidar lo propio y como el deber de vigilar lo que es común. Esa es la consecuencia, en esta materia, del doble carácter de dueño – administrador.

El deber de vigilancia del administrador se ha ido explicitando. Así, verbi gratia, en la ley, colombiana, número 222 de 1995, se lee:

“ART. 23.—Deberes de los administradores. Los administradores deben obrar de buena fe, con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplirán en interés de la sociedad, teniendo en cuenta los intereses de sus asociados.

En el cumplimiento de su función los administradores deberán:

(…) 2. Velar por el estricto cumplimiento de las disposiciones legales o estatutarias. (…)”.

Como se ve, al administrador incumbe, entre otras cosas, un control de legalidad.

Esta forma de control, que he llamado auto supervisión, tiene a su favor que media el interés del controlante en cuanto propietario, es decir, directamente interesado en la suerte de la empresa. Pero tiene en contra que, por lo común, la calidad de empresario – administrador no trae consigo necesariamente una preparación específica, ni, al menos desde la perspectiva legal, supone una predeterminada o normalizada forma de ejercerlo.

No obstante, en empresas en desarrollo, la necesidad de que la empresa prospere termina por imponer medios de control sofisticados. Al fin y al cabo administrar supone controlar y el control es camino de éxito.

( El derecho de inspección

Antes de adentrarnos en el análisis de esta forma de control, es necesario advertir que aquí no nos referimos al procedimiento de inspección usualmente practicado por un auditor, ni a la facultad constitucional o legal que tienen ciertas Autoridades para inspeccionar entidades sometidas a su supervisión.

En ciertos casos, algunos asociados deciden, por diversas causas, desprenderse de su condición de administradores y encomendar la gestión social sólo a una parte de ellos o a terceros. Se fracciona así la ecuación dueño – administrador. Esto es lo común en las grandes sociedades por acciones.

En el momento en que algunos de los dueños dejan de ser administradores se inicia un proceso aún no culminado, cuyas consecuencias son muy importantes.

Martorell señaló
:

“(...) Cuando me referí al abandono de las posiciones doctrinales que sostenían la supuesta “soberanía” de la asamblea, omití deliberadamente considerar una de las causas –tal vez la más importante- del eclipse de su poder: su ineficacia.

En principio, a nadie escapa ya el hecho de que el gran número de integrantes que caracteriza a la sociedad anónima moderna, su dispersión y su frecuente incompetencia y desinterés por la marcha de la compañía, han transformado a la asamblea en un órgano escasamente operativo.

Por otra parte, pese a que el derecho debe proteger el interés de cada accionista (en teoría, a un interés igual debe corresponder un derecho igual), la propia naturaleza capitalista de la sociedad anónima hace que se hable de “diversidad del interés”, y se correlacione a esta última con el grado de participación del socio en el capital de la compañía. De tal manera, se introduce la noción de “grado de influencia”, y se otorga derechos de voto diferenciados cuantitativamente en relación con la participación accionaria.

El resultado de esta elaboración es que si bien, en cuanto integrantes de la sociedad anónima, todos los accionistas tienen idénticos derechos (por ejemplo, todos, indefectiblemente, deben tener acceso a determinada información y, por lo común, también todos pueden votar), esa igualdad se quiebra precisamente en el momento de ejercer tales derechos, porque hasta en nuestra propia legislación hay una especie de bill diferencial, en virtud de la cual tienen mayores prerrogativas quienes alcanzan un mayor grado de participación en el capital social.

Esta peculiaridad, a la cual se suman otras en los distintos regímenes que exhibe el derecho comparado, produce una división entre los miembros de la sociedad, en dos grupos bien diferenciados: el de los grandes accionistas, quienes, amén de estar interesados en la marcha y en el control de la compañía, pueden llegar a ejercerlo o a influir en su dirección, y el resto del accionariado (cuya participación en el capital es de escasa importancia), que no aspira a obtener el control social ni a ejercer una influencia relevante en la compañía, y al cual lo único que le interesa de la acción es su condición de objeto de inversión o especulación.

Además, como lo ha señalado la doctrina norteamericana con relación a las sociedades más importantes, a medida que el ámbito de actividades de éstas se va expandiendo, el accionista deja de ser el capitalista que arriesga fondos y ejerce su autoridad de supervisión sobre una firma (de cuyas operaciones físicas y financieras tiene un conocimiento ilustrado y convencional), para convertirse en un inversor separado en el tiempo y en la comprensión, aislado por la distancia y el régimen delegativo de las actividades lucrativas de la empresa que utiliza su dinero.

Finalmente, una serie de elementos adicionales, pero no por ello menos importantes que los anteriores, coadyuva a la disociación entre la propiedad y la gestión, repercutiendo en un aumento del predominio directorial, como el desinterés y el alejamiento de los socios, la posibilidad de que las compañías mercantiles emitan acciones con derecho de voto diferenciales (art. 216, ley 19.550), o aún carentes de ellos, y la tecnificación de la función directiva, que exige cada día la posesión de mayores conocimientos. (...)”.

 El esquema en que la propiedad y la gestión están divorciados fue explicado por los juristas acudiendo a la figura del mandato. El administrador es un delegado, instituido en nombre de los dueños para conservar y explotar el patrimonio común, en un todo de acuerdo con las políticas adoptadas y las instrucciones impartidas por los dueños reunidos en asamblea. Periódicamente el administrador debe rendir cuentas comprobadas de su gestión. La rendición de cuentas asumió en primer lugar la forma de relato, en el cual se describían las acciones ejecutadas y sus consecuencias. Luego la contabilidad vino a convertirse en el medio por excelencia para rendir cuentas. El relato se abrevia y torna en comentario, al paso que los estados financieros se encargan de resumir la gestión y sus resultados.

En tal estado de cosas, las legislaciones reconocen y protegen el derecho de los dueños a inspeccionar el sistema contable – desde antiguo compuesto por documentos de soporte, comprobantes y libros – como el camino adecuado para cerciorarse de la veracidad de los informes de los administradores.

El control ejercido directamente por los asociados, con el paso del tiempo, en la medida en la cual aumenta la cantidad de controlantes, se convierte en un factor de distracción de la administración. La creciente complejidad del mundo y de los negocios, el volumen de las operaciones y los conocimientos requeridos para entenderlas, hace que muchos carezcan de la habilidad necesaria para interpretar y juzgar la bondad de las actuaciones. Adicionalmente, en ocasiones el asociado se dedica, por su lado, al desarrollo de actividades similares a las que explota la asociación de la que hace parte, resultando entonces que, en su carácter de competidor, el derecho de inspección le permite conocer situaciones, estrategias y fórmulas, en detrimento de la necesaria intimidad de la empresa.

Por otro lado se hizo común el no ejercicio del derecho de inspección. Fuese desinterés, fuese cuestión práctica (para qué inspeccionar si los administradores socios son la mayoría y obviamente aprueban sus propias acciones), fuese cuestión de costo – beneficio, lo cierto es que el derecho de inspección perdió importancia.

Y, como si lo anterior fuera poco, las Autoridades Gubernamentales colombianas le restaron respeto. Tiempo hubo en que sostuvieron que la imposibilidad de ejercer el derecho de inspección generaba la ineficacia de las respectivas reuniones. Mas luego cambiaron de idea y estimaron que ello no pasaba de ser una contravención sancionable como tal. Además, en uso de sus facultades de formular observaciones a los estados financieros, exigieron a las entidades introducir cambios a éstos, sin que se tuviere que reponer los términos del derecho de inspección. Así unos podrían ser los estados financieros inspeccionados por los socios y otros los “autorizados para aprobación”.

Sin embargo, las legislaciones no han optado por abolir el derecho de inspección. Antes bien han procurado fortalecerlo aunque haciéndole algunas delimitaciones.

En materia de sociedades comerciales en Colombia tenemos:

Código de Comercio:

“ART. 61.—Los libros y papeles del comerciante no podrán examinarse por personas distintas de sus propietarios o personas autorizadas para ello, sino para los fines indicados en la Constitución Nacional y mediante orden de autoridad competente.

Lo dispuesto en este artículo no restringirá el derecho de inspección que confiere la ley a los asociados sobre libros y papeles de las compañías comerciales, ni el que corresponda a quienes cumplan funciones de vigilancia o auditoría en las mismas.”

“ART. 314.—Aún delegada la administración, los socios tendrán derecho de inspeccionar, por sí mismos o por medio de representantes, los libros y papeles de la sociedad en cualquier tiempo.” – sociedad colectiva -

“ART. 328.—El comanditario tendrá la facultad de inspeccionar en cualquier tiempo, por sí o por medio de un representante, los libros y documentos de la sociedad.

Pero si tiene un establecimiento dedicado a las mismas actividades del establecimiento de la sociedad o si forma parte de una compañía dedicada a las mismas actividades, perderá el derecho a examinar los libros sociales.” – sociedad en comandita, disposiciones generales -

“ART. 339.—Las facultades de inspección y vigilancia interna de la sociedad serán ejercidas por los comanditarios, sin perjuicio de que puedan designar un revisor fiscal, cuando la mayoría de ellos así lo decida.” – sociedad en comandita simple -

“ART. 369.—Los socios tendrán derecho a examinar en cualquier tiempo, por sí o por medio de un representante, la contabilidad de la sociedad, los libros de registro de socios y de actas y en general todos los documentos de la compañía.” – sociedad de responsabilidad limitada -

“ART. 379.—Cada acción conferirá a su propietario los siguientes derechos:

(…) 4. El de inspeccionar, libremente, los libros y papeles sociales dentro de los quince días hábiles anteriores a las reuniones de la asamblea general en que se examinen los balances de fin de ejercicio, (…)” – sociedad anónima -

“ART. 422.—Las reuniones ordinarias de la asamblea se efectuarán por lo menos una vez al año, en las fechas señaladas en los estatutos y, en silencio de éstos dentro de los tres meses siguientes al vencimiento de cada ejercicio, para examinar la situación de la sociedad, designar los administradores y demás funcionarios de su elección, determinar las directrices económicas de la compañía, considerar las cuentas y balances del último ejercicio, resolver sobre la distribución de utilidades y acordar todas las providencias tendientes a asegurar el cumplimiento del objeto social.

Si no fuere convocada, la asamblea se reunirá por derecho propio el primer día hábil del mes de abril, a las 10 a.m., en las oficinas del domicilio principal donde funcione la administración de la sociedad.

Los administradores permitirán el ejercicio del derecho de inspección a los accionistas o a sus representantes durante los quince días anteriores a la reunión.” – sociedad anónima -

“ART. 447.—Los documentos indicados en el artículo anterior, junto con los libros y demás comprobantes exigidos por la ley, deberán ponerse a disposición de los accionistas en las oficinas de la administración, durante los quince días hábiles que precedan a la reunión de la asamblea. (…)” – sociedad anónima -

Ley 222 de 1995:

“ART. 23.—Deberes de los administradores. Los administradores deben obrar de buena fe, con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplirán en interés de la sociedad, teniendo en cuenta los intereses de sus asociados.

En el cumplimiento de su función los administradores deberán:

(…) 6. Dar un trato equitativo a todos los socios y respetar el ejercicio del derecho de inspección de todos ellos. (…)”

“ART. 48.—Derecho de inspección. Los socios podrán ejercer el derecho de inspección sobre los libros y papeles de la sociedad, en los términos establecidos en la ley, en las oficinas de la administración que funcionen en el domicilio principal de la sociedad. En ningún caso, este derecho se extenderá a los documentos que versen sobre secretos industriales o cuando se trate de datos que de ser divulgados, puedan ser utilizados en detrimento de la sociedad.

Las controversias que se susciten en relación con el derecho de inspección serán resueltas por la entidad que ejerza la inspección, vigilancia o control. En caso de que la autoridad considere que hay lugar al suministro de información, impartirá la orden respectiva.

Los administradores que impidieren el ejercicio del derecho de inspección o el revisor fiscal que conociendo de aquel incumplimiento se abstuviere de denunciarlo oportunamente, incurrirán en causal de remoción. La medida deberá hacerse efectiva por la persona u órgano competente para ello o, en subsidio, por la entidad gubernamental que ejerza la inspección, vigilancia o control del ente.”

Decreto Extraordinario 1080 de 1996:

“ART. 2º—Funciones de la Superintendencia de Sociedades. La Superintendencia de Sociedades desarrollará las atribuciones administrativas y jurisdiccionales que le corresponden, mediante el ejercicio de las siguientes funciones:

(…) 25. Resolver las controversias que se susciten en relación con el derecho de inspección e impartir la orden respectiva, cuando considere que hay lugar al suministro de información. (…)”

Una primera cuestión que debe resaltarse consiste en que el derecho de inspección instituido en nuestra legislación mercantil se circunscribe a “los libros y papeles” de la sociedad.

Se trata, entonces, de una forma de control que excluye tanto la posibilidad de examinar físicamente los bienes de la sociedad, como la observación de los procesos (funcionamiento, operaciones) de la empresa.

Los libros y papeles de una sociedad ciertamente dan una idea sobre las actividades sociales. Pero no son más que una forma indirecta de contemplar dichas actividades. La imposibilidad de visitar las instalaciones, examinar las propiedades, observar las plantas fabriles y las oficinas, los equipos, los muebles y demás enseres, de percatarse directamente de las operaciones realizadas por los empleados y demás personas vinculadas a la empresa, hace que el derecho de inspección sea un medio imperfecto de control.

Desde otro punto de vista, debe decirse que el derecho de inspección está condicionado por la calidad del sistema documental de la respectiva empresa. Puede suceder que no todo esté documentado. Puede ser que la documentación no sea clara, íntegra, creíble. Puede ocurrir que no se encuentre en orden. Y, aún supuesto que la documentación no merezca reproche, es posible que sea de tal extensión o complejidad que no sea fácil tomar nota de lo que en ella consta.

La sola extensión geográfica de las actividades empresariales trae consigo que una importante cantidad de documentos no repose en el lugar en donde debe ejercerse el derecho de inspección y hace impensable, en muchos casos, que tales documentos sean trasladados para que puedan ser examinados. Aquí hay que recordar que el sistema contable está organizado de tal manera que partiendo de las operaciones individuales va provocando acumulaciones que presentan todo un conjunto de hechos en forma agregada y resumida. Por lo general, en la sede de la empresa, el accionista tiene acceso a los libros de “resumen” o libros “mayores” útiles para ver en conjunto una empresa, pero que son totalmente inadecuados para ver operaciones específicas.

La cada vez mayor utilización de los medios electrónicos para generar y conservar información puede resultar en un escollo para su consulta. Pues si bien los medios electrónicos permiten un alto grado de almacenamiento, así como la llamada consulta “remota”, también imponen ciertos equipos y procesos para su uso.

Además, la ley colombiana excluye de los libros y papeles que se pueden inspeccionar “(…) los documentos que versen sobre secretos industriales o cuando se trate de datos que de ser divulgados, puedan ser utilizados en detrimento de la sociedad (…)”. No ha corrido suficiente trecho desde la fecha de iniciación de la vigencia de la norma para que se haya decantado una interpretación pacífica de esta expresión. Es evidente que el legislador quiso evitar la indebida penetración en los secretos claves de la sociedad, así como impedir que a través del derecho de inspección se provoque un daño a la empresa. Pero estas loables finalidades bien pueden representar en casos concretos una limitación severa al control que se pretende desarrollar a través del derecho de inspección.

Respecto de ciertos tipos societarios el derecho de inspección está limitado en el tiempo. Aunque creemos que el lapso en cuestión bien pudiera ser ampliado por los correspondientes estatutos, lo común es que se consagre el término legal. Si a las dificultades anteriores se añade la brevedad de la inspección, se hará más firme la idea de que el derecho de inspección es un medio imperfecto.

El ejercicio del derecho de inspección puede ser delegado en expertos. Con lo cual resaltamos que puede ser ejercido por varias personas y que éstas pueden tener mejores calidades profesionales para examinar la información, circunstancias que sin duda permiten hacer más eficaz y eficiente el ejercicio del derecho de inspección.

Dejando de lado las regulaciones propias de las sociedades comerciales, es pertinente observar que el régimen legal de muchas formas asociativas, así como el de varias organizaciones, no consagra en forma expresa el derecho de inspección de sus fundadores, propietarios, asociados o participes
.

El derecho de inspección bien puede tener origen en actos jurídicos, tales como el contrato. Pero ¿qué sucede si la ley o el contrato no lo conceden?

Desde la perspectiva del artículo15 de la Constitución Nacional, podría pensarse que siendo el derecho a la intimidad, en ocasiones llamado reserva o secreto, la regla general y la inspección, que implica la exhibición, una excepción, no cabría el derecho de inspección sino cuando haya sido expresamente concedido. Aún más: hay autores que sostienen que tal derecho solo es posible en los casos en que expresamente lo permite la Carta Política conforme al citado artículo 15
.

Pero desde la perspectiva del derecho a recibir información, plasmado en el artículo 20 de la Constitución Nacional, ante la obligación del administrador de rendir cuentas justificadas
 y en vista de que los datos sobre el comportamiento de una empresa son imprescindibles para resolver sobre su futuro, pensamos que el derecho de inspección está incluido en toda relación en que unos administran lo de otros, o en que unos tienen el derecho, o el deber, de analizar la gestión realizada por terceros. Y, en el evento en que el derecho en cuestión no tuviere reglamentación, dado el carácter sistémico del Derecho, sea por aplicación extensiva, sea por vía de analogía, se aplicarían las normas de las sociedades comerciales.

La rendición de cuentas puede producirse acudiendo a los jueces. Así el Código de Procedimiento Civil señala:

“ART. 418.— Modificado. D.E. 2282/89, art. 1º, num. 221. Rendición provocada de cuentas. En los procesos de rendición de cuentas a petición del destinatario se aplicarán las siguientes reglas:

1. El demandante deberá indicar en la demanda, bajo juramento que se considerará prestado por la presentación de aquélla, lo que se le adeude o considere deber.

2. Si dentro del término del traslado de la demanda, el demandado no se opone a rendir las cuentas, ni objeta la estimación hecha bajo juramento por el demandante, ni propone excepciones previas, se dictará auto de acuerdo con dicha estimación, el cual presta mérito ejecutivo. Si se objeta la estimación, se dictará auto que ordene rendirlas, para lo cual se señalará al demandado un término prudencial. En ambos casos el auto será inapelable.

3. Si el demandado alega que no está obligado a rendir las cuentas, el punto se resolverá en la sentencia, y si en ésta se ordena la rendición, se señalará un término prudencial para que las presente con los respectivos documentos. Dicho término correrá desde la ejecutoria de la sentencia, o desde la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso.

4. De las cuentas rendidas se dará traslado al demandante por un término que no exceda de veinte días. Si aquél no formula objeciones, el juez las aprobará y ordenará el pago de la suma que resulte a favor de cualquiera de las partes. Este auto no tendrá recurso alguno y presta mérito ejecutivo.

Si el demandante formula objeciones, se tramitarán como incidente que se decidirá mediante sentencia, en la cual se fijará el saldo que resulte a favor o a cargo del demandado y se ordenará su pago.

5. Si el demandado no presenta las cuentas en el término señalado, el juez, por medio de auto que no tendrá recurso alguno, ordenará pagar lo estimado en la demanda. Este auto presta mérito ejecutivo.

6. En este proceso no se aplicará el artículo 101.

ART. 419.— Modificado. D.E. 2282/89, art. 1º, num. 222. Rendición espontánea de cuentas. Quien considere que debe rendir cuentas y pretenda hacerlo sin que se le hayan pedido, deberá acompañarlas a la demanda. Si dentro del traslado de aquéllas el demandado no se opone a recibirlas, ni las objeta, ni propone excepciones previas, el juez las aprobará mediante auto que no es apelable y presta mérito ejecutivo.

Si el demandado alega que no está obligado a recibir las cuentas se resolverá en la sentencia, y si ésta ordena recibirlas se dará traslado a aquél por el término de diez días, que se contarán desde la ejecutoria de aquélla o desde la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso.

Si dentro del término del traslado el demandado no objeta las cuentas, se dará aplicación al inciso primero del numeral 4º del artículo anterior. Si formula objeción se procederá como dispone el inciso segundo del mismo numeral.

En este proceso no se aplicará el artículo 101.”

Ahora bien: no obstante las imperfecciones anotadas respecto del derecho de inspección, éste sigue teniendo a su favor que es una institución concebida en beneficio de los propietarios de una empresa, de quienes se presume un interés directo por los resultados de la organización y de quienes se espera la adopción de medidas en bien de la entidad. De hecho, el derecho de inspección se ejerce con energía cuando se presentan conflictos. Por esto, a pesar de todo, las legislaciones lo siguen contemplando. 

La fiscalización mediante síndicos

( La fiscalización privada delegada

Puesto que la búsqueda de la eficacia mueve el Derecho a su perfeccionamiento, éste concibió otras formas de control que superaran las dificultades del derecho de inspección. Vieron así la luz esquemas de supervisión encomendados solo a ciertas personas, llámense síndicos, censores, inspectores, auditores, revisores fiscales - como en Colombia -, comisarios o consejos de vigilancia. Estos tienen el deber de examinar la gestión social e informar a los asociados - quienes, de contera, vienen a tener un derecho de inspección restringido-, sobre la manera como se hubiesen comportado los administradores. En este modelo, la atención de los síndicos debe centrarse en el cumplimiento de las reglas impuestas a los gestores, escapando de su competencia el análisis de la conveniencia y bondad de las decisiones de éstos, salvo que ellas fueren ilícitas.

La aparición de la fiscalización delegada hizo pensar a algunos que se había producido el desaparecimiento del derecho de inspección. Pero no fue así. En su momento sostuvo la Corte Suprema de Justicia
:

“(…) De esta manera, hasta la expedición de la Ley 73 de 1935, que en su artículo 6° hizo obligatoria para toda sociedad anónima la institución del revisor fiscal, como delegado de la asamblea general ante los administradores con funciones permanentes y exclusivas de control y vigilancia, la del artículo 586 era la única forma mediante la cual los accionistas podían adquirir un antelado conocimiento cierto y veraz acerca de la información, datos y conclusiones de la memoria; por ende, esta forma constituía aún, no obstante la mencionada Ley 73, una prerrogativa esencial de cada socio encaminada a salvaguardar su interés en la sociedad, por lo tanto, inmodificable e irrenunciable por los accionistas, porque alcanza esa disposición la categoría de orden público, en fuerza del propósito primordial que la inspira, de tutela sobre el derecho patrimonial del accionista, así como futuro, de tomar anticipadamente completo conocimiento de causa sobre la marcha de los negocios sociales, a fin de que en el momento oportuno su voz autorizada esté en capacidad de imponerse y prevalecer en el ánimo de la mayoría de la asamblea general, y, en todo caso, de ilustrarla.

La vigencia del artículo 6° de la Ley 73 no ha desvirtuado o modificado el alcance del derecho individual de examen conferido a los accionistas por el artículo 586, porque en nada se opone a que subsista este derecho frente a la institución del revisor fiscal. (…)”

Otro de los asuntos que produjo debate con respecto a la fiscalización delegada fue el de la profesión de los llamados síndicos. 

Algunas legislaciones prefirieron encomendar la fiscalización en cuestión a cierta clase de individuos, dotados de habilidades y conocimientos en la disciplina contable, con la esperanza de que una fuerte auditoría sobre los estados financieros asegurara, por medio de la consideración de éstos, suficiente ilustración para evaluar a los administradores. Otras prefirieron recurrir a parte de los asociados, a quienes, por su propio carácter, se atribuía la mayor capacidad para entender el verdadero sentido de las instrucciones emanadas de la asamblea.

El sistema español, antes de su reciente reforma, planteaba un régimen mixto
:

“Art. 108. El balance, la cuenta de pérdidas u ganancias, la propuesta sobre distribución de los beneficios y la memoria deberán ser sometidos al examen e informe de los accionistas censores de cuentas, quienes por escrito propondrán su aprobación o formularán los reparos que estimen convenientes, en el plazo máximo de un mes. Para realizar la labor, los censores podrán examinar por si o en unión de personas técnicas la contabilidad y todos los antecedentes con la mayor amplitud, sin que ni unos ni otros puedan revelar particularmente a los demás accionistas o a terceros el resultado de sus investigaciones. Los administradores sólo podrán limitar el derecho de examen de los censores en caso de excepcional importancia, cuando así lo exija el interés social gravemente comprometido.

Los accionistas censores, que no podrán pertenecer al Consejo de administración, serán designados en número de dos propietarios y dos suplentes, por la junta general en que se aprueben las cuentas del ejercicio anterior y no cesarán en su función hasta el momento en que sean aprobadas las del siguiente. Si el voto de los accionistas no fuese unánime en la designación de los censores, podrán ser nombrados por la minoría otro efectivo y su suplente, siempre que aquella minoría represente, al menos, la décima parte del capital social desembolsado. Los nombramientos de estos últimos censores, que decidirán por el mayor número de votos dentro del aludido grupo minoritario, habrán de recaer necesariamente en miembros del Instituto de Censores Jurados de Cuentas, no accionistas, los cuales entregarán un ejemplar de su informe técnico al presidente del Consejo de administración y otro al primer firmante de la propuesta de elección, y si no se hubiera hecho por escrito, al mayor accionista de los que hubieran votado la propuesta. En el ejercicio de su función, el censor podrá examinar por sí mismo la contabilidad y todos los documentos y antecedentes relativos a los hechos contables, pero su informe, salvo pronunciamiento expreso de la junta general en contrario, sólo habrá de referirse a la exactitud y veracidad de los datos consignados en el balance y cuenta de pérdidas y ganancias y a los criterios de valoración y de amortización seguidos en el ejercicio de la sociedad.”.

Permítase un paréntesis en el objeto central de esta exposición para destacar que la ley española determinaba un plazo máximo de un mes para que se produjera el pronunciamiento de los censores. Un plazo para tal efecto, que cuente después de que los administradores le entreguen los estados financieros, es absolutamente indispensable para el correcto ejercicio de su función. No hay en Colombia norma semejante. Así suele ocurrir que los administradores convoquen a los máximos órganos sociales sin que los revisores fiscales hayan podido culminar su examen.

También aprovecho para destacar la prohibición expresa de informar a accionistas individualmente considerados, o a terceros, sobre el resultado de sus investigaciones. No existe tampoco norma expresa en Colombia que se le asemeje. La doctrina gubernamental usualmente sostuvo una posición similar a la que consagraba la ley española, pero, recientemente, las Autoridades han forzado a los revisores fiscales a suministrar información en forma particular. Además de que esta reciente posición es altamente conflictiva para con la sociedad, coloca a los receptores de tal información en una posición privilegiada, lo cual en manera alguna nos parece acertado. Lamentablemente no es este el único caso en que las Autoridades pasan por alto las consecuencias de sus actos.

Regresando al punto de la profesión del síndico, recordemos a Martorell
:

“(…) Si nos remontamos al régimen establecido por el viejo Código de Comercio, podemos afirmar, sin temor a equivocarnos, que para el legislador mercantil la cuestión de la capacidad profesional no era tema relevante, en tanto y en cuanto para desempeñarse como síndico bastaba tener capacidad para contratar. Sin embargo, la problemática originada en la falta de idoneidad de estos funcionarios no era ignorada por nuestros tribunales, pues al respecto se sostenía que aunque la legislación positiva no exigía que los síndicos de sociedades anónimas fueran peritos en contabilidad, que dominaran la materia era algo sumamente conveniente, porque de ser así su control sería mucho más efectivo, y no pasaría inadvertido para ellos aquello que fuese ignorado por la mayor parte de los accionistas.

Nuestra normativa se había apartado de otras, como la española, pues en la República Argentina los autores parecían inclinarse por la existencia de un órgano de control permanente; y en la convicción de que la sindicatura, tal como había sido concebida, era un verdadero fracaso, se optó por modificar totalmente el régimen del Código de Comercio.

Entre las reformas introducidas en la sindicatura por la ley 19.550, siguiendo viejas aspiraciones de la doctrina –como el proyecto de Francisco Oliver, quien ya en 1904 propiciaba el desempeño de los contadores públicos en la función sindical, y las propuestas de Ramón S. Castillo, presentadas en el Primer Congreso Argentino de Derecho Comercial, de 1940-, se estableció un sistema en virtud del cual sólo podían actuar como síndicos los abogados o contadores públicos con título habilitante, o las sociedades civiles con responsabilidad solidaria constituidas exclusivamente por estos profesionales (art. 285, L.S.C.) (…)”

La fiscalización privada delegada arbitra una solución a los problemas ocasionados por el elevado número de socios, a la falta de experiencia de éstos, a su poca dedicación, a los peligros que implica su eventual carácter de competidores. Y, por otra parte, complementa el derecho de inspección individual, tanto por su permanencia, como por su acceso irrestricto a la organización.

Durante mucho tiempo la fiscalización delegada fue explicada acudiendo a la figura del mandato, pues se entendía que se trataba de un encargo que los socios hacían al fiscalizador. Mas, con el paso del tiempo, se abandonó este entendimiento y se vino a concebir la fiscalización como un órgano. En este momento perdió su carácter de delegada y se hizo posible que cobijara otros intereses.

Por lo demás, resulta difícil seguir explicando la fiscalización mediante síndicos con base en la figura de la delegación, si se considera que han aparecido nuevos actores en la dirección empresarial.

Galgano nos puso de presente
:

“(...) A la relación bilateral tradicional entre accionistas y administradores o, en términos sociológicos, entre propietarios del capital y managers, se ha superpuesto progresivamente en algunos países, una relación trilateral: entre accionistas, administradores y empleados de la sociedad. La realización más plena es la establecida, con progresión sistemática, en la República Federal Alemana. Ya las leyes de 21 de mayo de 1951 y 7 de agosto de 1956 incluyeron representaciones paritarias de los trabajadores y de los accionistas (más un “undécimo hombre” aprobado por ambas partes) en el Consejo de vigilancia de las sociedades mineras y carbo-siderúrgicas; la última manifestación de este fenómeno es la Ley Federal de 4 de mayo de 1976, la cual, sin perjuicio de las anteriores disposiciones de 1951 y 1956, reconoce un derecho general de codeterminación de los trabajadores en las empresas que adopten la forma de sociedad anónima, comanditaria por acciones, de responsabilidad limitada, consorcio minero y cooperativas de producción y consumo, que cuenten con más de 2.000 empleados. En los Consejos de Vigilancia, formados por doce, dieciséis o veinte miembros, según las dimensiones de la empresa, están presentes, respectivamente, seis, ocho o diez representantes de los trabajadores. De estos, cuatro, seis o siete deben pertenecer a la empresa; dos o tres son de designación sindical. Entre los “internos” deben figurar por lo menos un obrero, un empleado y un directivo; ello, por otra parte, refuerza la posición de los “cuellos blancos” respecto de la de los obreros. 

De ahí se deriva una limitación adicional a las prerrogativas de los propietarios, y un refuerzo indirecto de la posición de los administradores, llamados a desarrollar una función de coordinación y mediación entre los intereses de los propietarios del capital y los de los titulares de la fuerza de trabajo. Sobre la legitimidad de la codeterminación de los trabajadores se pronunció, recurriendo al principio de la “función social” de la propiedad, y resumiendo todo el filón del pensamiento iniciado con la República de Weimar, el Tribunal Constitucional, el cual ha admitido que la presencia de los representantes de los trabajadores en el Consejo de vigilancia de las grandes empresas, con la facultad de participar en el nombramiento de los administradores, afecta al derecho de propiedad de los accionistas y, en particular, a su “función de guía del capital”. Sin embargo, este “vínculo social” es compatible con la protección constitucional del derecho de propiedad, ya que “es evidente la función social relevante que tiene la propiedad de la participación”. Su relieve social –argumenta el Tribunal, entre otras cosas— reside en el hecho de que “la utilización de la propiedad de la participación requiere siempre la cooperación de los trabajadores”, y “el uso del poder del propietario (...) incide, por todo ello, en la esfera de los derechos fundamentales de aquellos”.

En línea con esta valoración, en Gran Bretaña está la Companies Act de 1980. La ya recordada sección 46 –confirmada por la sección 309 de la Companies Act de 1985– establece que “en el cumplimiento de sus funciones, los administradores deben tomar en consideración tanto los intereses de los empleados de la sociedad como los de los accionistas”. Así, se rompe la antigua relación de servicio del management respecto de la propiedad del capital; se atribuye a los managers una misión que ya no es la de velar por el interés de los propietarios del capital, sino la de coordinar el interés de éstos con el de los trabajadores. El núcleo común de las experiencias alemana y británica está en considerar que los intereses de la propiedad son únicamente sometidos a las decisiones que afectan el capital industrial, y que la “función guía del capital” postula la codeterminación de otros sujetos (modelo alemán) o debe, en cualquier caso, ser ejercida en interés de éstos (modelo británico). Además, es evidente que el principio de la Companies Act está implícito en el sistema alemán; los administradores de la sociedad, dado que han sido nombrados con el concurso de los representantes de los trabajadores, deben administrar buscando constantemente el punto de equilibrio entre las razones de los accionistas y las de los trabajadores. Pero ello no es cierto a la recíproca: el principio de la Companies Act no postula, como demuestra la experiencia británica, una democracia económica de tipo cogestionario, y es incompatible con un sistema conflictivo de relaciones industriales.

Respecto de las antiguas fórmulas de la “disociación entre propiedad y control de la riqueza” existe este elemento de novedad: el control de la riqueza, en la medida en que se separa de la propiedad, no se refiere –según las tendencias del gerencialismo tecnocrático( a una tecnoestructura autocooptante que arbitra, discrecionalmente, la suerte de la empresa, sino que abre la vía a una función gerencial de mediación y coordinación entre los estímulos opuestos ejercidos por el capital y el trabajo. La tendencia tampoco corresponde a las posiciones democratizadoras presentes en el gerencialismo americano, que se basan en una denuncia intelectual de la contradicción creciente entre el capitalismo y democracia: el poder económico, que ya no está legitimado por la propiedad, debería relegitimarse en el sistema político, según los principios de la soberanía popular. La cuestión es que en las socialdemócratas y laboristas del viejo continente, la evolución gerencial está fuertemente entrelazada con la acción de los partidos y sindicatos de trabajadores. La función rectora de la propiedad no se transfiere sólo a los managers: participan en ella, de modos varios y en varias medidas, también los empleados de la empresa, y el trabajo productivo, en las distintas formas impulsadas por el desarrollo tecnológico, tiende a reducir la función rectora de la propiedad. (...)”.

Relación tripartita que la Ley colombiana podría consagrar. En nuestra Constitución Política se lee:

“ART. 57.—La ley podrá establecer los estímulos y los medios para que los trabajadores participen en la gestión de las empresas.”.

Es igualmente difícil mantener la delegación como explicación de la sindicatura, cuando los clientes de una sociedad participan en la designación del síndico.

Así, en Colombia, la Ley 100 de 1993 dispuso:

“ART. 98.—Participación de los afiliados en el control de las sociedades administradoras. Los afiliados y accionistas de las sociedades administradoras de fondos de pensiones elegirán el revisor fiscal para el control de la administración del respectivo fondo. Además, los afiliados tendrán dos (2) representantes, elegidos por ellos mismos, para que asistan a todas las juntas directivas de la sociedad administradora, con voz y sin voto, quienes con el revisor fiscal velarán por los intereses de los afiliados de acuerdo con la reglamentación que para tal fin expida el Gobierno Nacional.

PAR.—Las sociedades que administren fondos de pensiones y de cesantía tendrán en total dos (2) representantes de los afiliados.”.

La norma que se acaba de transcribir introduce un elemento que vale la pena subrayar. Se plantea en ella que los representantes de los afiliados con el revisor fiscal velen por los intereses de tales afiliados. Esta idea, según la cual el revisor fiscal es defensor de los intereses de terceros y no solamente de los de la entidad y de los de los dueños de ésta, ha sido señalada de tiempo atrás por la doctrina. Pero es fuertemente rechazada por los empresarios y por muchos contadores públicos.

La línea de admitir que los clientes dispongan de su propia auditoría tiene otras manifestaciones:

Resolución número 1211 de 1995, Superintendencia de Valores

(Diciembre 22)

“Por la cual se modifican algunas normas relativas a los fondos de valores, contenidas en la Resolución 400 de 1995”.

“(...) ART. 18.—Modificar el artículo 2.2.5.34 de la Resolución 400 de 1995, expedida por la sala general de la Superintendencia de Valores, el cual quedará así:

“ART. 2.2.5.34.— Revisoría fiscal. El revisor fiscal de la respectiva sociedad comisionista ejercerá las funciones propias de su cargo respecto del fondo o fondos de valores que dicha sociedad administra. En todo caso, la asamblea de suscriptores podrá en cualquier tiempo designar un auditor externo(...).”.

( El auge de la auditoría financiera

Dos vertientes históricas debemos analizar aquí.

De un lado, es innegable que la rendición de cuentas de los administradores echó cada vez más mano de la contabilidad. La memoria o relato de la gestión vino a apoyarse y comprobarse mediante la presentación de estados financieros. Se hizo necesario que el fiscal de los administradores entendiese la contabilidad. Y, luego, ante la complejidad y extensión del sistema contable, se requirió del conocimiento de ciertas técnicas para poder examinarlo y concluir sobre él. De esta manera la auditoría financiera se volvió parte básica del instrumental del fiscalizador.

Este camino no es otra cosa que el resultado del desarrollo de la contabilidad y su incardinación en la empresa. Recuerda De Gregorio
:

“(…) La historia del derecho comercial ofrece tan escasas y oscuras noticias sobre los balances, que no es posible establecer con exactitud ni su origen ni su forma en los primeros tiempos de su adopción, como tampoco su importancia jurídica. Sin embargo, de esas poquísimas noticias resulta indudable que el balance ocupó en las primeras compañías por acciones, en cuyos estatutos se cita, un lugar modestísimo: el de una sumaria rendición de cuentas no disciplinada por reglas de derecho ni de contabilidad, y a la que solo más tarde, poco a poco, se le fue reconociendo importancia. Ello no debe causar sorpresa si se considera que el balance, mientras se hallaba en vigencia el sistema de autorizaciones y del control gubernativo de las sociedades, estaba destinado a cumplir sus funciones sólo en las relaciones entre socios y administradores, y que la obligación de estos últimos de presentar las cuentas a la asamblea en determinada época estaba, en los primeros tiempos, muy lejos de su rigor actual. Así, en la primera Compañía holandesa de 1602, los administradores estaban obligados a presentar sólo la cuenta final, al término de la autorización de 10 años; en la Compañía de Indias Occidentales de 1621, se debían rendir cuentas cada seis años; en la Compañía Danesa de Indias Occidentales parece que no se prescribía la compilación de un balance en una época fija, sino que se debía rendir cuentas por negocios aislados a los participantes que esas sociedades admitían. Aún en la segunda mitad del siglo xvii se encuentra una gran sociedad (Compañía Francesa de las Indias Occidentales) que compila el balance a grandes intervalos y sólo como consecuencia de una orden del rey. Más tarde, a medida que se afirma la autoridad de la asamblea frente a los administradores, la obligación de presentar cuentas adquiere, casi siempre, periodicidad anual; pero sólo después, entre fines del siglo xviii y principios del xix, podemos encontrar verdaderos balances, es decir, presentaciones contables de la situación patrimonial de la sociedad y del resultado de su gestión, practicadas, no ya arbitrariamente, sino sobre la base de libros y del inventario regularmente llevados. Aunque en esta reciente fase de su desarrollo el balance no tiene ni la importancia ni las características actuales, representa ya un elemento esencial en las relaciones entre los administradores y los socios. Estos no se conforman, como antes, con las escasas noticias que los administradores querían darles sobre los resultados de la administración social, sino que desean estar informados con cierta amplitud acerca del estado patrimonial de la sociedad y sobre el origen de las utilidades obtenidas o de las pérdidas sufridas. A esta función, que podríamos llamar de rendición de cuentas, limitada a las relaciones internas de la sociedad, no podía añadirse por entero la otra –que hoy hace del balance un importante aunque no perfecto, medio de control de la marcha de la sociedad, en interés general-, sino cuando la autoridad preventiva y la vigilancia directa del Estado, son reemplazadas por un conjunto de normas reguladoras, entre las cuales ocupan el primer lugar las relativas a los balances. (…)”.

Visto lo anterior, debe decirse que el auge de la auditoría financiera se debe también a factores externos. He aquí la segunda vertiente histórica a la que me referí al empezar este aparte. Las relaciones establecidas día a día con otros entes, ya porque envolvieran crédito, ya porque conllevaran una ventura, generaron la necesidad de brindar información sobre la situación financiera, con base en la cual los terceros pudieran predecir el comportamiento de la corporación y juzgar su grado de éxito. Estos terceros ni siquiera gozaban del derecho de inspección reconocido a los asociados. Su capacidad de constatar la veracidad de la información que les era suministrada se encontraba seriamente limitada por el derecho al secreto - por ejemplo el secreto profesional, el secreto industrial, el secreto bancario, la reserva de los libros de comercio -, que emana del derecho a la intimidad que cada corporación detecta con relación a su quehacer.

Semejante situación, unida al auge los negocios transnacionales y a la distancia cada vez más marcada entre los propietarios y los empresarios o gestores, puso en evidencia necesidades de información que no eran adecuadamente atendidas. Tales necesidades impulsaron a los administradores a propiciar, y al público a acoger, las auditorias financieras
. Los contadores públicos, autorizados para revisar el sistema contable, expresaban una opinión confiable sobre la información difundida, brindando el grado de tranquilidad necesario para obrar según se desprendiera de tal información. En aquellos casos en los cuales la fiscalización en beneficio de los asociados era ejercida por alguno de tales profesionales, a los correlativos órganos de vigilancia se asignó la función de opinar públicamente sobre los estados financieros. En otros eventos, los administradores se encargaron de contratar los auditores del caso. La vigilancia, en suma, giró de la verificación del comportamiento de los administradores al examen de la razonabilidad de la información financiera. De esta manera, las mecánicas de supervisión albergaron dos intereses, en veces contrapuestos: el de los dueños y el del público.

Tua Pereda comentó
:

“(…) Una buena muestra de la incidencia de los cambios mencionados está constituida por la evolución experimentada por el concepto de auditoría, que si bien es algo marginal al tema que nos ocupa, ilustra claramente el paralelismo, ya aludido, entre diversas vertientes de una sola realidad. Sabido es que la auditoría nace como consecuencia de la separación entre propiedad y gerencia, al objeto de garantizar a aquélla el correcto desempeño en su cometido de esta última. Por ello, la orientación habitual de la censura se dirige principalmente hacia la satisfacción de las necesidades de la información de los accionistas, con una concepción eminentemente basada en la teoría del propietario. Sin embargo, en la medida que se amplía el círculo de interesados en la empresa, se subraya cada vez con más fuerza por la literatura contable el carácter y dependencia social de la auditoría. Ello tiene algunas importantes consecuencias: se amplía el campo de conocimientos exigidos al revisor, al mismo ritmo en que aumenta la información emitida por las empresas; paralelamente, los requerimientos de máxima independencia y objetividad también se amplían, pues el censor no debe ser sólo independiente en relación con la empresa, sino también con los accionistas y otros grupos interesados; se insiste en la necesidad de que el auditor evite la imagen de defensor del capital y propicie la que le otorga su estatus de servidor de la comunidad; incluso se afirma la poca expresividad de la denominación “revisor de cuentas”, abogando por una más amplia, que englobe también sus funciones adicionales. En definitiva, que la nueva concepción de la empresa afecta también a la censura, que tiende a situarse actualmente al servicio de la comunidad. (…)”.

Al recurrir a los auditores financieros se echó mano de una expresión profesional de vieja data. Tiempo antes, los administradores de grandes corporaciones europeas con intereses en ultramar, especialmente los ingleses, ante la necesidad de controlar sus posesiones, habían recurrido a expertos en materia contable, a quienes enviaban a cruzar los mares y cerciorarse si la administración era adecuada en sus lejanos dominios. Estos primeros auditores se habían organizado en colegios profesionales y desarrollado, a través de la investigación, técnicas de verificación, que, con el tiempo, adquirieron carácter normativo. Todo ese bagaje profesional fue, al igual que otras cosas, transferido a los Estados Unidos de América, en donde adquirió un importante desarrollo. A finales del siglo XIX los contadores gozaban de un gran prestigio. Contaban con una fuerte organización, habían adoptado un estricto código de ética y sujetado su trabajo a estándares
. A lo largo del siglo XX la influencia y las reglas de los contadores norteamericanos se han extendido por todo el mundo, llegando a liderar los recientes fenómenos de armonización internacional.

Cook y Winkle
 resumen la evolución de la auditoría así:

“(…) Desde el mismo momento en que existió el comercio se llevaron a cabo auditorias de algún tipo. Las primeras auditorias fueron revisiones meticulosas y detalladas de los registros establecidos para determinar si cada operación había sido asentada en la cuenta apropiada y por el importe correcto. El propósito principal de estas primeras auditorias era detectar desfalcos y determinar si las personas en posiciones de confianza estaban actuando e informando de manera responsable. Las primeras auditorias estaban encaminadas a asegurar al propietario de un negocio que los empleados contratados habían mantenido correctamente las cuentas y que existían todos los activos y se encontraban registradas a las cantidades apropiadas. Más adelante, al intentar obtener dinero prestado el propietario podía utilizar el balance general para mostrar a un banquero que el negocio tenía suficientes activos para garantizar el préstamo. Con frecuencia los banqueros exigían que un auditor independiente rectificara la exactitud de dichos balances generales.

Después de la revolución industrial el alcance y complejidad de los negocios se amplió notablemente. Al aumentar en tamaño las compañías emplearon mayor número de personas y sus sistemas contables se volvieron más desarrollados. Con un sistema contable mayor y más personas participantes, resultó posible dividir las tareas dentro de la compañía. Ninguna persona tenía la responsabilidad de manejar la totalidad de una operación; las funciones de custodia de los activos y su registro fueron separadas y se establecieron otros controles internos efectivos para proteger los activos y prevenir y detectar los desfalcos. Los auditores internos también se convirtieron en una parte importante de los sistemas de control interno. Al aumentar el volumen de actividad mercantil y la complejidad de los sistemas contables, resultó prohibitivo el costo de las auditorias detalladas. Además, se comprendió que la meta de descubrir errores se podía llevar a cabo con mayor efectividad mediante un sistema adecuado de control interno. El papel del auditor cambió de la búsqueda de desfalcos y de certificar la exactitud de un balance general a la revisión del sistema y comprobación de las evidencias a fin de poder emitir una opinión sobre la presentación correcta de todos los estados financieros.(
)
La creciente atomización de la propiedad de las corporaciones estimuló el desarrollo de la auditoría moderna. Las bolsas de valores a principios del siglo establecieron requisitos mínimos para la presentación de informes de compañías cuyas acciones estaban registradas en las mismas. La legislación federal sobre valores de 1933 y 1934 creó la Security and Exchange Commission (SEC), amplió los requisitos de presentación de informes y exigió que los estados financieros fueran dictaminados por auditores independientes. (…)”.

( El mercado de valores

En este estado de cosas, la riqueza había sido objeto de incorporación en instrumentos de peculiares características (en nuestro medio conocidos como títulos valores), que se transaban en los mercados como medio de transferir la propiedad de las empresas o de atraer considerables cantidades de dinero. La organización de las bolsas de valores dio paso a un escenario nuevo. El dueño ya no solamente carecía de la calidad de administrador, además, ahora, tampoco era empresario. El aporte de riqueza se hacía a título de inversión, representada en documentos negociables. Estos se compraban y vendían de acuerdo con evaluaciones sobre flujos futuros de fondos. La estimación de éstos, que inicialmente se basó en intuiciones, pronto requirió de herramientas más técnicas. Así el mercado de valores se convirtió en el mayor consumidor de estados financieros, que eran auditados por los órganos de fiscalización interna o por los profesionales especialmente contratados para ello, según fuera el caso.

Valenzuela enseña
:

“(…) El proceso de institucionalización de la gran empresa mercantil, la que por lo habitual adopta la forma jurídica de sociedad anónima abierta sustancialmente bursátil, pone en evidencia que en su seno concurren un complejo y variado conjunto de intereses. Estarán lógicamente interesados en conocer la marcha de la sociedad tanto sus propios socios y trabajadores, como los terceros que mantengan con ella relaciones negociales. De forma paralela, en este ámbito concurren igualmente los intereses públicos, y muy especialmente el interés de los consumidores (por ejemplo, en nuestra doctrina v. A. Polo, “Reflexiones sobre la reforma…”, cit. 585 ss; Girón, “Sobre la reforma de la legislación mercantil y algunos problemas en la de la sociedad anónima” en vol. de su propia autoría Tendencias actuales y reforma del Derecho Mercantil, 1986, 198-9; Menéndez, “Código de Comercio y reforma de la Legislación Mercantil”, cit., 54 y Gómez Segade, “Derechos de los socios, participación de los trabajadores y petrificación de la S.A.”, en cit. Vol. Estudios en homenaje al Prof. A. Polo, 307 ss.).

Con este interés de los consumidores se hace referencia al interés del público inversor en general, el cual de momento –en cuanto tal- aparece únicamente como potencial inversionista de la concreta sociedad de que se trate (v. Bercovitz, “La protección…”, cit. 319), y quien –al menos así cabe esperarlo- adoptará la decisión definitiva de participar en la sociedad una vez que se haya cerciorado de la solvencia de aquélla y una vez que haya recibido información suficiente sobre las reales expectativas de su inversión; se tratará, pues, de una información previa a la incluible estrictamente en el llamado derecho de información del que goza todo accionista o socio. Por todo ello, es más que comprensible, de un lado, que se reclamase un adecuado ajuste de la “fórmula jurídica” con la realidad de una “economía masificada en torno a la gran empresa” (los entrecomillados responden a expresiones utilizadas por el Prof. A. Menéndez, lug. últ. cit., 49); y que, de otra parte, con la pluralidad de intereses concurrentes en las sociedades que participan en el mercado de valores, es consecuente la existencia de unos instrumentos de información y control más completos, más veraces y públicos (son calificativos empleados por el Prof. R. Uría, La información del accionista…, cit., 60 ss.).

Será, por tanto, en conexión con las grandes sociedades anónimas que acuden al mercado de capitales, y en el que tradicionalmente ocupan el papel de emisoras de valores, donde se encontrará la raíz de una auténtica exigencia de una nueva disciplina jurídica de la información. Es así que, en términos generales, la nueva disciplina jurídica va a completar una información que se adecue sustancialmente a la mencionada realidad económica. Ello, a su vez, provoca que en supuestos particulares se configure un cuadro de información diferente, mayor o menor según los casos. (…)”.

En forma más específica, Welch y Anthony explican
:

“(...) Los inversionistas constituyen un grupo importante al cual se dirigen los estados financieros externos y al que pertenecen los propietarios actuales (accionistas, en el caso de una sociedad anónima), los “probables” propietarios (es decir, los que están interesados en la compra de acciones) y los analistas de inversiones (dado que asesoran a los inversionistas). Por otra parte, el inversionista puede ser un individuo, otras empresas o una institución.

La mayor parte de los inversionistas no buscan intereses de control cuando compran capital social, sino que lo hacen con la idea de recibir: 1) ingresos, en la forma de dividendos, a lo largo del período de inversión, y 2) los incrementos subsecuentes, con relación al monto de la inversión, en el mercado de las acciones. Así el inversionista enfrenta el problema de predecir las utilidades y el crecimiento futuros de la empresa, cuando efectúa una inversión de este tipo o vende la que ya tenía. A los inversionistas les interesan las utilidades de la empresa porque son la “fuente” de dividendos futuros, y el crecimiento de la empresa, porque éste último tiende a hacer que aumente el precio de mercado de las acciones. Al efectuar estas predicciones, el inversionista debe tomar en cuenta diversos aspectos, como las características de la industria y de la compañía y los antecedentes financieros de esta última. El estado de resultados le proporciona datos significativos, como los ingresos derivados de productos y servicios, las partidas extraordinarias, los efectos del impuesto sobre la renta, las utilidades netas y la utilidad por acción. También se pueden calcular otras relaciones, como la de margen bruto, la de margen de utilidades y las de gastos. En forma similar, el balance general y el estado de cambios en la situación financiera, apoyados por las notas a los estados financieros, representan una cuantificación del rendimiento de utilidades en el pasado, de los flujos de fondos y de la situación financiera actual, datos que constituyen una base importante para efectuar predicciones acerca de las utilidades y del crecimiento futuros, sobre todo cuando se dispone de ellos con relación a varios períodos del pasado reciente (...)”.

En Colombia también hemos percibido y aceptado la importancia de la información para el mercado de valores. En 1984 Juan Camilo Restrepo señaló
:

“(...) Una de las políticas en que viene trabajando más asiduamente la Comisión de Valores, e la de mejorar la calidad de la información que recibe el mercado de capitales. Un mercado sin buena información es un mecanismo que no logra cumplir con su objetivo económico central que es el de asignar eficientemente los recursos de la economía, hacia las inversiones más rentables social y económicamente. Las sociedades anónimas inscritas en bolsa venían presentando anualmente, con motivo de sus asambleas, una información mínima muy reducida, que es aquella que les exige el artículo 446 del Código de Comercio. A partir de este año la Comisión de Valores ha dispuesto que ese grupo de sociedades enriquezcan la información con una presentación mucha más detallada de su situación financiera, de sus perspectivas, de los negocios con sus subordinadas, y, en fin, de todos aquellos elementos de juicio que un inversionista querría tener disponibles en el momento de tomar una decisión. Con estas medidas hemos comenzado en Colombia, con bastante retraso por cierto, lo que los anglosajones llaman el “Disclosure” y que podríamos traducir como “la revelación de información” a que están obligadas las empresas cuyas acciones están registradas en una bolsa de valores o hacen ofertas públicas. (...)”.

Ese mismo año, en el VIII Simposio de Revisoría Fiscal, el doctor RESTREPO sostuvo
:

“(...) Tratándose de sociedades con valores registrados en Bolsa, los avances que se vayan haciendo en materia de disclosure tendrán que ir acompañados de un papel muy activo del contador público y de los revisores fiscales, quienes tienen la delicada misión de dar fe pública al mercado. Hace pocos días en amable invitación que me formulara el Instituto Nacional de Contadores Públicos decía lo siguiente sobre este tópico: “Tal vez en ninguna otra área como el mercado de valores surge con tanta nitidez, con tanta evidencia y con tanta importancia el papel del Contador Público como “fedatario” mercantil o sea como un funcionario investido por el Estado de la delicada atribución de dar fe pública sobre ciertos actos y documentos comerciales cuya presunción de autenticidad requiere la buena marcha de los negocios. El mercado público de valores es un sistema en el que a base de credibilidad y de buena información las unidades excedentarias de la economía transfieren recursos a las unidades deficitarias transforman ese ahorro de la comunidad en inversiones productivas. Es pues una de las fases cruciales de la actividad económica. En la medida que el mercado de valores funcione eficientemente se está marcando el necesario lindero entre la inversión especulativa y la inversión provechosa para la comunidad. La Comisión Nacional de Valores es la entidad encargada por la ley 32 de 1979 de estimular y regular el mercado de valores. Para ello la ley prevé que pueda apoyarse en el contador público en su condición de fedatario mercantil para transmitir al mercado, a los potenciales inversionistas y en general a la comunidad bursátil, una dosis adicional de certeza y dar fe pública en los documentos de renta fija o variable con que las empresas que concurren al mercado público buscan financiarse haciendo para ello un llamado al ahorro público.” (...)”.

Existe una gran diferencia entre la auditoría concebida como fiscalización delegada, es decir, orientada en provecho de los propietarios y la auditoría al servicio de los mercados de valores. En ésta, como ya se dijo, los destinatarios de los estados financieros y del informe del auditor son, además de los propietarios, los potenciales inversionistas y los asesores de inversiones. Además las empresas emisoras de valores presentan un tamaño considerablemente mayor que el de las no emisoras, complejidad que, como ya se anotó, tuvo mucho que ver con el cambio de método de la auditoría.

En nuestro medio se ha prestado poca atención a esa diferencia. Se ha pasado por alto que una auditoría de grandes negocios (emisores) es diferente de la auditoría de pequeños negocios. Así ha resultado desapercibido el hecho de que muchas de las ideas claves de la auditoría de los grandes negocios no son pertinentes enfrente de las pequeñas empresas. La falta de comprensión de las instituciones ha provocado que se hayan puesto sobre las pequeñas organizaciones desproporcionadas cargas de auditoría, sobrecarga que lejos de ayudarlas las daña. Para evitar esto en muchos países la auditoría financiera solo es obligatoria para los emisores. Los que no lo sean pueden o no someterse a una auditoría.

( El caso particular del sector solidario

Las personas jurídicas reguladas por el Código Civil y las sociedades sometidas al Código de Comercio están inscritas en el sistema monista de administración. Pero este enfoque no es en Colombia universal, pues el sector solidario presenta un tratamiento particular.

La Ley 79 de 1988 dispuso:

“(...) Artículo 38.- Sin prejuicio de la inspección y vigilancia que el estado ejerce sobre la Cooperativa, ésta contará con una Junta de Vigilancia y un Revisor Fiscal.

Artículo 39.- La Junta de Vigilancia estará integrada por asociados hábiles en número no superior a tres, con sus respectivos suplentes; su período y las causales de remoción serán fijadas en los estatutos.

Artículo 40.- Son funciones de la Junta de Vigilancia:

1. Velar porque los actos de los órganos de administración se ajusten a las prescripciones legales, estatutarias y reglamentarias y en especial a los principios cooperativos.

2. Informar a los órganos de administración, al Revisor Fiscal y al Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas sobre las irregularidades que existan en el funcionamiento de la Cooperativa y presentar recomendaciones sobre las medidas que en su concepto deben adoptarse.

3. Conocer los reclamos que presenten los asociados en relación con la prestación de servicios, transmitirlos y solicitar los correctivos por el conducto regular y con la debida oportunidad.

4. Hacer llamadas de atención a los asociados cuando incumplan los deberes consagrados en la ley, los estatutos y reglamentos.

5. Solicitar la aplicación de sanciones a los asociados cuando haya lugar a ello y velar porque el órgano competente se ajuste al procedimiento establecido para el efecto.

6. Verificar la lista de asociados hábiles e inhábiles para poder participar en las Asambleas o para elegir delegados.

7. Rendir informes sobre sus actividades a la Asamblea General Ordinaria, y

8. Las demás que le asigne la ley o los estatutos, siempre y cuando se refieran al control social y no correspondan a funciones propias de la auditoría interna o revisoría fiscal, salvo en aquéllas Cooperativas eximidas de revisor fiscal por el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas.

Artículo 41.- Por regla general la Cooperativa tendrá un Revisor Fiscal con su respectivo suplente, quienes deberán ser Contadores Públicos con matrícula vigente; el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas podrá eximir a la Cooperativa de tener Revisor Fiscal cuando las circunstancias económicas u ubicación geográfica o el número de asociados lo justifiquen.

Artículo 42.- El Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas podrá autorizar que el servicio de Revisoría Fiscal sea prestado por organismos cooperativos de segundo grado, por instituciones auxiliares del Cooperativismo, o por Cooperativas de Trabajo Asociado que contemplen dentro de su objeto social la prestación de este servicio, a través de Contador Público con matrícula vigente.

Artículo 43.- Las funciones del Revisor Fiscal serán las señaladas en los estatutos y reglamentos de la Cooperativa y se determinarán teniendo en cuenta las atribuciones asignadas a los Contadores Públicos en las normas que regulan el ejercicio de la profesión, así como en aquéllas que exigen de manera especial la intervención, certificación o firma de dicho profesional.

Ningún Contador Público podrá desempeñar el cargo de Revisor Fiscal en la Cooperativa de la cual sea asociado. (...)”.

Con relación de esas normas señalé
:

La Responsabilidad Social Del Revisor Fiscal En El Sector Cooperativo

Hernando Bermúdez Gómez

El común de las personas tiene una muy débil información tanto sobre la revisoría fiscal como sobre el sector cooperativo. Se trata de asuntos a los cuales la universidad colombiana dedica una pobre atención.

Si el acceso a la cultura y a la ciencia es un factor clave en el desarrollo de los pueblos, como ciudadanos estamos constreñidos a apoyar aquellos eventos que pretenden subsanar tal falta de conocimiento. Semejante pensamiento me impulsó a participar en este III SEMINARIO NACIONAL DE REVISORIA FISCAL organizado por AUDIUCONAL.

Pero el deseo de apoyar la difusión del conocimiento científico no significa que nos encontremos preparados para hacerlo adecuadamente. Precisamente la falta de diseminación del saber, traducida en la escasez de bibliografía de fácil consulta, se constituye en un serio obstáculo para preparar una disertación.

De manera que he de empezar por advertir al distinguido auditorio que esta intervención seguramente no pasará de ser un punto de partida para posteriores esfuerzos.

Marco Legal De La Revisoría Fiscal En El Sector Cooperativo

La ley 79 de 1988 actualizó la legislación cooperativa colombiana. Varias de sus normas se refieren al revisor fiscal, destacándose las siguientes (los resaltos no son del texto original):

"Artículo 14. La constitución de toda cooperativa se hará en asamblea de constitución, en la cual serán aprobados los estatutos y nombrados en propiedad los órganos de administración y vigilancia. (...)

Artículo 17. En el acto de reconocimiento de personería jurídica se ordenará el registro de la cooperativa, el de los órganos de administración y vigilancia y el de su representante legal, debidamente identificado, y se autorizará su funcionamiento.

Artículo 19. Los estatutos de toda cooperativa deberán contener:

(...) 6. Régimen de organización interna, constitución, procedimientos y funciones de los órganos de administración y vigilancia, condiciones, incompatibilidades y forma de elección y remoción de sus miembros. (...)

Artículo 24. Serán deberes especiales de los asociados:

(...) 3. Aceptar y cumplir las decisiones de los órganos de administración y vigilancia. (...)

Artículo 30. (...) La junta de vigilancia, el revisor fiscal, o un quince por ciento (15%) de los asociados, podrán solicitar al consejo de administración la convocatoria de asamblea general extraordinaria. (...)

Artículo 34. La asamblea general ejercerá las siguientes funciones:

(...) 8. Elegir el revisor fiscal y su suplente y fijar su remuneración. (...)

Artículo 38. Sin perjuicio de la inspección y vigilancia que el Estado ejerce sobre la cooperativa, ésta contará con una junta de vigilancia y un revisor fiscal.

Artículo 40. Son funciones de la junta de vigilancia:

(...) 2. Informar a los órganos de administración, al revisor fiscal y al Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas sobre las irregularidades que existan en el funcionamiento de la cooperativa y presentar recomendaciones sobre las medidas que en su concepto deban adoptarse.

(...) 8. Las demás que le asigne la ley o los estatutos, siempre y cuando se refieran al control social y no correspondan a funciones propias de la auditoría interna o revisoría fiscal, salvo en aquellas cooperativas eximidas de revisor fiscal por el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas.

Artículo 41. Por regla general la cooperativa tendrá un revisor fiscal con su respectivo suplente, quienes deberán ser contadores públicos con matrícula vigente; el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas podrá eximir a la cooperativa de tener un revisor fiscal cuando las circunstancias económicas o de ubicación geográfica o el número de asociados lo justifiquen.

Artículo 42. El Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas podrá autorizar que el servicio de revisoría fiscal sea prestado por organismos cooperativos de segundo grado, por instituciones auxiliares del cooperativismo, o por cooperativas de trabajo asociado que contemplen dentro de su objeto social la prestación de este servicio, a través de contador público con matrícula vigente.

Artículo 43. Las funciones del revisor fiscal serán señaladas en los estatutos y reglamentos de la cooperativa y se determinarán teniendo en cuenta las atribuciones asignadas a los contadores públicos en las normas que regulan el ejercicio de la profesión, así como aquellas que exigen de manera especial la intervención, certificación o firma de dicho profesional.

Ningún contador público podrá desempeñar el cargo de revisor fiscal de la cooperativa de la cual sea asociado.

Artículo 148. Las cooperativas, los titulares de sus órganos de administración y vigilancia y los liquidadores, serán responsables por los actos u omisiones que impliquen el incumplimiento de las normas legales y estatutarias y se harán acreedores a las sanciones que más adelante se determinan, sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones.

Artículo 153. Adicionase la Ley 24 de 1981 con un artículo nuevo que como artículo 45 de la mencionada ley, quedará así:

«Artículo 45. El Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas, sancionará también a los titulares de los órganos de administración y vigilancia, a los empleados y a los liquidadores de las cooperativas, por las infracciones que les sean personalmente imputables, señaladas a continuación:

1. Utilizar la denominación o el acuerdo cooperativo para encubrir actividades o propósitos especulativos o contrarios a las características de las cooperativas, o no permitidos a éstas, por las normas legales vigentes.

2. No aplicar los fondos de educación y solidaridad a los fines legales y estatutariamente establecidos.

3. Repartir entre los asociados las reservas, auxilios o donaciones de carácter patrimonial.

4. Acreditar a los asociados excedentes cooperativos por causas distintas a las previstas en la ley.

5. Avaluar arbitrariamente los aportes en especie o adulterar las cifras consignadas en los balances.

6. Admitir como asociados a quienes no puedan serlo por prescripción legal o estatutaria.

7. Ser renuente a los actos de inspección y vigilancia.

8. Realizar actos de disposición excediendo las facultades establecidas.

9. No asignar a las reservas y fondos obligatorios las cantidades que correspondan de acuerdo con la ley, los estatutos y los reglamentos internos.

10. No presentar oportunamente a la asamblea general los informes, balances y estados financieros que deban ser sometidos a la asamblea para su aprobación.

11. No convocar a la asamblea general en el tiempo y con las formalidades estatutarias.

12. No observar en la liquidación las formalidades previstas en la ley y los estatutos.

13. Las derivadas del incumplimiento de los deberes y funciones previstos en la ley o en los estatutos.»

Artículo 154. Adicionase la Ley 24 de 1981, con un artículo nuevo que como artículo 46 de la mencionada ley, quedará así:

«Artículo 46. Las sanciones aplicables por el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas por los hechos contemplados en los artículos 44 y 45 de la presente ley, serán las siguientes:

1. Llamada de atención.

2. Cobro de multas hasta del uno por ciento (1%) del capital social de la persona jurídica o hasta de cien (100) veces el salario mínimo legal mensual, respectivamente, según se trate de sanciones a entidades o a personas naturales.

3. Prohibición temporal o definitiva para el ejercicio de una o más actividades específicas.

4. Declaración de inhabilidad para el ejercicio de cargos en entidades del sector cooperativo hasta por cinco años, y

5. Orden de disolución y liquidación de la cooperativa con la correspondiente cancelación de la personería jurídica.»

Artículo 155. Adicionase la Ley 24 de 1981 con un artículo nuevo que como artículo 47 de la mencionada ley, quedará así:

«Artículo 47. Para la aplicación de las sanciones a que se refiere el artículo anterior, con excepción de la del numeral 1º, será necesaria investigación previa. En todo caso, las entidades o personas inculpadas deberán tener la oportunidad de presentar descargos.»"

La Pluralidad De Órganos De Vigilancia En El Sector Cooperativo

Tal como puede verse en el artículo 38 de la ley 79 de 1988, atrás copiado, en las cooperativas por regla general existen dos órganos de vigilancia: la junta de vigilancia y el revisor fiscal.

Semejante estructura es diferente de la consagrada para las sociedades mercantiles en el Código de Comercio, lo cual genera la hipótesis de que la revisoría fiscal es y debe ser distinta en las cooperativas que en tales sociedades.

Al paso que la mencionada ley detalla las funciones de la junta de vigilancia (artículo 40), remite a los estatutos la definición de las que correspondan al revisor fiscal.

Ha existido la tendencia a adoptar como propio dentro del sector cooperativo el conjunto de funciones que para el revisor fiscal consagra el artículo 207 del Código de Comercio.

Pero creemos, con base en el numeral 8. del artículo 40 de la ley 79 de 1988, que no es posible admitir una duplicidad de funciones. Ello sería contrario al principio de economía que debe inspirar toda actividad empresarial y produciría múltiples conflictos de competencia entre la junta de vigilancia y el revisor fiscal, deteriorando la bondad del esquema.

La auditoría de cumplimiento

He sostenido que la revisoría fiscal, a la luz del Código de Comercio, implica la realización conjunta y armónica de tres auditorias: (1) auditoría financiera, (2) auditoría del control interno y (3) auditoría de cumplimiento.

Entiendo por esta última aquella que tiene por propósito expresar una opinión sobre si los actos de los administradores (numeral 1. del artículo 209 del mismo código), se ajustan a la ley, a los estatutos y a las decisiones de la asamblea y de la junta directiva. Tal opinión, que implica la previa verificación de la licitud de tales actos, es el fin lógico del desarrollo de la función prevista en el numeral 1. del artículo 207 del Estatuto Mercantil.

Pero dada la pluralidad de órganos de vigilancia en las cooperativas y teniendo en cuenta lo previsto, en especial, en los numerales 1. y 4. del aludido artículo 40 de la ley 79 de 1988, creo que tal auditoría de cumplimiento no debe formar parte de las obligaciones del revisor fiscal.

Obviamente lo anterior debe entenderse sin perjuicio, de un lado, de las estipulaciones de la ley 45 de 1990, que sometió a los revisores fiscales de las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria o por la Superintendencia de Valores a la regulación mercantil -siendo norma posterior y especial- y, de otro lado, sin menoscabo de la teoría desarrollada por los auditores sobre el denominado "acto ilegal del cliente", pues no debe olvidarse que el cumplimiento de la normatividad jurídica puede tener efecto sobre las llamadas "afirmaciones, aseveraciones o aserciones" de los estados financieros.

La auditoría del control interno

En ese mismo orden de ideas creo que tampoco es procedente incluir dentro de las funciones de un revisor fiscal en el sector cooperativo la auditoría del control interno. En otros trabajos me he esforzado por distinguir entre esta auditoría y la revisión que dentro de una auditoría financiera debe hacerse del sistema de control interno. No es el momento de explicar con detalle el punto. Baste afirmar que esta revisión tiene un alcance menor y distinto que el propio de aquella auditoría. La revisión está encaminada a definir un "nivel de riesgo" con base en el cual pueda determinarse un grado de confianza útil para planear el alcance de las pruebas sustantivas [literal b) del numeral 2. del artículo 7º de la ley 43 de 1990]. La auditoría de control interno, en cambio, tiene la carga de culminar con una opinión sobre si es adecuado dicho sistema de control interno (numeral 3. del artículo 209 del Código de Comercio).

Sostengo lo anterior porque el control interno es, al fin y al cabo, un producto normativo emanado ya sea de los estatutos sociales, ya sea de los órganos de dirección y administración. Si la vigilancia de tales reglas (numeral 1. del artículo 40 de la ley 79 de 1988), el peso de denunciar las irregularidades en el funcionamiento de la cooperativa (numeral 2. del citado artículo 40) y el deber de rendir informes sobre tales tareas a la asamblea general (numeral 7., ibídem) corresponde a la junta de vigilancia, por exclusión no deben ser responsabilidad del revisor fiscal.

Recordando el momento histórico

Las anteriores precisiones resultan tanto más válidas si se considera el marco legal existente por la época de expedición de la ley 79 de 1988, en otras palabras, si se resalta que la ley 43 de 1990, como su año de expedición lo indica, es posterior a la ley cooperativa. No puede por tanto, a la luz de la hermenéutica, darse valor retroactivo a la definición que de la revisoría fiscal como una "actividad relacionada con la ciencia contable en general" hace el artículo 2º de la ley 43, mencionada.

La revisoría fiscal fue concebida como un órgano social, cuya consagración legal (ley 73 de 1935) se produjo con anterioridad a su profesionalización (decreto 2373 de 1956). No fue, por tanto, diseñada teniendo en mente al contador público. El parágrafo del artículo 207 del Código de Comercio, en mi entender, deja en claro que el legislador entendía que una revisoría fiscal bien pudiera ser ejercida por personas que no fueran contadores públicos. Caso en el cual la única función que no podrían realizar sería la de "(...) autorizar con su firma balances generales, ni dictaminar sobre ellos." 

De manera que cuando en el artículo 43 de la ley 79 de 1988 se defirió a los estatutos la determinación de las funciones de los revisores fiscales en las cooperativas, debiendo tenerse en cuenta "(...) las atribuciones consignadas a los contadores públicos en las normas que regulan el ejercicio de la profesión (...)" se hizo referencia, por ser el estatuto profesional vigente en ese momento, a la ley 145 de 1960. No al Código de Comercio que, como ya dije, ni es un estatuto de la profesión del contador público ni concibió la revisoría fiscal como un servicio exclusivo de ellos.

La ley 145 de 1960 no incluye, como si lo hace la ley 43 de 1990, una delimitación del ámbito profesional del contador público. Pero una revisión de su artículo 8º deja en claro que pretendió reservar a tales profesionales aquello que tuviera que ver con la información contable. Luego la auditoría de cumplimiento y la de control interno no eran asuntos reservados a tales profesionales cuando se expidió la ley 79 de 1988.

Conviene recordar las palabras del Senador Alvaro Uribe Vélez, al presentar ponencia para primer debate al proyecto de ley número 25 de 1987, antecedente de la ley 79 de 1988. Entonces afirmó (los resaltados no son del texto original):

"El tema de las juntas de vigilancia fue objeto de múltiples opiniones, que en su mayoría no desconceptuaron la institución, pero le señalaron fallas a la forma como ha funcionado. Resulta indudable que como elemento de control social diferente al fiscal o de auditoría, cobra mucha vigencia en la etapa de la democracia participativa, propensa para que este tipo de barreras sean más eficaces que las formalistas."

Por último debe aludirse al "Proyecto de Ley Marco para las Cooperativas de América Latina" elaborado por la Organización de las Cooperativas de América -OCA- documento que fue objeto de consulta para el elaborar el proyecto de ley cooperativa colombiana, según lo reseñó expresamente el Senador Ernesto Samper Pizano en su exposición de motivos. El artículo 80 de dicho proyecto de ley marco reza: "Las cooperativas deben contar con un servicio permanente de auditoría externa a cargo de profesional matriculado. Podrán ser eximidas de esta obligación por la autoridad de aplicación cuando su situación económica, actividad o ubicación geográfica lo justifiquen." (se resalta).

La Auditoria Financiera

Muchos tratadistas denominan la auditoría financiera como auditoría externa. No comparto la homologación de esas dos expresiones a pesar de su arraigo. Aquella expresión indica el objeto del trabajo profesional, al paso que ésta señala si quien la realiza está dentro o fuera de la organización. Y es claro que un auditor interno pudiera practicar una auditoría financiera -que pueda imprimir o no fe pública es otro asunto-.

Para los propósitos de esta intervención pudiera convenirse en entender como auditoría financiera aquel examen practicado por contadores públicos, con sujeción a las normas de auditoría generalmente aceptadas, que tiene por objeto expresar una opinión sobre si los estados financieros de un ente económico han sido preparados de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados.

En ese orden de ideas puede sostenerse que existen dos patrones que regulan o determinan la auditoría financiera.

De un lado, aquel que establece quién y cómo debe realizar la auditoría (NAGA) y, de otro, aquel que suministra el estándar contra el cual se compara la información contable (PCGA).

La Responsabilidad

Habiendo precisado desde un punto de vista conceptual las funciones del revisor fiscal en el sector cooperativo procede dirigir la atención al concepto de responsabilidad.

Responder es una palabra que proviene del latín. Es un término derivado de la unión de las expresiones re (preposición inseparable que indica repetición, resistencia, negación) y spondeere (prometer). Etimológicamente, entonces, significa replicar, prometer, garantizar.

Responsable admite las siguientes acepciones: (1) Que debe responder, rendir cuentas de sus actos o de los de otros. (2) Dícese de la persona consciente y formal en sus palabras, decisiones o actos. (3) Persona que tiene autoridad, capacidad para tomar decisiones, dirigir una actividad, etc.

Desde el punto de vista de la ciencia del derecho, que ha dedicado inmensos y largos esfuerzos a estudiarla, la responsabilidad presenta dos aristas complementarias: De un lado la responsabilidad es la Capacidad para aceptar las consecuencias de un acto consciente y voluntario y, de otro, es la Obligación de reparar y satisfacer por uno mismo o, en ocasiones especiales, por otro, la pérdida causada, el mal inferido o el daño originado.

Hay, pues, dos maneras de admirar los fenómenos de responsabilidad. Bien desde la perspectiva de la capacidad del sujeto, bien desde el punto de vista de la indemnización debida.

Uno y otro elemento se integran. La obligación de indemnizar supone un (1) daño (2) causado por una (3) conducta.

La reflexión filosófica sobre la responsabilidad arroja múltiples corolarios que es imposible compendiar aquí. Yo quisiera limitarme a dos principios: la libertad y la factibilidad.

La libertad de contratar

Si un ser humano no es libre para determinar su conducta, no puede considerársele responsable. La coacción ejercida por las circunstancias lo eximiría del deber de indemnizar.

Es en ejercicio de la libertad que un contador público puede decidir si acepta o rechaza el desempeño de una revisoría fiscal. La ética y el derecho esperan que el profesional medite seriamente si le será posible asumir debidamente el cargo. No es otro el sentido del artículo 43 de la ley 43 de 1990, conforme al cual "El contador público se excusará de aceptar o ejecutar trabajos para los cuales él o sus asociados no se consideren idóneos."

En cuanto a este primer punto quisiera reiterar mi profunda preocupación como docente por la responsabilidad de la universidad colombiana en la formación del contador público. De acuerdo con nuestras leyes un egresado, previa matrícula, está habilitado para desempeñar cualquiera de las funciones que la ley reserva a tales profesionales. Pero los hechos demuestran que esa habilitación legal no corresponde con la realidad. Muchos de los programas universitarios son seriamente deficientes y, en consecuencia, el egresado no está debidamente preparado, a pesar de lo cual algunos, siendo aún novatos, asumen las cargas de la revisoría fiscal.

Sucede también que algunos contadores que no han ejercido nunca la auditoría y que se encuentran severamente desactualizados en esa materia, contratan la prestación de tales servicios. Acabamos de observar con tristeza e impotencia como muchos asesores contables fueron designados como revisores a instancias del parágrafo 2º del artículo 13 de la ley 43 de 1990.

Muchos son llamados a introducir correctivos a semejantes situaciones. Pero sin duda en primer lugar se encuentra la profesión misma, cuyo buen nombre depende de ello.

La necesidad de contar con recursos adecuados

La posibilidad o factibilidad de cumplir lo prometido es también crucial en punto al fenómeno de la responsabilidad. Ya de antiguo el derecho ha acuñado el principio a cuyo tenor Lo imposible no obliga, en desarrollo del cual resultan como claros eximentes de responsabilidad la fuerza mayor y el caso fortuito.

Pero yo quisiera tener un enfoque sociológico del asunto y afirmar que la posibilidad de cumplir con los deberes propios de una auditoría depende de los recursos con que se cuente para ello.

Desde la remuneración misma, pasando por la cantidad y calidad de los auxiliares disponibles, hasta llegar a la dotación de equipos para el efecto, son vitales para poder cumplir con las obligaciones propias de un revisor fiscal.

En esta materia, no soy el primero en decirlo, la situación ha estado crítica de tiempo atrás. Los pocos estudios sobre el punto dejan en claro que el contador es compensado insuficientemente y que no cuenta con auxiliares y equipos congruos.

Aquí también estamos enfrente de una responsabilidad compartida. Los contadores, desunidos, compiten bajando sus expectativas económicas. Los empresarios están lejos de dar a este asunto la importancia que merece. El Estado brilla por su ausencia.

No puedo dejar de lamentar que la propuesta del Gobierno de facultar a las Superintendencias Bancaria y de Valores para glosar los presupuestos asignados a la revisoría fiscal no quedara incluida en la ley 45 de 1990. Perplejo queda uno cuando escucha que hubo el temor de que dichas entidades exigieran compensaciones descomunales o que en lugar de aumentar disminuyeran los presupuestos. Tal es la desconfianza que inspira el Estado.

Hacer Empresa: Un Imperativo

Como lo he planteado reiteradamente, incluso en el seno del sector cooperativo, es necesario hacer empresa. Hay que invertir y acumular recursos suficientes para desarrollar la práctica y poder garantizar su calidad e independencia. Aún a riesgo de penetrar en la absurda discusión gremial, debo denunciar que un nacionalismo mal entendido ha propiciado exageradamente el ejercicio individual, fomentando la proliferación de pequeños y azarosos despachos, cuyo poder de negociación es bajo por no decir inexistente. La profesión tiene la palabra.

La Brecha Entre La Profesión Y La Comunidad

Debo aludir a la profunda brecha que existe entre lo que el Estado y la Comunidad esperan del contador público y lo que este está en posibilidad de brindarle con apoyo en su disciplina.

En todo el mundo existe un creciente movimiento tendiente a aumentar la responsabilidad de los contadores públicos ante los desaciertos empresariales, el fraude y la corrupción en general. Estos fenómenos agobiantes y desesperanzadores demandan un mayor alcance en el trabajo, un superior grado de exactitud de la información y un alto esfuerzo por predecir el futuro económico.

El Fraude

Refugiados en el concepto de razonabilidad, mal entendido como la licencia para mostrar información aproximada y no exacta, atrincherados en erróneos criterios de materialidad y de error tolerable, la profesión viene reduciendo significativamente el alcance de su examen, apoyándose en veces en muestras no representativas, olvidando el escepticismo profesional, regla de oro de cualquier auditoría. Acallando su conciencia con el pretexto de las bajas remuneraciones y de la insuficiencia de recursos.

Inadecuadas pruebas de corte, carencia de arqueos, falta de inventarios, débiles acciones de confirmación por parte de terceros, han permitido que permanezcan ocultas hasta la catástrofe múltiples formas de fraude.

De poco sirve llorar sobre hechos cumplidos y vanas esperanzas albergan los usuarios de la información a sabiendas de los exiguos patrimonios con que cuentan los contadores para resarcir los daños causados. ¡ Pensar que en algunos países son obligatorias las pólizas de responsabilidad civil extracontractual!

Es Necesario Hablar Claro

Las profesiones se deben al público que confía en ellas. Como ha sucedido en otras latitudes debiera haber un movimiento de respuesta, que, siendo consecuente, incluyera la demanda de mejores condiciones para el ejercicio profesional.

Las limitaciones inherentes al trabajo, bien discutidas desde el punto de vista de la materialidad y el error tolerable, no son entendidas por la Comunidad. La profesión debe esforzarse en superarlas pero, mientras lo logra, debiera hablar claro.

Prueba de lo poco que se entiende esta problemática por funcionarios del Estado ignorantes de la misma, es la creciente consagración de mayores sanciones sobre los hombros de los contadores públicos. Baste considerar las modificaciones introducidas por la ley 6ª de 1992.

Hacia Una Cultura Contable

De lo anterior se desprende la necesidad prioritaria de propiciar una cultura contable. La profesión, para lo cual también deberá estar unida, debiera realizar cuidadosos y perseverantes proyectos de difusión de sus disciplinas básicas. No hay foro ni medio que pueda menospreciarse para lograr este propósito. Hago votos porque CONFECOP y su periódico reciban de propios y extraños el apoyo que requieren. Y porque sus editores sepan conservar la altura y objetividad que son necesarias para lograr ser oídos.

El Crucial Papel De La Junta Central De Contadores

La investigación y posterior sanción de los hechos contrarios a la ética debieran ser apoyadas. La profesión está en mora de contribuir al fortalecimiento y perfeccionamiento de la Junta Central de Contadores. No es solo problema de leyes. Es, ante todo, problema de hombres. Debiera mantenerse allí a los hombres probos, de reconocida rectitud y preparación profesional. Debieran contar con una adecuada remuneración y, no dudo en afirmarlo, ser funcionarios de dedicación exclusiva. Debieran perfeccionarse las reglas de juzgamiento, garantizando el derecho de defensa, la correcta valoración de la prueba, la neutralidad en el juicio. Recordando siempre que tan grave es no castigar como hacerlo injustamente. El Estado no debe olvidar que cuenta con cinco renglones en dicho tribunal disciplinario. Al menos podría asignarle un presupuesto adecuado. 

El Control Interno

De otro lado el Estado está en mora de privilegiar el control interno y la responsabilidad que sobre su diseño y mantenimiento recae sobre los administradores. Hoy no cabe duda entre los contadores públicos que sin un sistema de control interno adecuado resulta impracticable una auditoría. El concepto de control interno alcanzó consagración constitucional. Ojalá no siga haciendo carrera la incorrecta idea de que él se circunscribe a un conjunto de procedimientos. Y menos aún que se trata de controles previos sobre el quehacer administrativo. Dentro del sistema de control interno lo primero es, nuevamente hay que decirlo, la gente. Su competencia y sus valores éticos son la clave.

La Responsabilidad Social

Siendo abogado generalmente se me propone disertar sobre la responsabilidad desde el ángulo de las leyes. Es así como usualmente me dedico a exponer cómo los contadores públicos, al igual que cualquier otro profesional, se encuentran sometidos a cuatro diferentes tipos de responsabilidad: (1) civil, (2) administrativa, (3) penal y (4) disciplinaria o ética.

En cuanto a responsabilidades de orden legal todas ellas se rigen por el principio de la tipicidad: es prohibido incurrir en aquellas conductas que las normas jurídicas contemplan en forma expresa.

Mas en este caso se me ha propuesto analizar el problema de la responsabilidad social. Novedoso enfoque que he entendido hace referencia a las expectativas de la comunidad en torno de la labor del revisor fiscal.

Es que las comunidades sociales, más allá del derecho, albergan esperanzas sobre el papel de las diferentes profesiones. Esperamos del médico la conservación de la vida, del abogado el culto a la justicia, del político su afán por el bien común, del empresario su contribución a la distribución de la riqueza...

Teniendo que adoptar un método para ocuparme del tema, se me ocurrió que bien podría dirigir mis reflexiones enfocándolas bajo el prisma de las cualidades de la información. Al fin y al cabo una auditoría financiera procura establecer el grado de cumplimiento de los principios de contabilidad generalmente aceptados, cuya parte fundamental son precisamente tales cualidades.

La comprensión

Ante todo el revisor fiscal debe procurar que la información financiera sea entendida por los destinatarios de la misma. Modernas concepciones de la teoría contable resaltan cómo el usuario de la información ocupa el papel principal y determinante dentro del sistema contable.

De poco sirve elaborar estados financieros muy ajustados a la técnica, si los asociados de las cooperativas, aquellos agricultores que viven en alguno de los hermosos municipios de nuestra patria, son incapaces de entender la información.

Cierto es que el usuario de la información debe tener un mediano conocimiento de la ciencia contable. Pero ello no significa que centrados en la necesidad de tal conocimiento, lleguemos al extremo de olvidar totalmente las reales capacidades de los lectores.

Estas reflexiones pueden extenderse y cobijar los dictámenes de los revisores fiscales. Comparto la necesidad de utilizar una terminología adecuada que impida lamentables imprecisiones. Pero, insisto, el usuario de la información debe entender lo que se le quiere decir. Nada tan desconsolador como luchar todo un año para terminar advirtiendo que el producto final, el informe, no es comprendido y por tanto no es apreciado.

La oportunidad

La revisoría fiscal en nuestro medio, incluido el sector cooperativo, está diseñada como un órgano permanente. Nace con la persona jurídica y muere con ella. No nos encontramos frente al modelo de intervención previsto en otros países.

Esa presencia permanente coloca al revisor fiscal en la posibilidad de advertir oportunamente eventuales desviaciones en la aplicación de los principios de contabilidad generalmente aceptados.

Lo que el público espera es que tales desviaciones sean comunicadas en forma tal que se logre impedir su extensión, se evite su repetición y, si es del caso, se repare el daño causado.

Una revisoría que llega a denunciar en una asamblea ordinaria conductas que se han tornado incorregibles no deja satisfecho el ánimo de ningún asociado ni el de la comunidad.

El valor de predicción

Con demasiada frecuencia olvidamos que la contabilidad, en cuanto historia, debe servir para tomar decisiones con efecto en el futuro, sobre la base, entre otras cosas, de las expectativas de flujos de efectivo que permita predecir.

Al olvidar ese vital propósito el contador se convierte en un informador de hechos trasnochados, eventos cumplidos, historia sin utilidad.

Resulta entonces crucial hacer gala de un verdadero profesionalismo. Múltiples maneras habría para lograrlo. Por el momento me limito a resaltar la importancia de evaluar si en verdad un ente contable continuará en el futuro bajo el supuesto de continuidad o empresa en marcha. La comunidad no puede seguir soportando el desconcierto que causa recibir opiniones limpias sobre los estados financieros y enfrentarse a los pocos meses a situaciones de iliquidez o insolvencia. Aquí hay un tema en el cual los revisores fiscales debieran ser especialmente aplicados.

La neutralidad

La contaduría pública es, en cierto sentido, un sacerdocio. Sus practicantes son hombres en quien hemos confiado el inapreciable valor de la objetividad, de la equidad en el suministro de la información.

Todos queremos y necesitamos ser informados, ojalá en igualdad de circunstancias.

Por ello resulta inaceptable que algunos, generalmente los directores, gocen de una información que es transmitida a medias a la generalidad de los asociados. Esto genera ventajas de los que saben sobre los que ignoran. Permite el comportamiento amañado y el manejo frío de las situaciones.

Aunque nos resulte antipático, los estados financieros tienen por fin contribuir tanto a la evaluación de la situación económica de un ente como de la solvencia de sus administradores. Para ello hay que saber la verdad.

La verificabilidad

Así como en el sistema contable toda la información debe estar adecuadamente soportada, en forma tal que sea verificable, las opiniones de los revisores fiscales deben ser igualmente corroborables.

¡Con qué facilidad hemos introducido múltiples estimaciones subjetivas, basadas generalmente en arbitrarias concepciones sobre la materialidad!

Al penetrar en el reino del a mí me parece destruimos la seguridad que la comunidad debe tener de que se actúa en forma científica y que, por lo tanto, cualquier otro profesional, aplicando también las normas de auditoría generalmente aceptadas, llegaría a similares conclusiones.

La fidelidad representativa

Como sabemos la contabilidad puede concebirse como un traductor de hechos económicos. Estos son convertidos en unidades de medida, logrando ser resumidos, clasificados y revelados de manera matemática.

De la fiabilidad de tal traducción o conversión depende la bondad de las decisiones que en ella se apoyen.

No podemos entonces comprender cómo algunos profesionales opinan que es indiferente el método que se escoja, por ejemplo, para valuar el inventario, o que aceptan como válida cualquiera forma de determinación de la vida útil de los activos, o que admiten evaluaciones no corroborables de las contingencias.

¿ Cómo puede ser posible que hayamos pasado por alto los deterioros causados por la inflación? ¿ Cómo es posible que aún estemos debatiendo sobre la conveniencia técnica de la indexación de los estados financieros?

Me entristece pensar que muchos contadores se han venido convirtiendo en hombres de leyes, en especial tributarias, olvidando el compromiso de reflejar la realidad económica, la sustancia sobre la forma.

Yo Creo, ¿Y Usted?

Tratar el tema de la responsabilidad da lugar a innumerables censuras y reproches.

Resultan fatigantes los constantes latigazos que prohombres de la profesión y el Estado aplican por doquiera a los contadores públicos.

Quien haya soportado mi exposición seguramente podrá catalogarme dentro de tales críticos.

Pero, con su venia, quiero defender mi actitud. Cierto es que contribuyo a denunciar o resaltar prácticas que envilecen la profesión. Pienso que ello es necesario para tocar la fibra moral y despertar conciencia y compromiso.

Pero, al contrario de muchos, creo firmemente en la importancia de la ciencia contable, en la capacidad de sus profesionales de obrar dignamente, en su honradez. Admiro los esfuerzos reiterados de muchos contadores públicos por enaltecer su noble disciplina. ¿ Quién puede pasar por alto los innumerables ejemplos de superación personal?

La unidad, apoyo y cimiento indispensable de tantas acciones, no es para mí una meta inalcanzable. Es un deseo que habita en muchos contadores públicos y que, más temprano que tarde, será una realidad. Pues, ¿quién puede detener el anhelo de la mayoría?

Yo creo, ¿y Usted?
Santa Marta, agosto de 1992.

La Ley 454 de 1998 dispuso:

“(...) ART. 59.—Funciones de las juntas de vigilancia. Las funciones señaladas por la ley a este órgano deberán desarrollarse con fundamento en criterios de investigación y valoración y sus observaciones o requerimientos serán documentados debidamente.

Los miembros de este órgano responderán personal y solidariamente por el incumplimiento de las obligaciones que les imponen la ley y los estatutos.

El ejercicio de las funciones asignadas por la ley a las juntas de vigilancia se referirá únicamente al control social y no deberá desarrollarse sobre materias que correspondan a las de competencia de los órganos de administración.

ART. 60.—Incompatibilidades de los miembros de juntas de vigilancia y consejos de administración. Los miembros de las juntas de vigilancia no podrán ser simultáneamente miembros del consejo de administración de la misma cooperativa, ni llevar asuntos de la entidad en calidad de empleado o de asesor.

Los miembros del consejo de administración no podrán celebrar contratos de prestación de servicios o de asesoría con la entidad.

PAR. 1º—Los cónyuges, compañeros permanentes, y quienes se encuentren dentro del segundo grado de consanguinidad o de afinidad y primero civil de los miembros de la junta de vigilancia, del consejo de administración, del representante legal o del secretario general de una cooperativa tampoco podrán celebrar contratos de prestación de servicios o de asesoría con esa cooperativa.

PAR. 2º—Lo dispuesto en el primer inciso de este artículo no rige para las cooperativas de trabajo asociado.

ART. 61.—Créditos a asociados miembros de consejos de administración o juntas de vigilancia. La aprobación de los créditos en entidades de naturaleza cooperativa que soliciten los miembros de sus respectivos consejos directivos y juntas de vigilancia o las personas jurídicas de las cuales éstos sean administradores, corresponderá al órgano, comité o estamento que de conformidad con los estatutos y reglamentos de cada institución sea competente para el efecto.

Serán personal y administrativamente responsables los miembros de dichos estamentos que otorguen créditos en condiciones que incumplan las disposiciones legales y estatutarias sobre la materia.

PAR. —Las solicitudes de crédito de los representantes legales deberán ser sometidas a la aprobación de los consejos de administración, cuyos miembros serán responsables por el otorgamiento de créditos en condiciones que incumplan las disposiciones legales y estatutarias sobre la materia. (...)”

Estas recientes normas son tímidas medidas para tratar de solucionar el malestar que se vive en la realidad, derivado del usual conflicto entre la junta de vigilancia y, por el otro lado, la administración y la revisoría fiscal. En mi criterio la revisoría fiscal y las juntas de vigilancia continúan traslapadas.

( El Estado sobre los hombros de los auditores

Mientras la profesión se organizaba, por su parte el Estado, cuya atención había aumentado a raíz de la quiebra de los emisores de valores, también había cambiado de enfoque. De guardián de reglas, ahora pretendía dirigir la economía, en un esfuerzo por aumentar la generación de riqueza y mejorar su asignación. Siendo su naturaleza de orden jurídico, creado y gobernado por reglas, el Estado opera mediante la emisión de normas que disminuyendo la libertad, incrementando el orden, pretenden imponer conductas que según las concepciones imperantes son deseables. Semejante proliferación normativa implica, de suyo, mayor supervisión estatal. Sabido es que la eficacia de la norma jurídica en la mayoría de las ocasiones depende de la coerción que se ejerce sobre el ciudadano para forzarlo al cumplimiento de aquéllas.

Pronto las agencias estatales advirtieron su incapacidad para inspeccionar el total de conductas ciudadanas. El crecimiento de las unidades de gobierno no fue suficiente para tales propósitos. En la búsqueda de mecánicas alternas de control, los ojos del Estado se volvieron hacia los auditores externos. Un fuerte régimen profesional, integrado por inscripciones de títulos, códigos de ética, tribunales disciplinarios especializados, sentó las bases para convertirlos en ayudantes del gobierno. Se precipitaron así múltiples requerimientos de manifestaciones expresas sobre ciertos asuntos, estrechamente relacionados con ciertas normas legales. En algunas latitudes las nuevas cargas siguieron girando en torno a los estados financieros. Norma cuyo cumplimiento, de una manera u otra, tuviera reflejo en ellos, se convirtió en asunto de verificación. En otras localidades, presumiendo que el que sabe de auditoría bien puede vigilar cualquier conducta, el universo de disposiciones cuyo cumplimiento debe supervisarse se extendió a todos los ramos de la legislación. Sea cual fuere el alcance, los auditores, sin dejar la auditoría financiera, se vieron compelidos a realizar una verdadera auditoría de cumplimiento. Se sumó así un nuevo interés sobre los hombros de los supervisores: el del Estado, quien puede tener y tiene sus propias metas, que en ocasiones coinciden y en otras no, con las aspiraciones de los dueños o con las del público.

En Colombia, claramente, se ha patrocinado por el Estado una visión instrumental de los auditores. ¿Cómo olvidar que la primera reglamentación profesional, la que versó sobre los contadores juramentados, los concebía como auxiliares del Estado?

Las cosas no han cambiado mucho desde 1941. Esa visión permanece, tal como puede verse en la exposición de motivos del proyecto de ley número 09 de 1999, “por la cual se expiden normas sobre la revisoría fiscal, la auditoría financiera independiente, los estados financieros y otros asuntos relacionados”, exposición en la cual se lee:

“(...) Como lo hemos dicho, el proyecto se sustenta en la protección del interés público y en la confianza pública, como pilares fundamentales del orden público económico.

Es por ello que debemos recordar que nuestra carta política consagra como principios de gran importancia, entre otros, los siguientes: Prevalencia del interés general (art. 1º), el servicio a la comunidad y la prosperidad general (art. 2º) y la obligación de proteger la riqueza cultural y natural (art. 8º).

Como derechos sociales, económicos y culturales, la garantía para la propiedad privada - donde el interés privado deberá ceder al interés público y social -, constituyéndose la propiedad como una función social que implica obligaciones y como tal, le es inherente una función ecológica (art. 58º). Los derechos colectivos y del ambiente a través de los cuales se regula el control de calidad de los bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la verdad de la información, que debe suministrarse al público.

El régimen económico y de la hacienda pública, que determina que la actividad económica y la iniciativa privada son libres dentro de los límites del bien común, al igual que la libre competencia económica es un derecho de todos, lo cual supone responsabilidades, así como la empresa es la base del desarrollo y, tiene una función social que implica obligaciones (art. 333). 

La nueva visión social y los alcances de las normas constitucionales exigen que el paradigma de la utilidad económica que ha prevalecido en la organización empresarial por años, se cambie por el de utilidad común en beneficio de la sociedad, como destino final de toda la gestión organizacional y que en tal sentido se interprete el fundamento de la economía nacional.

Es en este estadio, en el que cobra sentido la institución de la Revisoría Fiscal como coadyuvante de la vigilancia estatal y del poder de policía administrativo del Estado.
A este respecto es de precisar que el poder de policía administrativo, solamente puede recaer sobre aquellos puntos que el ordenamiento jurídico haya considerado como relevantes enfrente del mantenimiento del orden público. 

Para determinar el campo que el constituyente le dejó a la ley para disciplinar a través del poder de policía la actividad económica, debe hacerse un examen de conjunto de las disposiciones constitucionales en la materia. 

En primer lugar debe observarse como ya se ha citado, el artículo 333 de la Carta, que establece en su inciso primero: 

“La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley”

De esta suerte debe observarse que la única limitación a la libertad económica que puede efectuar la ley, está en función del bien común, para lo cual podrá establecer los requisitos de ejercicio de la misma. El poder de policía es entonces el único límite al libre ejercicio de la actividad económica. 

Resulta conveniente entonces citar la comprensión que sobre la norma transcrita se tuvo en el seno de la Asamblea Nacional Constituyente:

“... Al referirse (la norma) a la actividad económica de manera general se conoce el pluralismo en las formas de satisfacción de las necesidades humanas, sin privilegiar unas frente a otras por razón de su estructura específica o de su forma de propiedad. Así, el término cobija por igual a la empresa y a las formas no organizadas de producción, a la iniciativa privada y a la solidaria y estatal. No obstante, y a pesar de estar contenida en el término de actividad económica, la comisión quiso mantener de manera expresa el concepto de iniciativa privada...”

“... Al establecer que el ejercicio de esa libertad no requiere permiso previo ni requisitos, salvo en casos taxativamente enunciados en la ley por razones de interés social, salud y seguridad públicas, medio ambiente y patrimonio cultural de la Nación (excepciones consagradas en el último inciso del artículo), la consolida y la hace expedita, al abolir las vallas y obstáculos de carácter puramente burocrático que hoy dificultan su plena realización, sin que medien justificaciones apropiadas vinculadas con la defensa del interés general...”

Lo anterior permite determinar que la Revisoría Fiscal se debe organizar como una institución capaz de frenar los abusos del poder societario y de los entes económicos enfrente de los particulares y de la comunidad en general. Es decir, la fiscalización ejercida en forma debida a través de los revisores fiscales, deberá impedir en el futuro, el acometimiento de conductas delictuosas que permiten la defraudación a ahorradores inversionistas, tales los casos recientemente referenciados en los sectores cooperativo y financiero; al igual que impedirá la defraudación a las arcas estatales, mediante la apropiación indebida de los impuestos que se recaudan a favor del Estado.
A este efecto la ley que se propone ha sido configurada atendiendo a la protección del interés general y a la garantía de la confianza pública, pilares fundamentales en el orden público económico en u Estado de Derecho. (...)”.

En la medida que avanza el trámite del citado proyecto (al que en el momento de escribir estas líneas solo le queda pendiente un debate en la plenaria del Senado) se radicaliza la justificación de la revisoría fiscal como un instrumento contra la corrupción. Es así como en la ponencia para primer debate ante la Comisión Tercera del Senado de la República se dijo
:

“(...) Por eso los suscritos consideramos de vital importancia darle trámite favorable a este proyecto, el que sin ninguna duda permitirá el mejoramiento de las costumbres empresariales de ciertos sectores en los cuales se presenta el fenómeno de la corrupción, bien por que se tienen intereses y relaciones con el Estado, bien porque no declaran ni pagan los impuestos a que están obligados, bien porque sus bienes y productos no se ajustan en cantidad y calidad a los parámetros establecidos, bien porque no existe una ética empresarial en sus administradores, bien porque la información contable y financiera no es fidedigna, bien porque no existen condiciones de empresa en marcha y se asalta la buena fe de los inversionistas y depositantes o, bien porque no existe un manejo legal de las operaciones. Todo lo cual debe ser materia de examen escrupuloso de la Revisoría Fiscal, de la cual los contadores públicos son responsables en su calidad de fedatarios públicos y por cuyas posibles fallas responden en los términos legales.

Este proyecto es la viva expresión de que el Congreso de la República se encuentra empeñado en la lucha contra la corrupción, para lo cual entrega herramientas que como la presente ley, constituyen instrumento indispensable en el control de este flagelo. (...)”. 

Cualquiera que esté cuerdo estará a favor de luchar contra la corrupción. Y, ciertamente, algo puede ayudar en esta materia la revisoría fiscal. Pero, en mi criterio, es un gran error centrar la razón de ser de la revisoría fiscal en ello, convirtiendo a los contadores públicos en una policía privada, en realidad desarmada e indefensa frente a la tarea que se le pretende encomendar, por cuya virtud se asumiría gran parte de la responsabilidad que el Estado debería cumplir directamente a través de sus instituciones de inspección, vigilancia o control, así como de la responsabilidad directa y principal que tienen y deben tener los administradores de las empresas. Mejor fuera que la revisoría fiscal se justificara en términos de desarrollo económico y mejoramiento de la calidad de vida. 

( El fracaso de las mecánicas de fiscalización delegada

La evolución de la auditoría estatutaria no ha sido pacífica.

La auto supervisión, el derecho de inspección y la fiscalización delegada fallaron. Mecanismos creados para proteger a los propietarios, descuidaron el cuidado de los minoritarios y omitieron la protección del público, la de los eventuales inversionistas.

Nos dijo Narváez
:

“(...) La regulación vigente en Colombia sobre este órgano social se ha considerado deficiente y no garantiza a los asociados una real y efectiva protección de sus intereses frente a excesos o desviaciones de los administradores. En verdad no auspicia la independencia de criterio en razón a que la misma mayoría elige al fiscal y a los funcionarios cuya gestión debe fiscalizar, y es designado con el reducido quórum y para el mismo breve lapso que rige en la elección de administradores. Esta circunstancia lo cohíbe para adelantar su gestión con plena autonomía, aparte de que su designación es revocable en cualquier momento. Estos y otros defectos torna la importante misión del revisor en mediocre tarea comprometida de antemano. Y por más alarde de independencia que aparente o pregone el nombrado, la evidencia es que lo impone y sostiene el mismo grupo mayoritario que detenta la dirección de la sociedad. (...)”.

Pinzón comentó
:

“(...) No obstante, la revisoría de las sociedades – llamada fiscal, más por sus funciones de fiscalización que por cualquiera otra razón – no ha sido una forma de vigilancia adecuada para la consecución de las finalidades que la inspiran. En primer lugar, la exigencia legal de que el revisor – por lo menos en todos los casos de revisoría obligatoria indicados en el artículo 203 del Código de Comercio – sea un contador público, como se prescribe en el artículo 215 del Código de Comercio, ha creado la imagen de que la labor del revisor es, ante todo, una labro de control contable y de autorización de los balances de las sociedades; lo cual no es exacto, puesto que en el artículo 207 del mismo Código se le atribuyen otras funciones no menos importantes que generalmente se atienden en forma deficiente. En segundo lugar, la forma misma de elección y remoción de los revisores fiscales, lejos de asegurar su independencia de los administradores, los coloca en cierto modo en el mismo nivel, como se verá más adelante. Por lo cual sería mejor pensar en sustituir el control ejercido por los revisores fiscales por la intervención de auditores externos, como se hace con indudables ventajas en otros países. (...)”.

Reyes opinó
:

“(...) Como lo hemos dicho en otro lugar, la deficiente regulación actual de la institución ha convertido muchas veces a estos funcionarios en rehenes de las mayorías que los eligen.

Resulta indudable que la figura requiere una modificación integral que garantice una verdadera independencia e imparcialidad de los revisores fiscales en el cumplimiento de sus funciones. Por tanto, sería conveniente insistir en la idea de que estos funcionarios sean designados para períodos fijos prolongados, sin que puedan ser removidos con anterioridad al vencimiento de los mismos, salvo que exista justa causa comprobada ante autoridad judicial. También podría pensarse en la prohibición que impida la reelección del revisor fiscal para el período inmediatamente posterior. (...)”.

Martínez sostuvo
:

“(...) La revisoría fiscal constituye un instituto que desde sus primeras reglamentaciones en Colombia, en el año de 1935, está llamada a satisfacer a través de los mecanismos propios de la fiscalización privada un mayor grado de seguridad para los derechos de quienes traban una relación jurídica con las sociedades, llámense socios o acreedores. No obstante, particular consideración merece la "revisoría fiscal" dentro de la temática de la protección de los accionistas minoritarios, porque cuando se asegura el normal desarrollo de la gestión administrativa y la correcta determinación de los resultados económicos de la misma, se afianza el derecho esencial del "rentista": el dividendo.

Si bien es cierto académicamente se destaca la utilidad de la institución, no lo es menos que actualmente la misma se halla sometida a un cuestionamiento general. Los últimos sucesos económicos parecieran insinuar la inoperancia de este órgano de fiscalización privada; por ejemplo, tomados al azar los informes de los revisores fiscales a las asambleas de accionistas de siete empresas recientemente intervenidas o declaradas en concordato por públicas irregularidades de carácter administrativo -cuyos pasivos consolidados superan los cuarenta y dos mil millones de pesos-, se pone de presente que la totalidad de los mismos constituyen dictámenes "sin salvedades" -utilizando la expresión técnica de los contadores públicos-, es decir expresan la conformidad de la revisoría fiscal acerca de la razonabilidad de los estados financieros, la regularidad de los actos de administración, la existencia de medidas adecuadas de control interno, etc.

En consecuencia puede afirmarse la existencia de una "crisis de la revisoría fiscal" que compromete la propia suerte de la institución, al punto de que el propio Estado ha empezado a explorar otras opciones de control privado. Primero fue a través de la ley 32 de 1979 (art. 11) que ordenó la certificación de un contador público independiente, o que se halle vinculado a una firma de contadores, de las informaciones contables o financieras que rindan los emisores de valores a la Comisión Nacional de Valores. Posteriormente, por el Decreto 2786 de 1982 -hoy anulado por el Contencioso Administrativo- se previó que todas las sociedades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria utilizarían de manera permanente los servicios de firmas de auditoría externa contratadas por la propia Superintendencia.

En nuestra modesta opinión la auditoría externa no es la única alternativa posible frente a la problemática de la revisoría fiscal. Adoptar esta solución equivaldría a renunciar a una tradición legislativa, a valiosas experiencias acumuladas, a una doctrina y. jurisprudencia ampliamente decantadas y a una normatividad que constituye modelo en América Latina. Por lo tanto, deben salvarse legislativamente los cuellos de botella que impiden la realización de este instituto societario.

En este orden de ideas urge precisar mecanismos normativos que aseguren la independencia del revisor respecto de los administradores y la idoneidad de quienes son los encargados de la misma. Parece ser que la realidad colombiana sobre este aspecto de las sociedades no se aparta de la situación internacional: "Se puede afirmar sin riesgo de incurrir en exageraciones -escribe Rodrigo Uría- que la persecución de una mayor independencia y de una mayor competencia profesional en las personas a quienes se confía esta importante función, constituye una de las cuestiones en que el actual proceso de reforma de la sociedad anónima está poniendo mayor énfasis. El 'auditor' inglés, el 'commissaire aux comptes' francés y el 'abschluss- prüfer' alemán se presentan como las figuras claves sobre las que va a descansar en gran medida el sistema de control de la actuación de los administradores".

Mientras no se garantice la independencia del revisor su labor de control será menos que trascendente. En las circunstancias actuales el titular de la revisoría fiscal es elegido por los propios gestores de la administración, esto es los accionistas "empresarios", quienes son los asistentes a las asambleas de accionistas. Hoy sigue viva la opinión de la Junta Central de Contadores, expuesta con ocasión del proyecto de Código de Comercio de 1958: "... cuando el revisor fiscal es nombrado por el grupo mayoritario de accionistas, se encuentra en circunstancias que lo obligan a ser complaciente con la administración, so pena de ser destituido, frustrándose así su función esencial de control”.

En tal sentido y para enervar la dependencia del contralor al vigilado, así como para avalar la solvencia profesional del revisor, podría pensarse en profesionalizar la revisoría fiscal alrededor de un organismo rector que vele por estos aspectos de la institución. Correspondería a dicho organismo -que convencionalmente podría denominarse Consejo de la Revisoría- asegurar la existencia de una carrera donde corresponda el ejercicio de la revisoría en las compañías de mayor importancia a quienes hayan acreditado mayor competencia técnica y mayor experiencia. El mismo Consejo podría asumir la función de elegir los revisores fiscales de las sociedades obligadas a ello y aplicar un régimen disciplinario especial. Su intervención propiciaría adicionalmente un mayor orden en los factores de remuneración de los revisores fiscales, aspecto que indudablemente debe revisarse cuando se habla de la independencia y profesionalidad del revisor, porque con niveles salariales tan exiguos como los que se observan en el CUADRO No. 30 resultaría una utopía allanar los problemas señalados.

Esta puede ser una opción para analizar, bien distinta de las que proponen delegar la elección de los revisores en las Superintendencias o en los accionistas "minoritarios", habida cuenta que la primera alternativa plantea un alto riesgo de burocratización de la institución y la segunda no consulta la realidad de las asambleas, toda vez que -como se expresó inicialmente- los pequeños accionistas no concurren a las deliberaciones del máximo árgano societario. (...)”.

Como se ve, los autores colombianos hacen gran hincapié en la falta de independencia del revisor fiscal frente a los accionistas mayoritarios. Si recordamos el origen de la fiscalización delegada esto no debería ser motivo de objeción. Pero vino a serlo cuando la finalidad de la fiscalización cambió, fuera para defender accionistas minoritarios, fuera para proteger a terceros. Por esto mismo resulta sorprendente que la Ley 43 de 1990 hubiese impuesto la revisoría fiscal a sociedades en que los socios mayoritarios son generalmente los administradores. Cambiada la finalidad de la institución esa medida legislativa no fue más que una forma de agravar la situación.

Es probable que la modificación de la forma de elección del revisor fiscal, la determinación de un plazo largo de gestión, la prohibición de removerlo sin justa causa, la imposibilidad de su inmediata reelección, sean medidas que contribuyan a mejorar la independencia de los revisores. Mas, en mi sentir, la profesión solo será libre cuando esté unida y, en tal estado, proteja a sus buenos hombres, en lugar de aparecer a reemplazarlos con presteza y menores estipendios. Por lo demás, una profesión unida podría generar marcos éticos y técnicos fuertes y podría hacerlos cumplir, como sucede en otras latitudes. Porque es en la fuerza de las profesiones y no en los modelos en sí mismos considerados que se encuentra la razón del mayor prestigio que los auditores tienen en otros lugares.

Las críticas no son solo nacionales. Vivante anotó
:

“(...) 548. Si en la práctica los Síndicos no han conseguido suficiente autoridad, es debido, probablemente, a que de ordinario no son dueños de acciones para así poder hablar alto en defensa del propio interés y porque su cargo se renueva anualmente y, por tanto, está supeditado a los Administradores, los cuales dominan las Asambleas y hacen pagar a los Síndicos su excesiva independencia con la pérdida del cargo. Deberían prestar también éstos una elevada fianza y permanecer en el cargo por más tiempo que los Administradores, de forma que, invertidos los papeles, los Administradores hubiesen de temer el no ser confirmados, por la influencia de los Síndicos. Pero esto no se podrá obtener si no se les pone a cubierto de las represalias de los Administradores, ordenando la ley que no puedan ser removidos más que por una Asamblea constituida con garantías especiales de socios presentes y votantes. (...)”.

Aunque semejantes afirmaciones fueron impresas en 1932, aún hoy son pertinentes.

Mantilla sostuvo
:

“(...) 599. Crítica de la institución. Tal como está organizado en la LSM, el comisariado es una institución inútil; en la práctica, el comisario, en gran número de casos, es un compadre de los administradores, que se limita a firmar lo que se le pone por delante, y a cobrar los honorarios que anualmente se le asignan. Por regla general, carece de la capacidad técnica y de la independencia necesarias para el debido desempeño del cargo.

Ello se debe, en gran parte, al procedimiento de designación del comisario, ya que lo nombra la misma mayoría, y en el mismo momento en que se elige a los administradores. Puesto que les confiere tal carácter, el grupo que con sus votos los nombra tiene plena confianza en ellos, y no experimenta la necesidad de designar persona que fiscalice sus actos. Entonces elige al comisario simplemente por cumplir una fórmula legal.

Por lo tanto, o se suprime el comisario como órgano necesario de la S.A., de modo que se elija sólo cuando lo crea conveniente la asamblea; o se le regula sobre bases que garanticen su eficaz funcionamiento. Estas pueden ser: exigir que el comisario tenga el carácter de contador público o confiar su nombramiento a la minoría que no logró hacer el de los administradores, tal como es la norma para las cooperativas. (...)”.

En adición a los factores internos descritos por Vivante debemos señalar que las mecánicas de fiscalización fallaron por la falta de una contabilidad y una auditoría fuerte.

A título de comprobación de lo anterior, recordemos que circunstancias no previstas oportunamente llevaron, en 1929, a la quiebra a muchas corporaciones emisoras de títulos que se transaban en los mercados de valores en los Estados Unidos de América, generándose una histórica recesión con efecto mundial. Una posterior reflexión sobre las causas de semejante descalabro produjo, entre otras cosas, el incremento de la acción del Estado sobre dichos emisores y un mayor grado de responsabilidad de los administradores en la preparación de los estados financieros.

Santillana expuso la cuestión de la siguiente manera
:

“(...) Durante la mayor parte del siglo xix y a principios del xx, los administradores de las industrias y comercios norteamericanos se apoyaban en fundamentos aparentemente válidos para inclinarse por el secreto financiero de las empresas. Probablemente el más importante era la herencia por cuanto a las actitudes del “propietario – administrador”. Además las leyes estatales, la apatía pública, el método aceptado de colocar valores y la ausencia de normas contables contribuyeron conjuntamente a esta carencia de información financiera.

Las razones básicas por las que los administradores de las empresas guardaban tal confidencia en relación con los asuntos financieros de sus compañías se pueden resumir en las siguientes prácticas:

1. No había tradición de publicidad, porque a nadie se le ocurría pedir a los propietarios individuales, socios, o a las primeras familias de propietarios que divulgaran dicha información.

2. La administración consideraba que el público no tenía derecho a informarse de esos aspectos.

3. Los administradores temían que al revelar la información financiera ayudaban inconscientemente a sus competidores, ya que al dar información al público se la estaban dando también a la competencia.

4. La teoría del Cavet Emptor (que se cuide el comprador). O sea, que el comprador debe actuar bajo su propio riesgo y si pierde, se cuidará para la próxima. No se le puede estar cuidando permanentemente.

5. Ya entrados en el siglo xx, los informes requeridos por las autoridades estatales se consideraban generalmente como estados financieros entre el estado y la empresa y, como tales, no se encontraban a disposición de la inspección del público en general.

6. En general, los estatutos sociales de las empresas de la época especificaban que se debía enviar un “informe anual” a los accionistas, pero raras veces se aclaraba cuál era el contenido y el alcance de ese informe.

7. El poco deseo de los Estados de la Unión Americana por imponer a las empresas la rendición de informes detallados – incluyendo los de tipo financiero- a efecto de no molestar a las empresas con estas “nimiedades” y acercarlas más a su geografía. El beneficio vía impuestos a recaudar y generación de empleos pesaba más.

8. La escasa –o casi nula- reglamentación gubernamental para exigir información financiera básica para autorizar la colocación de nuevos valores en Bolsa. Por su parte, los inversionistas compraban acciones fundamentalmente apoyados en la confianza depositada en el promotor o en el banquero que ofrecía la emisión. Al fin y al cabo los compradores pensaban: “si me pagan dividendos, para qué me sirve la información financiera...”

9. Finalmente, y tal vez una de las razones más importantes que contribuyeron al “secreto financiero”, fue la ausencia de un cuerpo estructurado de teoría contable. No sólo había carencia de revelación, sino que cuando se preparaba información su valor era poco menos que dudoso, ya que las empresas utilizaban conceptos contables diferentes para medir e informar sobre operaciones semejantes; por ejemplo, el concepto de depreciación era poco captado (véase el apartado referente a Depreciación de Guerra en este capítulo).

Las prácticas contables se hallaban muy lejos de estar estandarizadas, y la confusión de procedimientos contables alternativos creaban confusión; como es el caso del tratamiento de los cargos y créditos extraordinarios, la valuación de activos, la consolidación de subsidiarias, el empleo de “reservas secretas” sin enterar de ello a los accionistas, evitar dar información adecuada en relación con los pasivos contingentes de la empresa, la agrupación de numerosos activos en uno o dos renglones del balance, la no elaboración de un estado de resultados, etc. En conclusión, cada administrador ordenaba se contabilizara como mejor le conviniera a sus intereses.

Dichos caprichos contables existían en gran parte a causa de la poca atención que se había concedido en Estados Unidos a la lógica de la contabilidad. Tampoco existía un organismo profesional de contadores públicos lo suficientemente fuerte como para mejorar el nivel de capacidad y adiestramiento de este profesional (o para eliminar a los numerosos charlatanes que se ostentaban como “contadores públicos”). Y los hombres de negocios no se interesaban (porque no les convenía) en el tema.

Cabe epilogar este punto con la referencia de un contador inglés de nombre Richard Brown que en 1905 dejó claro: “El contador en Estados Unidos es poco conocido, poco reconocido y aún poco apreciado. La mayor parte de los contadores no pretenden ni pueden modificar el deseo de los administradores de mantener los secretos de la empresa.”

Por todo lo anterior, la década que dio inicio en 1921 fue protagonista de actitudes recalcitrantes por parte de empresarios y administradores que se empecinaron y lograron ignorar impunemente las demandas por mejorar la revelación financiera. Fueron sus últimas oportunidades por mantener ese doloso y de consecuencias funestas vicio del “secreto financiero”.

La depresión económica que sucedió posteriormente a la caída de la Bolsa de Valores de Nueva York en 1929; el cambio de actitud y cultura del público hacia los negocios; la elección y ascensión a la presidencia de Estados Unidos de Franklin Delano Roosevelt en 1932, por cierto del Partido Demócrata, cuando sus antecesores habían sido del Partido Republicano, y sus viriles e inteligentes decisiones al promulgar la Ley de Valores de 1933 (Securities Act of 1933) y la Ley sobre el Intercambio de Valores de 1934 (Securities Exchange Act of 1934), así como la creación en 1934 de la Comisión para la Vigilancia del Intercambio de Valores (Securities and Exchange Comisión), hicieron que se diera fin a esa caótica situación propiciada con el “secreto financiero” y sus colaterales. (...)”.

Para reforzar lo anterior, rescatemos aquí parcialmente el Apéndice A de la Declaración sobre Normas de Auditoría (por sus abreviaturas en inglés SAS) número 1, emitida, tan solo, en 1972. Se lee en él
:

“ANTECEDENTES HISTORICOS

Los “Boletines” de 1917, 1918, 1929 y 1936

En 1917, el Instituto Americano de Contadores Públicos, a solicitud del “Federal Trade Comisión”, preparó “un memorándum sobre auditorias de balance”, el cual fue aprobado por el Comité y enviado al “Federal Reserve Board” para su consideración. El Federal Reserve Board, después de dar su aprobación provisional al memorándum, lo publicó en el Federal Reserve Bolletin, de abril de 1917; reimpresiones del mismo fueron ampliamente distribuidas para la consideración de “bancos, banqueros, asociaciones bancarias; comerciantes, fabricantes, y asociaciones de fabricantes; auditores, contadores y asociaciones de contadores”. Este memorándum se publicó en forma de panfleto con el título de “Contabilización Uniforme: una Propuesta Tentativa Emitida por el Federal Reserve Board”. En 1918, este panfleto fue reexpedido bajo el mismo patrocinio, habiéndose cambiado su título a “Métodos Aprobados para la Preparación de Balances”, sin prácticamente ningún cambio del publicado en 1917 excepto que, como se indica en los respectivos títulos y correspondiente cambio en el prefacio, en lugar del objetivo original de “un sistema uniforme de contabilización a ser adoptado por los negocios comerciales y manufacturados”, el objetivo final fue “la preparación de balances” para las mismas entidades de negocios.(
)

En 1929, un comité especial del Instituto Americano de Contadores Públicos tomó a su cargo la revisión del panfleto anterior a la luz de la experiencia de la década que había transcurrido; nuevamente bajo los auspicios del Federal Reserve Board, el folleto modificado fue promulgado en 1929 con el título de “Verificación de Estados Financieros”.

El prefacio del folleto de 1929 mencionó que sus predecesores habían sido criticados, por una parte, por algunos contadores por “ir más allá en sus concepciones de la llamada auditoría de balance” y, por otra parte, por otros contadores porque “el procedimiento no permitiría obtener toda la información deseable”. Este reconocimiento de puntos de vista opuestos evidenció la creciente conciencia de que no sería práctico llegar a un molde de procedimientos uniformes que se adaptara a la gran variedad de situaciones que se encuentran en la práctica de los negocios. (
)

Es de gran importancia la aparición en el primer párrafo “Instrucciones Generales” en la publicación de 1929:

El alcance de la verificación será determinado por las condiciones de cada negocio, en algunos casos, el auditor considerará necesario verificar una parte sustancial de todas las transacciones registradas en los libros de contabilidad. En otras, donde el sistema de verificación interno sea bueno, algunas pruebas pueden ser suficientes. La responsabilidad del alcance del trabajo requerido debe ser asumida por el auditor. (
)

Entre los años de 1932 y 19334, hubo un intercambio de correspondencia, en relación con cuestiones de contabilidad y auditoría entre el Comité especial del Instituto en cooperación con las bolsas de valores y un Comité del “New York Stock Exchange”. Los puntos de vista expresados en esta correspondencia fueron un acontecimiento importante en el reconocimiento de la posición de la contaduría en los medios financieros y de negocios. Esta serie de cartas fue publicada en 1934 con el título “Auditoría de Cuentas de Compañías”.(
)

En 1936, un comité del Instituto Americano de Contadores Públicos preparó y publicó una versión ulterior de los folletos anteriores con el título de “Examen de Estados Financieros por Contadores Públicos Independientes”. (
) Es interesante observar, como una cuestión de desarrollo histórico, que aunque para los cambios hechos al folleto de 1936 el Instituto Americano de Contadores Públicos tomó en cuenta los puntos de vista que le fueron proporcionados por personas ajenas a la profesión y cuyas opiniones consideró útiles, la autoridad que respaldó la publicación del folleto recayó en el Instituto Americano de Contadores Públicos como la autoridad representativa de una profesión que en ese tiempo ya había sido bien establecida dentro del mundo de los negocios.(
) En la versión de 1936, además de la breve referencia la “Modificación de Programas para Compañías Grandes o Pequeñas”, los procedimientos de detalle descritos nuevamente fueron en forma definitiva y restrictiva identificados como un “bosquejo de examen de estados financieros de una compañía pequeña o mediana”. Además, la naturaleza variable y la extensión de tales exámenes se establecieron de acuerdo con el objetivo del examen, el grado de detalle sobre el cual había que reportar, los tipos de los negocios y lo más importante de todo, el sistema de verificación y control internos, las variaciones en la extensión de los exámenes y de las pruebas de verificación utilizadas fueron específicamente relacionadas con el “tamaño de la organización y el personal empleado”, y se indicó que eran “esencialmente una cuestión de juicio que debe ser ejercitado para el Contador Público”.(
)

De lo expuesto anteriormente es posible seguir la huella al desarrollo del punto de vista de la profesión con respecto a la auditoría, con base en la experiencia de tres décadas. La misma sucesión de los títulos es ilustrativa. La primera inquietud relativa a “contabilización uniforme” fue rápidamente reconocida como inalcanzable como objetivo, y los mismos procedimientos listados fueron referidos a “los balances generales”. Después, en vista del aumento gradual del énfasis en las utilidades periódicas, la anterior consideración restringida al balance general fue modificada en el título de 1929, “Verificación de Estados Financieros” acordando una condición, por lo menos igual, al estado de resultados. Cuando en su oportunidad se llevó a cabo la revisión de 1936, ya se había culminado el creciente reconocimiento de que, con la complejidad de los negocios modernos y la consecuente necesidad del auditor independiente de apoyarse en un sistema de pruebas cuidadosamente diseñado para su justificación, para aceptar las declaraciones y representaciones del cliente auditado, el término “verificación” no describía correctamente la función del auditor independiente. Consecuentemente, en el boletín de ese año se expresó que cubría un “examen” de los estados financieros. (...)”.

En resumen: la fiscalización mediante síndicos enfrentaba, de un lado, una falta de autoridad (o, desde otro punto de vista, una debilidad ante los administradores) y, de otra parte, una contabilidad y auditoría aún por desarrollar.

Tales tres asuntos requerían de una reacción. Aumentar la responsabilidad de los administradores por la formulación correcta de la información contable, resaltar su obligación de mantener un adecuado control interno, perfeccionar la contabilidad y profesionalizar la auditoría.

( El debate

Mientras el Estado continúa en su propósito de recurrir cada vez más al apoyo de los auditores, debe decirse que tal vez no existe institución tan censurada y comentada como la revisoría fiscal. Resulta paradójico, por decir lo menos, que mientras se califica como la máxima magistratura de la profesión contable en nuestro medio, son exiguas o superficiales las cátedras dedicadas a su aprendizaje, mínimas las tesis que sobre ella se han preparado y, sobre todo, desconocida su realidad social. No se sabe a ciencia cierta cuántos revisores hay, donde están, bajo qué patrones trabajan, con qué recursos cuentan, cómo se remuneran...

El Estado está preocupado de su falta de independencia, profundidad y eficacia. El empresario cuestiona sus beneficios, la percibe como una imposición y, en veces, como un espía al servicio del Estado. Los contadores claman por su baja rentabilidad y su absurda desprotección.

Aunque su ejercicio está reservado por las leyes vigentes a los contadores públicos, ante la amplitud de sus funciones hoy se discute si debieran admitirse otras profesiones para el efecto o convertirla en un órgano colegiado multidisciplinario.

Especial preocupación albergan diversos sectores académicos, gremiales y gubernamentales sobre su independencia real, la que se considera cortamente defendida por el régimen de inhabilidades e incompatibilidades vigentes. Ciertos sectores consideran que su nombramiento no debiera corresponder a los máximos órganos sociales sino a otros agentes ajenos a las presiones de los administradores.

La exigencia legal de la permanencia del órgano contrasta con las visitas temporales que de hecho se vienen practicando. Extender su acción en el tiempo ha resultado particularmente difícil por la limitada remuneración que el mercado viene reconociendo por este servicio, sin que se adviertan propuestas admisibles de solución, puesto que la temática de una tarifa profesional apenas viene siendo objeto de estrechos estudios de campo.

La cobertura integral de todas las áreas que componen la organización a veces es incorrectamente interpretada al pretenderse que comprenda cada una de las operaciones, lo cual resulta excesivamente costoso y contrario a las aplicaciones estadísticas que la profesión viene prohijando. De otro lado las múltiples perspectivas desde las cuales debieran examinarse tales operaciones rebasan la preparación académica de los contadores públicos.

Si bien todo control es ejercido con un propósito preventivo, para algunos la revisoría fiscal debiera ser capaz de impedir las irregularidades. Semejante concepción, que implicaría un control de mérito previo a la celebración de las operaciones, es enérgicamente rechazada por los administradores quienes ven en ello una inadmisible injerencia de los revisores fiscales en su gestión, al punto de pretender convertirlos en coadministradores.

Los revisores fiscales enfrentan un cambiante estilo de operación de las organizaciones que vigilan, que en un corto lapso, presionadas por necesidades de rapidez, precisión y calidad, vienen introduciendo una mayor tecnología a sus procesos. Esta circunstancia plantea un interesante y complejo reto para los contadores públicos, a quienes la universidad colombiana escasamente logra preparar para obrar como usuarios domésticos de ciertos equipos y programas.

Como era de esperarse la profesión mundial ha reaccionado ante esa avalancha tecnológica, apropiándose poco a poco de la tecnología, no solo para evaluar la existente en poder de los clientes sino utilizándola para el desarrollo de su propia gestión. Bases de datos relacionales, herramientas "case", programas muy sofisticados de búsqueda, ordenación, proyección, generación de reportes, aplicaciones diseñadas para documentar la auditoría en todos sus pasos, paquetes especializados en muestreo de auditoría, convertidores de lenguajes y archivos, paquetes de comunicaciones, son herramientas de uso común en el contexto internacional, desconocidas en nuestro medio por la gran mayoría de los contadores públicos.

Mientras los anteriores asuntos son objeto de amplio debate e incluso se propone el introducir ajustes al marco legal vigente, lo cierto es que cada día con mayor intensidad es requerida la intervención de revisores fiscales para certificar y dictaminar los más diversos asuntos, resaltándose la creciente carga en materia tributaria y la multiplicidad de requerimientos de información por parte de las entidades gubernamentales que ejercen inspección y vigilancia. Mayores exigencias que implican un cada vez más importante papel de la revisoría fiscal dentro del esquema jurídico colombiano.

Nuevas auditorias obligatorias en Colombia

Aún cuando para muchos teóricos, para ciertos líderes de la profesión contable y para algunas Autoridades, la revisoría fiscal colombiana está llamada a ejercer una auditoría integral, el legislador ha resuelto imponer nuevas auditorias a entes determinados. Se trata de expresiones que ciertamente apenas están madurando. Pero su mención es de indudable importancia para completar este esbozo sobre la auditoría estatutaria. Es probable que las citas que siguen no sean completas o que las normas respectivas estén modificadas o derogadas
. Aún así las cito, pues trato ante todo de resaltar la penetración en el mundo legal de auditorias distintas de la revisoría fiscal.

( Auditoría médica

La Ley 100 de 1993 dispuso:

“(...) ART. 227.— Control y evaluación de la calidad del servicio de salud. Es facultad del Gobierno Nacional expedir las normas relativas a la organización de un sistema obligatorio de garantía de calidad de la atención de salud, incluyendo la auditoría médica, de obligatorio desarrollo en las entidades promotoras de salud, con el objeto de garantizar la adecuada calidad en la prestación de los servicios. La información producida será de conocimiento público.

ART. 228.— Revisoría fiscal. Las entidades promotoras de salud, cualquiera sea su naturaleza, deberán tener un revisor fiscal designado por la asamblea general de accionistas, o por el órgano competente. El revisor fiscal cumplirá las funciones previstas en el libro II, título I, capítulo VII del Código de Comercio y se sujetará a lo allí dispuesto sin perjuicio de lo prescrito en otras normas.

Corresponderá al Superintendente Nacional de Salud dar posesión al revisor fiscal de tales entidades. Cuando la designación recaiga en una asociación o firma de contadores, la diligencia de posesión procederá con relación al contador público que sea designado por la misma para ejercer las funciones de revisor fiscal. La posesión sólo se efectuará una vez el superintendente se cerciore acerca del carácter, la idoneidad y la experiencia del peticionario.

PAR.— Para la inscripción en el registro mercantil del nombramiento de los revisores fiscales, se exigirá por parte de las cámaras de comercio copia de la correspondiente acta de posesión.

ART. 229.— Control fiscal. El control fiscal de las entidades de que habla esta ley, se hará por las respectivas contralorías para las que tengan carácter oficial y por los controles estatutarios para las que tengan un carácter privado.”

Así, sin desprenderse de la revisoría fiscal ni del control fiscal, se introdujo el deber de controlar la calidad de los servicios médicos, a través de una serie de estrategias que para el legislador pueden incluir la auditoría médica.

Mediante el Decreto número 1570 de 1993, el Gobierno Nacional señaló:

“(...) ART. 27.— Auditoría médica y control de gastos. Las entidades, dependencias o programas de medicina prepagada estarán obligadas a establecer y utilizar a posteriori métodos selectivos de auditoría médica sobre aspectos tales como la gestión médica, la pertinencia de los insumos utilizados por las personas naturales o jurídicas internas o adscritas que presten servicios asistenciales por sí o en su nombre y en los procesos de facturación, utilizando para el efecto todos los documentos relacionados con el proceso de atención como la historia clínica, la hoja quirúrgica y demás información, contando para este deber con la autorización del beneficiario de los servicios, la cual se podrá obtener en forma anticipada dentro de los contratos respectivos.

Las entidades, programas o dependencias podrán desarrollar internamente métodos de auditoría médica o contratar con firmas especializadas, previamente calificadas como tales e inscritas en la Superintendencia Nacional de Salud. Del programa interno se deberá informar a la Superintendencia Nacional de Salud. (...)”.

A través del Decreto número 1895 de 1994 se ordenó:

“(...) ART. 26.— Los contratos con las entidades administradoras de los subsidios. Los recursos fiscales destinados al régimen subsidiado de seguridad social en salud se ejecutarán mediante contratos con entidades autorizadas para el efecto. Dichos contratos tendrán las siguientes características:

(...) 4. Todos los contratos establecerán un sistema de auditoría médica, la cual deberá ser provista por las direcciones seccionales, distritales o municipales de salud, en caso tal que el municipio no pueda hacerlo. (...)”.

Mediante el Decreto número 2174 de 1996, el Gobierno Nacional determinó:

“(...) ART. 14.— De la auditoría médica. Las entidades promotoras de salud y entidades que se asimilen y los prestadores de servicios de salud deberán establecer procesos de auditoría médica de conformidad con las pautas indicativas que al respecto elaboren el Ministerio de Salud y la Superintendencia Nacional de Salud.

Entiéndase por auditoría médica la evaluación sistemática de la atención en salud, con el objetivo fundamental de mejorar la calidad de los servicios. Significa la comparación entre la calidad observada y la calidad deseada de acuerdo con las normas técnico-científicas y administrativas previamente estipuladas para la atención en salud. Para tal efecto podrán ser utilizados diferentes procedimientos de seguimiento, evaluación e identificación de problemas y de soluciones en la prestación de los servicios.

En razón de la responsabilidad que les compete a las entidades promotoras de salud y entidades que se asimilen, corresponde a éstas aplicar procedimientos y técnicas de auditoría para la evaluación y el mejoramiento de la calidad de la atención en salud, sin perjuicio de las actividades de auditoría desarrolladas de manera autónoma por los prestadores de servicios de salud y de las acciones ejercidas por la Superintendencia Nacional de Salud y demás entidades de inspección, vigilancia y control del sistema.

Por su parte, los prestadores de servicios de salud realizarán procedimientos de auditoría médica, destinados a la auto evaluación permanente de los servicios que prestan.

ART. 15.— De las técnicas de auditoría médica. En cumplimiento de las actividades de evaluación y mejoramiento de la calidad de la atención en salud, y hasta tanto se reglamente el ejercicio de la auditoría médica, los profesionales que ejercen esta disciplina podrán aplicar las técnicas de auditoría de aceptación común.

PAR. 1º—Los documentos de trabajo generados durante las labores de auditoría, hacen parte de los informes de calidad y deberán ser presentados cuando así lo requieran las autoridades competentes en el curso de las investigaciones y de las acciones de vigilancia y control.

ART. 16.— De la evaluación de la tecnología biomédica. De acuerdo con las normas que al respecto expida el Ministerio de Salud, las entidades promotoras de salud y entidades que se asimilen y los prestadores de servicios de salud deberán realizar en forma permanente evaluaciones de la tecnología biomédica que utilicen en la prestación de los mismos. (...)”.

Se trata de una “evaluación sistemática” de la “atención en salud”. Su objeto no es cifras, como en las auditorias económicas, sino conductas. La aserción clave es calidad.

Llama poderosamente la atención la expresión del artículo 15 “hasta cuando se reglamente el ejercicio de la auditoría médica”. Esto no es otra cosa que el reconocimiento de la infancia en se encuentra esta auditoría. Obviamente estos auditores, en la búsqueda de las técnicas de “aceptación común”, han terminado extrapolando muchos conceptos y estrategias de la auditoría financiera.

Un ejemplo de cómo se puede desarrollar la auditoría en cuestión nos lo brinda el derecho interno del Instituto de Seguros Sociales, cuyo tamaño lo hace significativo dentro del universo de entidades promotoras y prestadoras de salud. Veamos:

“RESOLUCIÓN NÚMERO 2285 DE 1998

(Agosto 11)

“Mediante la cual se reglamentan los procesos de auditoría médica y de servicios en la EPS del Instituto de Seguro Social”.

El Presidente del Instituto de los Seguros Sociales,

en uso de sus facultades y en especial de las conferidas por los numerales 1 y 3 del artículo 11 del Decreto 2148 de 1992 y por los numerales 1 y 3 del artículo 20 del Acuerdo 003 de 1993, aprobado por el Decreto 461 de 1994, y

CONSIDERANDO:

1. Que la Ley 100 de 1993 en su artículo 227 estableció la obligación de las EPS de cumplir con un sistema obligatorio de garantía de calidad que incluya la auditoría médica;

2. Que el Decreto 2174 de 1996 reglamentó la auditoría médica como uno de los componentes del sistema obligatorio de garantía de calidad y ordenó su desarrollo a las entidades promotoras de salud;

3. Que la auditoría médica está definida por el artículo 14 del Decreto 2174 de 1996, como un instrumento de “evaluación sistemática de la atención en salud con el objeto fundamental de mejorar la calidad de los servicios”;

4. Que la auditoría médica en el Instituto de Seguro Social, deberá propender por el mejoramiento de la calidad de la atención en salud y la eficiencia en el uso de los recursos de la red de servicios de salud que ofrece la EPS a sus afiliados;

5. Que es responsabilidad de la EPS aplicar procedimientos y técnicas de auditoría médica dentro del sistema de garantía de calidad, con el fin de evaluar y mejorar la calidad de la atención que brinde a sus asegurados,

RESUELVE:

ART. 1º—Objeto. Reglamentar el proceso de auditoría médica en la EPS del Instituto de Seguro Social, que deberá desarrollarse conforme a los parámetros establecidos en la Ley 100 de 1993, el Decreto 2174 de 1996 y demás normas concordantes, implementando las actividades necesarias para el mejoramiento de la calidad y la racionalización en el uso de los recursos de la atención en salud brindada por los prestadores de servicios de salud tanto propios como externos que conforman la red de servicios del Instituto de Seguro Social. Se asimilan al concepto de auditoría médica los términos de auditoría clínica y auditoría de servicios de salud.

ART. 2º—Actividades. Con el fin de desarrollar su objeto, el proceso de auditoría médica incorporará las siguientes actividades:

1. Verificar que los profesionales e instituciones prestadoras de servicios adscritos o contratistas cumplan con las obligaciones establecidas en los convenios e informar a la gerencia seccional de EPS los resultados de este proceso.

2. Efectuar supervisión permanente a los prestadores de la red de servicios de salud del instituto para asegurar que el cuidado se preste con las características de oportunidad, continuidad, suficiencia, integridad y racionalidad lógico-científica, en un marco que conduzca a la satisfacción del paciente, de acuerdo con el objeto y obligaciones de los convenios, así como evaluar las quejas presentadas por los usuarios y el cumplimiento de las recomendaciones que se produzcan de esta evaluación.

3. Vigilar que no se presente rechazo de pacientes por razones relativas a selección adversa.

4. Velar porque al usuario del ISS se le brinde una atención personalizada, sin ninguna clase de discriminación, y se le trate con amabilidad tanto en la prestación de servicios como en la respuesta a sus interrogantes y los de su familia respecto de su estado de salud.

5. Evaluar la oportunidad de la atención brindada a los usuarios en términos de los períodos transcurridos entre la autorización de los servicios y su prestación efectiva.

6. Verificar la concordancia entre lo ordenado y efectivamente aplicado clínicamente al paciente en la historia clínica y lo facturado por el prestador.

7. Evaluar la racionalidad técnico científica de la atención, la correlación clínico diagnóstica y diagnóstico terapéutica.

8. Verificar la prestación de los servicios de salud en términos de la capacidad y complejidad de oferta del prestador y los servicios demandados y prestados a los usuarios.

9. Verificar la concordancia entre los servicios autorizados por el instituto y los realizados por el prestador adscrito.

10. Verificar la pertinencia y realización de las actividades conexas a los procedimientos intrahospitalarios previamente autorizados y realizados por el prestador.

11. Evaluar las autorizaciones emitidas por el instituto en relación con los servicios efectivamente prestados en términos de la real justificación de los servicios autorizados y no realizados.

12. Evaluar las estancias hospitalarias en términos de la pertinencia de las mismas en relación con las condiciones clínicas de los pacientes.

13. Evaluar las consultas médicas general y especializada en los términos definidos en la monitoría de consultador crónico.

14. Verificar que todos los pacientes atendidos cuenten con historia clínica u odontológica según el caso, en los términos establecidos por la ley y los reglamentos y en las exigencias del instituto.

15. Verificar que los servicios prestados y autorizados se sujeten a los contenidos y definiciones establecidos en el manual de tarifas vigente.

16. Controlar que la prescripción y suministro de medicamentos y expedición de incapacidades o licencias de maternidad se haga con estricta sujeción a las normas sobre prescripción de medicamentos y expedición de incapacidades incluyendo las definidas por el instituto.

17. Vigilar que el especialista tratante asignado, sea el responsable de la atención integral del paciente y que el cuidado se brinde sólo con personal idóneo, debidamente titulado o certificado.

18. Verificar la atención y la facturación de los servicios de urgencias de conformidad con las instrucciones impartidas por el instituto.

19. Verificar que los prestadores adscritos cumplan con la obligación de la comprobación de derecho de los usuarios a recibir los servicios.

20. Verificar la efectiva implantación y la racionalidad técnico científica de las prótesis y órtesis facturadas por los prestadores adscritos.

21. Controlar el cumplimiento de las actividades y procedimientos contenidas en los diferentes conjuntos integrales de atención en salud.

22. Evaluar la correlación de la atención con las guías de atención definidas por el instituto.

23. Evaluar los procedimientos de referencia de pacientes, cuando la condición clínica del paciente supera la capacidad técnico científica del prestador.

24. Verificar, si es del caso, que los servicios prestados dentro del régimen subsidiado se sujeten a los servicios determinados por el instituto para los afiliados a este régimen.

25. Verificar la concordancia de las estadísticas presentadas por los prestadores adscritos con la observación directa y los registros propios.

26. Verificar que a los usuarios se les suministre una factura a título de información de conformidad con el artículo 225 de la Ley 100 de 1993.

PAR. 1º—Estas actividades podrán realizarse mediante el análisis del universo de los servicios o con muestreos. Así mismo podrán ser aplicadas parcial o totalmente de acuerdo con las necesidades del servicio garantizando la integralidad y suficiencia de la auditoría.

PAR. 2º—En lo posible, estas actividades se realizarán en coordinación con los procesos de auditoría o de calidad que internamente tengan implementados los prestadores y con los demás procesos que desarrolle el instituto como las labores de auditoría interna, información y atención a usuarios y juntas de usuarios.

ART. 3º—Sujetos de auditoría. Serán sujetos de los procesos de auditoría todos los prestadores de servicios de salud que conforman la red de servicios de la EPS del Instituto de Seguro Social.

ART. 4º—Dependencias responsables. Sin perjuicio de la posibilidad de desarrollar el proceso de auditoría médica por parte de entidades externas, serán responsables de las anteriores actividades la gerencia nacional de calidad y la oficina que haga sus veces en el nivel seccional.

ART. 5º—Perfil de los auditores. La coordinación del grupo multidisciplinario que realice los procesos de auditoría médica, salvo autorización expresa del vicepresidente de EPS, estará siempre a cargo de un profesional de la medicina con capacitación específica en auditoría médica, epidemiología, administración de servicios de salud o administración hospitalaria. Igualmente el perfil de los auditores deberá ser concordante con el tipo y la complejidad del servicio o actividad que se evalúe, por lo que en los departamentos seccionales de calidad que defina la vicepresidencia de EPS, de acuerdo con las necesidades y recursos existentes en cada seccional, se conformará un grupo multidisciplinario encargado de las actividades señaladas.

PAR. 1º—Las personas que realicen procesos de auditoría médica a nombre del instituto, no podrán estar incursas en ninguna de las siguientes situaciones:

— Ser funcionario, contratista o estar vinculado durante el año inmediatamente anterior a la realización del proceso de auditoría, a la institución sujeto de la auditoría médica.

— Estar sancionado por el tribunal de ética médica con suspensión en el ejercicio de la medicina.

— Ser familiar del representante legal o de alguno de los miembros de la junta directiva de la institución sujeto de la auditoría médica, hasta segundo grado de consanguinidad y primer grado de afinidad o primero civil.

— Haberse declarado impedido por algún nexo especial con la institución sujeto de la auditoría médica.

— Estar incurso en inhabilidades o incompatibilidades establecidas por la ley.

PAR. 2º—Las personas que realicen procesos de auditoría médica a nombre del instituto les queda prohibido:

— Asesorar a cualquier título a los prestadores que sean sujeto de auditoría.

— Recibir o exigir prebendas por parte de los prestadores que sean sujeto de auditoría.

— Realizar comentarios en contra de los funcionarios o directivos de las instituciones auditadas.

— Avalar atenciones, firmar documentos o emitir certificaciones que respalden o validen prestaciones de servicios hechas a afiliados a la EPS Seguro Social en los diferentes prestadores.

ART. 6º—Instrumentos de auditoría. Para la realización de las actividades señaladas se utilizarán los instrumentos de las monitorías de consultador crónico, evaluación de la pertinencia de las incapacidades, evaluación de estancias hospitalarias, historia clínica así como los comités ad hoc establecidos mediante el Acuerdo 554 de 1992 del Consejo directivo del instituto, y los demás instrumentos que defina la gerencia nacional de calidad.

ART. 7º—Informes y soportes documentales. Las actividades que se realicen dentro del proceso de auditoría médica deberán contar con un soporte documental que hará parte de los informes de calidad de que trata el artículo 8º del Decreto 2174 de 1996 del cual será responsable la persona que realice el procedimiento de auditoría médica. Estos documentos deberán ser conservados en las dependencias de calidad en archivo activo por dos (2) años, después de los cuales debidamente relacionados serán entregados al almacén general del instituto como archivo pasivo. La gerencia nacional de calidad de servicios de salud definirá la información que remitirán sus dependencias.

ART. 8º—Métodos de auditoría. La gerencia nacional de calidad de servicios de salud definirá los métodos de auditoría médica a ser aplicados. Sin embargo deberá incluirse como mínimo la auditoría de campo de acuerdo con lo definido en la presente resolución. En todo caso la auditoría se pronunciara a través de conceptos técnicos para la toma de decisiones de las instancias administrativas.

ART. 9º—Auditoría de campo en los prestadores de servicios de salud. La auditoría médica de campo en los prestadores de servicios de salud, es la realización de las actividades definidas en la presente resolución en las instalaciones del prestador. Sin perjuicio de realizar visitas de auditoría o de realizar auditoría médica de campo en otras instituciones, esta modalidad de auditoría deberá realizarse en los prestadores de acuerdo con los siguientes criterios y previa autorización de la vicepresidencia de EPS:

— Monto de facturación mensual de acuerdo con el promedio que se maneje en cada seccional o por un aumento exagerado en el promedio de ejecución o facturación mensual.

— Nivel de complejidad de los servicios prestados.

— Resultados obtenidos del proceso de acreditación.

— Problemas significativos detectados en las quejas o reclamos hechos por los usuarios.

Esta modalidad estará a cargo de los departamentos u oficinas de calidad de las seccionales e implicará que los auditores no podrán permanecer de manera permanente en un mismo prestador durante un período superior a tres meses sin perjuicio de continuar el proceso de auditoría en la entidad.

ART. 10.—Grupo especial de auditoría médica. La vicepresidencia de EPS, creará el grupo especial de auditoría médica, de carácter nacional, con la participación de la vicepresidencia de IPS, que será coordinado por la gerencia nacional de calidad, con el objeto fundamental de definir los lineamientos y de ser la principal instancia de consulta en materia de auditoría médica en el instituto especialmente en la actuación médica y en los aspectos técnicos científicos de la prestación de servicios, y cuyas funciones serán las siguientes:

— Proponer los indicadores y estándares de calidad en la prestación de servicios de salud.

— Evaluar y proponer los protocolos de prestación de servicios de salud exigibles a la red de servicios del instituto.

— Proponer las metodologías de auditoría médica de que trata la presente resolución.

— Realizar procesos de auditoría médica de campo en los prestadores cuyo grado de complejidad y valores de facturación requieran una especial intervención en esta materia.

— Ser la instancia técnica para dirimir aspectos en materia de auditoría médica que sean de especial complejidad.

— Apoyar los procesos de auditoría médica de campo que desarrollen las seccionales.

— Las demás que se le asignen de acuerdo con su objeto.

Se constituirá un grupo básico, con un número hasta de cinco (5) profesionales, con un alto perfil profesional en experiencia y conocimientos específicos en el tema y cuya idoneidad y calidades profesionales deberán estar acordes con la complejidad de las responsabilidades asignadas, de acuerdo con las especificaciones que defina la vicepresidencia de EPS, cuya estructura podrá ser complementada y apoyada por profesionales de las distintas especialidades médicas. Lo anterior salvo que se conforme el grupo a través de una entidad externa al instituto para el desarrollo total o parcial de las funciones mencionadas. Igualmente podrán contratarse profesionales externos a la entidad para la emisión de conceptos técnicos.

PAR.—Para efectos de realizar las auditorias de campo, el grupo especial de auditoría médica tomará como base la información reportada por los gerentes seccionales de EPS sobre el comportamiento de las entidades adscritas y los informes de auditoría de las seccionales y elaborará un cronograma semestral de visitas así como el plan de trabajo específico para cada visita.

ART. 11.—Conductas. Con base en los hallazgos de los procesos de auditoría los gerentes de EPS podrán asumir las conductas administrativas definidas en los convenios, cuya severidad se adoptará según el grado de riesgo que implique el hallazgo o la intencionalidad del mismo. Los prestadores adscritos podrán solicitar revisión de las conductas adoptadas por los gerentes seccionales ante la vicepresidencia de EPS.

ART. 12.—Subsistema de información. El subsistema de información se realizará de acuerdo con los lineamientos e indicadores que defina la gerencia nacional de calidad de servicios de salud y la vicepresidencia de EPS en concordancia con el sistema de información de la modalidad de adscripción.

ART. 13.—Evaluación y control. La evaluación y control de la implementación del proceso de auditoría médica estará a cargo de la gerencia nacional de calidad de servicios de salud.

ART. 14.—Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 11 de agosto de 1998.

Como se ve, aunque en varios de sus aspectos la auditoría médica se centra en el servicio de salud, no deja de incluir la comprobación de asuntos legales, de control interno y de contabilidad. Esta mezcla tal vez justifique que en la práctica se hayan producido alianzas entre firmas de contadores y organizaciones médicas para prestar este nuevo servicio obligatorio. Sin embargo, al mismo tiempo, la extensión o alcance de la auditoría médica entra inevitablemente a traslaparse con algunas funciones tradicionales de la revisoría fiscal.

( Auditoría de gestión y de resultados

La Ley 142 de 1994, aplicable a las empresas de servicios públicos domiciliarios, dispuso:

“(...) TÍTULO IV

Otras disposiciones

CAPÍTULO I

Del control de gestión y resultados 

ART. 45.—Principios rectores del control. El propósito esencial del control empresarial es hacer coincidir los objetivos de quienes prestan servicios públicos con sus fines sociales y su mejoramiento estructural, de forma que se establezcan criterios claros que permitan evaluar sus resultados. El control empresarial es paralelo al control de conformidad o control numérico formal y complementario de éste.

El control debe lograr un balance, integrando los instrumentos existentes en materia de vigilancia y armonizando la participación de las diferentes instancias de control.

Corresponde a las comisiones de regulación, teniendo en cuenta el desarrollo de cada servicio público y los recursos disponibles en cada localidad, promover y regular el balance de los mecanismos de control y a la superintendencia supervisar el cumplimiento del balance buscado.

ART. 46.—Control interno. Se entiende por control interno el conjunto de actividades de planeación y ejecución, realizado por la administración de cada empresa para lograr que sus objetivos se cumplan.

El control interno debe disponer de medidas objetivas de resultado, o indicadores de gestión, alrededor de diversos objetivos, para asegurar su mejoramiento y evaluación.

ART. 47.—Participación de la superintendencia. Es función de la superintendencia velar por la progresiva incorporación y aplicación del control interno en las empresas de servicios públicos. Para ello vigilará que se cumplan los criterios, evaluaciones, indicadores y modelos que definan las comisiones de regulación y podrá apoyarse en otras entidades oficiales o particulares.

ART. 48.—Facultades para asegurar el control interno. Las empresas de servicios públicos podrán contratar con entidades privadas la definición y diseño de los procedimientos de control interno, así como la evaluación periódica de su cumplimiento, de acuerdo siempre a las reglas que establezcan las comisiones de regulación.

ART. 49.—Responsabilidad por el control interno. El control interno es responsabilidad de la gerencia de cada empresa de servicios públicos. La auditoría interna cumple responsabilidades de evaluación y vigilancia del control interno delegadas por la gerencia. La organización y funciones de la auditoría interna serán determinadas por cada empresa de servicios públicos.

ART. 50.—Control fiscal. La vigilancia de la gestión fiscal de las empresas de servicios públicos, cuando se haga por parte de empresas contratadas para el efecto, incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión, de legalidad y de resultados.

ART. 51.—Auditoría externa. Independientemente de los controles interno y fiscal, todas las empresas de servicios públicos están obligadas a contratar una auditoría externa de gestión y resultados con personas privadas especializadas. Cuando una empresa de servicios públicos quiera cambiar a sus auditores externos, deberá solicitar permiso a la superintendencia, informándole sobre las causas que la llevaron a esa decisión. La superintendencia podrá negar la solicitud mediante resolución motivada.

La auditoría externa obrará en función tanto de los intereses de la empresa y de sus socios como del beneficio que efectivamente reciben los usuarios y, en consecuencia, está obligada a informar a la superintendencia las situaciones que pongan en peligro la viabilidad financiera de una empresa, las fallas que encuentren en el control interno, y en general, las apreciaciones de evaluación sobre el manejo de la empresa. En todo caso, deberán elaborar además, al menos una vez al año, una evaluación del manejo de la empresa.

PAR.—A criterio de la superintendencia, las entidades oficiales que presten los servicios públicos de que trata la presente ley quedarán eximidas de contratar este control si demuestran que el control fiscal e interno de que son objeto satisfacen a cabalidad los requerimientos de un control eficiente.

ART. 52.—Concepto de control de gestión y resultados. El control de gestión y de resultados es un proceso que, dentro de directrices de planeación estratégica, busca que las metas sean congruentes con las previsiones.

Las comisiones de regulación definirán los criterios, características, indicadores y modelos de carácter obligatorio que permitan evaluar la gestión y resultados de las empresas.

PAR.— Las empresas de servicios públicos presentarán ante las oficinas o unidades de planeación o la unidad administrativa que haga sus veces en el respectivo ministerio, para su aprobación, un plan de gestión y resultados de corto, mediano y largo plazo, que sirva de base para el control que deben ejercer las auditorias externas. Este plan deberá evaluarse y actualizarse anualmente, teniendo como base esencial lo definido por las comisiones de regulación de acuerdo con el inciso anterior. Estas oficinas de planeación o similares deberán establecer los mecanismos para el cumplimiento de esta norma en un término no inferior a seis (6) meses después de la vigencia de esta ley. (...)”

Sea lo primero anotar la profusión de mecánicas de supervisión, control y auditoría. Un régimen así, además de ineficaz, en cuanto supone una inversión de recursos muy alta y seguramente acciones sobrepuestas, es muy difícil de armonizar.

Resaltemos algunas cosas:

1. Se habla de varios controles. Así, por ejemplo, el control empresarial es paralelo al control de conformidad o control numérico legal y complementario de éste.

2. Se involucra a varias autoridades: las de la propia empresa, las comisiones de regulación, a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y, en su caso, a la Contraloría General de República.

3. Fuerza la construcción de indicadores de gestión.

4. Puede haber personas exclusivamente dedicadas a la “evaluación periódica del control interno”.

5. Asigna la responsabilidad del control interno a la gerencia.

6. Supone la existencia de la auditoría interna, la cual concibe como delegada de la gerencia.

7. El control fiscal, a pesar de todos los distintos instrumentos, implica control financiero, de gestión, de legalidad y de resultados (¡4 dimensiones a falta de una!).

8. Remata exigiendo una auditoría externa “de gestión y resultados”.

9. Exige, en forma por demás novedosa en Colombia pero ya existente en otras latitudes, someter a autorización de la Superintendencia el cambio de auditores.

10. Compromete la auditoría con varios frentes: la empresa, sus socios y sus usuarios.

Añadamos a la anterior el revisor fiscal y el revuelto resultará aún más complejo. ¿Cómo entender que se deba contratar un auditor de gestión cuando ya se tiene revisor fiscal, quien de acuerdo con el Pronunciamiento número 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública debe realizar una auditoría de gestión? Razón no falta a quienes sostienen que el revisor puede asumir dicha auditoría
.

Para entender mejor de qué se trata una auditoría de gestión y resultados nos remitimos a las siguientes expresiones de la Superintendencia de Servicios Públicos:

“Superintendencia de Servicios Públicos

CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 5 DE 1997

(Abril 1º)

“Por la cual se fija la metodología de verificación y evaluación integral que deben seguir las auditorias externas frente al control de gestión y resultados que realizan a las empresas de servicios públicos y que están obligadas a suministrar a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios”.

El Superintendente de Servicios Públicos, teniendo en cuenta que los artículos 51 y 53 de la Ley de Servicios Públicos, determinan el funcionamiento de las auditorias externas en las empresas de servicios públicos domiciliarios, y que éstas tienen la obligación de presentar a la Superintendencia de Servicios Públicos, una evaluación del manejo integral de la empresa; y que es tarea prioritaria de esta entidad establecer una metodología única de evaluación integral a las empresas por parte de las auditorias externas de gestión y resultado, sobre la base de un control de gestión y resultados, entendido como un proceso que dentro de las directrices de planeación estratégica, busca que las metas sean congruentes con las previsiones.

Con fundamento en la anterior interpretación el proceso de control y gestión debe considerar la combinación de los criterios de eficiencia y eficacia que da como resultado el de efectividad que es hacer las cosas adecuadas en el momento oportuno y al menor costo dentro de una perspectiva de corto, mediano y largo plazo.

En este mismo sentido, el control de resultados se constituye en la evaluación realizada para establecer en qué medida las empresas logran sus objetivos y metas, así como el cumplimiento de sus planes, programas y proyectos adoptados por la administración para un período dado.

En los anteriores términos se establece la siguiente metodología:

Metodología de verificación y evaluación integral por las auditorias externas de gestión y resultados a las empresas de servicios públicos

Esta metodología está dirigida a las firmas de auditorias externas de gestión y resultados con el fin de estandarizar las actividades claves sobre las cuales deberán informar a la superintendencia y ésta a su vez verificar, validar e informar sobre el estado del cumplimiento de la gestión de las empresas de servicios públicos.

Para el desarrollo de esta metodología se debe contemplar el contexto integral y sistémico de la arquitectura organizacional, la viabilidad financiera y los planes de gestión y resultados los cuales constituyen la herramienta que permite desarrollar el control de la gestión empresarial, especialmente para el que deben ejercer las auditorias externas de gestión y resultados basados en la planeación estratégica.

Como apoyo para el desarrollo de la evaluación integral, la superintendencia diseñó unos formatos de chequeo, los cuales deberán diligenciarse durante la ejecución de la auditoría.

Éstos deben remitirse a la superintendencia acompañados del informe final denominado "opinión de los resultados" en el cual la firma se obliga conceptuar sobre las situaciones que pongan en peligro la viabilidad financiera de una empresa, las fallas que se encuentren en el control interno, y en general las opiniones de evaluación sobre el manejo de la empresa.

Metodología de la evaluación

Con el propósito de efectuar una evaluación integral de las empresas de servicios públicos, las auditorias externas de gestión deberán considerar los siguientes aspectos más los que a su criterio crea conveniente:

I. Arquitectura organizacional

De manera general, los elementos que conforman la arquitectura organizacional están determinados como: ideas rectoras, métodos-procedimientos-herramientas, innovación en infraestructura y estructura organizacional. Estos elementos integran y orientan el sistema de organización considerando:

1. Definición marco organizacional: está orientado a verificar la constitución y marco de acción de la entidad, permitiendo identificar con claridad su quehacer y proyección de su acción. Para ello deben tenerse en cuenta aspectos como:

* Escritura de constitución: para verificar el objeto social, composición accionaria, representación legal, atribuciones y responsabilidades de la junta directiva y del representante legal, capital social, entre otros.

* Actividades claves: se relaciona con el tipo de servicio de acuerdo con la característica de la empresa de servicios como energía, agua potable y saneamiento básico y telecomunicaciones.

— Energía y gas: generadores, transportadores, comercializadores y distribuidores.

— Telecomunicaciones: operadoras.

— Agua potable, alcantarillado y aseo.

* Tipo de sociedad: verificar a qué clase de sociedad corresponde la empresa con el fin de determinar la normatividad que la regula: empresa de economía mixta, oficial, industrial y comercial del Estado y en casos excepcionales prestadores directos.

* Orden territorial: señale el orden territorial al cual pertenece la empresa.

* Leyes y normas del sector: se deben identificar de acuerdo con la naturaleza jurídica para verificar si esta cumpliendo con las disposiciones que le son aplicables. 

2. Ideas rectoras: se entiende como la concepción filosófica o fundamentos empresariales que rigen la organización y que son el pilar fundamental para el desarrollo de la acción.

* Visión 

* Misión 

* Principios-Valores 

* Políticas

3. Acciones organizacionales: focaliza la acción corporativa en cumplimiento de su concepción filosófica con miras a establecer, entre otros, parámetros de supervivencia, crecimiento y rentabilidad en un marco de competitividad para desarrollarse en los diferentes escenarios.

* Estrategias 

* Objetivos 

* Metas

4. Soporte estructural: para el desarrollo de la concepción filosófica, la organización debe contar con una estructura y esquema organizacional que facilite su operación.

* Tipo de organización: permite determinar cómo la organización encauza sus actividades en concordancia con la operación y negocios. Por ejemplo:

- Unidades estratégicas de negocios: orienta sus esfuerzos a los productos o servicios claves, que de manera independiente representa cada negocio.

- Procesos: orienta sus actividades de manera sistémica para integrar sus acciones con el fin de aportar valor a la cadena productiva.

- Matricial: empresa que a través de un holding y en razón a sus diferentes actividades constituye negocios independientes.

- Funcional: su negocio se desarrolla por las diferentes áreas de la organización y que cumplen una función específica, mediante diseños divisionales, por productos, servicios, etc. 

5. Esquema de la organización: permite determinar quiénes y cómo ejercen la acción especificando sus roles, recursos, herramientas y métodos.

* Organigrama

* Procedimientos

* Normas internas

* Delegación/autoridad/responsabilidad

* Sistema de control interno

II. Plan de gestión y resultados

Vale la pena mencionar que el esquema Nº 1 refleja en gran medida la evaluación de un sistema de control interno. En todo caso no se deben olvidar las áreas de: planeación, organización, control y dirección.

Para el desarrollo de la organización y de acuerdo con la reglamentación de los organismos de planificación y regulación, se verificará la existencia de procedimientos, métodos y herramientas que conduzcan al cumplimiento de un proceso de planeación estratégica coherente y dinámico que oriente sus resultados a principios de eficiencia, efectividad y economía.

Entonces es necesario analizar integralmente todos los aspectos definidos y aprobados por las oficinas de planeación o quien haga sus veces en los respectivos ministerios verificando y analizando los siguientes elementos:

1. Bases rectoras: de acuerdo con las características del negocio, la organización tiene en cuenta los lineamientos de políticas generales que enmarcan los planes.

* Plan nacional de desarrollo 

* Plan de expansión de cada sector 

* Normatividad

* Departamento Nacional de Planeación 

* Organismos de planificación y regulación del sector

* Otros

2. Diagnóstico general de la empresa: con base en un análisis interno y externo que contemple los aspectos positivos y negativos que afectan a la empresa.

3. Definición del plan: Se consideran en forma coherente con la organización los siguientes elementos:

* Objetivos 

* Metas 

* Proyectos

Vale la pena mencionar que los ítems 1 y 2 reflejan en gran medida la evaluación de un sistema de control interno. En todo caso no se deben olvidar las áreas de: planeación, organización, control y dirección.

4. Diagnóstico con relación a los indicadores de gestión: se debe verificar y analizar el diagnóstico del plan estratégico, relativo a los aspectos internos, positivos o negativos de cada uno de los indicadores definidos por la respectiva comisión, así como los aspectos del entorno que afectan estos indicadores. Es necesario hacer referencia a los procesos del área comercial relativos a los indicadores de gestión usuarios, así como los aspectos financieros, técnicos, administrativos y operativos relacionados con estos indicadores.

* Metas de indicadores de gestión: de acuerdo con las metas acordadas para cada uno de los indicadores, se debe verificar el cumplimiento de las mismas y explicar detalladamente cómo se logró su cumplimiento o por el contrario, qué condujo a su incumplimiento.

* Plan de acción: a partir de las estrategias definidas sobre los aspectos relativos a los indicadores de gestión definidos por las comisiones, se debe verificar que el plan de acción contenga los programas, subprogramas y proyectos de inversión y de gestión que llevó a cabo la empresa para lograr los objetivos y resultados del plan de gestión.

Para ello es necesario analizar y hacer una breve descripción de: los programas, subprogramas y proyectos así como de sus objetivos y cronograma de actividades que incluya la dependencia o persona responsable de su ejecución.

De otra parte, debe constatar y analizar, la implementación de los planes específicos exigidos por los respectivos ministerios.

* Plan financiero: a partir del plan de acción se determinan los requerimientos financieros para cada uno de los programas, subprogramas y proyectos de inversión y gestión definidos por la empresa para alcanzar los objetivos y las metas. Estos requerimientos deben estar contemplados en las proyecciones financieras de la empresa, con el fin de determinar la viabilidad del plan de gestión en su conjunto.

III. Viabilidad financiera

Las AEG deberán examinar, verificar y reportar sobre la viabilidad financiera, para lo cual tendrán en cuenta los siguientes elementos:

1. Proyecciones financieras: corresponde a las proyecciones financieras de:

* Mediano y largo plazo 

* Flujo de caja

2. Presupuesto: corresponde al presupuesto programado para la vigencia fiscal correspondiente.

* Elaboración/presentación/aprobación 

* Ejecución y evaluación 

* Análisis de variación

3. Tesorería: manejo de los recursos en el corto plazo considerando:

* Flujo de efectivo

* Planeación de ingresos

* Recaudos cartera

* Planeación de egreso

* Programación de pagos

4. Servicio de la deuda: describir las obligaciones por deuda interna (inversión en proyectos específicos), deuda externa (Banca multilateral y otros organismos) y otros servicios de la deuda.

5. Gestión de la inversión/portafolio financiero: manejo adecuado de la liquidez, rentabilidad, seguridad, riesgo y otros.

6. Estados financieros: correspondientes al período evaluado.

7. Sistemas de información: corresponde a sistemas de información integrados considerando aspectos tales como:

* Flujo de información

* Procesamiento

* Generación de reportes

8. Indicadores financieros: liquidez, rentabilidad, endeudamiento, etc.

Las auditorias externas deberán enviar a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, la evaluación del manejo de la empresa bajo los parámetros y metodología señalada en la presente circular, con fecha de corte 31 de diciembre de 1996. El plazo de presentación y remisión del informe ante la superintendencia es el 30 de abril del presente año.

Con base en lo anterior anexo a la presente circular se encuentran los formatos a los cuales deben ceñirse la información a suministrar las auditorias externas.”

( Auditoría de calidad

Dispuso el Ministerio de Salud:

Resolución número 3112 de 1998

(Agosto 5)

“Por la cual se adoptan las normas sobre buenas prácticas de manufactura para productos cosméticos”.

(...) 9.3. Auditoría de calidad

Las auditorias se deben efectuar de manera detallada e independiente, regularmente o cuando se soliciten, y las deben llevar a cabo personas competentes especialmente designadas. Estas auditorias pueden tener lugar bien en el sitio, o bien sea fuera del sitio de producción, en el punto de fabricación o de ubicación de los proveedores o los subcontratistas. Deben referirse al sistema de calidad en general. (...)”

Resolución número 3131 de 1998

(Agosto 6)

“Por la cual se adopta el manual de buenas prácticas de manufactura de productos farmacéuticos con base en recursos naturales vigentes”.

“(...) 14. Auditoría de la calidad.

Se propone complementar la autoinspección con una auditoría de calidad, que consiste en un examen y evaluación de todo o parte del sistema de calidad, con el propósito específico de mejorarlo. Por lo general, la auditoría de la calidad se encarga a especialistas independientes ajenos a la compañía o bien a un equipo designado por la administración específicamente con ese fin. Dicha auditoría puede extenderse también a los proveedores y contratistas.

14.1. Auditoría de los proveedores.

(...) 14.2. Auditoría interna de calidad. Tiene como propósito verificar si las actividades relacionadas con la calidad están conformes con lo especificado en el sistema de aseguramiento y control de la calidad. Estas actividades las desarrolla personal de la empresa.

Las acciones correctivas después de una auditoría interna deben documentarse. (...)”.

( Auditoría de sistemas

Ley 44 de 1993

“ART. 44.—Las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor y derechos conexos contratarán la auditoría de sistemas y de su manejo contable con personas naturales o jurídicas.”

Resolución número 400 de 1995, Superintendencia de Valores

“(...) ART. 4.1.1.1.—Autorización. Se autoriza el funcionamiento de sistemas centralizados de operaciones en el mercado público de valores, siempre y cuando el respectivo sistema cumpla las siguientes condiciones:

(...) 2. Deberá contar con un reglamento de operaciones. Dicho reglamento y sus reformas deben ser sometidos a la aprobación previa de la Superintendencia de Valores.

Dicho reglamento deberá propender por el orden, la seguridad, la transparencia y buen funcionamiento del sistema, para lo cual deberá regular por lo menos los siguientes aspectos:

(...) 2.11. Las reglas de auditoría a las cuales se deberá someter el sistema, las que deben incluir la contratación de una auditoría externa de sistemas. (...)”.

Resolución número 225 de 1998

(Abril 8)

“Por la cual se autoriza la reforma del reglamento de un sistema centralizado de información para transacciones”.

“(...) ART. 19.—Auditoría. El sistema contará con una auditoría externa de sistemas, la cual deberá verificar periódicamente el funcionamiento para constatar su correcta operación frente a las especificaciones técnicas, operativas y de seguridad, respecto del programa y de los equipos, y rendir informes al administrador. Dichos informes estarán a disposición de la Superintendencia de Valores. (...)”.

La Circular Básica Jurídica de la Superintendencia Bancaria, al ocuparse de la “Seguridad en transacciones financieras realizadas mediante la utilización de Tarjetas Crédito y Débito a través de Cajeros Automáticos, Puntos de Servicios en establecimientos comerciales y oficinas de las instituciones financiera” supone la existencia de una auditoría de sistemas.

( Auditoría financiera

Mediante la Ley 190 de 1995, la cual en este aspecto aún no ha sido reglamentada, se determinó:

“IV. Sistemas de control

a) Control sobre entidades sin ánimo de lucro

ART. 45.—De conformidad con la reglamentación que al efecto expida el Gobierno Nacional, todas las personas jurídicas y las personas naturales que cumplan los requisitos señalados en el reglamento, deberán llevar contabilidad, de acuerdo con los principios generalmente aceptados. Habrá obligación de consolidar los estados financieros por parte de los entes bajo control.

Cuando se cumplan los requisitos, los estados financieros básicos y los estados financieros consolidados deberán ser sometidos a una auditoría financiera.

El gobierno podrá expedir normas con el objeto de que tal auditoría contribuya a detectar y revelar situaciones que constituyan prácticas violatorias de las disposiciones o principios a que se refiere la presente ley.”

( Auditoría preventiva de actividades delictivas

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

DECRETO NÚMERO 1872 DE 1992

(Noviembre 20)

“Por el cual se interviene la actividad de las instituciones vigiladas por las superintendencias Bancaria y de Valores”.

El Presidente de la República de Colombia,

en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial de las que confiere el artículo 50 transitorio de la Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que la actividad que desarrollan las instituciones sometidas al control y vigilancia de las superintendencias Bancaria y de Valores es de interés público;

Que es deber de todos los habitantes denunciar a las autoridades los hechos punibles de que tengan conocimiento y cuya investigación pueda iniciarse de oficio y, en general, colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia;

Que a través de las operaciones que realizan las instituciones sometidas a la vigilancia de las superintendencias Bancaria y de Valores pueden canalizarse recursos o dineros que provengan de la ejecución de actividades delictivas;

Que la costumbre de la “reserva bancaria” no puede constituir una protección de conductas criminales, abusivas o contrarias a la buena fe que ha de regir el tráfico mercantil, ni encubrir información que pueda facilitar la labor de la administración de justicia;

Que es necesario prevenir situaciones que puedan derivar en pérdida de confianza pública en el sistema financiero si las instituciones que a él pertenecen resultan comprometidas o se determina su participación en el uso, manejo, aprovechamiento o inversión de dinero y recursos provenientes de actividades delictivas,

DECRETA:

ART. 1º—Obligación de control a actividades delictivas. Las instituciones sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria estarán obligadas a adoptar medidas de control apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento en cualquier forma de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas, o para dar apariencia de legalidad a las actividades delictivas o a las transacciones y fondos vinculados con las mismas.

ART. 2º—Mecanismos de control. Para los efectos del artículo anterior, esas instituciones deberán adoptar mecanismos y reglas de conducta que deberán observar sus representantes legales, directores, administradores y funcionarios, con los siguientes propósitos:

a) Conocer adecuadamente la actividad económica que desarrollan sus clientes, su magnitud, las características básicas de las transacciones en que se involucran corrientemente y, en particular, la de quienes efectúan cualquier tipo de depósitos a la vista, a término o de ahorro, o entregan bienes en fiducia o encargo fiduciario; o los depositan en cajillas de seguridad;

b) Establecer la frecuencia, volumen y características de las transacciones financieras de sus usuarios;

c) Establecer que el volumen y movimientos de fondos de sus clientes guarde relación con la actividad económica de los mismos;

d) Reportar de forma inmediata y suficiente a la Fiscalía General de la Nación, o a los cuerpos especiales de policía judicial que ésta designe, cualquier información relevante sobre manejo de fondos cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes, o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas, y

e) Los demás que señale el Gobierno Nacional.

PAR. 1º—Para efectos de implantar los mecanismos de control a que se refiere este artículo, las entidades vigiladas deberán diseñar y poner en práctica procedimientos específicos, y designar funcionarios responsables de verificar el adecuado cumplimiento de dichos procedimientos.

PAR. 2º—Las entidades y sus funcionarios no podrán dar a conocer a las personas que hayan efectuado o intenten efectuar operaciones sospechosas, que han comunicado a la Fiscalía General de la Nación información sobre las mismas, y deberán guardar reserva sobre dicha información.

ART. 3º—Alcance y cobertura del control. Los mecanismos de control y auditoría de que trata el artículo anterior podrán versar exclusivamente sobre las transacciones, operaciones o saldos cuyas cuantías sean superiores a las que se fijen como razonables y suficientes. Tales cuantías se establecerán en el mecanismo que adopte cada entidad atendiendo al tipo de negocios que realiza, amplitud de su red, los procedimientos de selección de clientes, el mercadeo de sus productos, capacidad operativa y nivel de desarrollo tecnológico.

ART. 4º—Adopción de mecanismos de control. Los mecanismos de control y auditoría que adopten las instituciones deberán ser informados a la Superintendencia Bancaria a más tardar el 30 de diciembre de 1992. Este organismo podrá en cualquier tiempo formular observaciones a las instituciones cuando juzgue que los mecanismos adoptados no son suficientes para los propósitos indicados en el artículo segundo, a fin de que éstas introduzcan los ajustes correspondientes. Cualquier modificación a los mecanismos adoptados deberá ser informada a la Superintendencia Bancaria para evaluar su adecuación a los propósitos anotados.

ART. 5º—Sanciones. El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores por la no adopción o aplicación de los mecanismos de control dará lugar a la imposición de las sanciones administrativas correspondientes, sin perjuicio de las consecuencias penales a que hubiere lugar.

(...) ART. 9º—Aplicación a entidades vigiladas por la Superintendencia de Valores. Las obligaciones de que tratan los artículos 1º a 5º y 7º del presente decreto se aplicarán también a las sociedades comisionistas y administradoras de fondos de inversión, en cuyo caso la Superintendencia de Valores tendrá las facultades que tales normas le otorgan a la Superintendencia Bancaria.

Tratándose de comisionistas de bolsa, los mecanismos de control de que trata este decreto se podrán adoptar por medio de las respectivas bolsas de valores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5º.

ART. 10.—Este decreto rige desde el 1º de diciembre de 1992.”.

(Auditoría ambiental

La creciente conciencia sobre la necesidad de proteger y conservar el medio ambiente ha provocado movimientos sociales notables, partidos políticos “verdes”, una industria “ecológica” y una abundante legislación sobre la materia. Papel importante está jugando el establecimiento de compromisos en materia de comercio exterior que tienden a introducir barreras contra los productos no ecológicos.

En el ámbito de la Unión Europea, conviene resaltar la “Resolución del Consejo y de los representantes de los gobiernos de los Estados miembros, reunidos en el seno del Consejo, de 1 de febrero de 1993, sobre un Programa comunitario de política y actuación en matera de medio ambiente y desarrollo sostenible - Programa comunitario de política y actuación en materia de medio ambiente y desarrollo sostenible” publicada en el Diario Oficial número C 138 de 17/05/1993 P. 0001 – 0004, programa dentro del cual se lee:

“(...) Una cuarta categoría de instrumentos de mercado que hay que desarrollar en la Comunidad es la auditoría ecológica. Este instrumento debería considerarse, en primera instancia, como una herramienta de gestión interna que habría de dar indicaciones sobre la adecuación de la gestión de recursos, incluyendo el uso de materias primas, el consumo de energía, los niveles de productividad y los residuos. Su finalidad sería señalar las zonas de riesgo, indicar el rendimiento en lo que respecta a la prevención de riesgos y la gestión así como los niveles de seguridad y salud en el lugar de trabajo. A los accionistas, los inversores, las entidades financieras y las aseguradoras, estas auditorias basadas en los recursos les proporcionarían un indicador del rendimiento de la misma importancia que los informes contables tradicionales. Para la administración pública y el público general, las auditorias ambientales proporcionarían un indicador tanto de rendimiento como de cumplimiento, el cual daría un empuje a la confianza general de la población.(...)”.

La profesión contable internacional no está ajena de esta moderna tendencia mundial. En http://www.ifac.org/StandardsAndGuidance/DiscussionPapers/IAPC/AuditProfessionEnvironment/index.htlm puede verse el documento titulado “The Audit Profession and the Environment”.

En Colombia, el Instituto Colombiano de Normas Técnicas, ICONTEC, se ha pronunciado al respecto. ISO emitió la serie de normas 14000 que se ocupa ampliamente de esta materia.

Por ahora, la auditoría ambiental es preocupación de los exportadores e importadores. Pero seguramente en poco tiempo será cuestión que incumba a todos. Así, por ejemplo, el Decreto número 3110 de diciembre 30 de 1997, “Por el cual se reglamenta la habilitación y la prestación del servicio público de transporte ferroviario”, dispuso:

“(...) ART. 12.—Al iniciar el tercer año de operación, la empresa de transporte ferroviario deberá presentar las certificaciones de conformidad con las normas ISO 9000 de aseguramiento de la calidad, las normas de gestión ambiental ISO 14000 o EMAS, BS 7750. (...)”.

( Reflexión final de este aparte

La imposición de otras auditorias es sin duda una forma indirecta de afirmar que la revisoría fiscal tradicional, basada en la auditoría financiera, ha dejado de ser suficiente. Más adelante me referiré al esfuerzo de re-conceptualizar la revisoría fiscal como una auditoría integral. Con esto se quiere responder a la problemática y, de alguna manera, impedir la pérdida evidente de importancia de un modelo que se está quedando atrás. ¿Qué va a suceder finalmente? Es difícil predecirlo. Hasta el momento en el sector privado no ha ganado espacio legislativo un modelo integral de supervisión obligatoria, al paso que sí continúa prosperando la imposición adicional de otras auditorias. Esos son los hechos. Pero los imperativos de la sinergia y de la economía pueden llegar a considerar mejores los modelos integrales.

La creciente responsabilidad de los administradores

Abro aquí un largo paréntesis en mi discurso sobre la auditoría para referirme primero a los administradores y luego al control interno. Ya señalé que la fiscalización tuvo su origen en el divorcio entre la propiedad y la gestión. Y que la auditoría estatutaria es ante todo una manera de vigilar a los administradores, sea directamente mediante la supervisión de sus conductas, sea indirectamente mediante el examen de las cuentas por ellos presentadas.

Resulta que el marco teórico de la administración ha ido evolucionando con el paso del tiempo. Ciertamente el administrador de hoy no es un mero guardián de la riqueza sino un obligado a su maximización. Lo cual ha traído la necesidad de establecer una teoría que oriente su acción, teoría que a la vez que le sirve de guía se constituye en patrón de juzgamiento de su éxito.

Entre todos esos avances, destaco el desarrollo del concepto del control interno, que, entre otras cosas, refuerza la idea de que el debido y exitoso comportamiento de la empresa no es asunto librado a la acción correctiva del fiscalizador sino que incumbe primera y directamente a los propios administradores.

Al evolucionar la administración, adquiriendo mayores responsabilidades, la auditoría no ha tenido más remedio que hacer lo propio. Si así no fuere, al tener cada día una menor cobertura, se hiciese francamente insuficiente. Se explica así la aparición de nuevas auditorias y la idea de una auditoría integral (que cubra la administración como un todo).

Luego de ocuparme de los administradores y del control interno retornaré al tratamiento de la auditoría, con la seguridad de que los asuntos que se discuten seguidamente facilitarán la comprensión de la situación actual de la auditoría y de lo que, en una visión prospectiva, parece que vendrá.

( Del escándalo al aumento de la regulación

A lo largo de la historia se observa con frecuencia el anuncio de múltiples crisis empresariales que se achacan a la negligencia de los administradores. Anuncio que es seguido del escándalo. El cual, a su vez, desemboca en la modificación de la legislación en la búsqueda de un régimen de responsabilidad más fuerte y efectivo.

Así, por ejemplo, lo ocurrido recientemente en España. Fernández de la Gándara, García – Pitta y Fernández nos dicen
:

“(...) Una lectura superficial de las noticias publicadas en las páginas de la prensa económica desde comienzos de la presente década permite advertir –con independencia de ese otro fenómeno, hoy tan extendido, de progresiva disminución del nivel ético en el mundo de los negocios, problema al que tendré ocasión de referirme más adelante- en qué medida la actuación de los administradores de las grandes empresas españolas, sobre todo de aquellas que para su financiación acuden al mercado de capitales, se ha convertido en centro permanente de las reflexiones jurídicas y políticas, a raíz de que conocidos representantes del sector financiero español se vieran públicamente asociados a comportamientos y actuaciones que encuentran difícil encaje y justificación en el marco del derecho vigente. Expedientes administrativos, acciones civiles de responsabilidad y comisiones parlamentarias de investigación están en la base misma de diversos supuestos de responsabilidad de administradores de sociedades anónimas que han terminado por crear una nueva conciencia social, y como consecuencia de ella, una radical modificación de los planteamientos anteriores.

Episodios sobradamente conocidos, protagonizados por directivos de empresas como Kio, PSV, Banesto, Invest Ibérica, Filesa, Grand Tibidabo, Sistemas Financieros, AFISA, operaciones insider en AE o en el propio Banesto, y un largo etcétera, han puesto al descubierto, con toda su crudeza, importantes fraudes financieros –instrumentados o no en negociaciones bursátiles- y el amplio margen que dentro de nuestro ordenamiento legal sigue abierto a la comisión de delitos societarios. La extraordinaria complejidad técnica y jurídica de las operaciones realizadas –que debido a la peculiar naturaleza de su “ingeniería financiera” desafían a la capacidad investigadora del poder judicial y la escasez de recursos y de preparación con que este último ha de afrontar tales procesos- obligan a cuestionarse en qué medida los nuevos postulados normativos gozan de la necesaria aptitud funcional para prevenir y en su caso sancionar las desviaciones del modelo consagrado por el legislador.

La situación anómala de algunas de estas grandes sociedades han puesto en cuestión la eficiencia misma de los sistemas de control y, sobre todo, de los mecanismos preventivos, más que represivos o sancionadores, lo que se traduce inevitablemente en un bajo nivel de confianza en la disciplina jurídica de las cuentas anuales y en su supervisión objetiva, así como en la información y en la independencia de los auditores. Y esa pérdida de confianza, que afecta no sólo a los accionistas, sino también al público inversor y a la propia opinión pública, han levantado un clamor sobre la necesidad no sólo de incrementar los controles internos de la gestión social, sino de reformar y clarificar el dispositivo sancionador con criterios jurisprudenciales firmes y claros, ajenos a las vicisitudes personales del juzgador de turno.

No es posible –y carecería probablemente de interés- inventariar los episodios que con mayor frecuencia se vienen realizando en el mundo de los negocios español durante los últimos años. Se trata no sólo de los delitos societarios tradicionales, basados bien en la falsedad de documentos mercantiles –como consecuencia casi siempre de prácticas de maquillaje contable destinadas a ocultar la verdadera situación patrimonial de la sociedad- bien en supuestos de apropiación indebida, bajo cualquiera de sus modalidades, maquinación para alterar el precio de las cosas o estafas. Particular desarrollo han experimentado las operaciones o transacciones dirigidas a favorecer a terceros vinculados a los gestores mediante enajenación de determinados bienes para su posterior compra a precio revalorizado en beneficio de los vendedores, que no son sino fiduciarios de aquéllos, con quebranto para las finanzas de la empresa. A ello hay que añadir, de un lado, el trato dispensado a créditos de dudoso cobro por llevar vencidos más de tres meses, haber acumulado importes vencidos superiores a un determinado porcentaje de los riesgos vencidos, o haber sido renovados, o prorrogados, sin contrapartida de garantías precisas o sin la percepción de intereses. Y de otro lado, la larga nómina de pagos realizados a grupos políticos. El tratamiento de estas prácticas –e incluso la verificación de su existencia- se ven dificultadas por el establecimiento de una red de sociedades instrumentales al frente de las cuales se encuentran testaferros en condiciones de realizar operaciones de alto riesgo, los cuales, con frecuencia, no tienen escrúpulos en deshacerse de la empresa con ánimo de lucrarse.

Pues bien, con independencia de la valoración que estas conductas merezca y del régimen que a las mismas haya de aplicarse –el análisis de los trazos básicos de esta disciplina constituye cabalmente el objeto de la presente publicación-, hay que apresurarse a señalar que, no obstante el número y trascendencia de los episodios anteriores, la entrada en vigor de la nueva Ley de Sociedades Anónimas constituye un punto de inflexión en el tratamiento de la actuación de los administradores. En ella se contienen las bases para una valoración radicalmente distinta del ejercicio de funciones de gestión social, con el colorario de que los administradores de las sociedades, incluso de las más importantes, han dejado de ser “intocables”.

Desde hace años –y de forma especial a lo largo de esta década- asistimos a un proceso de cambio del derecho anterior, cuya escasa aptitud funcional para valorar y sancionar los comportamientos ilegales o antiestatutarios de los administradores es sobradamente conocida. Baste recordar –como apunta Esteban VELASCO- que en el período comprendido entre 1951 y 1990, es decir, a lo largo de cuatro décadas, el Tribunal Supremo no pasó de dictar una docena escasa de sentencias, por lo general absolutorias. Esta situación ha experimentado, sin temor a exagerar, que –por paradójico que resulte- estamos asistiendo al nacimiento de un nuevo clima sociológico más saneado, cuya razón de ser está en buena parte anclada en los escándalos y fraudes financieros, en el desmantelamiento de algunas empresas importantes y en el incremento de los índices de litigiosidad.

Resultado de todo ello es que en los últimos tiempos el régimen de responsabilidad de los administradores se ha convertido en un foco preferente de atención de la doctrina jurídica y de los Tribunales de Justicia. Con frecuencia constituye el único expediente técnico capaz de garantizar en la práctica el cobro de créditos por parte de terceros. Ilustrativo resulta a este respecto repasar las sentencias dictadas durante los últimos cinco años por los Juzgados de Primera Instancia y las Audiencias. En este ámbito, y al amparo de un número de pronunciamientos inusualmente alto, se han ido conformando paulatinamente los elementos básicos de esta disciplina. Nuevos criterios técnicos, dotados de una mayor precisión, están contribuyendo a facilitar la interpretación de los nuevos supuestos de responsabilidad, que, como es sabido, entraña la supresión de la zona de franquicia derivada del grado de culpa hasta ahora exigido, así como la introducción de supuestos especiales de responsabilidad en caso de disolución de la sociedad.

La evolución de este proceso legislativo y jurisprudencial no ha dado lugar, empero –pese a su extraordinario alcance y significación-, a un cambio de posición en cuanto al tratamiento básico de la responsabilidad de los administradores. Ahora, como antes, el resultado negativo de la actividad o el fracaso económico de los negocios sociales emprendidos –que pueden incluso llegar a desembocar en una situación concursal- no bastan por sí solos para desencadenar la responsabilidad del administrador. A este último no se le exige por imperativo legal ni el éxito ni los beneficios; se le pide únicamente el empleo de la diligencia adecuada para obtenerlos. Concebida la suya como una “obligación de medios”, el administrador tan sólo se halla sujeto a los deberes de diligencia y prudencia propios de un ordenado empresario y representante leal. O dicho con otros términos: la obligación de actuar diligentemente no lleva aparejada la obtención de determinado resultado, y menos aún la asunción del riesgo inherente a su gestión.

Las consideraciones anteriores apuntan, pues, hacia un cambio de paradigma. Como consecuencia de ello, la posición de los administradores, en cualquiera de sus modalidades –administrador único, administradores mancomunados o solidarios y consejeros-, se ha hecho mucho más “sensible” que hasta ahora y el ejercicio de esta función va a ser sin duda alguna fuente de mayor litigiosidad. A partir de ahora habrá de preguntarse en qué medida los Consejos de Administración podrán seguir delegando permanentemente todas sus competencias delegables y sobre todo si simples consejeros, que participan en las sesiones del Consejo de Administración de una forma puramente pasiva, podrán seguir sin asumir responsabilidad alguna en cuanto al control directo y personal de la marcha de los negocios sociales o de la actuación del Consejero Delegado o de la Comisión Ejecutiva. (...)”.

Tarea difícil la de meter en cintura a los administradores. Cuando también son dueños gozan de un extraordinario poder. No faltan quienes piensan, como lo señalaban las antiguas leyes, que la propiedad es un derecho absoluto. Hacen obras sociales, pero éstas son concesiones, acciones residuales. Defienden la libertad de empresa, la iniciativa privada, pues ellas garantizan su poder obrar discrecionalmente. Los subalternos no pueden cuestionar su autoridad. Semejante actitud agrietaría todo el andamiaje. Se rodean de quienes les dan la razón. Son una clase privilegiada, social y económicamente. Dicen haber logrado su posición por sus méritos. Defienden la permanencia indefinida en sus posiciones de mando. Mientras tanto millares de personas no tienen lo indispensable.

La transformación de la idea de administrador, de gobernante a servidor, es algo que avanza muy lentamente. Sobre todo mientras se amordace a quienes pongan de presente sus errores.

( La reforma legal colombiana de 1995

Tiempo atrás se pensaba que el órgano más importante de las asociaciones era la junta o asamblea general. Se consideraba que por detectar los mayores poderes jurídicos de la organización, su papel y acción era tan predominante que los demás órganos y funcionarios no eran más que ejecutores de las políticas y estrategias emanadas de aquélla.

Pero la realidad ha demostrado que semejante corolario no es cierto. Puede ser que así parezca a la luz de las categorías jurídicas que se ensamblan para estructurar una asociación. Pero en verdad, en especial en las sociedades abiertas, que están inscritas en los mercados de valores, donde los socios no son otra cosa que meros inversionistas, el órgano más importante son los administradores.

Los administradores son receptores no sólo de los patrimonios, cuyo cuidado y explotación se les encomienda, sino de poderes suficientes para ejecutar las acciones básicas de la empresa: planear, organizar, dirigir y controlar. Sus facultades se encuentran robustecidas en la práctica, sea por su carácter simultáneo de dueños mayoritarios, sea por el apoyo irrestricto de los grupos dominantes dentro del cuerpo de propietarios.

Como todo poder, el de los administradores es susceptible de ser bien o mal usado. Esta última perspectiva es la que llama la atención del derecho, quien se encarga de establecer reglas básicas cuyo cumplimiento garantizaría el debido ejercicio de dicho poder.

Pero, en definitiva, lo primordial es asegurar la responsabilidad de los administradores.

La institución de la responsabilidad se desenvuelve de forma elemental. Es necesario establecer un patrón de conducta con el cual se deba y se pueda comparar los actos concretos del llamado a responder. Si la comparación arroja armonía entre el patrón y la conducta, el proceso se resuelve en aplauso y estímulo. Si no, desemboca en la corrección y, en veces, en la separación del responsable de sus funciones.

El derecho de las asociaciones siempre ha consagrado, de una u otra forma, en uno u otro sentido, reglas para determinar, demandar y concretar la responsabilidad de los administradores. Tales reglas han venido cambiando, tanto al influjo de nuevas teorías expuestas por la academia, como por la imperiosa necesidad de nulificar los abusos de los administradores.

En el contexto que en forma breve hemos descrito en las líneas que anteceden deben enmarcarse las disposiciones que en materia de administradores contiene la ley 222 de 1995, que, entre otras cosas, reformó la normatividad aplicable en Colombia a las sociedades comerciales. Reforma que los respectivos ponentes justificaron de la siguiente manera
:

“(...) La necesidad de abandonar los modelos tradicionales de responsabilidad referidos al buen padre de familia, que hoy resultan disueltos, para acoger como nuevo patrón el del correcto y leal empresario, han llevado a proponer un acápite sobre administradores. Una mejor protección del crédito, del público, de los trabajadores y de los mismos socios hace indispensable detallar y precisar las funciones y responsabilidades de los administradores así como las consecuentes acciones de responsabilidad, puesto que es claro que tales funcionarios detentan hoy inmensos poderes y adoptan decisiones de profundas implicaciones sociales, que como es de esperar deben ceñirse a un estricto código de conducta, que resulta concordante con las normas de rendición de cuentas previstas en el capítulo de estados financieros.

De otro lado, el régimen propuesto representa un contrapeso al cambio de esquema en la inspección, vigilancia y control de las sociedades, los que conllevan menos intervensionismo estatal.

Confiamos que con estas nuevas disposiciones no sea difícil, como hasta ahora, establecer las responsabilidades de los administradores y lograr el reconocimiento de las respectivas indemnizaciones, con la seguridad que a los buenos administradores el régimen no les impondrá obligaciones distintas de las que ya tienen. (...)”.

El primero y fundamental cambio, en el mundo de lo jurídico, claro está, ha sido el reemplazo del patrón o paradigma utilizado como punto de comparación. De la antigua idea del buen padre de familia se ha pasado a la de la buena fe, la lealtad y la diligencia de un buen hombre de negocios.
El paradigma es y debe ser, ciertamente, abstracto. Es un concepto sin límites fijos, cuyo contenido varía al ritmo de las concepciones de cada época. Pero, no obstante su permanente recreación, sirve como guía de evaluación. En definitiva lo que ha pasado es el simple reconocimiento de que la calidad de empresario supone de habilidades, características y aptitudes que no pueden ser identificadas con las del padre de familia. Considérese, por ejemplo, que mientras aquél se enfrenta diariamente a riesgos debiendo sortearlos generalmente de forma intuitiva, el segundo se caracteriza por un comportamiento prudente, lejos de admitir o acercarse al peligro.

Francisco Reyes Villamizar explica
:

“(...) En Colombia, la Ley 222 dispone, en un precepto semejante al contenido en el citado artículo 59 de la Ley argentina de sociedades comerciales, que los administradores deben actuar "con la diligencia de un buen hombre de negocios". Esta última expresión, como es obvio, implica una alteración del patrón de conducta empleado en el derecho civil para la evaluación de los diversos grados de culpa. Como se recordará, dicho estatuto alude al conocido patrón del buen padre de familia. La expresión buen hombre de negocios debe tener un efecto importante en el alcance de la responsabilidad de los administradores. 

El nuevo enfoque establece un modelo más exigente desde el punto de vista profesional. Así, las determinaciones que adopten los administradores de las compañías deben ser cumplidas con una particular diligencia que implica una forma de actuar propia de personas conocedoras de las técnicas de administración. Se trata, pues, de un patrón de conducta más estricto, que implica una evaluación seria e informada de las principales opciones de que dispone el administrador en el momento de tomar determinaciones. 

Ciertamente, el buen hombre de negocios, en algunas circunstancias, puede tener la alternativa de asumir riesgos en forma consciente y razonada. En efecto, el riesgo es, en alguna medida, propio de la vida de los negocios. Así, mientras que una parte de la actividad empresarial está asociada a la asunción de riesgos, las circunstancias de la vida familiar, a las que está expuesto el padre de familia, están más bien ligadas a la prevención del mismo. No quiere esto decir que el administrador que asume irresponsablemente las contingencias de pérdida quede, a la luz de las nuevas normas, indemne frente a las acciones de responsabilidad. La expresión "buen hombre de negocios" debe entenderse como aquella diligencia que pondría un comerciante normal en sus propios negocios. Tal como afirma acertadamente Narváez, en opinión que compartimos plenamente, "esta precisión es valedera en la hora actual en que la ausencia de valores éticos daría pie para estimar que el buen hombre de negocios es el más habilidoso o el que ha logrado acumular riqueza en el contrabando, el narcotráfico o en razón de las ventajas obtenidas del Estado como recompensa por sus aportes pecuniarios a las campañas electorales" (...)”.
En segundo lugar la ley, desde su perspectiva, que no es ni debe ser la de otros, como por ejemplo la del desarrollo organizacional, se ocupa de describir las conductas mínimas que configuran la función o responsabilidad de los administradores. En un primer grupo encontramos los deberes de desarrollar el objeto social, velar por el cumplimiento de las leyes, permitir el adecuado ejercicio de la revisoría fiscal, proteger los secretos comerciales e industriales de la sociedad, respetar el derecho de inspección de los socios. En un segundo conjunto aparecen la prohibición de usar indebidamente información privilegiada, la obligación de dar un trato equitativo a los socios, la de abstenerse de participar en actividades que impliquen competencia con la sociedad, así como en actos que impliquen conflicto de intereses. Finalmente la ley se ocupa de forma notoria en regular el deber de rendir cuentas, connatural a todo aquel que administra patrimonios ajenos.

El texto es nuevo. Pero las conductas en él descritas no. Se trata de actitudes y actividades que de una u otra manera se entendían predicables de los administradores, bien por corresponder a la concepción ética imperante, bien por estar implícitas en la teorética legislativa precedente. Lo que hay que resaltar, entonces, no es la novedad de las ideas, sino su fijación en los textos legales. Nos evitamos así el debate sobre si dichos deberes o prohibiciones forman o no parte del paradigma, facilitándosenos el proceso de establecer si se incurre o no en irresponsabilidad.

Finalmente, la ley se ocupa de redefinir las consecuencias de actuar disfuncionalmente. Si el administrador viola sus deberes se enfrentará a acciones civiles y, eventualmente, penales. Podrá, además, ser castigado por la vía administrativa en manos de las autoridades que ejercen inspección, vigilancia o control, o políticamente, en cierta medida como consecuencia de un poder disciplinario interno, cuyo resultado bien puede ser su remoción.

En materia de responsabilidad civil la ley conserva el principio de la responsabilidad solidaria e ilimitada de los administradores por los daños que causen a la sociedad, a los socios y a terceros. La clave radica en que se invierte la carga de la prueba. El demandante debe probar el daño provocado por el administrador. Si el daño se deriva del incumplimiento o extralimitación de sus funciones, de la violación de la ley o de los estatutos, o de la incorrecta distribución de utilidades por ellos propuesta o ejecutada, se presumirá la culpa del administrador. Le corresponde a éste, entonces, demostrar su diligencia, desvirtuar su posible dolo o culpa. 

Este nuevo texto legal no dejará de ser objeto de controversia y rechazo. Más bueno fuera, antes de apresurarse, advertir cómo él es el reflejo de tendencias legislativas internacionales que tienen de trasfondo el reconocimiento de que, enfrentados los socios y terceros a los administradores, éstos tienen, de hecho, un puesto de privilegio que les facilita su defensa, al paso que aquéllos, por estar afuera y en veces lejos, se encuentran en desventaja.

A lo anterior hay que añadir la forma perfeccionada en que se contempla la responsabilidad solidaria de los administradores dentro del proceso de liquidación obligatoria, cuando quiera que se compruebe que el pago a los acreedores se hubiere entorpecido por las acciones u omisiones de los administradores.

En materia penal, si se quiere en forma sorpresiva, a venido a quedar sujeto a castigo el hecho de suministrar a las autoridades datos contrarios a la realidad. Leerá alguien estas líneas y se preguntará qué tiene de nuevo o de extraño ese nuevo tipo penal. Bastará recordarle, por ejemplo, que nuestra jurisprudencia consideraba que no se cometía delito al mentir en una declaración tributaria.

En el ámbito de las contravenciones administrativas se destaca la posibilidad de remover a los administradores que impidan el ejercicio del derecho de inspección de los socios, así como la facultad de la Superintendencia de Sociedades de imponer multas, sucesivas o no, hasta de doscientos salarios mínimos legales mensuales.

En fin... No es posible, en tan pocas palabras, resumir todo lo que en materia de administradores contempla nuestra nueva ley. Ni, mucho menos, explicar, aplaudir o censurar, todo lo que se debiera. Basten estas pequeñas reflexiones para motivar a una cuidadosa revisión de la norma. No sea que a alguien haya que recordarle que la ignorancia de la ley no sirve de excusa.

( Las concepciones administrativas en boga

Cuatro verbos, propuestos a comienzos del siglo XX por los principales teóricos en la materia, se fueron adoptando para describir los compromisos del administrador: planear, organizar, dirigir y controlar. Ya no los esfuerzos, sino los resultados, se convirtieron en el marco de evaluación del gestor. Visiones meramente jurídicas, conforme a las cuales lo primero era conservar, proteger, fueron reemplazadas por nuevos estándares, encaminados al logro del éxito en la generación de riqueza. Las técnicas de presupuestación fueron seguidas por las teorías sobre la planeación por objetivos, la planeación estratégica, el control total de calidad, la doctrina del justo a tiempo, la relevancia del ahora llamado clima organizacional... 

Así, el proceso de control, primariamente concebido para proteger, fuera la integridad de la información, fuera los bienes corporativos, fuera para velar por el cumplimiento de la normatividad, se fue orientando hacia el aseguramiento del cumplimiento de las políticas y al logro de la eficiencia. El control sobre las organizaciones fue reemplazado por el control dentro de las actividades. Cero error, cero desperdicio, son metas imposibles de alcanzar si no es haciendo las cosas bien de una vez por todas. El control debió transformarse en un asunto de todos, realizado de manera imperceptible, cuyo costo sea menor que los beneficios por él generados. Ahora es necesario tener claro que el único propósito no es el de obtener opiniones sobre la corrección o desviación de los procedimientos, tarea propia de las modalidades de auditoría. Se requiere superar ese estadio y, mediante el control, asegurar la toma de medidas apropiadas. 

Nos encontramos así ante un administrador que está dispuesto a apoyar una labor, acción o unidad, tanto en cuanto le represente utilidad para el logro del éxito. Las políticas de Estado pueden convenirle o ser un obstáculo para sus propósitos. Los mercados de valores son interesantes en cuanto brinden una captación de recursos a menor costo. Las mecánicas de supervisión, internas o externas, gubernamentales o privadas, valen la pena en cuanto sean productivas. Es necesario replantear o remover todo aquello que no sirva para conquistar y mantener un mercado en desarrollo. La prioridad se asigna a aquéllo que permita oportunamente detectar riesgos de supervivencia u oportunidades de crecimiento en el mercado. De esta manera se privilegian las mecánicas de supervisión internas, capaces de desarrollar un proceso administrativo, imbuido de las políticas empresariales.

“(...) Si hay algo cierto en el mundo de hoy y de mañana es la presencia del cambio constante. Cada vez con mayor frecuencia en la literatura empresarial se ven declaraciones tales como « el estado natural de la empresa es la inestabilidad », las cuales confirman que la presencia inevitable del cambio se hace consciente en nuestras empresas. Como acelerador del cambio está el avance tecnológico y vertiginoso de nuestra sociedad, estimulado por la intensificación de la comunicación a través de la televisión, el teléfono y la aplicación de redes de computadores.

Otro ingrediente más es la presencia de mayor competencia en el ámbito empresarial. La internacionalización del comercio ha llevado la competencia internacional más allá de las multinacionales. Las empresas medianas y pequeñas también se ven afectadas por los nuevos retos del mundo empresarial. Factores como la importación, la exportación y las políticas proteccionistas, actualmente afectan a todas las empresas.

Por el contrario, en las organizaciones gubernamentales ocurre un proceso inverso. Allí el cambio se experimenta en otra forma, por medio de reducción de presupuestos, cambio en la utilización del capital y del personal y competencia por los fondos disponibles, hechos que han pasado inadvertidos por muchos.

Otros vientos azotan también el ambiente empresarial. Estamos saliendo de una era posindustrial y entrando en una economía de información, y esta transición afecta tanto a empresas como a pueblos.

La información se considera cada vez más como un producto. El método por el cual la gente suministra valor agregado al producto información es ahora diferente de lo que ocurría en el pasado. Es más: producirá nuevos métodos de trabajo y una relación diferente entre empresarios y trabajadores. Es posible que los gerentes ya sientan el impacto de este proceso, al darse cuenta que la forma jerárquica de tratar a la gente ya no siempre produce los resultados esperados o requeridos. (...)”.

Las novedosas concepciones sobre la administración y, específicamente, sobre el control, que ahora se concibe como un autocontrol o control en línea, conllevan nuevos retos para la profesión contable. Esta debe también recrear y ajustar sus postulados, adaptarse a la nueva visión y estructura de las organizaciones, a su tecnología de avanzada y a la presencia de nuevos especialistas en temas que otrora parecían de su dominio exclusivo.

( Los valores de la empresa moderna (axiología)

Las nuevas concepciones de control tienen de telón de fondo una axiología empresarial.

Sin que con ello pretendamos describir un proceso histórico, puede decirse que en primer lugar las empresas enfrentan el problema de la eficacia, es decir el reto de lograr lo que se proponen. En segundo lugar, las empresas pretenden ser eficientes, lo que implica alcanzar los mismos niveles de eficacia con un consumo de recursos menor al incurrido con anterioridad. En tercer lugar, las empresas procuran acertar al asignar sus escasos recursos entre sus múltiples frentes o necesidades, actividad que denominaremos aquí economía. Más recientemente se ha impuesto el deber ecológico, en la búsqueda de la salvaguarda de los recursos naturales y la protección del medio ambiente. Finalmente, en forma ciertamente paradojal, las empresas son presionadas a actuar equitativamente.

Las modernas teorías del control se orientan a la verificación de la integridad de la actividad de una empresa desde esas cinco perspectivas, resultando así, como en el modelo de Coso, inevitablemente en metodologías matriciales.

Así como se propende por una administración (y un control) integral, también se sugiere una responsabilidad amplia de los administradores. George señaló
:

“(...) Por años los filósofos administrativos han llamado la atención de los administradores sobre su responsabilidad total. Enfatizan indicando la presencia de un deber moral. Como representantes de los accionistas, los administradores tenían una responsabilidad primordial hacia los empleados, los clientes y la comunidad –en unión a la bien reconocida responsabilidad para con los dueños-. En su mayor parte, estas primeras recomendaciones cayeron aparentemente en oídos sordos. Para mediados de la década de los treinta, sin embargo, comenzaron a aparecer señales estimulantes. Por ejemplo, en 1937, Raymond Moley declaró que, aunque legal y éticamente, la administración continuaba siendo el principal agente del inversionista, su responsabilidad secundaria para con el público y la mano de obra se había hecho relativamente mayor. Cuatro años más tarde, Roger D. Lapham afirmó que en el limitado sentido del pasado, se había considerado a la administración responsable únicamente frente a la propiedad –los accionistas-, pero que existía una creciente convicción en un sentido más amplio de que la responsabilidad de la administración hacia sus clientes, el público y sus empleados eran primero.

Para 1951 este punto de vista estaba ya firmemente establecido, y Frank Abrams en un artículo de la revista Harvard Business Review, de mayo de ese año, enunció la nueva filosofía al señalar que la tarea del administrador era conducir los asuntos de la empresa de tal manera que se mantuviera un balance equitativo entre los derechos de los diferentes grupos interesados.

A mediados de la década de los sesenta y a principios de la década de los setenta hemos reconocido nuevos cambios en la filosofía que reflejan que la administración asume gradualmente sus obligaciones sociales y morales de buen ciudadano corporativo. Lo podemos notar, por ejemplo, cuando la administración asume su responsabilidad social cooperando con el gobierno federal al retener algunos bienes para algunos países si dichos bienes hicieran peligrar la seguridad nacional; al mantener precios a un nivel consistente con una economía saludable, no aumentándolos a un punto que se considere críticamente inflacionarios; al adiestrar desempleados; al limpiar las partes proletarias en las ciudades; y al reconocer y tratar de remediar los problemas de contaminación ambiental. Se podrían citar más ejemplos, pero ya se ha establecido el punto importante de las más amplia visión que la administración ha tomado de su responsabilidad total. Se requirió casi medio siglo para que se efectuar el cambio, pero una vez más resultaron victoriosos los filósofos administrativos. (..)”.
( Responsabilidad específica de los administradores respecto de los estados financieros

Aunque el tema de los estados financieros escapa a los propósitos de este escrito
, vale la pena recordar que, conforme a la ley colombiana, los administradores tienen obligaciones específicas sobre los estados financieros. Así, por ejemplo:

Ley 222 de 1995

“ART. 37.—Estados financieros certificados. El representante legal y el contador público bajo cuya responsabilidad se hubiesen preparado los estados financieros deberán certificar aquellos que se pongan a disposición de los asociados o de terceros. La certificación consiste en declarar que se han verificado previamente las afirmaciones contenidas en ellos, conforme al reglamento, y que las mismas se han tomado fielmente de los libros.”.

Decreto Reglamentario número 2649 de 1993

“ART. 57.—Verificación de las afirmaciones. Antes de emitir estados financieros, la administración del ente económico debe cerciorarse que se cumplen satisfactoriamente las afirmaciones, explícitas e implícitas, en cada uno de sus elementos.

Las afirmaciones, que se derivan de las normas básicas y de las normas técnicas, son las siguientes:

Existencia. Los activos y pasivos del ente económico existen en la fecha de corte y las transacciones registradas se han realizado durante el período.

Integridad. Todos los hechos económicos realizados han sido reconocidos.

Derechos y obligaciones. Los activos representan probables beneficios económicos futuros (derechos) y los pasivos representan probables sacrificios económicos futuros (obligaciones), obtenidos o a cargo del ente económico en la fecha de corte.

Valuación. Todos los elementos han sido reconocidos por importes apropiados.

Presentación y revelación. Los hechos económicos han sido correctamente clasificados, descritos y revelados.”.

( Los administradores y la auditoría estatutaria

Establecida la sindicatura como instrumento de supervisión de los administradores, se creó entre aquélla y éstos una comprensible tensión.

Los estudios sobre la conducta humana arrojan observaciones interesantes. Churchill, Cooper y Sainsbury anotan
:

“(…) En general, el experimento indicó que la circunstancia real de una auditoría per se ejerce efecto en la conducta de aquéllos a quienes se aplica, aún cuando no exista conexión directa entre los hallazgos del auditor y la estructura de sanciones y recompensas. La dirección principal de este efecto pareció dirigirse hacia los patrones de congruencia en los cuales la conducta de los auditados tendió a cambiar en la dirección del criterio del auditor. Los resultados del experimento indicaron que los sujetos sometidos a la auditoría consideraron que el auditor se interesaba en comparar las acciones de los primeros con algún estándar “organizacionalmente deseable”. Aún sin un conocimiento exacto de toda la organización o de ese deseo, los sujetos tendieron a reaccionar como si los criterios que el auditor estaba empleando fueran congruentes con ciertos métodos o procedimientos que supuestamente constituían los “objetivos de la organización” (...)”

“(...) Otro interesante resultado que emerge de estos datos es que las personas cerca de la base de la jerarquía gerencial (tanto en la escala de los contadores, como en la de los no contadores) tendieron a considerar al auditor como un consultor útil, más frecuentemente que los ejecutivos cercanos a la cúspide. Cualquier tendencia a emplear el auditor como consultor estaría, tal vez, relacionada con el punto de vista respecto a sus deberes como agente de control, especialmente en un sistema de controles y verificaciones del supervisor sobre los subordinados. (...)”

“(...) Los tipos de problemas involucrados aquí son, quizá, ilustrados muy bien por la entrevista sostenida con un ejecutivo de alto nivel que sintió que los auditores (auditores externos en este caso) tenían pocos efectos y que él pondría en duda su valor, excepto para cumplir ciertos requisitos legales, financieros, bancarios, etcétera. Lo anterior fue seguido por una entrevista con un subordinado que insistió jocosamente en que su superior (la misma persona) probablemente manifestaría una actitud negativa hacia los auditores sólo porque anteriormente ellos no habían “aceptado alguna de las ideas acariciadas por el ejecutivo” en cuestión. (...)”.

Mas, desafortunadamente, la cosa no paró ahí. Como ya se señaló, la sindicatura está gravemente herida por el hecho de que el mismo grupo de socios (el mayoritario) elige a los administradores y al censor.

Muchos administradores intervienen en la selección de sus propios auditores, así esto no sea correcto. Son los que establecen la lista de los invitados a proponer, los que analizan las propuestas, los que sugieren a los órganos electores a quién elegir. Las propuestas, en sí mismas, no son revisadas por los asociados. Simplemente reciben una noticia esquemática sobre ellas, generalmente presentadas haciendo énfasis en los costos del servicio de auditoría. Los socios rara vez reflexionan sobre este error.

Así, desde un principio se produce una indebida intromisión de los administradores. Luego, cosa aún más grave, los administradores retienen autoridad sobre asuntos claves. Por ejemplo: gobiernan el acceso a la evidencia.

Y cuando, en el seno de una asamblea, se pide explicación sobre las cuentas, no falta el descaro de “dar la palabra al revisor fiscal”.

De contera, el revisor fiscal no solo supervisa al administrador. En realidad lo enfrenta. Si puede o no hacer su trabajo es asunto que depende de su capacidad concreta de adelantar un examen idóneo.

Tarde, muy tarde, el legislador está empezando a reaccionar contra semejante despropósito. En la Ley 222 de 1995 se estableció:

“ART. 23.—Deberes de los administradores. Los administradores deben obrar de buena fe, con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplirán en interés de la sociedad, teniendo en cuenta los intereses de sus asociados.

En el cumplimiento de su función los administradores deberán:

(...) 3. Velar por que se permita la adecuada realización de las funciones encomendadas a la revisoría fiscal. (...)”.

No es que por dictar una ley automáticamente las cosas cambien. Pero es un gran avance el usar respecto del administrador el mismo exigente verbo que antes se usaba respecto de los revisores: “velar”. Y también lo es haber utilizado el adjetivo “adecuado” antes presente en el régimen del revisor y no en el de los administradores. Pero mejor aún: haber obligado a los administradores a procurar que el revisor fiscal pueda ejercer sus funciones es un paso importante para castigar a todo aquel que se dedique a la obstrucción.

En la misma línea de ideas, es importante que la Ley 222 de 1995 haya dispuesto:

“ART. 38.—Estados financieros dictaminados. Son dictaminados aquellos estados financieros certificados que se acompañen de la opinión profesional del revisor fiscal o, a falta de éste, del contador público independiente que los hubiere examinado de conformidad con las normas de auditoría generalmente aceptadas. (...)”.

De tal manera que el dictamen debe estar precedido de la certificación. En su Circular Externa número 17 de 1997, la Superintendencia de Sociedades recalcó:

“(...) El artículo 38 de la Ley 222 de 1995 define los estados financieros dictaminados, como aquellos que estando certificados se acompañan de la opinión profesional del revisor fiscal o, a falta de este, de la del contador público independiente que los hubiere examinado de conformidad con las normas de auditoría generalmente aceptadas. Sólo pueden dictaminarse estados financieros certificados; de ahí que sin perjuicio de que el revisor fiscal dictamine o no los estados financieros, el contador que los prepare está en la obligación de firmarlos. (...)”.

Las cosas podrían ser más enfáticas. En Hong Kong, la sección 134 el Companies Ordinace reza:

“134. False statements etc. to auditors

(1) An officer of a company who knowingly or recklessly makes a statement which-

(a) is misleading, false o deceptive in a material particular; and

(b) is a statement to which this section applies,

shall be guilty of an offence and liable to imprisonment and a fine.

(2) This section applies to any statement made to the auditors of the company (whether orally or in writing) which conveys, or purports to convey, any information or explanation which they require, or are entitled to require, as auditors of the company.”.

( Comité de auditoría

La creciente responsabilidad de los administradores por controlar los negocios se expresa también en la obligatoriedad de organizar un comité de auditoría. Tales comités existen en muchos otros lugares. Se entiende que para que un control interno sea adecuado es necesario que existan y funcionen. Hace rato las normas de auditoría norteamericanas se han ocupado de las relaciones entre los auditores financieros externos y esos comités. En Colombia, mediante la Circular Básica Jurídica, la Superintendencia Bancaria dispuso:

“(...) 7. 7.Comités de Auditoría

7.7.1 
Aspectos generales

Para el adecuado cumplimiento de la labor que le corresponde a las Juntas o Consejos directivos de las entidades vigiladas en la definición de las políticas y en la ordenación del diseño de los procedimientos de control interno, así como en la supervisión de la operación de dichos sistemas, se deben conformar Comités de Auditoría dependientes de ese órgano colegiado, los cuales desarrollarán las tareas que se señalan en el presente numeral. 

Con todo, es de advertir que los Comités de Auditoría en momento alguno sustituyen la responsabilidad que le corresponde a la Junta o Consejo directivo y a la Administración sobre la supervisión e implementación del control interno de la entidad y en tal sentido, su responsabilidad quedará limitada a servir de apoyo al órgano directivo en la toma de decisiones atinentes al control y mejoramiento de aquel.

7.7.2 
Funciones del Comité

El Comité de Auditoría tendrá como funciones primordiales las siguientes:

· Supervisar la estructura del control interno de la entidad de forma tal que se pueda establecer si los procedimientos diseñados protegen razonablemente los activos de la entidad y si existen controles para verificar que las transacciones están siendo adecuadamente autorizadas y registradas.

· Supervisar las funciones y actividades de la auditoría interna y/o contraloría, con el objeto de determinar su independencia en relación con las actividades que auditan y verificar que el alcance de sus labores satisfacen las necesidades de control de la entidad. 

· Velar por la transparencia de la información financiera que prepara la entidad y su apropiada revelación. Para ello, deberá vigilar que existen los controles necesarios y los instrumentos adecuados para verificar que los estados financieros revelan la situación de la empresa y el valor de sus activos.  

· Velar porque existan los controles necesarios para evitar que la entidad sea utilizada como instrumento para la realización de actividades delictivas, en especial para el lavado de activos, revisando para tal efecto los informes que el oficial de cumplimento debe presentar a la Junta Directiva. 

· Evaluar los informes de control interno practicados por los auditores internos y/o contraloría y los revisores fiscales, verificando que la administración haya atendido sus sugerencias y recomendaciones.

· Confirmar o reprobar el concepto de la Revisoría Fiscal frente al informe de suficiencia y adecuación de las medidas de control interno de la entidad, que debe presentar a la Asamblea o Junta de socios, de conformidad con el artículo 209 del Código de Comercio.

· Solicitar los informes que considere convenientes para el adecuado desarrollo de sus funciones.

· Las demás que le fije la Junta Directiva, en su reglamento interno.

Para el adecuado cumplimiento de sus funciones el Comité de Auditoría deberá conocer y/o evaluar cuando menos el siguiente material documental: 

· El borrador de los estados financieros de la entidad

· El dictamen de los estados financieros emitido por los revisores fiscales.

· Los informes de control interno emitidos por los revisores fiscales y/o las cartas de recomendaciones u observaciones emitidas por los mismos.

· El plan de auditoría del auditor interno y/o de contraloría y de los revisores fiscales. 

· Los oficios de observaciones que remita la Superintendencia Bancaria a la entidad como consecuencia de deficiencias detectadas en el sistema de control interno.

· Las actas donde conste la evaluación periódica de la cartera de créditos de la entidad. 

7.7.3 
Conformación del Comité

El Comité deberá estar conformado por tres (3) miembros de la Junta o Consejo directivo, quienes además podrán designar personas independientes a la administración de la entidad para apoyar la labor del Comité.

A las reuniones del Comité pueden ser citados, con la frecuencia necesaria y con el fin de suministrar las explicaciones pertinentes acerca de asuntos de control interno, el Presidente o Gerente de la entidad, el vicepresidente financiero o quien detente el cargo equivalente, el auditor interno o contralor, el revisor fiscal, así como cualquier otro funcionario que el Comité considere conveniente.

Con todo, las personas mencionadas en el párrafo anterior deberán ser citadas cuando éste órgano se reúna para conocer y/o evaluar los documentos a que hace referencia la parte final del numeral 7.3, Capitulo Noveno, Título I de la presente Circular, siempre que dentro de sus miembros no exista un especialista o una persona plenamente conocedora de los asuntos a tratar. 

Los miembros de la Junta Directiva elegidos para conformar el Comité de Auditoría permanecerán en sus funciones por un período mínimo de un (1) año. No obstante, se deberá procurar que los períodos de permanencia no sean coincidentes, de forma tal que el comité siempre pueda contar con un miembro experimentado en las funciones del mismo.

7.7.4
Reglamento Interno

Las Juntas o Consejos directivos de las entidades vigiladas deberán adoptar un reglamento de funcionamiento de los Comités, incluyendo para el efecto además de las funciones consagradas en el presente instructivo, todas aquellas que en su criterio sean propias de la institución y se adapten a sus necesidades. Dichos reglamentos deberán mantenerse a disposición de la Superintendencia Bancaria, cuando lo solicite.

7.7.5
Periodicidad de las reuniones

El Comité se reunirá de conformidad con lo establecido en su reglamento o tantas veces estime necesario frente a circunstancias tales como revelación de deficiencias en el sistema de control interno que requieran una evaluación y correctivos urgentes, cambios significativos en las políticas de la entidad o en la normatividad que regula las operaciones de la misma, etc. En todo caso, la periodicidad de las reuniones no podrá ser inferior a 3 veces al año.

7.7.6
Informes sobre las tareas desarrolladas y las conclusiones alcanzadas por el Comité

Las observaciones que presente el Comité y los informes que se produzcan deberán quedar consignados en actas que serán presentadas ante la Junta Directiva. Cuando se detecten situaciones que revistan importancia significativa se deberá remitir un informe especial a la Administración de la Entidad.

La Junta Directiva deberá presentar a la Asamblea General de Accionistas o Asociados, al cierre del ejercicio económico, un informe sobre las labores desarrolladas por el Comité. (...)”.

( La responsabilización de los administradores

Existen muchas maneras de explicar la auditoría. Creo que la tesis de la responsabilización de los administradores es bastante adecuada para estos fines, así no sea la única explicación posible. Tiempo ha que Vivante, refiriéndose a los síndicos, señaló
:

“(...) Su inspección debe seguir paso a paso el desenvolvimiento de la hacienda social, de forma que sabiendo los Administradores que están vigilados por una autoridad atenta e independiente sean constreñidos aún sin quererlo, a conducirse con honrada diligencia. (...)”.

Más recientemente Flint expuso
:

“(...) A veces se explica la función y el propósito de la auditoria diciendo que se requiere una auditoría cuandoquiera que existe el deber de asumir responsabilidad entre dos partes, o entre una parte y un número de otras partes, y que una auditoría es el medio por el cual se asegura la responsabilización. La auditoría es un mecanismo de control para vigilar conducta y desempeño, y para asegurar o imponer la responsabilización. Gilling (1976, pág. 100) desarrolla el argumento para esta opinión, declarando: “La función del auditor también debe ser vista en términos de control social”. Mackenzie, prólogo a “La responsabilización y auditoría de entidades de gobierno”, señala similarmente: “Sin auditoría no hay responsabilización; sin responsabilización no hay control; y si no hay control, dónde está la fuente del poder?” (Normanton, 1966, pág. vii). Tricker (1982, pág. 58) argumenta que “La auditoría sólo puede ser estudiada en un contexto socio-político” y que “El estudio de la auditoría necesita un soporte teórico de reglamentación de sociedades anónimas y el ejercicio del poder y prerrogativas sociales... Tal teoría identificaría el lugar y el propósito de la función de auditoría en el modelo de reglamentación de corporaciones (sociedades anónimas)”.

Es sin duda cierto que en efecto, casi en forma universal, cuando existe una auditoría de cualquier descripción existe también una relación mediante la cual una parte tiene alguna clase de deber de reconocerse responsable a otra u otras partes. Las partes pueden ser individuos o grupos o clases de individuos. Existen, sin embargo, muchas situaciones en que no hay lugar para una auditoría, aunque haya un deber de responder en cuanto una de las partes quiera ser informada del desempeño de la parte responsable. También hay áreas en las cuales ha existido en el pasado un deber de responder pero no se ha requerido una auditoría, y en las cuales la extensión de la función de auditoría se está encuestando ahora. Por ejemplo, la responsabilización social de empresas de negocios u otras organizaciones no es un concepto nuevo, pero la idea de una auditoría social sí lo es. La exigencia de un escrutinio más extenso de economía, eficiencia y efectividad, no sólo en la administración pública sino también en los negocios, ilustra la naturaleza evolutiva de los criterios mediante los cuales se debe demostrar la responsabilización. 

Luego deben existir circunstancias fuera de la responsabilización misma que ocasionan la invocación del proceso de auditoría. La presencia de un deber de reconocer responsabilidad es una circunstancia importante, posiblemente la circunstancia más importante, pero existen otras que necesitan ser identificadas. A juzgar por el debate actual y por los cambios que se están encuestando parece que la auditoría es un proceso evolutivo, que reacciona con expectativas cambiantes sobre el desempeño o conducta de los individuos u organizaciones a las cuales se aplica. En cuanto el proceso de auditoria está diseñado para vigilar el cumplimiento de normas específicas sobre lo que constituye comportamiento aceptable, es claramente dependiente en lo cultural, social y político. 

Los estándares de comportamiento aceptable deben derivarse del sistema de valores y de los usos y sanciones del entorno global de la sociedad. Por consiguiente, mientras que los principios de auditoría pueden tener aplicación universal en el mundo no es probable que los procedimientos individuales, los estándares específicos sobre rendimiento esperado y las prácticas reconocidas de auditoría reflejen la misma uniformidad, aunque deberían ser compatibles con la cultura de la sociedad especifica. Una historia diferente, un conjunto diferente de tradiciones, una cultura diferente, un diferente curso de desarrollo económico, una serie de características nacionales diferentes, etc., han resultado, según se sugiere, en diferentes estructuras empresariales, mecanismos reglamentarios, instituciones y entorno de negocios en por ejemplo Alemania Occidental, los EE.UU. de América y el Reino Unido. El Comité Especial del Instituto Canadiense de Contadores Diplomados (CICA) (1978, pár. A 10), constituido para examinar el papel del auditor, escribió: “Nuestra percepción de las diferencias entre los entornos de los EE. UU. y el Canadá ha sido en muchos casos un factor importante para determinar si consideramos que ciertos hechos surgidos en los EE. UU. son pertinentes a la escena canadiense”. La dependencia cultural de la auditoría implica también que aún en una sola sociedad, mientras que el concepto puede permanecer constante, la práctica de la función cambiará en simpatía y armonía con otros cambios en esa sociedad. 

La honradez y la regularidad como estándares básicos de responsabilización presuponen una filosofía social que confiere importancia primordial a preceptos éticos y principios y reglamentaciones legales como medidas de comportamiento aceptable. Sin menoscabo de estos estándares como principios elementales de responsabilización en los negocios, en la administración pública o en cualquier forma de organización social, las expectativas de desempeño pueden ser ampliadas por razones económicas, políticas o sociológicas, para buscar por ejemplo eficiencia, efectividad, protección del medio ambiente, o conservación de energía como objetivos primarios. En la industria y el comercio, la ganancia como medida de una eficiente custodia y manejo puede ser suplementada por estándares más o menos cuantificables como por ejemplo servicio a los clientes, mantenimiento de empleo o efectividad de costeo. En la administración pública, la economía y eficiencia de las operaciones pueden ser más fácilmente medidas pero no son de mayor importancia que la efectividad en lograr objetivos de política social como criterios de responsabilización. En términos de política pública, por ejemplo, la conservación de energía puede ser más importante que la minimización de costos a corto plazo. 

La responsabilización no es un concepto sencillo. Es uno que requiere ser definido, y su definición debe tener en cuenta que las actitudes y expectativas sociales en efecto cambian. Además, las partes que deben esperar o exigir responsabilización no permanecen necesariamente constantes. La interpretación de los requisitos de la auditoría dependerá por tanto de los reconocimientos de responsabilización en cada caso. (...)”.

( ¿De quién es la empresa? ¿En favor de quién se administra? ¿En beneficio de quién se audita?

A estas alturas de la exposición conviene unir varias ideas que se han ido planteando pero cuya conexión no aparece patente.

Atrás nos hemos referido a dos diferentes sistemas de administración: El monismo y el dualismo. Pusimos de presente la inadecuada distribución de los recursos y resaltamos el extremo de la pobreza. Advertimos sobre la aparición de nuevos actores en la dirección de la empresa, como son, por ejemplo, los empleados. Resaltamos la participación de los clientes en la elección de los auditores. Describimos la introducción obligatoria de auditorias que protegen objetos no financieros, como la ambiental. Señalamos cómo los administradores son los verdaderos controlantes de las empresas en bolsa. Planteamos la imputación a los administradores de una responsabilidad social – ante la comunidad humana –.

Añadamos algunas ideas antes de hilar.

Primera: una cosa es un mercado de pocos productores y otra un mercado en el cual participan muchos agentes. Una cosa es el mercado protegido por barreras legales (como los aranceles o la legislación sobre inversión extranjera) y otra un mercado abierto, dicen ahora globalizado. A menor número de productores éstos tienen un mayor poder sobre sus proveedores y sobre los consumidores. De cierta manera unos y otros tienen que acudir a cierto productor. Pero en un mercado ampliamente competido, proveedores y consumidores tienen muchas opciones. Las empresas productoras tienen que atraerlos y mantenerlos. Y así terminan dependiendo de éstos: “el cliente siempre tiene la razón”.

Segunda: lentamente los habitantes han resuelto organizarse y presionar ciertas conductas. Lo hacen porque el Estado se abstiene de ello. Nociones tan en boga como “sociedad civil” u “organización no gubernamental” son conceptos e instrumentos de causas muy disímiles. Los movimientos “verdes” son un gran ejemplo de este fenómeno, pues han llegado hasta inclinar la elección de gobernantes. La empresa debe gozar de aceptación o esas fuerzas públicas la censurarán y podrían anular.

Tercera: la economía actual tolera un alto grado de endeudamiento. Colombia es un país que muestra comúnmente índices iguales o superiores al 70%. ¿De dónde han salido los activos? Principalmente de los terceros. Los dueños contribuyen en un pequeño porcentaje. En muchas ocasiones la quiebra de la empresa afecta a más terceros y en mayor cantidad de dinero a éstos que en número y aporte a los dueños. Aún más: los dueños llegan en ocasiones a abandonar las empresas.

Cuarta: quiérase o no la economía, la empresa, está intervenida. Así se imponen conductas a los administradores. Se les permite y prohíbe. Su actividad queda enmarcada dentro de un plan que la Ley dibuja. Esto se hace, al menos en la teoría, por el bienestar común.

Así las cosas, ¿de quién es la empresa?

En el capitalismo, en la visión napoleónica de la propiedad, la empresa es de quien la funda y hace en ella aportes de riesgo. Pero en la conciencia actual y aún en el Derecho, la empresa tiende más a ser un bien social. El Derecho Concursal es una magnífica muestra de cómo resulta más importante la empresa y las personas que a ella están vinculadas que los simples dueños.

En consecuencia: ¿a favor de quién se administra?

Ya no se tolera una administración que busca exclusivamente el beneficio de los dueños. Tampoco se soporta una administración protectora exclusivamente de la propia empresa. Se impone una gestión que considera y atiende la comunidad humana en que la empresa está inserta. Luego se administra en el bien de todos: dueños, empresa, comunidad.

De lo que se sigue, sin dudarlo, que la auditoría es un mecanismo de interés público, de protección común. Al responsabilizar al administrador lo hace en beneficio de todos. Sus dictámenes son públicos, el ámbito de su intervención se extiende para albergar muchos más intereses.

Así llegamos hacia lo que modernamente, con esa tendencia irresistible a los anglicanismos, se ha denominado el gobierno de los “stakeholders”.

Pero este no es un fenómeno reciente. Dentro del estudio de los modelos de gobierno de las “corporaciones” este tema ha estado presente desde el siglo pasado. Las guerras mundiales llamaron más la atención sobre él. Los modelos administrativos no han podido escaparse de su análisis ante la innegable realidad de que una empresa está sometida a variados vínculos que debe equilibrar. Las ideas y modelos socialistas han pretendido suministrar instrumentos que hagan viable esa visión de propiedad común. Existe gran variedad de modelos de la más diversa intensidad.

Entre la inmensa cantidad de literatura, que no solamente económica, ni administrativa, ni contable, ni jurídica, vamos a invocar el excelente resumen de Tomás Garicano Rojas
:

“(...) Antes de definir la cuestión a analizar, vamos a permitirnos justificar nuestro interés en la misma haciendo dos consideraciones. La primera tiene que ver con la discusión que se plateó en un seminario sobre consejos de administración en el que tuvimos el honor de participar como ponentes. En una de las ponencias, el disertante afirmó que el consejo de administración debería considerar los intereses, no sólo de los accionistas (stockholders), sino también de otros colectivos o grupos de personas que pudieran tener intereses en la empresa. Técnicamente, se conoce a estos colectivos como stakeholders, y se definen como grupos de personas e instituciones que tienen intereses en una empresa determinada, y de los que la empresa depende para su supervivencia. Entre ellos están los accionistas, los empleados, los clientes, los proveedores, las corporaciones públicas, el Estado, etcétera. (...)”.

“(...) La segunda consideración tiene que ver con una pregunta que se hace mucha gente y que incluso sirve de título a libros y artículos. La pregunta se formula así: ¿de quién es la empresa? Aunque para algunos pueda parecer claro – de sus accionistas – otros no lo ven así y creen que considerar a unos “inversores” como propietarios resulta excesivo, y todavía más olvidarse de los directivos o de los stakeholders, o grupos de intereses. (...)”.

“(...) Básicamente, aunque veremos posteriormente que se puede hilar más fino, existen dos grandes modelos, el llamado modelo tradicional, o de los stockholders, y el modelo de control social, o de los stakeholders. Vamos a analizarlos a continuación.

En el modelo tradicional, las empresas son controladas y dirigidas por el consejo de administración que tiene, a su vez, una responsabilidad regulada legalmente. Los accionistas ejercen sus derechos en la junta general que se celebra anualmente, y en la misma analizan los resultados de la empresa, nombran o confirman a los consejeros y deciden mediante votación en los asuntos de su interés (esto es lo que ocurre en teoría, la práctica difiere mucho en demasiadas ocasiones). Las funciones básicas del consejo de administración son elegir, evaluar y controlar a la dirección de la empresa, involucrarse en las cuestiones estratégicas y cambiar, si fuera necesario, al equipo directivo.

El objetivo básico del consejo es crear valor para sus accionistas, es decir, hacer que la empresa valga más y así lo reconozcan los mercados o, planteado de otra manera, maximizar la riqueza del inversor a largo plazo, por lo que se pone especial énfasis en los intereses de los accionistas.

En este modelo el accionista es el “rey” y la empresa es de su propiedad, en aplicación concreta de la teoría de los derechos de propiedad, en los aspectos relativos a su uso, su cambio de forma y su transferencia total o parcial, dentro, naturalmente, de los límites legales. El consejo de administración es su agente, en aplicación práctica de la teoría de la agencia, según la cual existe una relación entre el “principal”, el accionista propietario de la empresa, y el agente, para actuar en su nombre y éste debe actuar diligentemente y defender los intereses de aquél. (...)”

“(...) En el modelo de control social, o de los stakeholders, se presta más atención a una serie de colectivos que hemos defendido en la introducción (accionistas, empleados, proveedores, etcétera). El objetivo va más allá de la satisfacción de los intereses de los accionistas mediante la creación de valor; consiste más bien en buscar el equilibrio entre los intereses, a veces contradictorios, de todos los colectivos que tienen un interés legítimo en la empresa.

El accionista ya no es el “rey” sino alguien cuyos intereses hay que defender, satisfaciendo también los del resto de los colectivos. La empresa alcanza la legitimidad considerando los intereses, los valores y las necesidades de la sociedad, manteniendo el control de sus decisiones y minimizando las externalidades (la polución, por ejemplo). De esta manera, se reduce el desfase entre la actuación de la empresa y las expectativas de la sociedad, disminuyendo la necesidad de que el Estado intervenga mediante la actividad reguladora, dado que los distintos colectivos interesados no acudirán a las instancias públicas. Como el término “control social” produce cierta insatisfacción en determinadas instancias, algunos autores prefieren utilizar terminología más política y hablan del “modelo que favorece la democratización de la empresa.” (...)”.

“(...) En este modelo, la visión ya no es exclusivamente financiera – la creación de valor basada casi exclusivamente en el concepto de los “derechos de propiedad” –, sino que, apoyándose en el concepto de la responsabilidad de la empresa frente a la sociedad, hay una preocupación por los intereses de los distintos colectivos involucrados en la empresa. (...)”.

“(...) Por lo que respecta al modelo de los stockholders, claramente seguido en los países anglosajones y que, probablemente, va a marcar las pautas de la evolución en gran parte de los países desarrollados, su principal ventaja radica en su aparente sencillez y en su orientación hacia la creación de valor y la defensa de los intereses de los accionistas, objetivos fácilmente comprensibles y que se puedan asumir.

La razón de esta ventaja radica en la conjunción de varios factores: la creciente importancia de los mercados financieros; la globalización de la economía y la generalización, con ello, de los usos de los mercados más dinámicos e importantes; y la relevancia, cada vez mayor, de los accionistas “activistas” y de los inversores institucionales. Los fenómenos descritos y los colectivos mencionados refuerzan y orientan el modelo hacia una visión que plantea un objetivo financiero, la creación de valor, como un fin en sí mismo que se puede medir fácilmente. Además, se apoya en dos teorías generalmente aceptadas, que se defienden con relativa facilidad y que tienen muchos adeptos, y también muchos detractores: la teoría de la agencia y la teoría de los derechos de propiedad, mencionadas anteriormente.

Como inconvenientes del modelo de los stockholders, vamos a citar los más relevantes. En primer lugar, que no parece prestar demasiada atención a la evidente responsabilidad social de la empresa y a su compromiso con colectivos distintos al de los accionistas. En segundo lugar, que considera los derechos de propiedad y, consecuentemente, la propiedad de la empresa por los accionistas como algo sagrado, olvidando que las limitaciones a esos derechos, para evitar su mal uso, son intrínsecas a los propios derechos, lo que origina la aparición de los derechos de otros, los stakeholders. Además, no parece adecuado considerar que los derechos de propiedad tengan un carácter ilimitado y que ello justifique que la responsabilidad del consejo y de los directivos sea actuar en defensa exclusiva de los propietarios de esos derechos, es decir, de los accionistas. En tercer lugar, que parece considerar sólo uno de los factores clásicos, los “inversores”, en los que la empresa, según el modelo input-output, se basa para satisfacer las necesidades de los clientes con productos o servicios, olvidándose del factor “empleados” y del factor “proveedores” en sentido amplio. En cuarto lugar, aunque este aspecto se explica más adelante, que el modelo es más fácilmente aplicable en países en los que se da una serie de características históricas, económicas y sociales, básicamente los del entorno anglosajón, que no se dan en otros países también importantes en términos de fortaleza económica. Por último, y a pesar de que en la definición del intereses primordial de los accionistas se habla de maximizar la riqueza de los mismos a largo plazo, que a este modelo se le suele achacar su excesiva preocupación por la evolución de los mercados a corto plazo y, consecuentemente, dejar el largo plazo en segundo término.

Por lo que respecta al modelo de los stakeholders, los argumentos a favor son variados. En primer lugar, reconoce la responsabilidad social de la empresa, que debe ir más allá de una preocupación exclusiva por la defensa de los intereses del colectivo de accionistas y pensar en el resto de colectivos con intereses en la empresa. Se trata de una idea que prende con bastante facilidad en la gente, y más todavía en determinados entornos geográficos con características históricas, sociales y económicas determinadas.

En segundo lugar, se argumenta que no se puede concebir la creación de valor mirando únicamente hacia los accionistas e ignorando a colectivos que son necesarios para que la empresa desarrolle su actividad.

Los argumentos más relevantes en contra de este modelo son los siguientes. En primer lugar, se aduce que una acepción amplia del concepto stakeholders es incompatible con la dirección de una empresa y con el objetivo fundamental del sistema de gobierno de la empresa, por la imposibilidad de ser responsable ante múltiples colectivos, lo que puede llevar a un peligroso estado de extensión de la responsabilidad o de “irresponsabilidad” (ya que se sabe que el que es responsable ante todos, acaba siendo responsable ante nadie, y que el objetivo más importante del sistema de gobierno de una empresa es, precisamente, responder de algo ante alguien). En segundo lugar, suele recordarse la incompatibilidad de este modelo con la característica esencial de una empresa que es ganar dinero, o más correctamente, maximizar la riqueza a largo plazo, objetivo que se torna imposible de alcanzar si la empresa se ve obligada a conseguir el equilibrio entre intereses diversos y contradictorios. Se considera que este objetivo, consistente en buscar el equilibrio, es poco concreto y nada operativo y, además, nadie ha presentado todavía una escala que refleje la mayor o menor importancia de unos a otros intereses divergentes. En tercer lugar, y como extensión del argumento anterior, se aduce que si se extiende el concepto de grupos de intereses y de la responsabilidad ante ellos, las empresas se parecerán más al Estado que a unidades económicas, ya que todos podrán exigir sus derechos. Evidentemente, en este caso, la imposibilidad de gestionar una empresa sería un hecho; por otra parte, y en contra de este argumento, se puede afirmar que ni siquiera el Estado es responsable de todo y ante todos. Por último, se suele argumentar que esta teoría ataca frontalmente, y socava, la teoría de los derechos de propiedad enunciada anteriormente. (...)”.

“(...) La propuesta consistiría en reconocer la necesidad de que las empresas maximicen la riqueza a largo plazo y creen valor para sus accionistas, aceptando que es imposible alcanzar dicho objetivo si no se tienen en cuenta los objetivos de otros colectivos distintos a los accionistas. ¿Podría crearse valor estando de espaldas a las necesidades de los clientes, teniendo descontentos a los empleados, incumpliendo con los distintos acreedores o lanzando residuos contaminantes a un río cercano? (...)”.

En nuestro derecho constitucional tiempo hace que la propiedad privada soporta una función social. Lo que sucede es que mientras para algunos el éxito de la empresa produce de suyo, por la vía de su influencia en el circuito de renta, un bienestar común, para otros es necesario que la empresa haga actos notorios, expresos, en beneficio de la comunidad a la que pertenece. Sobre esta cuestión no resisto citar el Catecismo de la Iglesia Católica
:

“(...) 2402 Al comienzo Dios confió la tierra y sus recursos a la administración común de la humanidad para que tuviera cuidado de ellos, los dominara mediante su trabajo y se beneficiara de sus frutos (cf Gn 1, 26-29). Los bienes de la creación están destinados a todo el género humano. Sin embargo, la tierra está repartida entre los hombres para dar seguridad a su vida, expuesta a la penuria y amenazada por la violencia. La apropiación de bienes es legítima para garantizar la libertad y la dignidad de las personas, para ayudar a cada uno a atender sus necesidades fundamentales y las necesidades de los que están a su cargo. Debe hacer posible que se viva una solidaridad natural entre los hombres.

2403 El derecho a la propiedad privada, adquirida por el trabajo, o recibida de otro por herencia o regalo, no anula la donación original de la tierra al conjunto de la humanidad. El destino universal de los bienes continúa siendo primordial, aunque la promoción del bien común exija el respeto de la propiedad privada, de su derecho y de su ejercicio.

2404 “El hombre, al servirse de esos bienes, debe considerar las cosas externas que posee legítimamente no sólo como suyas, sino también como comunes, en el sentido de que han de aprovechar no sólo a él, sino también a los demás” (GS 69, 1). La propiedad de un bien hace de su dueño un administrador de la providencia para hacerlo fructificar y comunicar sus beneficios a otros, ante todo a sus próximos.

2405 Los bienes de producción – materiales o inmateriales – como tierras o fábricas, profesiones o artes, requieren los cuidados de sus poseedores para que su fecundidad aproveche al mayor número de personas. Los poseedores de bienes de uso y consumo deben usarlos con templanza reservando la mejor parte al huésped, al enfermo, al pobre.

2406 La autoridad política tiene el derecho y el deber de regular en función del bien común el ejercicio legítimo del derecho de propiedad (cf GS 71, 4; SRS 42; CA 40;48). (...)”.

El Control

( Ideas preliminares

Debe decirse que el control, en realidad, es inherente a todas las actividades humanas, incluso en la célula básica que es la familia. Por lo mismo está inserto tanto en el sector público como en el privado y, aún, en las relaciones e instituciones internacionales. Puede que se exprese o concrete bajo distintas formas pero sin duda siempre está presente. De tal manera que a su estudio y aplicación se dedican las más diversas disciplinas y profesiones, al punto que se advierten modelos muy desarrollados como los que los ingenieros y arquitectos han elaborado para efectuar la interventoría de las obras de construcción. Es imposible pretender abarcar todas esas manifestaciones, razón por la cual este ensayo se circunscribe a la problemática del control de la empresa.

En los párrafos anteriores hemos destacado cómo la acción de control se encuentra inserta dentro de las funciones cuya responsabilidad primaria corresponde a los administradores, en forma tal que ella completa el ciclo de dirección. El control, percibido no solo como instrumento de corrección sino también - y ante todo - como herramienta de estímulo, constituye un ingrediente esencial e irremplazable para el logro de una buena gestión.

“(...) Un negocio sobrevive y es uniformemente rentable cuando de manera continua y creativa ajusta su capacidad competitiva a los requerimientos variables de los clientes. Y este ajuste continuo y creativo solamente se puede lograr a través del control efectivo del negocio. La proposición central de este libro es que si el control de una organización de negocios quiere ser efectivo, la forma de control adoptada, es decir, la manera como se acomoda o crea el cambio, tiene que ser apropiada a la naturaleza de ese cambio.

Esta es una simple proposición de sentido común. Si el cambio es de tal naturaleza que se puede entender y prever fácilmente, entonces tiene sentido utilizar una forma de control que se base en planeación detallada. Si por el contrario, está mal estructurado y es por naturaleza impredecible, no hay ninguna alternativa realista de controlar por ensayo y error; de realizar experimentos de una manera que incluya los riesgos de lo inescrutable de la mejor forma posible, para un proceso de aprendizaje organizacional creativo.

Se acepta comúnmente que a medida que avanzamos en la década del 90, el cambio será mucho más rápido de lo que nos hemos venido acostumbrando desde la década del 80. Pero eso no es todo. La naturaleza del cambio probablemente continuará polarizándose en dos extremos: cambio cerrado, con consecuencias fácilmente comprensibles y predecibles a corto plazo, creadas por los requerimientos del cliente, de calidad superior, mejor servicio, entrega más rápida, etc.; y cambio abierto, con consecuencias mal estructuradas e impredecibles a corto plazo en el otro, creadas por factores tales como intensa presión competitiva, grupos variables de competidores, políticas regulatorias variables, patrones demográficos variables y estilos de vida.

Y el cambio cerrado y abierto requiere diferentes formas de control que hacen demandas contradictorias a la gente, a las estructuras y los sistemas. El estilo de control consiste en la forma como se resuelven esas demandas o tensiones. La gerencia estratégica se refiere al desarrollo de un estilo de control que sea apropiado a las condiciones de cambio cada vez más rápido, que pueda salir adelante simultáneamente con el cambio cada vez más polarizado. (...)”
.

George recalcó
:

“(...) Los planes mejor fundamentados algunas veces fracasan. Esto parece ser particularmente cierto en empresas administrativas que involucran una multiplicidad de individuos. Las probabilidades y posibilidades de una acción incorrecta o inapropiada parecen aumentar geométricamente con un aumento aritmético del personal. Como resultado, cualquier persona que dirija una empresa completa debe revisar las acciones de los participantes así como los resultados que hayan logrado. Si las acciones o los resultados no cumplen con los planes u objetivos preconcebidos, entonces la acción planificada y requerida debe ser comunicada a los participantes para que corrijan lo que han hecho o tomen alguna acción que remedie en eventos subsecuentes. Frecuentemente se refiere a ella como la función de control y dicha acción está así mismo involucrada con las actividades de planificación, organización y dirección previamente mencionadas y no puede existir por sí sola sin estas otras tres funciones. Lo anterior se hace aparente al considerar lo que sigue.

Controlar es forzar los eventos para que se conformen a los planes preconcebidos. La planificación es, por tanto, una parte integral del control. Un administrador, claro está, controla a través de acciones de sus empleados. Cuando los objetivos o planes preconcebidos no son logrados, el administrador debe comunicar a sus empleados la acción que él desea que ellos tomen para remediar la situación. Cuando el administrador efectúa dicha acción, está dirigiendo, y como hemos visto, la dirección no puede ser efectuada sin involucrar las funciones de planificación y de organización. Por tanto, como planificar, organizar y dirigir, la función de controlar no puede existir por sí misma, sino que está inseparablemente ligada con las otras tres funciones. Ninguna de estas funciones puede llevarse a cabo independientemente. Un plan es un curso organizado de acción. Para ser un plan debe ser conocido y comunicado. Los empleados deben enterarse acerca de qué se trata en el plan y qué es lo que ellos deben hacer. Esta comunicación, claro está, es la función que llamamos dirección, que como acabamos de mostrar, involucra planificar y controlar. (...)”.

( Caracterización del control

Es indispensable hacer una caracterización del control.

En nuestro país somos muy dados a gastar importantes energías en discutir cuál debe ser la definición correcta de una palabra. Esto en sí mismo no es inadecuado, pues, al fin y al cabo, cada disciplina del saber requiere una jerga que haga posible la comunicación precisa entre sus estudiosos. El mal comienza cuando en lugar de estipular un significado, nos dedicamos a tratar de imponer una acepción. Para obviar, entonces, el mar de conceptos que la palabra control pueda despertar, conviene señalar el sentido en que esa expresión se usará a lo largo de estas anotaciones.

Una primera acepción de la palabra, según la Real Academia, es la de comprobación, inspección, fiscalización, intervención. Una segunda alude al dominio, mando, preponderancia.

Usar la palabra control en sentido amplio no es muy apropiado en asuntos académicos que requieren de la mayor precisión. Por ejemplo: no tendría sentido la expresión inspección, vigilancia y control que usa nuestra Constitución, pues éste último término comprendería aquéllos dos.
Así, en la búsqueda de unos límites más exactos, podemos unir los dos significados ofrecidos por el Diccionario, en forma tal que distingamos dichos tres términos, así como el control de la auditoría.
En ese orden de ideas, nos proponemos entender por control todo acto de poder encaminado a mantener una acción sujeta a ciertos y predeterminados patrones, en forma tal que logremos el resultado deseado. 

En esta definición van implícitos algunos procesos, sin cuales no sería posible controlar, a saber: una medición - realizada en uno o varios puntos [ de control ] -, que nos permita obtener datos sobre la acción, con el fin de compararla con el patrón y con el resultado. Un análisis, mediante el cual desentrañemos la conveniencia o inconveniencia tanto del patrón como de la acción o del resultado. Y, finalmente, una consecuencia, derivada del análisis, en virtud de la cual el patrón, la acción o el resultado, sean ratificados o corregidos. Tratándose de conductas humanas la ratificación necesariamente habrá de revestir la forma de estímulo.
El poder que caracteriza el control se expresa al menos en tres ocasiones: (1) al definir el resultado deseado, (2) al establecer el patrón de comportamiento, el cual, al menos en primera instancia, es percibido como el medio adecuado para alcanzar el resultado y (3) al ejercer las llamadas medidas de control encaminadas a ratificar o corregir.

David dijo
:

“(...) La función gerencial de control incluye todas las actividades llevadas a cabo para asegurar que las operaciones reales estén de acuerdo con las planificadas. Todos los gerentes de una organización poseen responsabilidades de control, que incluyen la realización de evaluación, de desempeño y acciones necesarias para reducir a un mínimo las ineficiencias. La función gerencial de control es especialmente importante para la evaluación efectiva de estrategias. El control se compone de cuatro pasos básicos:

1. Fijar normas de rendimiento.

2. Medir el rendimiento real.

3. Comparar el rendimiento actual con las normas esperadas de rendimiento.

4. Realizar acciones correctivas.

El establecimiento de normas de rendimiento normalmente sigue a la fijación de metas. La mayoría de las organizaciones dividen las metas en submetas llamadas normas. De uso muy extendido son las normas de rendimiento tales como “unidades producidas por hora” o “ventas generadas por mes”. Las normas y las metas deben ser medibles, cuantitativas, razonables, coherentes, claras y estimulantes.

En las organizaciones, la medición del rendimiento real con frecuencia se realiza en forma poco efectiva o no se lleva a cabo. Algunas de las razones de esta falla se originan en el proceso de evaluación, el cual puede crear conflictos que los gerentes prefieren eludir, tomar más tiempo del que los gerentes quieren invertir y es posible que requiera destrezas de las cuales carecen los gerentes. Ningún enfoque personal a la medición del rendimiento individual es ilimitado.

Por tanto, una organización debería analizar métodos tales como la escala de clasificación gráfica, el de la escala de niveles comportamentales o el método del incidente crítico, y partiendo de ellos desarrollar o seleccionar el instrumento de evaluación de rendimiento que mejor se adapte a las necesidades de la empresa.

El tercer paso de la función gerencial de control consiste en comparar el rendimiento real con el rendimiento normalizado esperado. Esta actividad lleva a la generación de discrepancias favorables o desfavorables. Las discrepancias desfavorables indican áreas débiles que deberían analizarse para determinar sectores problemáticos subyacentes.

La toma de medidas correctivas, paso final del proceso de control, incluye a veces cambio de normas, pero esto debe realizarse después que un estudio cuidadoso haga ver que las normas originales no sean apropiadas. Los controles gerenciales son vitales para realizar seguimiento al éxito o fracaso de las estrategias de una organización. (...)”.

Entre las muchas teorías y modalidades diseñadas en materia de control, vale la pena llamar la atención sobre la denominada cibernética. Armstrong señaló
:

“(...) DEFINICIÓN

Cibernética es el estudio de sistemas de control en humanos y máquinas y las relaciones entre sí. Según Stafford Beer: “Los sistemas cibernéticos son redes basadas en probabilidades complejas, que interactúan... ¿Cómo se organizan esos sistemas? Parecen ser cohesivos, autorreguladores y estables, pero adaptables al cambio y capaces de aprender de la experiencia”.

PRINCIPIOS BÁSICOS

La cibernética encierra tres principios de control: los más básicos son la realimentación activada por el error y la homeostasis; el tercero es el de la caja negra.

Retroinformación activada por el error

En la retroalimentación activada por el error la diferencia o error entre lo que se requiere y lo que realmente ocurre, se transmite (retroalimenta) a quien esté afectado para que se pueda hacer la corrección. Los sistemas de retroalimentación solamente pueden operar efectivamente cuando se evita la hiper-corrección, haciendo la corrección un poco menos que el error.

Homeostasis

La homeostasis es la propiedad que tienen todos los organismos vivientes de utilizar la retroalimentación activada por el error para ajustar su metabolismo a las condiciones variables del ambiente de modo que queden constantes ciertos parámetros esenciales. El mecanismo homeostático responde por sí solo a la retroalimentación activada por el error en lugar de confiar en algún agente externo.

La Caja Negra

En cibernética, una caja negra es un sistema demasiado complejo de comprender en el estado actual de los conocimientos. En términos macroeconómicos, el sistema económico de un país es una caja negra. En términos microeconómicos, en un departamento complejo dirigido por varios seres humanos en interacción, nunca puede ser posible descubrir exactamente cómo los insumos que entran en un departamento se transforman en productos. Pero esto no importa mucho. La tarea más importante en cualquier sistema industrial o de procesamiento es transformar insumos en productos tan económicamente como sea posible. Si se logra esto satisfactoriamente, puede resultar un ejercicio inútil tratar de descubrir exactamente qué es lo que está pasando.

El principio de la caja negra dice que el comportamiento de un sistema complejo se descubre únicamente estudiando la relación entre el insumo y el producto, y no pensando en lo que ocurre dentro de la caja.

APLICACIONES

La cibernética se puede aplicar al diseño de procesos de fabricación. Dentro del sistema se pueden crear mecanismos completos de retroalimentación. Algunos de ellos pueden iniciar las correcciones automáticamente con base en el principio de la homeostasis. Otros utilizan un procedimiento sistemático a fin de producir información de control para los operadores del proceso que han definido claramente reglas sobre las medidas que deben tomar en respuesta a la información o a sus observaciones para volver el sistema a su estado normal.

La cibernética aplicada a la gerencia asegura que haya retroalimentación sobre el rendimiento para que se puedan hacer correcciones. Es el principio básico que respalda el control presupuestal y la gerencia por objetivos, pero la cibernética aspira a introducir sistemas de información mucho más completos que permitan hacer correcciones más rápidamente y sin que tengan efectos drásticos. (...)”.

No es el momento para explayarnos en lo anterior. Pero sin duda, la profesión contable está en mora de construir y exponer una verdadera teoría del control
.

( El control interno

Ahora bien: desde la perspectiva de quién ejerce el poder que caracteriza el control, éste puede ser clasificado en externo e interno. Externo si quien domina se encuentra fuera de la organización en la cual se realiza la acción controlada. E interno si el controlante se encuentra dentro de dicha organización.

Los sistemas democráticos capitalistas reconocen la libertad empresa como uno de sus pilares básicos. Así las cosas, el control externo es una excepción, que se justifica solamente en circunstancias extremas. En cambio, el control interno es cuestión de rutina, que se explica como emanación del dominio (propiedad).

Antes (auto supervisión) los dueños ejercían el control. Delegada la administración la supervisión se vino a ejercer a través del derecho de inspección y, en un modelo más complejo, por medio de los síndicos. La sindicatura fue profesionalizada, sobre todo al influjo del mercado de valores. Pero las nuevas concepciones sobre la administración han hecho descansar sobre los administradores el deber del control (interno). 

( El control interno es una función administrativa

Aunque no es una idea nueva, se olvida con frecuencia que el control interno es una responsabilidad de los administradores. En nuestro país, consagrando una teoría de aceptación universal, se encuentran muchas normas que así lo contemplan, como, por ejemplo, los artículos 1º de la ley 60 de 1981 y 6º de la ley 87 de 1993:

Ley 87 de 1993

“ART. 6º—Responsabilidad del control interno. El establecimiento y desarrollo del sistema de control interno en los organismos y entidades públicas, será responsabilidad del representante legal o máximo directivo correspondiente. No obstante, la aplicación de los métodos y procedimientos al igual que la calidad, eficiencia y eficacia del control interno, también será de responsabilidad de los jefes de cada una de las distintas dependencias de las entidades y organismos.”.

Por su parte, la Superintendencia Bancaria de Colombia, tal como puede verse en su Circular Básica Jurídica número 7 de 1996, dice:

“(...) 7. Modificado. Circ. Externa 52/98, Superbancaria. Control interno

7.1. Aspectos generales. El artículo 23 de la Ley 222 de 1995 en concordancia con el numeral 3º del artículo 73 del estatuto orgánico del sistema financiero dispone que le corresponde a los administradores de las entidades vigiladas realizar su gestión con la diligencia propia de un buen hombre de negocios. En tal sentido, le corresponde a las juntas o consejos directivos en su calidad de administradores, definir las políticas y diseñar los procedimientos de control interno que deban implementarse, así como ordenar y vigilar porque los mismos se ajusten a las necesidades de la entidad, permitiéndole realizar adecuadamente su objeto social y alcanzar sus objetivos.

De otra parte, le corresponde a los gestores de la entidad y demás funcionarios de la misma, la implementación y el fiel cumplimiento de las medidas y procedimientos de control interno adoptados, de forma tal, que le permita a la entidad negociar competitivamente en ambientes económicos cambiantes y ajustarse a las necesidades del mercado y de sus clientes. En otras palabras, dichos controles deben promover la eficiencia de las entidades, de manera que se reduzcan los riesgos de pérdidas de activos operacionales y financieros y se propicie la preparación y difusión de estados financieros confiables, así como el cumplimiento de las disposiciones legales vigentes.

Con todo, es de advertir, que tales medidas se ven complementadas con la labor del revisor fiscal quien de conformidad con el artículo 209 del código de comercio debe informar a la asamblea general de accionistas su opinión acerca de la calidad del sistema de control interno.

Por lo anterior, la Superintendencia Bancaria estima necesario que las entidades vigiladas estructuren, implementen y mantengan un sistema de control interno adecuado que contribuya al logro de sus objetivos y a que se administren adecuadamente los riesgos a que se ven expuestas en el desarrollo de su actividad. (...)”.

La importancia del control interno diseñado y mantenido por los administradores es tal que su existencia puede dar lugar a la exoneración del deber de contratar una auditoría de gestión y resultados. Esto puede verse con claridad en la Resolución número 1089 de 1996, a través de la cual la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios señaló:

“(...) ART. 1º—Condiciones para la exoneración en la contratación de auditorias externas de gestión y resultados. Cuando una empresa oficial de servicios públicos domiciliarios considere que puede ser eximida de contratar la auditoría externa de gestión y resultados, deberá demostrar conforme a razones comprobables ante la superintendencia y verificables por ésta, los siguientes eventos:

1.1. Que su sistema de control interno tiene la plena y suficiente capacidad para cumplir la función en forma eficiente, eficaz y efectiva, para lo cual tendrá la obligación de remitir a la superintendencia toda la información y documentación con las razones debidamente motivadas y comprobables del caso, a fin de certificar las circunstancias anteriores.

Se entenderá que el sistema de control interno tiene la plena y suficiente capacidad para cumplir la función en forma eficiente, eficaz y efectiva, cuando la entidad vigilada prestadora del servicio de que se trate, demuestre que cuenta con:

a) Planes de gestión aprobados por la unidad de planeamiento o la dirección administrativa que haga sus veces en el respectivo ministerio;

b) Un esquema organizacional adecuado que tenga procesos y procedimientos, así como una estructura orgánica con niveles de autonomía definidos;

c) Un enfoque de autocontrol. Por lo anterior, el sistema de control interno deberá concebirse de forma tal que sea intrínseco al desarrollo de las funciones de todos los cargos existentes en la entidad y en particular de aquellos que tengan responsabilidad de mando;

d) Metodologías de administración del recurso humano, en especial de procesos de selección, inducción, y capacitación del mismo;

e) Mecanismos y metodologías de seguimiento y verificación;

f) Mecanismos y metodologías de evaluación;

g) Estructuras y procedimientos que impliquen un óptimo control de legalidad, financiero, operativo, de sistemas y de gestión y resultados, y

h) Sistemas de información y mecanismos de reporte y retroalimentación.

La superintendencia verificará el cumplimiento de los indicadores de gestión, por lo que realizará las visitas y averiguaciones a que haya lugar con el fin de establecer la veracidad de la información suministrada.

1.2.  Que el control interno y el control fiscal reúnan condiciones de eficiencia, eficacia y efectividad, según certificación emitida por la entidad prestadora del servicio, y por la contraloría que ejerza dicha función.

Para casos especiales, en el evento de que la función de control fiscal sea confiada por parte de la contraloría respectiva, a empresas privadas colombianas, debe mediar certificación expedida por la contraloría respectiva.

1.3. Que cuente con las partidas presupuestales suficientes destinadas a la capacitación, entrenamiento y formación profesional y técnica permanente de sus funcionarios, y que dicha capacitación obedezca a un programa específico de gestión y resultados.

Este mismo evento será aplicable cuando se haya contratado con una empresa privada colombiana, según las autorizaciones contenidas por la Ley 87 de 1993.

Si el servicio público domiciliario es prestado directamente por el municipio o por el departamento, será la respectiva entidad territorial quien expedirá dicha certificación a través de su sistema u oficina de control interno, o en su defecto, la oficina de planeación. (...)”.

Lo que importa recalcar es que la administración no es completa ni perfecta sin controlar. Es el control el que brinda cierta seguridad de éxito.
Pero aún más: sólo el que tiene el control puede ser llamado válidamente a responder por los resultados.

( Evolución del concepto de control interno

Para entender de mejor manera el concepto de control interno en boga en estos tiempos, es imprescindible hacer historia. Como alguien, con sabiduría, dijo: desconocer el pasado es negar lo que somos.

Al efecto, es prudente recurrir a los pronunciamientos de la profesión contable sobre la materia, tanto en el seno de la Ifac
 como en el de el Aicpa
, la primera con alcance internacional y la segunda con autoridad en los Estados Unidos de América. Sin embargo, es muy importante advertir que el control no es asunto que competa en forma exclusiva a los contadores públicos. En especial, son dignas de resaltar las teorías esbozadas en el campo de la ingeniería.

En manera alguna el recorrido que sigue sobre dichos pronunciamientos pretende ser exhaustivo. Simplemente busca darnos una idea de las precisiones que a lo largo del siglo se han venido haciendo en torno al control interno.

( Sas 1

Remontémonos en primer lugar a la Declaración sobre normas de auditoría - Sas
- número 1, Codificación de normas y procedimientos de auditoría, que la Aicpa emitió en noviembre de 1972
 (coincidencialmente en ese mismo año entró en vigencia el Código de Comercio vigente en Colombia).

Los parágrafos .09 a .12 de la sección 320 de dicha declaración conforman el aparte titulado Definiciones y Conceptos Básicos.

Sas 1 se remite a la definición acuñada por el comité de procedimientos de auditoría en 1948, a cuyo tenor:

"(...) El control interno comprende el plan de organización, todos los métodos coordinados y las medidas adoptadas en el negocio, para proteger sus activos, verificar la exactitud y confiabilidad de sus datos contables, promover la eficiencia de las operaciones y estimular la adhesión a las prácticas ordenadas por la gerencia. (...)".

Posteriormente - en 1958 -, relata Sas 1, se postuló la distinción entre controles contables y controles administrativos, para luego precisar en 1963 que El auditor independiente fundamentalmente tiene interés en los controles contables, afirmación que tiene un claro sentido, puesto que, por esa época, las declaraciones en cuestión tenían como fin casi exclusivo guiar el desarrollo de auditorias financieras.
Hoy diríamos que Sas 1 consagraba una visión del control interno sobrepuesto al proceso administrativo, que coincide con lo que modernamente se denomina procedimientos de control.
( Recomendaciones de las Comunidades Europeas sobre criminalidad económica

En junio de 1981, el Comité de Ministros de los Estados miembros de la Comunidad Europea, aprobó la Recomendación número R (81) 12, sobre criminalidad económica. Esta recomendación se basó en el informe del Comité Europeo para los Problemas Criminales sobre la criminalidad en materia económica. En este informe, entre los factores que generan dicha criminalidad - primera parte, sección I, numeral III - se señaló la insuficiencia de controles internos.

"(...) La insuficiencia del control interno en las empresas da también origen a criminalidad en materia económica. Tal control se lleva a cabo en dos etapas:- contabilidad.- verificación de cuentas, realizada por servicios que se suponen competentes y responsables. En algunos Estados miembros, en especial el Reino Unido, el ordenamiento impone la publicación del balance anual tras una verificación por órganos especializados y prevé el enjuiciamiento de las sociedades y, personalmente, de sus gerentes, que no cumplen esas disposiciones. Una contabilidad completa y actualizada es el elemento de control más importante en el mundo de los negocios. En ocasiones, cuando los fondos de una sociedad aumentan gracias a los créditos, la contabilidad indica los márgenes de riesgo y de actuación de que dispone el comerciante. La adecuada verificación de la contabilidad es, en consecuencia, un medio de control para prevenir los delitos en materia económica. Por otra parte, una contabilidad correcta y actualizada constituye una garantía contra las malversaciones de fondos que pudieran cometer los empleados o los patronos. El comité es consciente de que ningún sistema contable es infalible, pero siempre es posible descubrir fallos y manipulaciones por medio de controles. La participación de los trabajadores o de representantes del Estado en la gestión de la empresa es una nueva forma de control existente en algunos países. Es evidente que los controles exteriores tienen una importancia considerable, particularmente en materia fiscal. (...)".

( Isa 6- primera versión

En julio de 1981, la Ifac emitió la Isa
 número 6, Estudio y evaluación del sistema de contabilidad y los controles internos relativos, con respecto a una auditoría. - Valga la pena anotar que el citado organismo nació en Europa -.

En el parágrafo 4º de dicha guía se definió el control interno de la siguiente manera:

"(...) El sistema de control interno es el plan de organización y todos los métodos y procedimientos que adopta la administración de una entidad para ayudar al logro del objetivo administrativo de asegurar, en cuanto sea posible, la conducción ordenada y eficiente de su negocio, incluyendo la adherencia a las políticas administrativas, la salvaguarda de activos, la prevención y detección de fraudes y errores, la corrección de los registros contables y la preparación oportuna de información financiera confiable. (...)".

Isa 6 enfatiza que el control interno es adoptado por la administración para cumplir obligaciones que le son propias. Resalta que el control interno debe prevenir los fraudes y errores y añade al propósito de corrección de los registros contables el objetivo de generar oportunamente los respectivos estados. Introduce la noción de razonabilidad - as far as practicable - que constituye el límite dentro del cual es posible esperar que el control interno sea efectivo.

Isa 6 trató por aparte el sistema de control interno y el sistema contable. Denotó las relaciones entre uno y otro. Explicó expresamente que la efectividad del sistema está influida por el medio ambiente en que operen los controles, el cual, a su vez, es afectado por la estructura organizacional, la supervisión de la administración, la competencia y honestidad del personal.

Isa 6 mantuvo la atención en los controles internos relativos al sistema contable.

( Sas 55

En abril de 1988, para que entrara en vigencia el 1º de enero de 1990, la Aicpa emitió Sas 55, Evaluación de la estructura de control interno en una auditoría de estados financieros.
Sas 55 reemplazó la sección 320 de la declaración 1. Además - cosa que ha pasado desapercibida para muchos, incluyendo al legislador colombiano - reformuló la segunda norma del trabajo, como sigue: Se obtendrá una comprensión suficiente de la estructura de control interno, para planear la auditoría y determinar la naturaleza, oportunidad y alcance de las pruebas a efectuarse.
Sas 55 definió:

"(...) La estructura de control interno de una entidad consiste en las políticas y procedimientos establecidos para proporcionar una seguridad razonable de poder lograr los objetivos específicos de la entidad. (...)".

Como se ve, introdujo una concepción mucho más amplia del control interno, al evitar referirse a objetivos específicos, como había sucedido hasta el momento.

En su resumen, Sas 55 indica:

"(...) Para fines de esta Declaración, la estructura de control interno de una entidad consiste en tres elementos: el ambiente de control, el sistema contable y los procedimientos de control. En toda auditoría, el auditor deberá adquirir una suficiente comprensión de cada uno de los tres elementos, para planear la auditoría, realizando procedimientos para entender el diseño de políticas y procedimientos relevantes para planear la auditoría y si ellos se han puesto en marcha. (...)".

Sas 55 incluyó expresamente el sistema contable dentro de la estructura de control interno y acuñó la diferencia entre ésta y los procedimientos de control, que vienen a ser solo una parte de aquélla. La norma incluye un amplio apéndice sobre cada uno de los elementos que integran la estructura.

( Isa 6 - segunda versión

En octubre de 1991, Ifac emitió una versión corregida de Isa 6. Traducimos en forma libre la manera como se describió el control interno:

"(...) El sistema de control interno comprende el ambiente de control y los procedimientos de control, así como el plan de organización y todos los métodos y procedimientos adoptados por la administración de una entidad para ayudar al logro del objetivo administrativo de asegurar, hasta donde sea posible, la ordenada y eficiente conducción de los negocios, incluyendo la adherencia a las normas de la administración, la salvaguardia de los activos, la prevención y detección del fraude y error, la exactitud e integridad de los registros contables, y la oportuna preparación de información financiera confiable. El sistema de control interno se extiende más allá de los asuntos que están relacionados directamente con las funciones del sistema contable. (...)".

Isa 6, corregida, mantuvo la concepción de su versión original, mas incluyó los elementos de ambiente de control y de procedimientos de control que, aunque había tratado con anterioridad, no había considerado como parte del mismo.

( Control Interno: la visión integrada propuesta por COSO

En septiembre de 1992, luego de varios años de trabajo, fue emitido el documento intitulado Internal Control - Integrated Framework. Este documento es producto de los trabajos coordinados por el Comittee of Sponsoring Organizations of the Treadway Commission (COSO). De dicho documento tomamos las siguientes explicaciones.
“(...) La Comisión Nacional sobre Informes Financieros Fraudulentos, conocida como Comisión Treadway, se creó en los Estados Unidos en 1985, bajo los auspicios conjuntos de las siguientes organizaciones: American Institute of Certified Public Accounts ( AICPA), American Accounting Association (AAA), The Institute of Internal Auditors (IIA), Institute of Mangement Accounts (IMA) y el Financial Executives Institute (FEI).

La Comisión Treadway tuvo como objetivo principal identificar los factores causales de los informes financieros fraudulentos, con el fin de hacer recomendaciones para reducir la ocurrencia de estos hechos. El informe de la Comisión, publicado en 1987, incluía recomendaciones para las gerencias y las juntas directivas de las empresas públicas, para la profesión de la contaduría pública, para la Comisión de Valores (SEC) y otras entidades regulatorias y legales, como también para los académicos.

 La Comisión hizo un gran número de recomendaciones orientadas directamente hacia el control interno. Hizo hincapié en la importancia del entorno de control, los códigos de conducta, comités de auditoría involucrados y competentes, y una función de auditoría interna objetiva y activa. Renovó el pedido sobre la necesidad de contar con informes de la gerencia sobre la efectividad del control interno. Adicionalmente, la Comisión pidió el patrocinio de organizaciones que trabajarían conjuntamente para integrar los conceptos y definiciones sobre control interno y para desarrollar un punto de referencia común. Se sugirió que esta guía ayudaría a las empresas públicas a mejorar su sistema de control interno y a buscar su propia eficacia.

Basado en esta recomendación y bajo el patrocinio del Comité de las Organizaciones Patrocinadoras de la Comisión Treadway, un equipo de trabajo hizo una revisión de toda la literatura sobre control interno. Los resultados, publicados por la IMA, recomendaron que las organizaciones patrocinadoras realizaran otro proyecto para establecer criterios prácticos y ampliamente aceptados para el establecimiento de control interno y para la evaluación de su eficacia. Este equipo de trabajo recomendó que los criterios fueran dirigidos hacia las necesidades de la gerencia ya que es este grupo quien tiene la primera responsabilidad en establecer, supervisar, evaluar e informar sobre el control interno. Sin embargo, también sugirió que los criterios debían desarrollarse a través de un proceso que resultaría en su aceptación por otros grupos con un interés importante en el control interno, incluyendo el grupo de auditores internos y externos, los educadores y las agencias regulatorias. El estudio citado al comienzo de este aparte es el resultado de esa recomendación.

El proyecto comprendió siete fases:

1.
Búsqueda de literatura

2.
Entrevistas individuales

3.
Encuesta

4.
Talleres

5.
Exposición ante el público

6.
Pruebas de campo

7.
Exposiciones adicionales y reuniones.

El documento final consta de cuatro partes: (1) Resumen para Ejecutivos, (2) Marco General, (3) Informe para las partes externas y (4) Herramientas de evaluación. (...)”

( “Resumen Ejecutivo

Los altos ejecutivos han buscado por largo tiempo la forma de controlar mejor las empresas que manejan. Se establecen controles internos para mantener la compañía en dirección hacia objetivos rentables y hacia el logro de la misión propia y para reducir al mínimo las sorpresas a lo largo del camino. Ellos permiten a la administración tratar con economía cambiante y medios competitivos, diferentes demandas y prioridades de los clientes y reestructuración para un futuro crecimiento. Los controles internos estimulan la eficiencia, reducen el riesgo de pérdida de activos y ayudan a asegurar la confiabilidad de estados financieros y el cumplimiento de leyes y normas.

Debido a que el control interno cumple muchos propósitos muy importantes, se exigen cada vez más sistemas de control interno y tarjetas de informes sobre ellos. Cada vez más se ve el control interno como una solución para una gran variedad de problemas potenciales.

¿ Qué es el Control Interno?

El control interno tiene diferente significado para diferentes personas. Esto causa confusión entre gente de negocios, legisladores, reguladores y otros. La falta de comunicación resultante y los diferentes tipos de expectativas causan problemas dentro de una empresa. Los problemas se forman cuando el término, si no ha sido definido claramente, está escrito en una ley, disposiciones o normas.

Este informe se refiere a las necesidades y expectativas de la dirección y de otros. Define y describe el control interno para:

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Establecer una definición común que supla las necesidades de las diferentes partes.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Proporcionar un parámetro contra el cual las empresas y otras entidades - grandes y pequeñas, en el sector público o privado, con o sin ánimo de lucro - puedan evaluar sus sistemas de control y determinar como mejorarlos.

El control interno se define comúnmente como un proceso llevado a cabo por la junta directiva de una entidad, dirección u otro personal, diseñado para proporcionar una seguridad razonable con relación al logro de los objetivos en las siguientes categorías:

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Efectividad y eficiencia de operaciones

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Confiabilidad de los informes financieros

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Cumplimiento de las leyes y regulaciones aplicables.

La primera categoría se refiere a los objetivos comerciales básicos de una entidad incluyendo desempeño y objetivos de rentabilidad y conservación de recursos. La segunda tiene que ver con la preparación de estados financieros confiables que hayan sido publicados, incluyendo estados financieros condensados y parciales y datos financieros derivados de tales balances como los relativos a utilidades publicados. La tercera trata del cumplimiento de aquellas leyes y normas a las cuales está sometida la entidad. Estas categorías diferentes pero sobrepuestas están orientadas hacia diferentes necesidades y permiten un enfoque dirigido a solucionar cada una de estas necesidades por separado.

Los sistemas de control interno operan en diferentes niveles de efectividad. Un control interno puede ser juzgado efectivo en cada una de las tres categorías, respectivamente, si la junta directiva y la dirección tienen la seguridad razonable de que

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Ellos entienden la extensión en la cual están logrando los objetivos de operaciones de la entidad.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Los estados financieros publicados se preparan en forma confiable.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Se acatan las leyes y normas aplicables.

Mientras que el control interno sea un proceso, su efectividad es un estado o condición de ese proceso en uno o más puntos simultáneamente.

El control interno consta de cinco componentes interrelacionados. Estos se derivan de la forma como la dirección maneja un negocio o están integrados con este mismo proceso de dirección. Aunque los componentes se aplican a todas las entidades, las compañías pequeñas y medianas pueden implementarlos en forma diferente a la de las grandes. Sus controles pueden ser menos formales y menos estructurados, lo que no quiere decir que una compañía pequeña no pueda tener un efectivo control interno. Los componentes son:

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Entorno de control - El entorno de control fija el " tono " de una organización influyendo en la conciencia de control de su personal. Es la base de todos los otros componentes de control interno, proporcionando disciplina y estructuras. Los factores del medio de control incluyen integridad, valores éticos y competencia del personal de la entidad; filosofía de la dirección y estilo de operación; la forma como la dirección asigna autoridad y responsabilidades y organiza y desarrolla su personal; la atención y dirección proporcionada por la junta directiva.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Evaluación de riesgos - Toda entidad enfrenta una variedad de riesgos provenientes de fuentes tanto internas como externas que debe ser evaluada. Una precondición para la evaluación de riesgos es el establecer objetivos, unidos a diferentes niveles e internamente consistentes. La evaluación de riesgos es la identificación y análisis de riesgos importantes para el logro de los objetivos, conformando una base para determinar cómo deberían ser manejados los riesgos. Debido a que las condiciones económicas, industriales, reguladoras y operativas continuarán cambiando, se necesitan mecanismos para identificar y tratar con los riesgos especiales asociados con el cambio.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Actividades de control - Las actividades de control son las políticas y procedimientos que ayudan a asegurar que las directrices de manejo sean llevadas a cabo. Ellas contribuyen a garantizar que se han tomado las acciones necesarias para afrontar los riesgos en el logro de los objetivos de la entidad. Las actividades de control ocurren a través de la organización en todos sus niveles y en todas sus funciones. Incluyen una gama de actividades tan diversa como aprobaciones, autorizaciones, verificaciones, reconciliaciones, revisiones de la realización de operaciones, seguridad de los activos y separación de deberes.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Información y Comunicación - La información pertinente debe ser identificada, captada y comunicada en tal forma y horario que permita al personal cumplir con sus responsabilidades. Los sistemas de información producen comunicados que contienen información operacional, financiera y relacionada con el cumplimiento de las leyes y normas que hacen posible el manejo y control del negocio. Estos se refieren no solamente a datos generados internamente sino también a información sobre eventos externos, actividades y condiciones necesarias para documentar una toma de decisiones interna y un informe externo. Una comunicación efectiva debe también ocurrir en un sentido más amplio a través de todos los niveles y en todas las direcciones de la organización. Todo el personal debe recibir un mensaje claro de la dirección general de que las responsabilidades de control deben ser tomadas seriamente. Deben entender tanto su propio papel dentro del sistema de control interno como hasta qué punto las actividades individuales están relacionadas con el trabajo de los demás. Deben tener medios para comunicar información importante en forma ascendente ( de abajo hacia arriba ). También es necesario que haya una comunicación efectiva con las partes externas tales como clientes, proveedores, reguladores y accionistas.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Monitoreo - Los sistemas de control necesitan ser supervisados - un proceso que evalúe la calidad de la ejecución del sistema con el tiempo. Esto se logra a través de actividades continuas de monitoreo, evaluaciones individuales o una combinación de las dos. El monitoreo continuo ocurre en el desarrollo de las operaciones e incluye actividades de administración y supervisión continuas y otras acciones que el personal realiza para cumplir con sus obligaciones. El enfoque y la frecuencia de las evaluaciones individuales dependerá en primer lugar de la evaluación de los riesgos y de la efectividad de procesos de monitoreo continuo. Las deficiencias de control interno deben ser informadas hacia arriba, con informes sobre asuntos graves a la dirección general y a la junta directiva.

Hay sinergia y unión entre estos componentes conformando un sistema integrado que reacciona dinámicamente ante las condiciones cambiantes. El sistema de control interno está entrelazado con las actividades de operación de la entidad y existe por razones comerciales fundamentales. El control interno es más efectivo, cuando los controles están incorporados a la infraestructura de la entidad y son una parte de la esencia de la empresa. Los controles " incorporados " sirven de base a las iniciativas de calidad y poder, evitan costos innecesarios y permiten una rápida respuesta a condiciones cambiantes.

Hay una relación directa entre las tres categorías de objetivos, que corresponden a lo que una entidad pretende lograr, y los componentes, que representan lo que es necesario para lograr esos objetivos. Todos los componentes son importantes para cada categoría de objetivos. Cuando se mira a cualquiera de las categorías - la efectividad y eficiencia de las operaciones, por ejemplo - los cinco componentes deben estar presentes y funcionar efectivamente para concluir que el control interno sobre las operaciones es efectivo.

La definición de control interno - siendo un concepto básico de un proceso efectuado por el personal - junto con la categorización de objetivos y componentes y los criterios para su efectividad así como las discusiones relativas a ellos, constituyen este marco general de control interno.

Lo que puede hacer el control interno

El control interno puede ayudar a una entidad a lograr sus objetivos de ejecución y rentabilidad y evitar pérdida de recursos. Puede ayudar a garantizar un informe financiero confiable y contribuir a asegurar que la empresa cumpla con las leyes y normas, evitando el daño a su reputación y otras consecuencias negativas. Resumiendo, puede ayudar a una entidad a llegar a donde ella desea ir y evitar obstáculos y sorpresas en su camino.

Lo que el control interno no puede hacer

Desafortunadamente algunas personas tienen expectativas mayores y poco realistas. Ellos buscan resultados absolutos, creyendo que:

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
El control interno puede garantizar el éxito de una entidad, esto es, que asegurará el logro de sus objetivos comerciales básicos o, por lo menos, asegurará su supervivencia.

Aún un control interno efectivo solamente puede ayudar a una entidad a lograr estos objetivos. Puede proporcionar información a la dirección sobre el progreso de la entidad o la falta de él, hacia la consecución de sus logros. Pero el control interno no puede convertir a un director inherentemente pobre en uno bueno. Y los cambios en política de manejo o programas, las acciones de la competencia o las condiciones económicas pueden estar más allá del control de la dirección. El control interno no puede asegurar el éxito y ni siquiera la supervivencia.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
El control interno puede asegurar la confiabilidad de los informes financieros y la observación de leyes y normas.

Esta creencia no puede ser garantizada. Un sistema de control interno, no importa que tan bien concebido u operado, sólo puede proporcionar seguridad razonable - no en forma absoluta - a la dirección o a la junta directiva con relación al logro de los objetivos de una entidad. La probabilidad del logro es afectada por las limitaciones inherentes a todos los sistemas de control interno. Incluye realidades, como el que los juicios en la toma de decisiones pueden ser defectuosos y sea posible que ocurran crisis por un simple error o equivocación. Además, los controles pueden ser engañados por los acuerdos de dos o más personas para perjudicar a la empresa, y la dirección tiene habilidad de dominar el sistema. Otro factor restrictivo es que el diseño de un sistema de control interno debe reflejar el hecho de que hay limitaciones de recursos y que los beneficios de los controles deben considerarse en relación con sus costos.

Por lo tanto, si bien el control interno puede ayudar a una entidad a lograr sus objetivos, no quiere decir, sin embargo, que se trate de una panacea.”

La importancia del documento de COSO es bien notaria. Así, por ejemplo, en Colombia fue ampliamente referido por el Pronunciamiento número 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública, Pronunciamiento sobre Revisoría Fiscal. Por su parte, en Estados Unidos de América, el Aicpa modificó su norma Sas 55 mediante Sas 78, emitido en diciembre de 1995, regla ésta en la cual adaptó sus lineamientos al mencionado documento.

( Isa 6 - versión 1994

Ifac se empeñó hace varios años en una codificación de sus pronunciamientos. En la actualidad el tema denominado Evaluación de riesgos y control interno se distingue con el código 400. En la edición Ifac Handbook 1994, Technical Pronouncements, se alude al control en los siguientes términos - según nuestra traducción libre -:

"(...) El término “ Sistema de control interno ” significa todas las normas y procedimientos [controles internos] adoptados por la administración de una entidad para ayudar a lograr el objetivo administrativo de asegurar, hasta donde sea posible, la ordenada y eficiente conducción de los negocios, incluyendo adherencia a las normas de la administración, la salvaguardia de los activos, la prevención y detección del fraude y error, la exactitud e integridad de los registros contables, y la oportuna preparación de información financiera confiable. El sistema de control interno se extiende más allá de los asuntos relacionados directamente con las funciones del sistema de contabilidad y comprende:

(a) “el ambiente de control” que significa todas las actitudes, conocimientos y acciones de los directores y administradores respecto del control interno y de su importancia para la entidad. El ambiente de control afecta la efectividad de procedimientos de control específicos. Un fuerte ambiente de control, por ejemplo, un rígido control presupuestal y un eficiente funcionamiento de la auditoría interna, puede complementar significativamente un específico procedimiento de control. Sin embargo, un fuerte ambiente de control no asegura, por sí solo, la efectividad del sistema de control interno. Entre los factores que conforman el ambiente de control se incluyen:

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
El funcionamiento del consejo de directores y el de sus comités.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
La filosofía de la administración y su estilo de operación.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
La estructura organizacional de la entidad y sus métodos para asignar autoridad y responsabilidad.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Los sistemas de control administrativo, incluyendo el funcionamiento de la auditoría interna, las políticas y procedimientos sobre el personal y la segregación de responsabilidades.

(b) “procedimientos de control” que significa las normas y procedimientos que en adición al ambiente de control ha establecido la administración para alcanzar los objetivos específicos de la entidad. Los procedimientos de control específicos incluyen:

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Informes, revisión y aprobación de reconciliaciones.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobación de la exactitud aritmética de los registros.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Supervisión de las aplicaciones y del ambiente de los sistemas de información computarizados, por ejemplo, estableciendo controles sobre:

- Cambios de software,

- Acceso a archivos de datos

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Mantenimiento y revisión de las cuentas de control y de los balances de prueba.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Aprobación y control de documentos.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Comparación de los datos internos con fuentes externas de información.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Comparación de las existencias físicas de efectivo, inversiones e inventarios con los registros contables.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Limitación del acceso físico a los activos y a los registros.

SYMBOL 183 \f "Symbol" \s 10 \h
Comparación y análisis de los resultados financieros con las cantidades presupuestadas. (...)".

Como podrá concluir un experto en estas materias, en el ámbito de Ifac se ha producido, a partir de la revisión de 1991, una asimilación muy completa de las concepciones plasmadas en Sas 55.

( Pronunciamiento número 7 de 1994

En la sección 650 del Pronunciamiento número 7, mencionado, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública colombiana señaló -:

“(...) 9. Definición. Control interno es un proceso, ejecutado por la junta directiva o consejo de administración de una entidad, por su grupo directivo (gerencia) y por el resto del personal, diseñado específicamente para proporcionarles seguridad razonable de conseguir en la empresa las tres siguientes categorías de objetivos:

- Efectividad y eficiencia de las operaciones.

- Suficiencia y confiabilidad de la información financiera.

- Cumplimiento de las leyes y regulaciones aplicables. (...)”.

Previamente el mismo Consejo había indicado en su Pronunciamiento número 4 de 1994:

“(...) 52. El control interno comprende el plan de organización y el conjunto de métodos y procedimientos que aseguren que los activos están debidamente protegidos, que los registros contables son fidedignos y que la actividad de la entidad se desarrolla eficazmente según las directrices marcadas por la administración. (...)”.

( Sas 78

En diciembre de 1995 Aicpa emitió SAS 78 “Consideration of Internal Control in a Financial Statement Audit: An Amendment to Statement on Auditing Standards No. 55”, en el cual se lee:

“(...) 1. Esta corrección revisa la definición y descripción del control interno contenida en el SAS No. 55, Evaluación de la estructura del control interno en una Auditoría de Estados Financieros, para reconocer la definición y descripción contenida en el Control Interno – Marco Integrado, publicado por el Comité de la Organización de Patrocinio de la Comisión de Marcas (informe de COSO). El Consejo de Normas de Auditoría (ASB) cree que el informe COSO está teniendo una rápida aceptación para el control interno entre las organizaciones de control interno de los Estados Unidos y su aceptación y uso continuará creciendo. Por lo tanto, el ASB cree que es apropiado revisar el SAS No. 55, para reconocer la definición y descripción del control interno contenida en el informe de COSO, para proporcionar adecuadamente y en tiempo, una guía útil a los auditores. (...)

(...) 6. El control interno es un proceso –efectuado por el consejo de directores de la entidad, gerencia y demás personal- designado para proporcionar una razonable seguridad en relación con el logro de los objetivos de las siguientes categorías: (a) seguridad de la información financiera, (b) efectividad y eficiencia de las operaciones, y (c) cumplimiento con las leyes y regulaciones aplicables. (...)”
.

(A manera de resumen: algunos comentarios sobre la evolución del concepto de control interno

Los auditores financieros prontamente advirtieron la responsabilidad de los administradores de controlar la organización bajo su cuidado. Solamente así estos podrían tener una razonable seguridad de que se lograran las metas por ellos propuestas.

La clásica descripción del control interno consagrada en la Guía Internacional de Auditoría número 6, párrafo cuarto, dio lugar a que se atribuyeran al control interno cuatro objetivos, a saber:

a) La protección de los activos de la entidad,

b) La generación de información financiera confiable,

c) La adherencia a las políticas de la entidad, y

d) El propender por la eficiencia de la organización.

Los auditores financieros, que sin duda percibieron el control interno en su integridad, decidieron clasificar dichos objetivos en dos grupos. Así los dos primeros objetivos se atribuyeron a lo que dieron en llamar el control interno contable, mientras que los otros conformaron el denominado control interno administrativo.

Interesados los auditores financieros en la razonabilidad de la información contable, centraron su atención en el control interno contable. Si este funcionaba debidamente habría una mayor seguridad de que la mencionada información fuese confiable.

De otra parte, derivado del innegable carácter práctico de las ciencias sociales, pronto consideraron que, en lugar de invertir importantes recursos en la constatación directa de la bondad de la información, podían ser mucho más efectivos y económicos si previamente evaluaban el control interno contable. En caso que este se considerara adecuado, podría depositarse cierta confianza en él y reducir el alcance de las llamadas pruebas sustantivas.

En cierta medida se olvidaron del control interno administrativo, ya que los asuntos propios de éste no se consideraban de interés en una auditoría financiera. Pronto la literatura empezó a aludir al control interno a secas, siendo entendido que se refería al control interno contable.

Aunque en ciertos casos podía no ser necesario o conveniente evaluar el control interno contable, en la mayoría de las oportunidades resultaba imposible desarrollar una auditoría totalmente sustantiva. Así, constreñidos por la realidad, se dedicaron a conceptualizar dicho control y a desarrollar herramientas para su evaluación.

Algunos desarrollaron el concepto de control clave: cierto procedimiento de tal importancia que si él no fallara evitaría la realización de un riesgo, así otros controles fuesen ineficaces.

Con el tiempo se advirtió que un solo procedimiento no era, en la mayoría de las circunstancias, capaz por sí solo de evitar un siniestro. Se desarrolló entonces el concepto de paquetes de control, para significar el mínimo de rutinas necesarias para asegurar cierto resultado.

Estos enfoques conllevaron un interés muy marcado por lo que hoy se denomina procedimientos de control, dentro de los cuales se encuentran actividades tales como la segregación de funciones, la restricción del acceso a los activos, las líneas de autoridad, la forma de documentar las operaciones, los arqueos y conciliaciones.

El sistema contable fue percibido, por sí mismo, como una herramienta de control, tanto en cuanto rechazaba operaciones indebidas, daba cuenta de ellas, imponía ritos documentales o permitía hacer seguimiento al comportamiento de cierta unidad.

Luego, al preguntarse sobre las causas de debilidades reiteradas en el control interno contable, tal vez un poco reflexionando sobre observaciones efectuadas por profesionales de la sicología, concluyeron que ellas en gran medida eran fruto de la actitud de los administradores respecto del control. Según la importancia que estos le concedieran a aquél, el control se volvía más rígido o más flexible. En consecuencia, adicionaron su visión con el concepto de ambiente de control, del cual hicieron depender, en primera instancia, la bondad del sistema de control interno contable. El administrador empezó a ser objeto de evaluación, ya no por sus ejecutorias tanto como por su filosofía y valores, pues de esto dependía el mensaje que se transmitiera, en cierto sentido en forma de presión, a través de la organización.

La historia obligó a juntar lo que conceptualmente se había dividido. Acciones descoordinadas, unas sobre el control interno contable y otras sobre el control interno administrativo, no fueron capaces de prevenir quiebras de importantes empresas.

En los Estados Unidos de América, dichas quiebras conllevaron una fuerte crítica a todos los modelos de supervisión, fueran estatales o privados, auditorias financieras o auditorias operativas.

De contera, se sentaron en la mesa todos cuantos estaban comprometidos en el asunto, incluido el Gobierno. De allí, como era de esperar, salió lo que se ha llamado una estructura integrada: efectividad y eficiencia de las operaciones, razonabilidad de la información financiera, cumplimiento de leyes y regulaciones aplicables.

Este nuevo discurso redescubre la importancia de la filosofía, los valores éticos y la competencia del personal. Enfatiza sobre la importancia del ambiente de control. Indaga sobre la coherencia y factibilidad de las metas organizacionales. Coloca en lugar de privilegio los sistemas de información y los procesos de comunicación. Y, con un enfoque más acertado enfrente de las realidades del competido mundo actual, orienta su atención a la forma como la organización evita y controla los riesgos, capta y aprovecha oportunidades. Los procedimientos de control y las mecánicas de supervisión conservan su participación en el logro de los objetivos institucionales.

( El control y la Contaduría Pública en Colombia

El marco conceptual precedente suministra una explicación sobre el área de conocimiento que bien puede ser objeto de un postgrado. Demuestra que existe un pensamiento en evolución y que ese saber tiene un sentido práctico, provechoso, para la empresa y para la comunidad. Por sí solo podría constituir una justificación suficiente para considerar necesaria y viable una especialización en control de negocios. Sin embargo, en él no se agotan las causas ni los motivos que aconsejan la puesta en marcha del programa académico en cuestión. Existen, además, razones de tipo sociológico que contribuyen a reforzar el planteamiento.

(¿ Contribuye el control al éxito?

Podemos distinguir tres visiones distintas en torno al control: Teoría, percepción y realidad. Desde una perspectiva teórica, el control es concebido como una acción que contribuye a lograr el éxito de una organización. Las acciones de medición, comparación, juicio, estímulo o corrección, permiten dirigir la actividad hacia sus fines. Se concluye, entonces, que el control es necesario, imprescindible y provechoso. Cualquier eficiente director debiera tener interés en su adecuado funcionamiento. En consecuencia, apoyaría su diseño, su puesta en marcha, su perfeccionamiento, su uso.

Pero una cosa enseña la teoría y otra es la convicción de las personas. El control es percibido casi en todos los casos como un instrumento represivo. Control es sinónimo de delación. El control es seguido de castigo. El control, en cuanto es mal enfocado, es un elemento generador de burocracia. Impide el cambio de los procedimientos, aferrándose ciegamente a las normas. Así las cosas, el control no es siempre factor de éxito. El control por el control no tiene sentido ni valor. El control puede ser fuente de fracaso, marchitando el desarrollo y protegiendo la arbitrariedad. Tal es la visión que se ha derivado del control ejercido por el Estado. El control realizado por la Autoridades se aferra a la ley, patrón de conducta que en teoría se asimila a la justo y a lo conveniente. Pero la ley permanece inmutable mientras todo lo demás evoluciona. Se aplican entonces patrones antiguos a situaciones nuevas. El control de las Autoridades se ejecuta para garantizar la supervivencia del régimen. No importa si de él se derivan beneficios para el controlado, ni si tales beneficios son o no superiores a los costos implícitos en el control. Además el control estatal suele ser ejercido por personas insuficientemente preparadas. Les falta tanto de academia como de visión.

De lo anterior se desprende una triste realidad. Como el control se asocia con el castigo y la ineficiencia, la tendencia es que solo exista cuando sea impuesto. Políticamente se propende por el desmonte de los controles externos. Se argumenta, además, que el diseño, enfoque y penetración de los controles internos debiera ser objeto de una decisión totalmente libre de cada empresario, permitiéndole dosificar su presencia según sus conveniencias. El control pierde importancia, pasando a depender de instancias inferiores de la organización, disminuyendo la calidad y remuneración de quienes tienen el encargo de ejercerlo, alejándose de los centros de decisión.

Así, una vez que el control no se asocia con el éxito, la teoría se aparta significativamente de la realidad, por virtud de la percepción punitiva que de aquél se tiene. Pero si el control si es camino al éxito y en el éxito descansa el futuro y el bien común, debemos desprenderle su equivocada imagen y resaltar su papel triunfador, en beneficio de las mismas empresas que hoy lo rechazan.

( ¿ Para controlar bastará auditar?

Se sostiene hoy que los controles deben ser invisibles. La idea de que se ejerce control sobre un proceso ha sido reemplazada por la teoría de que el proceso se controla. Bajo el primer entendimiento el control es una supra - estructura. Al influjo de la segunda el control es un elemento, un ingrediente, que se mezcla con los demás hasta resultar imperceptible.

La auditoría puede contribuir al control. Generalmente una auditoría forma parte del sistema de control y lo orienta. Pero la auditoría no es todo el control. La auditoría, por definición, debe ser desempeñada por un agente externo, es decir, independiente. Así la auditoría siempre se realiza sobre un proceso, del cual el auditor no puede formar parte. Se distingue, entonces, la auditoría de la supervisión, la cual es efectuada por quienes, de una manera u otra, intervienen en el proceso.

De otro lado, debe destacarse que el control es un poder. La acción del control solo culmina cuando estimula o corrige. Para evitar quedarse en el plano de las recomendaciones, el control necesita contar con la fuerza para imponer sus conclusiones. Es por ello que el control es una acción propia del administrador, pues es éste el que tiene el poder de decidir, ordenar o ejecutar el estímulo o corrección.. 

La auditoría culmina en una opinión. Su cometido es emitir un juicio calificando el grado en el cual una conducta se apega al patrón elegido. Las acciones a seguir son de resorte del auditado. Es él, en uso de su capacidad y deber de elegir, quien debe definir el qué, el cómo, el cuándo, el dónde y las demás circunstancias del estímulo o la corrección. Si el auditor, traspasando la función de opinar, elige y ejecuta, se inserta en las labores de administración y pierde su independencia. Podemos decir, en un sentido relativo, que se controla para sí y se audita para otros.

Existen, ciertamente, unas tareas comunes entre el control y la auditoría. Ambas acciones miden, comparan y concluyen. Comparten, entonces, un instrumental metodológico. Esto ha hecho que en nuestro país se crea que todo el que está entrenado para auditar puede controlar. En verdad, el auditor sobresale por su capacidad de diagnosticar, de evaluar. Pero no ha sido preparado para ser empresario. No logra, entonces, rematar con eficiencia y éxito gestiones de naturaleza administrativa. Esta es, quizá, la más importante limitación que debe superarse mediante los estudios de postgrado.

Muchas profesiones entrenan para ejercer controles. Pero la gran mayoría de ellas están signadas por la especialidad. En nuestro medio únicamente los contadores públicos han sido preparados para evaluar diversas entidades y asuntos. Mas el entrenamiento de los contadores públicos está centrado en la auditoría. Para rematar precisemos que no es en cualquier auditoría que se prepara un contador público. No obstante la creciente dedicación a las auditorias de control interno, de operación, de sistemas, tributaria, entre otras, lo cierto es que los planes de estudio y la teoría subyacente descansa y enfatiza en la auditoría financiera.

La auditoría financiera, en cuanto especie, comparte con las otras manifestaciones de la auditoría una serie de principios universales que, de otro lado, también se encuentran en los procesos de control. Independencia, idoneidad, supervisión, documentación, evidencia, están presentes, en mayor o menor medida, en todos esos procesos.

Una auditoría financiera se dirige a comparar una información contable contra una base comprensiva previamente elegida para identificar, clasificar, resumir e informar datos económicos. Por tanto, en primera instancia, el auditor financiero debe ser contador público, pues solo así conocerá y dominará el patrón que luego como auditor utilizará como punto de comparación.

Presenciamos hoy como se extrapola la auditoría financiera para ser aplicada a las demás auditorias. Este desplegamiento logra relativo éxito, debido a los factores comunes que toda especie comparte con el género. Pero el desconocimiento del patrón de comparación propio de cada auditoría implica una estrecha y, en veces, corta o errada visión. Es por ello que las otras profesiones, las no contables, encuentran un argumento sólido para reivindicar su posibilidad de conquistar la auditoría. El dilema, entonces, consiste en si preparamos a otros profesionales en auditoría o si entrenamos a los contadores en otros patrones de comparación.

Si el control no se agota en la auditoría ni la auditoría es el control, si los profesionales de hoy saben auditar pero no controlar y si el control es clave y socialmente necesario, entonces debemos capacitar no solo para auditar sino, también, para controlar.

(¿ Se satisfacen los objetivos del control con la vigilancia de la ley?

Importantes cambios de concepción sobre el papel del Estado han convertido a éste en un verdadero gerente de esa empresa llamada nación. Así, revestido de un perfil claramente intervencionista, el Estado ha hecho palpable su presencia en los más diversos asuntos. En cuanto aquí nos interesa conviene resaltar que el Estado determina, en mayor o menor medida, los planes de estudios de las carreras, los ámbitos de desarrollo profesional y las reglas de comportamiento ético aplicables a cada tipo de oficio.

En materia de contaduría pública, las bases contables aplicables vienen siendo determinadas por normas legales, que no se han limitado a definir los principios que inspiran el sistema, sino que han llegado a regular la clasificación y dinámica de las cuentas, así como el contenido y detalle de los estados financieros y de las revelaciones que los deben acompañar. La revisoría fiscal, aunque se le califique de un desarrollo profesional, ha sido objeto de tal cantidad de regulaciones, que no cabe duda sobre su naturaleza de institución jurídica, encontrándose disposiciones sobre los servicios que comprende y la forma de realizarlos. La auditoría ha venido siendo objeto de una creciente atención por parte de las fuentes formales del derecho. A las expresiones doctrinarias de las Autoridades, han seguido manifestaciones de la jurisprudencia, circulares y resoluciones reglamentarias, definiciones legales y, recientemente, pronunciamientos del Consejo Técnico de la Contaduría Pública. El control interno, a pesar del desconocimiento que sobre él existe, fue objeto de normas de rango constitucional y, hace poco, una ley lo impuso y organizó en el seno de las entidades del Estado. También como desarrollo de reglas constitucionales, se puso en marcha el Contador de la Nación, quien será el más importante regulador contable del país, capaz de normatizar los sistemas contables públicos.

La Fe Pública contable ha sido concebida, en primer lugar, como un instrumento para certificar el grado de cumplimiento de las normas. Baste recordar la definición legal que sobre ella consagran tanto la ley 145 de 1960 como la ley 43 de 1990.

Semejante cantidad de disposiciones no es fruto de una democracia participativa, como si lo son en otras latitudes. Un círculo reducido de personas, generalmente funcionarios públicos, son los encargados de proyectarlas y, en casi todos los casos, son estadios políticos quienes definen su redacción final. No obstante el inmenso esfuerzo de diversos profesionales, sean o no funcionarios públicos, lo cierto es que son criterios de Estado los que finalmente gobiernan estas expresiones. La unión establecida entre el sistema contable y las bases para la determinación de los más diversos impuestos, han provocado que los problemas y conveniencias de la Hacienda Pública definan el contenido tanto de las normas contables como el quehacer de los auditores, revisores o contralores.

Tres consecuencias preocupantes se han derivado de tales hechos. De un lado, el ejercicio profesional está intrínsecamente ligado a la aplicación y verificación del cumplimiento de normas legales. Otras problemáticas, más propias de la disciplina y esenciales desde el punto de vista científico, han pasado a segundo lugar. No importa si una conducta se ciñe a postulados teóricos o satisface requerimientos técnicos. Basta que se ajusten a la ley. Un ejemplo de esta situación se encuentra en la aplicación del sistema de ajustes integrales por inflación. Existe unanimidad doctrinal internacional en el sentido de que dicho sistema requiere el ajuste de las partidas desde la fecha en la cual se originaron o acumularon. Sin embargo, las leyes colombianas prohibieron esa anticuación o reexpresión inicial. A pesar de ello, por doquier se afirma que los estados financieros presentan razonablemente la situación financiera. Es obvio que esto solo es verdad de cara a la base legal impuesta para la formulación de la información contable. Pero no lo es desde la perspectiva de la realidad económica.

En segundo lugar, la academia universitaria, con una postura pragmática, ha centrado sus esfuerzos en la enseñanza de esa maraña de regulaciones legales. Los contadores públicos colombianos saben de contabilidad, costos, auditoría, revisoría fiscal, control interno, lo que las normas jurídicas consagran. En la medida en la cual esas regulaciones se apartan de las reflexiones y conclusiones de la ciencia y se pliegan a problemáticas políticas, en el mismo grado el saber de los profesionales se aleja de lo propio para conquistar lo ajeno - el derecho -.

En tercer lugar, absorbidos por el creciente número de disposiciones legales e involucrados en enfrentar y controlar los efectos de los repetidos cambios legales, unos y otros se han desconectado del discurso universal. El conocimiento de la localidad no ha dejado tiempo para traspasar las fronteras territoriales. Como resultado de ello no ha tenido importancia el dominio de otros idiomas, las colecciones bibliográficas poseen un muy pequeño número de volúmenes sobre el pensamiento en otras latitudes, las librerías privilegian los autores nacionales que son bien escasos. La regla ha destronado al concepto y éste es desconocido.

El control, concebido como una acción administrativa enfocada al éxito, que en primer lugar, aunque no solamente, coloca los problemas de eficacia y eficiencia, no logra satisfacer sus fines si se dedica exclusivamente a la aplicación y vigilancia de lo legal. Recientemente hemos podido observar hasta qué punto llega este peligroso desvío. Recogiendo una base conceptual universal, dentro del marco teórico de la contabilidad, el Consejo Permanente para la Revisión de las Normas Contables, propuso la consagración legal del principio costo - beneficio. No hay que hacer muchos esfuerzos para explicarlo. Empresarios, administradores, ingenieros, economistas y muchos más profesionales entienden que todo esfuerzo debe estar encaminado a producir un bienestar superior al consumo de recursos involucrado en cada actividad. Sin embargo, el Gobierno suprimió la norma en cuestión contenida en el proyecto y no la incluyó en la versión de lo que hoy integra el decreto 2649 de 1993. Se dice en los pasillos - y seguramente no se conocerá más que lo que en ellos se dice - que el principio de costo - beneficio hubiera llevado al traste la aplicación del plan único de cuentas (!).

Por lo demás, el derecho no hace ciencia distinta de la jurídica. Que bueno sería dictar un decreto diciendo Cúrese el SIDA si con ello efectivamente tal enfermedad quedara superada. Pero hasta tanto las ciencias de la salud no encuentren la respuesta a semejante flagelo, el derecho será impotente para solucionar ese problema. De igual manera, el derecho no hace ciencia contable. Puede si, desconocerla, malinterpretarla, desviarla.

En definitiva, es ineludible rescatar la ciencia contable y el control de las garras del derecho. Solo sobre la base del respeto de la identidad de cada una de ellas será posible lograr que en nuestro país colaboren ambas disciplinas en la construcción de un país mejor.

( ¿ Es importante la contaduría y el contador?

Quien se haya acercado a la problemática de la información y haya advertido que la información es un poder, capaz de construir o derrumbar, no pondrá en duda la importancia de la contaduría, de la contabilidad, del contador público. Tan sencillo como afirmar que sin información contable no es posible planear, dirigir o controlar una organización, ni ésta puede ser evaluada por partes externas.

Como lo manifestamos en el II Congreso de Contadores Javerianos, y no nos cansamos de repetirlo, la falta de cultura contable es uno de los mayores enemigos del contador público y, por ende, del revisor fiscal. En tal oportunidad sostuvimos:

" La generación de información económica que sea veraz, oportuna y útil, implica, necesariamente, que la contabilidad sea reconocida como herramienta idónea para lograr esos propósitos.

En otras palabras: se requiere que en realidad se considere imprescindible la contabilidad para desarrollar las labores propias de la administración, como son, planear, organizar, seleccionar, motivar, controlar e informar.

Reconocido el papel de la contabilidad, adicionalmente debe entenderse que para obtener registros veraces es indispensable controlar las operaciones y garantizar que son capturadas por el sistema de información como realmente ocurren.

Mas cuando la contabilidad se mira como el resultado de obligaciones legales cuyo objeto no es otro que suministrar información al Estado y no se considera como un elemento esencial para soportar las decisiones económicas que día tras día se toman, entonces resulta relegada al mundo de aquellas cosas que hay que hacer porque toca y no porque sirven.

Al perder importancia el sistema contable se arrastra necesariamente en ese descrédito al profesional que es capaz de organizarla, perfeccionarla y hacerla funcionar: el contador público, quien bien entendido su papel como parte de la administración, debería resultar un eje esencial para cualquier organización.

Enfrentados entonces, a contabilidades que suministran informes tardíos, o datos generados bajo criterios fiscalistas o de control estatal, o con distorsiones importantes de la realidad y a contadores que son relegados a niveles de segundo o tercer orden dentro de la organización, salta a la vista la falta de cultura contable y de control, donde se empieza a hablar de una "contabilidad oficial" por contraposición a una contabilidad privada, estadística y verdaderamente útil.

Menospreciada la contabilidad, manipulada la información y subyugado el contador público, el auditor o fedatario económico se encuentra en un medio hostil, en el cual se le cierran las puertas para evitar los reproches que seguramente formularía ante semejante situación.

En definitiva, la falta de aprecio por la cultura contable, el respaldo a métodos alternos de información, el rechazo a la intromisión del Estado que con sus criterios de vigilancia o recaudación impone métodos que restan utilidad interna a la información contable, genera un dilema insalvable para el fedatario: o se pliega ante esas realidades, flexibiliza sus criterios y asume solitariamente preocupaciones científicas u opta por rebelarse frente a las limitaciones al alcance de su trabajo, procede a glosar severamente las desviaciones y enfrenta las consecuencias que ello generaría en las relaciones contractuales con el ente auditado.

Ante semejante disyuntiva es necesario abogar por una mayor difusión de los principios básicos de la contabilidad, un mejor resaltamiento de su utilidad y un reposicionamiento de la imagen del contador público tanto en su papel de administrador como de fedatario.

En suma, los diferentes estamentos profesionales y la universidad están llamados a culturizar al público en general mediante estrategias claras que en el corto plazo dignifiquen y eleven al contador al estadio de los protagonistas sociales más prestigiosos e importantes."

El dilema que planteamos en el parte anterior debe ser resuelto por una política. ¿Qué es lo conveniente, lo oportuno, lo factible? ¿Quién debe ser el beneficiario de una acción académica? Estas preguntas admiten distintas respuestas. Pero distintas respuestas no pueden ser sostenidas por las mismas personas. Un Departamento de Ciencias Contables como el de la Universidad Javeriana está llamado, en primer lugar, a satisfacer sus compromisos previamente adquiridos. Los que tiene con la comunidad profesional de la cual forma parte, con sus propios egresados y con sus estudiantes. Llanamente hay que decirlo: primero los contadores.

(¿ Es la revisoría fiscal la panacea?

Como ya se ha indicado, la revisoría fiscal es un fenómeno del derecho de las corporaciones, nacido para proteger los intereses tanto de la organización auditada como de las entidades que se relacionan con ella. La utilidad de la auditoría financiera llevó a que la revisoría fiscal en Colombia se inscribiera como una actividad profesional reservada a los contadores públicos. No es el momento de replantear el debate que existe en torno a esta institución. Tampoco es necesario reiterar la inmensa importancia que ella tiene dentro del mercado laboral de la contaduría pública. Baste enfatizar que en la revisoría fiscal no están comprendidas, ni pueden comprenderse, todos las manifestaciones del control. No sabemos cuál será el futuro de la revisoría fiscal. Bien puede convertirse en una verdadera auditoría interna financiera y operativa o, por el contrario, perfilarse como una mecánica pura de auditoría externa, sea financiera - como sucede en muchos países -, sea integral como plantea el Consejo Técnico de la Contaduría Pública. Bien puede suceder que se transforme en una verdadera instancia de control. Lo cierto es que la Universidad no puede dirigir sus esfuerzos a preparar para un cargo, cualquiera sea su alcance. Hay que preparar para tareas, las cuales pueden ser ejercidas desde distintas posiciones y con diferentes enfoques. Formar para ejercer control habilitará para desarrollar múltiples cargos, incluida la revisoría fiscal. En cambio, formar revisores fiscales seguramente generaría un cuerpo profesional especializado, amarrado a la suerte de la institución, sin solucionar otras facetas de la problemática.

La auditoría interna

( La auditoría interna financiera

Enfrentados a nuevas cargas respecto de la preparación y difusión de informes financieros, así como al apreciable tamaño de las organizaciones bajo su mando y a los requerimientos de la administración científica - que desencadenó una desconocida dinámica en la división de funciones y un creciente propósito de racionalizar los costos -, los administradores decidieron introducir dentro de sus organizaciones unidades especializadas en la supervisión de las áreas encargadas del sistema contable. Al aparecer dentro de las corporaciones individuos con funciones similares a la de los auditores financieros, se acuñaron las expresiones de auditor externo y de auditor interno, para distinguir unos de otros. La identidad de objetivos llevó con el tiempo, en aras de un hacer económico, a que los auditores externos evaluaran la bondad del trabajo desarrollado por los auditores internos y, en caso de calificarlo como aceptable, tomarlo en cuenta a la hora de planear su propia auditoría, con lo cual se obtuvo una notable reducción en la cantidad y profundidad de las pruebas practicadas por los auditores externos, aunque en algunos casos se aumentó el riesgo de no advertir oportunamente ciertas deficiencias de la información.

El esfuerzo de los administradores, los requerimientos del Estado, el fruto de la labor de los auditores internos y las importantes contribuciones de la tecnología, en especial con la introducción de los computadores, permitió, en los países de mayor desarrollo, superar las deficiencias observadas en el sistema contable de las corporaciones.

( La auditoría interna operativa

Superadas las más notorias deficiencias en los sistemas de información y en los controles contables, los auditores internos se enfrentaron a la necesidad de cambiar el enfoque de su trabajo. Puesto que ya no tenía igual sentido que antes el dedicarse a la protección del sistema contable, velando por la generación de adecuada información, les era imperioso recrear su papel dentro de las organizaciones. Es entonces, inspirados por la conveniencia de servir mejor, cuando resolvieron preocuparse por la evaluación de la eficacia y de la eficiencia de las operaciones.

La administración de los negocios sociales, otrora centrada en las labores de extracción y, luego, en la transformación, no se había detenido allí. La producción en masa de bienes y servicios creó y fortaleció la competencia empresarial. El público se encontró ante diversas alternativas, que propiciaron la necesidad de reflexión sobre la calidad de los artículos y sobre la bondad de las condiciones de comercialización. Era necesario atraerlo, fuera con calidad, con oportunidad o con mejores precios. La lucha, lejos de desarrollarse adentro de las organizaciones, se había convertido en una verdadera pugna por los mercados. La eficiencia de la fabricación, expresada en menores costos, y la necesidad de acompañar el producto con la mejor atención, empaque, mantenimiento, reparación o reemplazo, se habían tornado en las principales estrategias. Llegó la era de la denominada gerencia del servicio.

El énfasis sobre el control interno contable, como era de esperar, no satisfacía los anhelos y necesidad de la eficiencia. Esta preocupación quedó en manos de los auditores internos, ahora convertidos en auditores operativos.

Los auditores operativos, enfocados en el resultado de los procesos organizacionales, rápidamente cayeron en cuenta sobre la necesidad de contar con patrones objetivos de comparación. En la auditoría financiera tal patrón está constituido por la base contable, siendo muy usual aplicar aquella que se conoce como principios de contabilidad generalmente aceptados.
Resolvieron entonces que era necesario idear algunos nuevos índices y empezaron a hablar de los indicadores de gestión. Sobre la base de un profundo conocimiento del negocio, de los tiempos y movimientos consumidos u ocurridos al operar, conformaron bases estadísticas de comportamiento. Una acción empezó a ser calificada de eficiente en cuanto implicara menores tiempos o movimientos de los observados en el pasado. Los indicadores de gestión permitieron establecer nuevas metas organizacionales, en la búsqueda premeditada de la reducción de errores y desperdicios.

Pronto se fueron especializando. Florecieron nuevas modalidades tales como la auditoría de sistemas, las auditorias de calidad y las auditorias de mercado.

( Entendimiento actual de la auditoria interna

En http://www.theiia.org/gtf/def_sp.htm (versión diciembre 18 de 1999) encontramos las siguientes manifestaciones:

“Auditoría interna es una actividad independiente y objetiva de aseguramiento y consultoría, guiada por la filosofía de agregar valor para mejorar las operaciones de una organización. Asiste a la misma en el cumplimiento de sus objetivos, brindando un enfoque sistemático y disciplinado para evaluar y mejorar la efectividad de sus procesos de manejo de riesgo, control y gobierno de la organización. 

Auditoría interna demuestra su profesionalismo y compromiso con la excelencia al operar dentro del enfoque de práctica profesional establecido por The Institute of Internal Auditors.”

“Aseguramiento 

Una opinión proporcionada por un auditor interno profesional sobre un componente general o específico de su práctica profesional referido a que la gerencia de una organización comprende la exposición al riesgo, implementa un manejo adecuado del riesgo, balancea los riesgos y el control adecuadamente (las estrategias de control son relativas a las estrategias de manejo de riesgos), y adapta los cambios efectivamente.

Los servicios de aseguramiento se caracterizan por un reporte de tres vías, por ejemplo: el auditor interno (1) reporta al directorio (2) sobre lo auditado (3).”

“Consultoría
Auditoría interna provee opinión a una organización sobre la identificación del riesgo y las actividades empleadas para manejar la exposición asociada al riesgo. Auditoría interna participa y provee opinión, respondiendo a un pedido específico o en la aplicación general del alcance definido. Los servicios de consultoría se caracterizan por un reporte de dos vías, por ejemplo: el auditor interno (1) reporta al directorio (2).”

“Agregar valor
Las organizaciones existen para crear valor o beneficios para sus propietarios, accionistas, clientes y proveedores. Este concepto le da propósito a su existencia. El valor es provisto al desarrollar sus productos y servicios y su utilización de recursos para promover aquellos productos y servicios. En el proceso de obtención de datos para comprender y evaluar el riesgo, los auditores internos desarrollan conocimientos significativos de las operaciones y oportunidades de mejora que pueden ser sumamente beneficiosas para sus organizaciones. Esta valiosa información puede darse en forma de consultas, opiniones, informes de auditoría o mediante otros productos, todos ellos adecuadamente comunicados a la gerencia correspondiente o al personal operativo. 

“Asistir a la organización
Auditoría interna se concentra en los objetivos generales de una organización y en la manera en que esos objetivos son cumplidos en los niveles operativos. 

Procesos de manejo de riesgo, control y gobierno de las organizaciones

Los procesos de manejo de riesgo son implementados por la gerencia para identificar, evaluar y responder a riesgos potenciales que pudieran impactar el cumplimiento de los objetivos de la organización. Los procesos de control son las políticas, procedimientos y actividades que forman parte de un esquema de control, diseñados para asegurar que los riesgos estén contenidos dentro de las tolerancias establecidas por el proceso de manejo de riesgos. Los procesos de gobierno de las organizaciones se refieren a los procedimientos utilizados por los representantes de los socios de una organización (accionistas, etc.) para supervisar los procesos de riesgo y control administrados por la gerencia.”

( Sindicatura y auditoría interna

Durante mucho tiempo la auditoría interna fue una respuesta de los administradores a sus propias responsabilidades. Su existencia dentro de una organización no tenía origen legal. Sin embargo, con el paso del tiempo, los legisladores convirtieron la auditoría interna voluntaria en obligatoria. Como ejemplo podemos citar la Ley número 52 del 3 de mayo de 1994 expedida por el Congreso Nacional del Ecuador, en la cual se lee
:

“Art. 83.- Toda institución del sistema financiero, tendrá un auditor interno y un auditor externo, calificados en cuanto a su idoneidad y experiencia por la Superintendencia. Respecto del segundo, la Superintendencia llevará el registro correspondiente.

Los auditores interno y externo serán nombrados y removidos, en cualquier tiempo, por la Junta General de Accionistas. En caso de ausencia definitiva, la Junta General de Accionistas procederá a designar su reemplazo, dentro del plazo de treinta días de producida esta.

Art. 84.- La Superintendencia, respecto de las auditorias que se realicen, tendrá plenas facultades fiscalizadoras sobre ellas y podrá exigir requisitos mínimos que deban cumplirse.

Tanto auditor interno como externo, presentarán al directorio y a la Superintendencia, con la periodicidad que estos determinen, cualquier información que se le solicite, y aquella que los auditores consideren necesaria.

Art. 85.- El auditor interno velará, al menos, porque las operaciones y procedimientos de la institución se ajusten a la ley, al estatuto, a los reglamentos internos, a la técnica bancaria y a los principios contables aceptados por la Superintendencia. Además son responsabilidades propias del auditor interno vigilar el funcionamiento adecuado de los sistemas de control interno; velar por el cumplimiento de las resoluciones de la junta general de accionistas, del directorio, de la Superintendencia; y, suscribir los estados financieros, conjuntamente con el representante legal y el contador general.

Si el auditor interno se negase a firmar los estados financieros, deberá sustentar su negativa, por escrito, ante la institución financiera y a la Superintendencia de Bancos.

Art. 86.- El auditor externo, persona natural o jurídica, hará las veces de comisario de la institución en los términos establecidos en la ley de compañías y además tendrá las funciones que se determinan en esta Ley y en las leyes de carácter tributario así como en las disposiciones que dicte la Superintendencia.

El auditor externo será designado para períodos de un año y podrá ser designado sucesivamente.

Además de lo dispuesto en otras leyes y en las instrucciones que imparta la Superintendencia, el auditor externo tendrá las siguientes obligaciones y funciones:

a) Opinar o abstenerse explícita y motivadamente de hacerlo sobre la veracidad o exactitud de los estados financieros, los sistemas de contabilidad y sus comprobantes y soportes;

b) Opinar sobre la suficiencia y efectividad de los sistemas de control interno, la estructura y procedimientos administrativos de la institución auditada y evaluarlos;

c) Opinar si las operaciones y procedimientos se ajustan a las disposiciones legales, estatutarias, reglamentos internos y a las instrucciones que al efecto imparta la Superintendencia; por tanto deberá opinar si los estados financieros examinados presentan razonablemente la situación patrimonial de la institución al 31 de diciembre y los resultados de sus operaciones durante el ejercicio terminado en esa fecha, de conformidad con las normas contables establecidas por la Superintendencia y los principios de contabilidad generalmente aceptados, en lo que estos no se contrapongan a los anteriores, así como sobre su aplicación uniforme;

d) Opinar si los estados financieros concuerdan con las anotaciones efectuadas en los registros contables de la institución y si estos se han llevado de conformidad con las disposiciones legales vigentes;

e) Proporcionar información pormenorizada de las inversiones en acciones que la institución financiera mantenga en otras empresas, tanto en el país como en el exterior. Cuando se trate de inversiones en subsidiarias o afiliadas de bancos o de sociedades financieras, deberá comentar sobre la naturaleza y monto de las operaciones entre el inversionista y la receptora de la inversión, sus relaciones existentes y los efectos que ejerce la consolidación sobre el patrimonio de la institución auditada;

f) Pronunciarse o abstenerse explícita y motivadamente de hacerlo sobre otros aspectos que requiera la Superintendencia o la institución auditada;

g) Opinar sobre el cumplimiento de las medidas correctivas que hubiesen sido recomendadas en el informe anterior sobre los aspectos indicados en los literales anteriores; y,

h) Efectuar revisiones trimestrales o semestrales de la institución financiera correspondiente, cuando así lo requiera la Superintendencia.

Las funciones del auditor externo son incompatibles con la prestación de cualquier otro servicio o colaboración a la institución auditada, excepto los servicios de selección de personal. El auditor externo no podrá, dentro del año siguiente a la terminación de sus funciones, prestar otra clase de servicios a la institución auditada.

No puede ser auditor externo la persona que hubiese prestado servicios remunerados a la institución en el año inmediatamente anterior.

Obligatoriamente, una institución del sistema financiero, la sociedad controladora, las instituciones integrantes del grupo, sus compañías subsidiarias ubicadas en el país o en el exterior, tendrán el mismo auditor externo o firmas corresponsales o asociadas con éste. (...)”.

La importancia del control interno y la de las auditorias internas y externas es tal que en sus “Principios Básicos para una Supervisión Bancaria Efectiva” el Comité de Basilea para la Supervisión Bancaria, según la manifestación hecha en Basilea en Septiembre de 1997
, propuso a los supervisores bancarios, en nuestro caso la Superintendencia Bancaria, el siguiente principio:

“(...) 14. Los supervisores bancarios deben determinar que los bancos hayan establecido controles internos adecuados a la naturaleza y escala de sus negocios. Estos deben incluir arreglos claros para la delegación de autoridad y responsabilidad; separación de funciones que pueden comprometer al banco, el otorgamiento de sus fondos, o derechos sobre sus activos y pasivos; reconciliación de estos procesos; salvaguarda de sus activos; y auditorias independientes apropiadas, internas o externas, y funciones para verificar el cumplimiento y evaluar la adherencia a los controles establecidos así como a las leyes y normas aplicables. (...)”

En la historia legislativa colombiana se encuentran disposiciones que aluden a la auditoría interna respecto de compañías de carácter privado. Aunque no necesariamente vigentes son dignas de citar. Veamos:

Superintendencia Bancaria

CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 72 DE 1991

(Diciembre 27)

“(...) De conformidad con lo previsto en el artículo 2.1.3.1.20. del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, las sociedades fiduciarias pueden actuar como representantes de tenedores de bonos, siempre que sean autorizadas para el efecto por la Superintendencia Bancaria.

En virtud de lo anterior, este despacho ha considerado procedente impartir las siguientes instrucciones:

1. Régimen de autorización general. Se entienden autorizadas para actuar como representantes de tenedores de bonos las sociedades fiduciarias que cumplan con los siguientes requisitos:

(...) 1.3. Que la sociedad disponga de una adecuada capacidad técnica, con la infraestructura administrativa, tecnológica y humana que le permita velar de manera adecuada por los derechos y la defensa de los intereses comunes de los tenedores, así como por el seguimiento permanente de la situación financiera de la sociedad emisora.

Lo anterior presupone, entonces, para la sociedad lo siguiente:

(...) 1.3.2. Contar con procedimientos de control interno en los cuales se señalen claramente:

1.3.2.4. La existencia de una auditoría interna, cuyas funciones deberán estar claramente establecidas.(...)”.

Comisión Nacional de Valores

Superintendencia de Valores

CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 10 DE 1992

(Abril 22)

“(...) En adelante, las sociedades comisionistas de bolsa podrán ofrecer y prestar a sus clientes servicios de administración de valores, siempre que se sujeten a lo dispuesto en la presente circular y a lo que sobre el particular dispongan los reglamentos de la respectiva bolsa.

(...) Finalmente, es entendido que la mayor capacidad que se otorga a las sociedades comisionistas supone la necesidad complementaria de desarrollar adecuados instrumentos de auditoría interna para que las condiciones establecidas en la presente circular se mantengan y consoliden progresivamente, hechos éstos que de suyo derivan en una mayor responsabilidad de los administradores en el ejercicio de sus funciones.(...)”.

Superintendencia de Valores

CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 7 DE 1992

(Marzo 27)

“(...) En adelante, las sociedades comisionistas de bolsa podrán administrar portafolios de valores de terceros, para los efectos de la Resolución 51 del Conpes, con sujeción a las siguientes reglas:

(...) Finalmente, es entendido que la mayor capacidad que se otorga a las sociedades comisionistas supone la necesidad complementaria de desarrollar adecuados instrumentos de auditoría interna para que las condiciones establecidas en la presente circular se mantengan y consoliden progresivamente, hechos éstos que de suyo derivan en una mayor responsabilidad de los administradores en el ejercicio de sus funciones.(...)”.

LEY NÚMERO 130 DE 1994

“ART. 49.—Auditoría interna y externa. Los partidos, movimientos o candidatos, que reciban aportes del Estado para financiar su sostenimiento o sus campañas electorales, deberán crear y acreditar la existencia de un sistema de auditoría interna, a su cargo. Sin perjuicio de las sanciones establecidas en otras disposiciones legales, el auditor interno será solidariamente responsable del manejo ilegal o fraudulento que se haga de dichos recursos, cuando no informe al Consejo Nacional Electoral sobre las irregularidades cometidas.

La Registraduría Nacional del Estado Civil contratará, de acuerdo con las normas vigentes, un sistema de auditoría externa que vigile el uso dado por los partidos, movimientos o candidatos a los recursos aportados por el Estado para financiar sus gastos de sostenimiento y sus campañas electorales. El costo de tal auditoría será sufragado por los beneficiarios de los aportes estatales en proporción al monto de lo recibido.”.

( La Revisoría Fiscal colombiana: ¿auditoría interna o auditoría externa?

Ha pasado desapercibido el giro del Código de Comercio en materia de la sociedad en comandita simple, cuando dijo:

“ART. 339.—Las facultades de inspección y vigilancia interna de la sociedad serán ejercidas por los comanditarios, sin perjuicio de que puedan designar un revisor fiscal, cuando la mayoría de ellos así lo decida.”

La revisoría fiscal, es decir, la sindicatura, concebida como una forma de delegación de los socios era, sin duda, un instrumento de vigilancia interna, sometido al máximo órgano social, como aún hoy puede derivarse del texto legal contenido en el artículo 210 del Código de Comercio. Carácter interno que reforzaba su concepción de órgano social, pues esto significaba que formaba parte de la compañía en cuestión.

La exposición de motivos del proyecto de Código de Comercio de 1958 introdujo la sección I “De los revisores fiscales” del capítulo VI “De la vigilancia de la sociedad anónima” con las siguientes palabras
:

“(...) En esta sección se regula lo que es la vigilancia interna de la sociedad anónima, que se cumple por medio de revisores fiscales, en nombre y en interés de los mismos accionistas. (...)”.

Sucedió, al parecer inadvertidamente, que se encargaron al revisor fiscal funciones propias de un auditor externo financiero. La conveniencia de esta acción es bien dudosa y puede ser la explicación de muchas de las situaciones conflictivas que a diario afronta ese órgano.

Adviértase que estos comentarios no pretenden dar razón a quienes se han esforzado por encontrar diferencias entre la revisoría fiscal y la mal llamada auditoría externa - mal llamada porque la comparación en verdad la han hecho con la auditoría externa financiera -. Este esfuerzo equivale a la búsqueda de diferencias entre el juez y el abogado. 

Estos comentarios llaman la atención sobre el problema que representa el que a una institución creada para proteger a los socios, sin fórmula de reflexión se le haya colocado en el cuidado de los intereses del público, potencial inversionista, y de los intereses estatales. Es evidente que entre los propietarios, los empleados, el Estado y el público existen diferencias, modos de ver y juzgar distintos, intereses diversos. De tal manera que el revisor fiscal ha sido puesto en medio de una zona de conflicto. Obviamente generalmente el sacrificado es él.

Perfeccionamiento de la contabilidad y profesionalización de la auditoría

Cuando planteamos el fracaso de la fiscalización delegada anotamos que se hicieron necesarias acciones en tres dimensiones. Ya nos hemos referido al incremento de responsabilidades de los administradores y al fortalecimiento del control interno, acciones que conllevaron el crecimiento e institucionalización de la auditoría interna.

Nos corresponde ahora ocuparnos del perfeccionamiento de la contabilidad y, principalmente, de la profesionalización de la auditoría.

( Reflexión previa

Aún cuando las reflexiones que se consignan en este escrito se centran en los acontecimientos ocurridos en Occidente en el siglo XX, conviene llamar la atención sobre dos asuntos. En primer lugar hay que adoptar una posición sobre qué debe entenderse por contabilidad. Y, en segundo lugar, hay que resaltar el papel que frente a la contabilidad han tenido y tienen la Economía y el Derecho. Al efecto nos remitimos a Gertz, quien afirmó:

“(...) Si partimos de que el objeto de la contabilidad es el de conservar un testimonio de naturaleza perenne de los hechos económicos ocurridos en el pasado; tres serán los tipos de elementos que tengamos que buscar en el acontecimiento histórico, para poder determinar nuestro objeto:

1. Que encontremos al hombre constituyendo una unidad social y por lo tanto vinculado a otros hombres por necesidades comunes.

2. Que concurran actividades económicas en tal número e importancia que haya sido preciso auxiliarse de un testimonio de naturaleza perenne en la conservación de su información, que sirviera de ayuda a la débil memoria humana.

3. Que exista un medio generalmente aceptado mediante el cual se pueda conservar la información sobre la narración de los hechos ocurridos en el pasado (escritura) y que sea a la vez susceptible de registrar cifras (números) y por lo tanto medida y unidad de valor.

Serán pues estas tres condiciones las que tengamos que buscar en el acontecer histórico, para poder considerar la posibilidad fehaciente de una actividad contable, si bien cabe apuntar que cada una de las requeridas condiciones presupone, cronológicamente, una a la anterior, o dicho en otra forma la reunión de hombres crea necesidades cada vez más complejas que satisfacer, de aquí nace la necesidad de auxiliarse de un medio de información de naturaleza perenne, que es lo que da origen a la escritura y los números. Sólo entonces podemos considerar la posibilidad fehaciente de una práctica contable. (...)”
.

Gertz, enfrentado a la recordación de sucesos ocurridos durante la Edad Antigua, definió los criterios que acabamos de reproducir. Yo encuentro en tales postulados varias cosas que resaltar: que la contabilidad es un asunto social (reunión de hombres satisfaciendo necesidades comunes), que la contabilidad se ocupa de actividades económicas, que la contabilidad es una forma de registro, de recordación, de testimonio, de eventos sucedidos.

Considero que tales precisiones siguen teniendo vigencia y que son fundamentales. En el siglo XX ha existido una gran tendencia por expandir el ámbito de lo contable. Lo cual de suyo no es reprochable. Pero muchos autores han prohijado una homologación entre el concepto de contabilidad y el concepto de información. Yo creo que en esto hay un gran error. Al equiparar contabilidad e información aquélla disciplina se desdibuja de tal manera que pierde su identidad.

También señaló Gertz
:

“(...) La contabilidad es una técnica que está regida por un conjunto de principios propios cuyo objeto es mostrar la historia financiera de una unidad económica para fines informativos propios y de terceros. Por lo tanto, serán hechos económicos los que hagan que la contabilidad se modifique y adapte a ellos; en nuestra investigación, procuraremos resaltar este tipo de hechos con objeto de explicarnos el porqué de nuestra disciplina; asimismo, teniendo la contabilidad como fin no sólo la información de la unidad que contabiliza, sino de unidades ajenas a ella en cuanto al giro individual, pero conexas, en cuanto al mercado que las une; debemos hacer resaltar la intervención de otra disciplina, que vigile que dicha información, de la cual se derivan derechos y obligaciones, esté plenamente garantizada dentro del marco propio de su técnica: el Derecho.

Con estas dos disciplinas auxiliares podemos localizar cuando aparece la contabilidad, las causas que le dieron origen, y por lo tanto sus elementos, así como la evolución que ha sufrido a través del tiempo. (...)”.

No es posible “hacer”, “saber”, “llevar” y “usar” la contabilidad sin sólidos conocimientos de economía. Tanto desde el punto de vista teórico como desde la perspectiva histórica (hechos económicos). Varias veces he llamado la atención sobre la pobre preparación de los contadores colombianos en esa ciencia (lo cual también puede decirse de otras profesiones, como la abogacía). Varias veces y en mayor tono he repudiado el uso preferencial de la contabilidad para fines no económicos. Así, por ejemplo, la tributación y el control estatal han llegado a imponer reglas contables que dan la espalda a la economía. Y, en vía contraria, triste es constatar el desprecio de los economistas actuales por lo contable. Con ello se hiere de muerte a la contabilidad. Lo irónico es que los “asesinos” combaten la contabilidad sin advertir que ellos son los culpables de su enfermedad.

En cuanto a la importancia del Derecho me remito a mi escrito Derecho Contable
, resaltando únicamente que así como esta disciplina puede fomentar el desarrollo de lo contable, también puede ser fuente de su destrucción.

( La normalización contable

La contabilidad ha sido normalizada desde antiguo. No se trata aquí de hacer un recuento de ello. En cambio se pretende indicar que ese fenómeno ha tenido un increíble desarrollo durante el siglo XX. Tanto la normalización de origen disciplinar (es decir, la generada por expertos en lo contable, a manera de desarrollo de la disciplina, a la cual también llamamos autorregulación) como la de origen jurídico (que consiste en la incardinación de normas técnicas dentro del mundo legal) han tenido un dinamismo frenético, como pasamos a mostrarlo brevemente.

En el prefacio (Nueva York, marzo de 1965) de la obra Inventario de los Principios de Contabilidad, recordó Paul Grady el Informe del Comité Especial de Programas de Investigación del Consejo del Aicpa
:

“(...) El propósito general del Instituto, en el campo de la contabilidad financiera, deberá ser el de exponer por escrito la idea de lo que constituyen los principios de contabilidad generalmente aceptados, como orientación para sus miembros y otras personas. Esto significa algo más que un acopio de las prácticas vigentes; representa la realización de un esfuerzo continuo para determinar cuales son las prácticas apropiadas y para reducir las áreas de diferencia y de falta de uniformidad en la práctica. Para lograr esto, se deberá recurrir más a la persuasión que a la coacción. Sin embargo, el Instituto puede y debe tomar medidas concretas para guiar las opiniones sobre las soluciones no aceptadas totalmente o sujetas a controversia. (...)”.

El fenómeno de la normalización alcanzó niveles internacionales:

“(...) El Comité de Normas Internacionales de Contabilidad (IASC) es un cuerpo privado independiente, con el objetivo de lograr uniformidad en los principios de contabilidad que son utilizados por los negocios y otras organizaciones en la información financiera alrededor del mundo. Fue constituido en 1973 a través de un convenio efectuado por cuerpos de contadores profesionales de Australia, Canadá, Francia, Alemania, Japón, México, Holanda, Reino Unido e Irlanda y Estados Unidos. Desde 1983, los miembros de IASC han incluido a todos los cuerpos de contadores profesionales que son miembros de la Federación Internacional de Contadores (IFAC). En enero de 1996, existían 116 Cuerpos Profesionales de 85 países, ahora hay muchas organizaciones involucradas en el trabajo de IASC y muchos países que son miembros de IASC hacen uso de las Normas Internacionales de Contabilidad.

Los objetivos de IASC son:

(a) formular y publicar para el interés público normas de contabilidad para ser observadas en la presentación de estados financieros y promover su aceptación y observancia en todo el mundo.

(b) Trabajar en general para la mejora y harmonización de las regulaciones, normas de contabilidad y procedimientos relativos a la presentación de estados financieros.

El trabajo de IASC es factible mediante el apoyo financiero de los cuerpos de contadores profesionales y otras organizaciones de su Consejo, de IFAC, y por contribuciones de empresas, instituciones financieras, firmas de contadores y otras organizaciones. IASC también genera ingresos por la venta de sus publicaciones. (...)”
.

Tua opinó
:

“(...) Además de su impresionante tarea de emisión de normas, el IASC cuenta, en estos momentos, con una sólida posición en el contexto de las instituciones normalizadoras en el ámbito supranacional, además de una más que aceptable influencia en los organismos normalizadores de la mayor parte de los países, e incluso sirve de guía para la elaboración de estados financieros de un conjunto notable de empresas multinacionales o cotizadas en los más importantes mercados de valores.

Creo, tras este apretado repaso de las realizaciones del International Accounting Standards Committee y de las postulaciones de diferentes países e instituciones internacionales frente a sus normas, que queda justificado el título de este trabajo: El IASC avanza, con paso decidido, hacia el triunfo decidido de sus normas. Los dos acontecimientos principales descritos en estas páginas parecen avalar esta impresión: me refiero al avance – a pesar de la postura de la SEC – en la búsqueda de un conjunto de normas comunes para las bolsas mundiales y a la postura, de aceptación, colaboración e, incluso, sometimiento, de la Unión Europea.

A punto de finalizar la elaboración de un conjunto de normas aceptadas universalmente por las bolsas de valores, no está muy lejano el segundo paso al que se refería, hace ya algunos años, el presidente de la IASC: trabajar con los organismos reguladores de todos los países, con el fin de revisar las normas existentes y añadir otras que fueran necesarias para completar el conjunto de estándares necesarios para elaborar información financiera empresarial homogénea en el ámbito mundial. (...)”.

En cuanto a la normalización jurídica de lo contable, en el ámbito de la Unión Europea pueden citarse la 78/660/CEE: Cuarta directiva del Consejo de 25 de julio de 1978 basada en la letra g) del apartado 3 del artículo 54 del Tratado y relativa a las cuentas anuales de determinadas formas de sociedad, la 83/349/CEE: Séptima directiva del Consejo de 13 de junio de 1983 basada en la letra g) del apartado 3 del artículo 54 del Tratado relativa a las cuentas consolidadas, la 84/253/CEE: Octava directiva del Consejo de 10 de abril de 1984 basada en la letra g) del apartado 3 del artículo 54 del Tratado relativa a la autorización de las personas encargadas del control legal de documentos contables.

Recordemos también las decisiones en materia de contabilidad adoptadas por el GATT en la denominada Ronda de Uruguay
.

La Comunidad Andina de Naciones va detrás de los pasos dados por GATT. Es así como en el Nonagésimocuarto Período Extraordinario de Sesiones de la Comisión (11 de junio de 1998, Lima – Perú), a través de la sexta disposición transitoria de la DECISION 439
(Marco General de Principios y Normas para la Liberalización del Comercio de Servicios en la Comunidad Andina) dispuso:

“Sexta.- En un plazo de seis meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente Decisión, la Secretaría General elaborará un Proyecto de régimen comunitario sobre reconocimiento de licencias, certificaciones, títulos profesionales y acreditaciones, en cualquier actividad de servicios que así lo requiera.”.

En el caso colombiano el siglo XX se distingue por dos fenómenos contradictorios: de un lado la prácticamente nula autorregulación contable y, de otra parte, la inmensa cantidad de disposiciones legales en materia de contabilidad.

Lo primero se explica por la desunión de la profesión y la de su academia. Se hacen muchos esfuerzos que por individuales carecen de representatividad.

Lo segundo se explica, precisa y principalmente, en lo primero, es decir, en tal desunión. El Estado vino a llenar un vacío y descubrió un instrumento particularmente útil para sus propios propósitos.

Sin duda el hecho de mayor importancia fue la expedición del Decreto reglamentario número 2160 de 1986. A partir de allí se ha desenvuelto una gran actividad del Derecho Contable colombiano que es imposible resumir. El siglo termina con una década destinada a la normalización de la mal llamada contabilidad pública, mejor denominada contabilidad gubernamental, respecto de la cual se vino a ocupar la propia Constitución Nacional (1991), con la presencia de varios planes “únicos” de contabilidad y con un sinnúmero de circulares sobre el tema.

Ya veremos en qué termina el mandato del legislador contenido en el artículo 63 de la Ley 550 de 1999 en el cual se lee:

“Art. 63.- Armonización de las normas contables con los usos y reglas internacionales. Para efectos de garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad de la información que se suministre a los asociados y a terceros, el Gobierno Nacional revisará las normas actuales en materia de contabilidad, auditoría, revisoría fiscal y divulgación de información, con el objeto de ajustarlas a los parámetros internacionales y proponer al Congreso las modificaciones pertinentes.”
.

La normalización jurídica de la contabilidad no es asunto exento de discusiones
. La disminución de la libertad que provoca el Derecho, convierte en inconformes a un buen número de empresarios y contadores. Cuando estas líneas se escriben se libra una batalla ante las Cortes que pudiera terminar en la caída de todo el régimen de segundo y tercer nivel legal en materia de contabilidad. Si ello sucede habría que regular la contabilidad mediante Leyes, en sentido propio, lo cual, ciertamente, puede hacerle perder capacidad de adaptación a nuevas circunstancias económicas, característica que personalmente juzgo esencial de una buena base de contabilidad.

Por cierto que a estas alturas es necesario preguntarse si la autorregulación es una forma de Derecho. De alguna manera en el discurso que antecede se ha identificado Derecho y Ley. Y por ésta se ha entendido solamente la regla expedida por una autoridad, el Estado. Este enfoque, compartido por muchos, permite desear que haya zonas normativas no emanadas del Estado sino de los particulares interesados en el tema de que se trate. En la visión dogmática que se ha venido utilizando estas expresiones no serían regla, salvo que llegaran a adquirir las características de la costumbre (en resumen: conductas públicas, reiteradas, uniformes que se consideren obligatorias). La autorregulación, la norma no estatal, tiene grandes adeptos porque se piensa que permite mayor evolución científica y técnica, más flexibilidad ante circunstancias cambiantes y mejor factura al ser diseñadas por expertos.

Pero cabe otra visión de Derecho, más propia de los sociólogos. FERRARI dijo
:

“(...) Hemos definido el Derecho como conjunto de símbolos normativos dirigidos a influir, a través de mecanismos unidos al carácter persuasivo y estructurados hipotéticamente, en los comportamientos de los otros. Estos símbolos son obra directa de los sujetos que actúan, precisamente, con intenciones persuasivas y no sólo – hay que señalarlo – aquellos sujetos a los que “oficialmente” se reconoce el poder de formular normas, sino cualquier sujeto que tenga la posibilidad, es decir, el poder real de invocar símbolos para influir de forma heterónoma sobre los comportamientos de otros. (...)”.

A poco que uno se adentre dentro de esta visión concluirá que la llamada autorregulación es una forma de Derecho. Pero éste es un tema que escapa a lo pretendido por este escrito. Baste por ahora dejar la puerta abierta para volver más adelante sobre el estudio de la naturaleza de las normas expedidas por organismos profesionales.

( La contabilidad gerencial

Otro signo del siglo XX es el resurgimiento de la contabilidad como ciencia administrativa. Durante gran parte de este período la contabilidad financiera, de propósito general, ocupó la atención de expertos y legisladores. Pero, volviendo a concepciones del pasado, se han hecho muchos esfuerzos para mejorar la habilidad de la contabilidad en ayudar al correcto manejo de los negocios en un mundo cambiante.

Samuel Alberto Mantilla nos enseña
:

“(...) Debe recordarse que el cálculo de los costos es tan antiguo como la Contabilidad misma, dado que corresponde al proceso de conocer las utilidades derivadas del intercambio comercial. En sus orígenes, no es posible diferenciar entre costo y gasto. Pareciera que la Contabilidad Tradicional prefirió asociarse con el concepto de gasto y la Contabilidad de Costos con el concepto de costo.

La Contabilidad de Gestión surge de la evolución de la Contabilidad de Costos, para hacer frente a las mayores demandas informativas de las empresas. Se reconoce que la Contabilidad de Gestión tiene sus orígenes a principios del siglo XX, pero es solamente hasta los años sesenta cuando sale de su subordinación frente a la Contabilidad Financiera adquiriendo, entonces, un verdadero desarrollo y protagonismo como principal sistema de información en la empresa para la toma de decisiones gerenciales.

Pero es a partir de 1984 cuando se da una auténtica transformación en su teoría y en su práctica, generando unos procesos de profundos desarrollos y avances. (...)”.

No es claro si las organizaciones privadas podrán diseñar y mantener sistemas de contabilidad gerencial sin pasar previamente por el simple establecimiento de una contabilidad de costos. La Ley, muy tímidamente, ha empezado a ocuparse de la contabilidad de costos. Así por ejemplo:

Ley 100 de 1993, artículo 185

“(...)PAR.—Toda institución prestadora de servicios de salud contará con un sistema contable que permita registrar los costos de los servicios ofrecidos. Es condición para la aplicación del régimen único de tarifas de que trata el artículo 241 de la presente ley, adoptar dicho sistema contable. Esta disposición deberá acatarse a más tardar al finalizar el primer año de vigencia de la presente ley. A partir de esta fecha será de obligatorio cumplimiento para contratar servicios con las entidades promotoras de salud o con las entidades territoriales, según el caso, acreditar la existencia de dicho sistema.”

Ministerio de Salud

RESOLUCIÓN NÚMERO 4252 DE 1997

(Noviembre 14)

“Por la cual se establecen las normas técnicas, científicas y administrativas que contienen los requisitos esenciales para la prestación de servicios de salud, se fija el procedimiento de registro de la declaración de requisitos esenciales y se dictan otras disposiciones”.

“(...) Las IPS deben contar con un sistema de información de acuerdo a las normas del Ministerio de Salud en:

• Registro de las actividades de salud desarrolladas diariamente y consolidados mensuales.

• Sistema de vigilancia epidemiológica, notificación obligatoria.

• Reporte a la dirección territorial de salud, a las EPS y a la Superintendencia Nacional de Salud de la información que estas requieran.

• Sistema de información financiera que incluya: Presupuesto, contabilidad de costos de conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 185 de la Ley 100 de 1993, facturación y cartera. (...)”.

Comisión de Regulación de Telecomunicaciones

CIRCULAR NÚMERO 29 DE 1999

(Enero 13)

Asunto: Mediante la cual se recuerdan aspectos sobre la aplicación de tarifas en el servicio de larga distancia, la obligación de los operadores TPBCL de enviar información a la CRT y sobre la contabilidad separada entre diferentes servicios.

“(...) 3. Contabilidad separada e independiente que deben llevar los operadores de TPBCLD. De acuerdo con lo establecido en las normas legales y regulatorias, los operadores de TPBCLD deberán en cuanto a:

— Contabilidad general y de costos. Mantener sistemas contables independientes que reflejen la realidad económica y operativa de los servicios que ellas prestan de acuerdo con las normas que en este sentido expida la Superintendencia de Servicios Públicos.

— Mantener contabilidades separadas e independientes para sus servicios de TPBCLE y TPBCLD. Para este efecto, la totalidad de operaciones de los dos servicios deberán mantenerse en sistemas contables independientes y separados que reflejen la realidad económica y productiva de los mismos. (...)”.

Es muy alta la cantidad de normas legales que se refieren a los costos. Las hay muchas que parten de los costos para determinar precios y tarifas. Aunque ellas en sí mismas no imponen una contabilidad de costos, la suponen.

( La profesionalización de la auditoría

( Calificación académica

Páginas atrás nos referimos al primer síntoma de profesionalización, cual fue escoger personas con una determinada formación para ejercer la fiscalización de las empresas. Hoy en el mundo se destacan dos modelos en esta materia: en uno la profesionalización se logra mediante la reserva que la ley hace de la fiscalización a las personas que han obtenido cierto título universitario, como en Colombia, en donde se señala para estos menesteres a los contadores públicos. En el otro un instituto con autoridad practica exámenes de comprobación de idoneidad para desempeñar el cargo.

Aunque en Colombia se da por hecho que la revisoría fiscal tiene que corresponder a los contadores públicos, nosotros mantenemos la posición de que la determinación de la o las profesiones aplicables es asunto que debe definirse a la luz de las funciones que se pretende desarrolle el fiscalizador
.

Ahora bien: como en el pasado lo hemos advertido, la escogencia de una carrera académica como base para el ejercicio de la fiscalización trae la consecuencia de sujetar al conjunto de conocimientos propios de esa carrera el ámbito de las respectivas funciones. Esto es para nosotros cuestión de elemental justicia. Por ello celebramos con alegría recientes fallos del Consejo de Estado colombiano que así lo precisan
:

“(...) Se trata de definir en el presente proceso, si la exigencia de certificaciones de contador público o revisor fiscal, que hacen las normas parcialmente demandadas de la Resolución 2002 de 31 de octubre de 1997, exceden, o no, el campo cognoscitivo específico de los profesionales de la contaduría pública en funciones de tales o como revisores fiscales y por lo mismo si violan o no las normas reguladoras de la contaduría y la revisoría fiscal.

La Sala advierte, en primer lugar, que la fuente primordial de cualquier “software” o programa de computador de naturaleza tributaria, en cuanto hace al movimiento de ingresos y egresos, costos, deducciones y descuentos tributarios, activos y pasivos, emisión de facturas y comprobantes, producción de notas crédito y otros análogos, lo es necesariamente la contabilidad y sus soportes, de acuerdo con los datos e informes y documentación suministrados, obviamente, por un contador público, pues no se ve cómo un ingeniero de sistemas normalmente pudiera estar familiarizado con las características y exigencias legales de la contabilidad y del régimen impositivo referente al registro o asiento de las operaciones o transacciones realizadas por la empresa.

Observa la Sala así mismo, que el monitoreo de un procesador de datos y el acceso a la información en pantalla para visualizar el contenido del programa sistematizado, no exige a particulares conocimientos en la materia.

Sin embargo, por lo que se desprende de las normas demandadas de la Resolución 2002 de 1997, aparte de la ambigüedad advertida por la señora procuradora delegada sobre cuál es el contador o revisor fiscal que debe certificar lo exigido en la resolución, la Sala encuentra que la función del contador o revisor fiscal, según dichas normas, no se contrae a las labores relativamente sencillas (para un contador) descritas, sino que abarcan un campo de mayor amplitud.

En efecto, la certificación a que alude el numeral 1º del artículo 11 de la resolución acusada, y que debe estar firmada, entre otros, por el revisor fiscal, exige hacer constar que “el software aplicativo de facturación cumple con los requisitos funcionales y técnicos y demás características establecidas en (la) presente resolución...”.

Dado que los “requisitos funcionales y técnicos” del software en cuestión, no son propia ni exclusivamente los referentes al sistema contable y sus soportes, o al régimen impositivo de costos, deducciones, descuentos tributarios, activos o pasivos, sino que dice relación con el diseño, funcionalidad y especificaciones técnicas del programa mismo, no cabe la suposición de que tales “requisitos funcionales” o especificaciones “técnicas” sean del dominio ordinario de los profesionales de la contaduría, sino que necesariamente constituyen un trabajo de confrontación propio del ingeniero de sistemas y, en esa medida desbordan en mucho las exigencias de las leyes que regulan la profesión de la contaduría.

Por consiguiente, teniendo en cuenta que las demás expresiones censuradas, acusan los mismos caracteres de exorbitancia de la expresión antes analizada, la Sala considera probados suficientemente los cargos de violación de las normas invocadas por el actor, en especial las pertenecientes a la Ley 43 de 1990, debiendo accederse a las pretensiones de la demanda. (...)”
.

“(...) De acuerdo a la anterior transcripción se desprende que la instrucción impartida por la Superintendencia de Valores frente al problema del año 2000, es la certificación por parte del representante legal y el revisor fiscal de la entidad vigilada, de que el plan de trabajo a seguir para afrontar dicha problemática, se ha evaluado y que los resultados se han alcanzado, como se anuncia literalmente en el numeral 2º demandado.

Ahora bien, las funciones del revisor fiscal, quien debe ser contador público de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 215 del Código de Comercio, son definidas legalmente por el mismo estatuto mediante el artículo 207 y en el que se señalan las siguientes:

1. “Cerciorarse de que las operaciones que se celebren o cumplan por cuenta de la sociedad se ajustan a las prescripciones de los estatutos, a las decisiones de la asamblea general y de la junta directiva.

2. Dar oportuna cuenta, por escrita a la asamblea o junta de socios, a la junta directiva o al gerente, según los casos, de las irregularidades que ocurran en el funcionamiento de la sociedad y en el desarrollo de sus negocios.

3. Colaborar con las entidades gubernamentales que ejerzan la inspección y vigilancia de las compañías y rendirles los informes a que haya lugar o le sean solicitados.

4. Velar por que se lleven regularmente la contabilidad de la sociedad y las actas de las reuniones de la asamblea, de la junta de socios y de la junta directiva, y por que se conserven debidamente la correspondencia de la sociedad y los comprobantes de las cuentas, impartiendo las instrucciones necesarias para tales fines.

5. Inspeccionar asiduamente los bienes de la sociedad y procurar que se tomen oportunamente las medidas de conservación o seguridad de los mismos y de los que ella tenga en custodia a cualquier otro título.

6. Impartir las instrucciones, practicar las inspecciones y solicitar los informes que sean necesarios para establecer un control permanente sobre los valores sociales.

7. Autorizar con su firma cualquier balance que se haga, con su dictamen o informe correspondiente.

8. Convocar a la asamblea o a la junta de socios a reuniones extraordinarias cuando lo juzgue necesario.

9. Cumplir las demás atribuciones que le señalen las leyes o los estatutos y las que, siendo compatibles con las anteriores, le encomiende la asamblea o junta de socios”.

Si bien, de acuerdo a la anterior enumeración de las funciones del revisor fiscal, se evidencian unas amplias atribuciones en la verificación del desarrollo del objeto social de la persona en la cual se desempeña, dicho funcionario carece por completo de facultades administrativas o de representación de la entidad misma, por lo tanto su gestión integral no puede comprender aspectos ajenos a las funciones propias de su cargo ni mucho menos a su profesión de contador público.

En efecto, no debe olvidarse que de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 43 de 1990, el contador público es la persona natural que, mediante la inscripción que acredite su competencia profesional en los términos de ley, está facultada para dar fe pública de hechos propios del ámbito de su profesión, dictaminar sobre estados financieros, y realizar las demás actividades relacionadas con la ciencia contable en general.

Y que de conformidad con el artículo 10 de la misma ley, la atestación o firma de un contador público en los actos propios de su profesión hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto respectivo se ajusta a los requisitos legales, lo mismo que a los estatutarios en el caso de personas jurídicas. Tratándose de balances, se presumirá además que los saldos se han tomado fielmente de los libros, que éstos se ajustan a las normas legales y que las cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna la correspondiente situación financiera en la fecha del balance.

En consecuencia, siendo del campo propio de la profesión de contador la materia referente a la contaduría, el revisor fiscal tiene la responsabilidad de procurar y velar por el cumplimiento por parte de la sociedad de las normas legales y estatutarias sobre el manejo contable y patrimonial de los entes en los cuales desempeña sus funciones, evidenciándose de esta forma una gestión de medio y no de resultado.

En este orden de ideas, a juicio de la Sala, en el caso sometido a consideración, no se puede exigir la certificación por parte del revisor fiscal de la evaluación del plan de trabajo y resultados alcanzados en frente a la problemática del año 2000, pues las labores que debe certificar, no se reducen a la labor propia de un contador público, como revisor fiscal, sino que abarcan un campo del conocimiento que no es propio de él.

En efecto y a manera de ejemplo observa la Sala algunas preguntas para resolver en el anexo en estudio, respecto de las cuales el revisor fiscal no puede dar fe, como son, si ¿se tiene un inventario completo y detallado de hardware y software?; Si ¿cada equipo acepta el año 2000 y maneja adecuadamente las fechas críticas, como los años bisiestos, mediante prueba o simulación?; Si ¿se realizaron ensayos para confirmar cada aplicación satélite?, entre otras.

Estima la Sala, que si bien el revisor fiscal puede informar que la sociedad vigilada tiene los inventarios a que se refiere la circular demandada, no puede dar fe de que ellos sean completos y detallados pues para certificarlo debe tener conocimiento de los requerimientos informáticos que sobre los mismos se necesiten.

De igual forma para que pueda certificar tan sólo que las pruebas y simulacros se realizaron, se necesita de un conocimiento técnico en la materia, que escapa del grado cognoscitivo de este profesional.

Siendo así las cosas, en la medida en que el Anexo Nº 1 de la Circular 01 de 1999 de la Superintendencia de Valores, que se debe diligenciar “para medir el rigor, la formalidad y los resultados del plan desarrollado” exigen la firma por parte del revisor fiscal, desborda las previsiones legales para el debido ejercicio de la contaduría y las funciones asignadas al revisor fiscal, a juicio de la Sala debe ser retirada del ordenamiento jurídico el aparte demandado del numeral 2º de la mencionada circular y así se declarará. (...)”
.

En similar sentido se pronunció el Consejo de Estado, mediante sentencia 9530 del 28 de abril del año 2000, en la cual se anuló parcialmente la Circular Externa número 93 de 1998 expedida por la Superintendencia Bancaria.

( Regulación legal del oficio de auditor

Un segundo instrumento de profesionalización ha consistido en la regulación legal del oficio de auditor. También aquí podemos mencionar dos niveles: la regulación orgánica que se hace al interior del Derecho de Sociedades y, de otro lado, la regulación del oficio propiamente dicho.

La regulación del oficio tiene una muy buena expresión en la octava directiva europea, que transcribí en mi trabajo denominado Marco conceptual de la Revisoría Fiscal. En desarrollo de esta norma los diferentes países de la Unión han adaptado su legislación interna. Tal es el caso de España cuya ley dice
:

“LEY 19/1988, DE 12 DE JULIO, DE AUDITORIA DE CUENTAS
(BOE número 169,de 15 de julio) 
I

La exigencia de dotar de la máxima transparencia a la información económico-contable de la empresa, cualquiera que sea el ámbito en que realice su actividad, ha determinado que existan a lo largo del tiempo diversas técnicas de revisión mediante las que se puede obtener una opinión cualificada sobre el grado de fidelidad con que la documentación económico-contable representa la situación económica, patrimonial y financiera de la empresa.

Esta transparencia en la información económico-contable de la empresa es un elemento consustancial al sistema de economía de mercado, recogido en el artículo 38 de la Constitución.

Por otra parte, la reciente integración de España en las Comunidades Europeas aconseja, también, potenciar al máximo dicha transparencia informativa, para lo cual, la presente ley, a la vez que vendrá a cubrir un relativo vacío legal existente en nuestro Ordenamiento Jurídico, permitirá un mejor funcionamiento de la empresa española, dado que éste depende, muy principalmente, de un preciso y riguroso conocimiento de su situación económica, patrimonial y financiera; y, al mismo tiempo, permitirá equiparla a las empresas de la CEE, revirtiendo todo ello en un mejor funcionamiento de la economía de mercado.

II

La auditoría de cuentas se configura en esta Ley como la actividad que, mediante la utilización de determinadas técnicas de revisión, tiene por objeto la emisión de un informe acerca de la fiabilidad de los documentos contables auditados; no limitándose, pues, a la mera comprobación de que los saldos que figuran en sus anotaciones contables concuerdan con los ofrecidos en el balance y en la cuenta de resultados, ya que las técnicas de revisión y verificación aplicadas permiten, con un alto grado de certeza y sin la necesidad de rehacer el proceso contable en su totalidad, dar una opinión responsable sobre la contabilidad en su conjunto y, además, sobre otras circunstancias que, afectando a la vida de la empresa, no estuvieran recogidas en dicho proceso.

La auditoría de cuentas es, por lo tanto, un servicio que se presta a la empresa revisada y que afecta e interesa no sólo a la propia empresa, sino también a terceros que mantengan relaciones con la misma, habida cuenta que todos ellos, empresa y terceros, pueden conocer la calidad de la información económico-contable sobre la cual versa la opinión emitida por el auditor de cuentas.

III

Las anteriores consideraciones han tenido su reflejo legal en otros países donde la auditoría de cuentas posee un mayor enraizamiento, regulándose tradicionalmente, por un lado, la obligación que determinadas empresas tienen de ofrecer unos estados revisados por un auditor de cuentas independiente y, por otro, los requisitos exigidos a dicho auditor para el ejercicio de su función, así como sobre la forma de expresar su opinión.

Asimismo, las Directivas Comunitarias se han ocupado de estas mismas cuestiones, bien a través de aquellas Directivas que afectan a las empresas, bien a través de la VIII Directiva del Consejo (84/253/CEE), referida específicamente al ejercicio de la auditoría de cuentas.

En el primer caso, se establecen normas para las empresas en todo lo referente a elaboración, revisión y publicación de sus cuentas, bien sean éstas individuales o se refieran a un grupo de empresas que las represente de manera consolidada. Es decir, además del efecto deseado sobre la propia empresa, se ofrece a los auditores de cuentas el marco de principios generales a seguir por la empresa de forma que las cuentas de la misma sean inteligibles y susceptibles de comparación con otros ejercicios anteriores o con las de otras unidades económicas.

En el segundo caso, la VIII Directiva del Consejo (84/253/CEE) regula en su artículo 1, entre otros aspectos tales como el acceso a la condición de auditor de cuentas o a las normas relativas a la integridad y a la independencia del auditor, su ámbito de aplicación, y éste comprende tanto lo referente a las personas, físicas o jurídicas, que se habilitan para el ejercicio de la auditoría de cuentas, como las empresas o grupos de éstas que tienen la obligación de auditarse.

IV

En España el proceso de revisión de cuentas no ha sido ajeno a la actividad empresarial y a él se refieren tanto el Código de Comercio como la Ley de Sociedades Anónimas, pero, por un lado, el propio desarrollo empresarial con el incremento paralelo de la demanda de servicios de auditoría de cuentas y, por otro, las normas comunitarias han puesto de manifiesto la necesidad de regular de manera específica la auditoría de cuentas.

La presente Ley de Auditoría de Cuentas, dividida en cuatro capítulos, consta de veintidós artículos, cuatro disposiciones adicionales, cinco disposiciones transitorias, cinco disposiciones finales y una disposición derogatoria.

En el Capítulo I se recoge el concepto de la actividad de auditoría de cuentas, en la línea indicada en los apartados anteriores y, junto a otros aspectos relacionados con las condiciones a las que se sujeta el ejercicio de la actividad, se especifica de forma pormenorizada el contenido del informe de auditoría, haciendo especial hincapié en el alcance de la opinión técnica, elemento primordial de dicho informe.

En el Capítulo II se establecen las normas que regulan el ejercicio de la actividad de auditoría de cuentas, fijándose los correspondientes requisitos y condiciones que permiten el acceso al Registro Oficial de Auditores de Cuentas dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda, a través del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, así como el régimen de incompatibilidades y el de responsabilidad de los auditores de cuentas en el ejercicio de su actividad.

En el Capítulo III se regula el régimen sancionador, ajustándose a los principios exigidos por la Constitución respecto de la potestad sancionadora de la Administración.

El Capítulo IV se refiere al Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas y en el único artículo de que consta se regulan las competencias que en materia de auditoría de cuentas se atribuyen a este Organismo.

En las Disposiciones Adicionales se recogen, entre otros aspectos, la enumeración de las empresas o entidades que, además de lo que dispongan otras normas, deberán someterse a la auditoría de cuentas.

En las Disposiciones Transitorias se regula el régimen de inscripción inicial en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas y la aplicación provisional de las normas de auditoría y de los principios y normas contables actualmente existentes. También se concretan los principios y normas contables que necesariamente deberán utilizarse en el ejercicio de la actividad auditora.

V

Así pues y sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones legales en materia de auditoría de cuentas, en la presente ley se recoge, además de lo establecido en la VIII Directiva (84/253/CEE), otros aspectos no contenidos en la misma, con la finalidad de regular y establecer las garantías suficientes para que las cuentas anuales o cualquier otro documento contable que haya sido verificado por un tercero independiente sea aceptado con plena confianza por la persona que trata de obtener información a través de ellos.

CAPITULO I. DE LA AUDITORIA DE CUENTAS

Artículo 1.

1. Se entenderá por auditoría de cuentas la actividad consistente en la revisión y verificación de documentos contables, siempre que aquélla tenga por objeto la emisión de un informe que pueda tener efectos frente a terceros.

2. La auditoría de las cuentas anuales consistirá en verificar y dictaminar si dichas cuentas expresan la imagen fiel del patrimonio y de la situación financiera de la empresa o entidad auditada, así como el resultado de sus operaciones y los recursos obtenidos y aplicados en el periodo examinado, de acuerdo con el Código de Comercio y demás legislación que le sea aplicable; también comprenderá la verificación de la concordancia del informe de gestión con dichas cuentas.

3. Tanto la auditoría de las cuentas anuales y del informe de gestión como cualquier otro trabajo de revisión o verificación contable que, de acuerdo con lo establecido en el apartado 1 de este artículo deba calificarse legalmente como auditoría de cuentas, tendrá necesariamente que ser realizado por un auditor de cuentas, mediante la emisión del correspondiente informe y con sujeción a los requisitos y formalidades establecidos en la presente Ley y a las normas técnicas de auditoría.

Artículo 2.

1. El informe de auditoría de las cuentas anuales es un documento mercantil que contendrá, al menos, los siguientes datos:

a) Identificación de la empresa o entidad auditada. 

b) Personas físicas o jurídicas que encargaron el trabajo, y en su caso, a quienes vaya destinado. 

c) Identificación de los documentos objeto de examen que se incorporan al informe. 

d) Descripción sintetizada y general de las normas técnicas de auditoría de cuentas aplicadas en el trabajo realizado y, en su caso, de los procedimientos previstos en ellas que no haya sido posible aplicar como consecuencia de cualquier limitación impuesta a la actividad auditora, así como de las incidencias que se pongan de manifiesto en el desarrollo de los trabajos de auditoría de cuentas. 

e) Manifestación explícita de que los datos que figuran en la memoria contienen toda la información necesaria y suficiente para interpretar y comprender adecuadamente la situación financiera y patrimonial de la empresa o entidad auditada, así como el resultado obtenido en el ejercicio, con incorporación, en su caso, de aquellos comentarios que complementen el contenido del mencionado documento. 

f) Opinión técnica, con el contenido y alcance que se establecen en el apartado 2 de este artículo. 

g) En su caso, se dirá si el informe de gestión concuerda con las cuentas anuales del ejercicio. 

2. Con independencia de lo mencionado en el apartado anterior el auditor de cuentas manifestará en el informe de forma clara y precisa su opinión sobre los siguientes extremos:

a) Si las cuentas anuales examinadas expresan la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la empresa o de la entidad auditada o, en su caso, las razones por las que no lo expresan. 

b) Si se han preparado y presentado de conformidad con los principios y normas contables que establezca el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas. El auditor de cuentas deberá indicar de modo individualizado los principios contables que no se hubieran aplicado. 

c) Si dichos principios y normas han sido aplicados de manera uniforme respecto a los ejercicios precedentes. 

d) Si la no aplicación de uno o varios principios o normas contables se considera procedente, en su caso, en el marco de la imagen fiel que deben dar las cuentas anuales. 

e) Sobre los acontecimientos que se hubieren producido entre la fecha de cierre del ejercicio y la de realización del informe y que pudieran tener repercusiones en la marcha de la empresa o de la entidad auditada. 

3. Cuando no se emita opinión técnica deberán exponerse las razones justificativas de esta abstención, aportando a tal fin cuantos detalles e información complementaria sean necesarios.

4. El informe de auditoría de cuentas, debidamente firmado por quien o quienes lo hubieran realizado, deberá expresar la fecha de emisión del mismo. Los documentos objeto de examen se incorporarán como anexo al mencionado informe.

5. Cuando el informe no se refiera a las cuentas anuales, le será de aplicación, en su caso, lo dispuesto para dichas cuentas.

6. a) El informe de auditoría de cuentas cuando sea público acompañará íntegramente a las cuentas anuales. 

b) En ningún caso el informe de auditoría de cuentas podrá ser publicado parcialmente o en extracto. 

Artículo 3.

Las empresas o entidades auditadas estarán obligadas a facilitar cuanta información fuera necesaria para realizar los trabajos de auditoría de cuentas; asimismo, quien o quienes realicen dichos trabajos estarán obligados a requerir cuanta información precisen para la emisión del informe de auditoría de cuentas.

Artículo 4. 

1. La presente ley será de aplicación a la auditoría de las cuentas anuales y los trabajos de auditoría de cuentas a los que se refiere el artículo 1 de esta ley también cuando se trate de documentos consolidados.

2. En el informe de auditoría de cuentas se expresará las empresas o entidades que formando parte del conjunto consolidable no hayan sido objeto de auditoría de cuentas, acreditando tal circunstancia a los efectos de la emisión del informe y opinión sobre el conjunto consolidable.

3. Quien o quienes emitan la opinión sobre el conjunto consolidable, vendrán obligados a recabar la información necesaria, en su caso, a quienes hayan realizado la auditoría de cuentas de las empresas o entidades del conjunto, que estarán obligados a suministrar cuanta información se les solicite.

Artículo 5.

1. Los informes de auditoría de cuentas se emitirán bajo la responsabilidad de quien o quienes los hubieran realizado, los cuales quedarán sujetos a las prescripciones de esta ley y a las normas técnicas de auditoría de cuentas.

2. Las normas técnicas de auditoría de cuentas se elaborarán, adaptarán o revisarán, debiendo estar de acuerdo con los principios generales y práctica comúnmente admitida en los países de la Comunidad Económica Europea, por las corporaciones de derecho público representativas de quienes realicen la actividad de auditoría de cuentas, previa información pública durante el plazo de seis meses y serán válidas a partir de su publicación por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

En el caso en que las corporaciones de derecho público representativas a que se refiere el párrafo anterior, previo requerimiento del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, no elaborasen, adaptasen o revisasen alguna de las normas técnicas de auditoría, en la forma establecida anteriormente, éste procederá a la elaboración, adaptación o revisión de las mismas, informando de ello a las citadas corporaciones de derecho público representativas y cumpliendo también el requisito de información pública durante el plazo de seis meses.

CAPITULO II. DEL EJERCICIO DE LA AUDITORIA DE CUENTAS

Artículo 6. 

1. Podrán realizar la actividad de auditoría de cuentas las personas físicas o jurídicas que, reuniendo los requisitos a que se refieren los artículos siguientes, figuren inscritos en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

2. El Registro Oficial de Auditores de Cuentas proporcionará, a solicitud de parte interesada, relación actualizada de los nombres y domicilios profesionales de los miembros inscritos en el mismo.

3. La inscripción en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas no facultará para el ejercicio profesional de otras actividades distintas a las previstas en el artículo 1 de la presente Ley que requerirán las condiciones de titulación y colegiación exigidas por la legislación aplicable en cada caso.

Artículo 7. (1) La Disposición Adicional Decimotercera de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado de 1990 ha añadido los números 6 y 7 de este artículo. Por otra parte, véase el Real Decreto 1665/1991, de 25 de octubre, por el que se regula el sistema general de reconocimiento de los títulos de Enseñanza Superior de los Estados miembros de la UE que exigen una formación mínima de tres años de duración (BOE, de 22 de noviembre); y la Orden del Ministerio de la Presidencia, de 19 de mayo de 1995, por la que se desarrolla este Real Decreto.
1. Para ser inscrito en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas se requerirá:

a) Ser mayor de edad. 

b) Tener la nacionalidad española o la de alguno de los Estados miembros de la Comunidad Europea, sin perjuicio de lo que disponga la normativa sobre el derecho de establecimiento. 

c) Carecer de antecedentes penales por delitos dolosos. 

d) Haber obtenido la correspondiente autorización del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas. 

2. La autorización a que se refiere el número precedente se concederá a quienes reúnan las siguientes condiciones:

a) Haber obtenido una titulación universitaria. 

b) Haber seguido programas de enseñanza teórica y adquirido una formación práctica. 

c) Haber superado un examen de aptitud profesional organizado y reconocido por el Estado. 

3. La formación práctica deberá extenderse por un período mínimo de tres años en trabajos realizados en el ámbito financiero y contable, y se referirá especialmente a cuentas anuales, cuentas consolidadas o estados financieros análogos.

4. El examen de aptitud profesional que estará encaminado a la comprobación rigurosa de la capacitación del candidato para el ejercicio de la auditoría de cuentas, deberá cumplir las condiciones y versar sobre las materias a que se refieren los artículos 5 y 6 de la Octava Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas de 10 de abril de 1984, basada en la letra g) del apartado 3 del artículo 54 del Tratado CEE, relativa a la autorización de las personas encargadas del control legal de documentos contables (84/253/CEE).

Quienes posean los títulos de Licenciado, Ingeniero, Profesor Mercantil, Arquitecto o de Diplomado universitario quedarán dispensados en el examen de aptitud profesional de aquellas materias que hayan superado en los estudios requeridos para la obtención de dichos títulos.

5. Los exámenes de aptitud profesional se realizarán por cada una de las corporaciones profesionales a que se refiere el artículo 5 de la presente Ley, y subsidiariamente por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, previa aprobación en todo caso por este último de la respectiva convocatoria, que se publicará mediante Orden del Ministerio de Economía y Hacienda. Reglamentariamente se establecerán las normas para la aprobación del contenido de los programas, composición de los Tribunales y período de formación práctica.

6. Podrán ser inscritos en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, quienes cumpliendo los requisitos establecidos en este artículo, excepción de lo dispuesto en la letra a) del número 2, hayan cursado los estudios u obtenido los títulos que faculten para el ingreso en la Universidad y adquirido la formación práctica señalada en el número 3 anterior, con un período mínimo de ocho años, en trabajos realizados en el ámbito financiero y contable, especialmente referidos al control de cuentas anuales, cuentas consolidadas y estados financieros análogos, de los cuales al menos cinco años hayan sido realizados con persona habilitada para la auditoría de cuentas y en el ejercicio de esta actividad.

7. Para el cómputo del período de formación práctica adquirida con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley y a efectos de lo dispuesto en el número 6 anterior, tendrán la consideración de personas habilitadas los miembros en ejercicio del Instituto de Censores Jurados de Cuentas, del Registro de Economistas Auditores pertenecientes al Consejo General de Colegios de Economistas de España y del Registro General de Auditores pertenecientes al Consejo Superior de Colegios Oficiales de Titulares Mercantiles de España.

Artículo 8. 

1. Los auditores de cuentas deberán ser independientes, en el ejercicio de su función, de las empresas o entidades auditadas.

2. Serán en todo caso incompatibles en el ejercicio de sus funciones respecto a una empresa o entidad:

a) Quienes ostenten cargos directivos o de administradores o sean empleados de dichas empresas o entidades. 

b) Los accionistas y socios de las empresas o entidades en las que posean una participación superior al 0,5 por 100 del nominal del capital social o que aquélla represente más del 10 por 100 del patrimonio personal del accionista o socio. 

c) Las personas unidas por vínculos de consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado, con los empresarios o con los directivos o administradores de las empresas o entidades. 

d) Quienes resulten incompatibles de acuerdo con lo establecido en otras disposiciones legales. 

3. a) A los efectos de lo dispuesto en el número 2 anterior, el período de cómputo para las incompatibilidades comprenderá desde el ejercicio en que se realizan los trabajos hasta el tercer año anterior al ejercicio al que se refieran los estados contables auditados. 

b) Durante los tres años siguientes al cese en sus funciones, los auditores de cuentas no podrán formar parte de los órganos de administración o de dirección de la empresa o entidad auditada, ni tampoco podrán ocupar puesto de trabajo en la misma. 

4. Los auditores serán contratados por un período de tiempo determinado inicial, que no podrá ser inferior a tres años ni superior a nueve a contar desde la fecha en que se inicie el primer ejercicio a auditar, pudiendo ser contratados anualmente una vez haya finalizado el período inicial.

No obstante, cuando las auditorias de cuentas no fueran obligatorias, no serán de aplicación las limitaciones establecidas en el párrafo anterior. (2) Nueva Redacción dada por la Disposición Adicional sexta de la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada (BOE, de 24 de marzo de 1995). Entrada en vigor a partir del 1 de junio de 1995.
5. A los efectos de este artículo:

a) Las menciones a la empresa o entidad se extenderán a aquellas otras con las que esté vinculada directa o indirectamente. 

b) Las menciones a los auditores de cuentas se extenderán, en su caso, a los cónyuges de los mismos y a los auditores de cuentas o sociedades de auditoría con los que tuvieran cualquier vinculación directa o indirecta. 

Artículo 9.

Los auditores de cuentas causarán baja temporal o definitiva según los casos, en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, en los siguientes supuestos:

a) Por incumplimiento de cualquiera de los requisitos establecidos en el artículo 7 de esta ley. 

b) Por renuncia voluntaria. 

c) Por no mantener las garantías previstas en esta ley. 

d) Por sanción. 

Artículo 10.

1. Podrán constituirse sociedades de auditoría de cuentas, siempre que éstas cumplan los siguientes requisitos:

a) Que todos los socios sean personas físicas. 

b) Que, como mínimo, la mayoría de sus socios sean auditores de cuentas y, a la vez, les corresponda la mayoría de capital social y de los derechos de voto. 

c) Que la mayoría de los administradores y directores de la sociedad sean socios auditores de cuentas, debiendo serlo, en todo caso, el administrador único en sociedades de este tipo. 

d) Que se inscriban en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas. 

2. Lo establecido en el artículo 8 de esta ley se aplicará a las sociedades de auditoría, incluso cuando incurran en incompatibilidad algunos de sus socios, incluidas las personas, empresas o entidades vinculadas a ellos directa o indirectamente.

3. La dirección y firma de los trabajos de auditoría corresponderá, en todo caso, a uno o varios de los socios auditores de cuentas de la sociedad de auditoría de cuentas.

4. El Registro Oficial de Auditores de Cuentas publicará relación de las sociedades inscritas en el mismo, en la que constará necesariamente:

a) Domicilio social. 

b) Nombre y apellidos de cada uno de los socios, con indicación de quien o quienes ejerzan las funciones de administración o de dirección. 

c) Nombre y apellidos de los auditores de cuentas al servicio de la sociedad. 

5. Además de por los mismos supuestos que se indican en el artículo 9 de esta ley, causarán baja temporal o definitiva, según los casos, en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, las sociedades y socios auditores integrantes de éstas que incumplan alguno de los requisitos establecidos en el apartado 1 del presente artículo.

Artículo 11. 

1. Los auditores de cuentas responderán directa y solidariamente frente a las empresas o entidades auditadas y frente a terceros, por los daños y perjuicios que se deriven del incumplimiento de sus obligaciones.

2. Cuando la auditoría de cuentas se realice por un auditor que pertenezca a una sociedad de auditoría, responderán tanto el auditor como la sociedad en la forma establecida en el apartado 1. Los restantes socios auditores que no hayan firmado el informe de auditoría de cuentas, responderán de los expresados daños y perjuicios de forma subsidiaria y con carácter solidario.

Artículo 12. 

Sin perjuicio de la responsabilidad civil ilimitada, para responder de los daños y perjuicios que pudieran causar en el ejercicio de su actividad, los auditores de cuentas y las sociedades de auditoría de cuentas estarán obligados a prestar fianza en forma de depósito en efectivo, títulos de deuda pública, aval de entidad financiera o seguro de responsabilidad civil por la cuantía y en la forma que establezca el Ministerio de Economía y Hacienda. La cuantía, en todo caso, será proporcional a su volumen de negocio. Reglamentariamente se fijará la fianza para el primer año de ejercicio de la actividad.

Artículo 13.(3)Veáse, a este respecto, lo que se establece en el artículo 111 de la Ley General Tributaria, sobre la obligación de proporcionar toda clase de datos e informes con trascendencia tributaria a la Administración Tributaria, así como lo previsto en la Disposición Final primera de esta misma ley de auditoría en relación con la posibilidad de que Organos o instituciones Públicas con competencias de control o inspección sobre empresas o entidades que se someten a auditoría de cuentas puedan recabar de los auditores de cuentas y sociedades de auditoría cuanta información resulte necesaria para el ejercicio de dichas competencias, y, a tenor de esta Disposición Final, la normativa correspondiente del Banco de España, Dirección General de Seguros, Comisión Nacional del Mercado de Valores e Intervención General de la Administración del Estado.
El auditor de cuentas estará obligado a mantener el secreto de cuanta información conozca en el ejercicio de su actividad, no pudiendo hacer uso de la misma para finalidades distintas de las de la propia auditoría de cuentas.

Artículo 14. 

1. Los auditores de cuentas y las sociedades de auditoría de cuentas conservarán y custodiarán durante el plazo de cinco años, a contar desde la fecha del informe de auditoría, la documentación referente a cada auditoría de cuentas por ellos realizada, incluidos los papeles de trabajo del auditor que constituyan las pruebas y el soporte de las conclusiones que consten en el informe.

2. Sin perjuicio de lo que se establezca en las cláusulas del contrato de auditoría podrán, en todo caso, acceder a la documentación referente a cada auditoría de cuentas, quedando sujetos a la obligación establecida en el artículo anterior:

a) El Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, exclusivamente a los efectos del ejercicio del control técnico, a que se refiere el apartado 2 del artículo 22 de esta ley. 

b) Quienes resulten designados por resolución judicial. 

c) Quienes estén autorizados por ley. 

CAPITULO III. DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES (4)
(4) La Ley 13/1992, de 1 de junio, de Recursos propios y supervisión en base consolidada de las Entidades Financieras (BOE, número 132, de 2 de junio), en sus Disposiciones Adicionales tercera y cuarta, da una nueva redacción a los artículos 16, 17 y 18, que entró en vigor el 1 de enero de 1993, conforme establece la Disposición Final tercera. Asimismo, ténganse en cuenta: la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (BOE, de 27 de noviembre); el Real Decreto Ley 14/1993, de 4 de agosto (BOE, de 20 de agosto), por el que se modifica la Disposición Adicional tercera y la Disposición Transitoria segunda de la citada Ley 30/1992; y el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora (BOE, de 9 de agosto de 1993).
Artículo 15. 

1. El régimen sancionador aplicable a los auditores de cuentas y a las sociedades de auditorias de cuentas sometidas a la presente ley se regirá por las normas contenidas en este Capítulo. La responsabilidad civil o penal en la que, en su caso, puedan incurrir les será exigible en la forma que establezcan las leyes.

2. Corresponderá al Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas la potestad sancionadora y la ejercerá de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de esta ley.

Artículo 16. 

1. Las infracciones cometidas por los auditores de cuentas y las sociedades de auditoría de cuentas en el ejercicio de sus funciones se calificarán en graves y leves.

2. Se considerarán infracciones graves:

a) El incumplimiento de la obligación de realizar una auditoría de cuentas contratada en firme. 

b) La emisión de informes de auditoría de cuentas cuyo contenido no fuese acorde con las pruebas obtenidas por el auditor en su trabajo. 

c) El incumplimiento de las normas de auditoría que pueda causar perjuicio económico a terceros o a la empresa o entidad auditada. 

d) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 8 de la presente ley. 

e) El incumplimiento del deber de secreto establecido en el artículo 13 de esta ley. 

f) La utilización en beneficio propio o ajeno de la información obtenida en el ejercicio de sus funciones. 

g) La no remisión al Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas de cuantos datos se requieren en el ejercicio de las funciones que le competen, cuando ello dificulte u obstruya la labor de control a que se hace referencia en el artículo 22 de esta Ley. 

h) La aceptación de trabajos de auditoría de cuentas que superen la capacidad anual medida en horas del auditor de cuentas, de acuerdo con lo establecido en las normas técnicas de auditoría de cuentas. 

i) Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas leves en el período de un año. 

j) El incumplimiento de lo establecido en la Disposición Final primera de la presente Ley. 

3. Se considerarán infracciones leves cualesquiera acciones u omisiones que supongan incumplimiento de las normas técnicas de auditoría y que no estén incluidas en el apartado anterior.

Artículo 17. 

1. Por la comisión de infracciones graves se impondrá al infractor una de las siguientes sanciones:

a) Multa por importe de hasta el 10 por 100 de los honorarios facturados por actividad de auditoría de cuentas en el último ejercicio cerrado con anterioridad a la imposición de sanción, no pudiendo ser inferior en ningún caso a 500.000 pesetas. 

b) Baja temporal por plazo no superior a cinco años en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas. 

c) Baja definitiva en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas. 

d) Cuando el infractor sea una sociedad de auditoría solamente le serán de aplicación las sanciones previstas en las letras a) y c) anteriores.

La totalidad de los socios responderá subsidiariamente y con carácter solidario de las sanciones pecuniarias impuestas a la sociedad de auditoría.

2. Por la comisión de infracciones leves se impondrá al infractor multa de hasta 500.000 pesetas.

3. Las sanciones aplicables en cada caso por la comisión de infracciones graves se determinarán en base a los siguientes criterios:

a) La naturaleza e importancia de la infracción. 

b) La gravedad del perjuicio o daño causado o que pudieran causar. 

c) La existencia de intencionalidad. 

d) La importancia de la entidad auditada, medida en función del total de las partidas de activo, de su cifra anual de negocios o del número de trabajadores. 

e) Las consecuencias desfavorables para la economía nacional. 

f) La conducta anterior de los infractores. 

g) La circunstancia de haber procedido a realizar por iniciativa propia actuaciones dirigidas a subsanar la infracción o a minorar sus efectos. 

4. Además de la sanción que corresponda imponer a la sociedad de auditoría por la comisión de infracciones graves, se impondrá una de las siguientes sanciones al socio o socios de la citada sociedad de auditoría que sean responsables de la infracción:

a) Multa de hasta 2.000.000 de pesetas, no pudiendo ser inferior en ningún caso a 500.000 pesetas. 

b) Baja temporal por un plazo igual o inferior a cinco años en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas. 

c) Baja definitiva en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas. 

Para determinar la sanción aplicable de entre las previstas en este apartado se tomarán en consideración los criterios establecidos en el apartado 3 anterior.

Se considerarán directamente responsables de la infracción el socio o socios que hayan firmado el informe, cuando la infracción se derive de un determinado trabajo de auditoría.

5. Cuando la imposición de una sanción por infracción grave sea consecuencia de un trabajo de auditoría de cuentas a una determinada empresa o entidad, dicha sanción llevará aparejada la incompatibilidad del auditor de cuentas o sociedad de auditoría con respecto a las cuentas anuales de la mencionada empresa o entidad correspondientes a los tres primeros ejercicios que se inicien con posterioridad a la fecha en que la sanción adquiera firmeza en vía administrativa.

Artículo 18. 

1. Las Resoluciones mediante las que se impongan cualquiera de las sanciones enumeradas en las letras b) y c) del apartado I del artículo 17 sólo serán ejecutivas cuando hubieren ganado firmeza en vía administrativa; cuando se trate de infracciones graves se inscribirán íntegramente en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, publicándose en el Boletín del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

2. En los casos de baja temporal o definitiva, en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas adoptará las medidas necesarias para la salvaguarda de la documentación referente a aquellas auditorias de cuentas que, realizadas por el auditor de cuentas o sociedades de auditoría sancionados, el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas sepa incursas en alguna demanda de responsabilidad civil por parte de un tercero.

Artículo 19.

1. Las infracciones leves prescribirán a los seis meses y las graves a los dos años. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la infracción se hubiera cometido.

2. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador, volviendo a correr el plazo si el expediente permaneciese paralizado durante más de seis meses por causa no imputable al auditor de cuentas o sociedad de auditoría de cuentas sujetos al procedimiento.

Artículo 20. 

1. Las sanciones impuestas por infracciones leves prescribirán al año y las impuestas por faltas graves a los tres años.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza la resolución por la que se imponga la sanción o desde que se quebrantase el cumplimiento de la sanción si hubiere comenzado.

Artículo 21.

1. El Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas no podrá imponer sanciones graves sino en virtud de expediente instruido al efecto, con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo II del Título VI de la Ley de Procedimiento Administrativo (5) Dicha Ley ha sido derogada por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento Administrativo Común (BOE, 27 de noviembre). Veáse, asimismo, el Real Decreto-Ley 14/1993, de 4 de agosto, por el que se modifican las Disposiciones Adicional tercera y Transitoria Segunda de la Ley 30/1992 citada (BOE, de 20 de agosto); y el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora (BOE, 9 de agosto de 1993). A este respecto, téngase en cuenta lo establecido en la Disposición Adicional Tercera de la ley 41/1999, de 12 de noviembre, por la que establece que el plazo para resolver y notificar la resolución en los procedimientos sancionadores derivados de la comisión de las infracciones previstas en la ley 19/1988 de Auditoría de Cuentas será de un año, ampliable conforme a lo previsto en los artículos 42.6 y 49 de la ley 30/1992 de Procedimiento administrativo.
2. Las sanciones por infracciones leves se impondrán sin más trámite que la previa audiencia del interesado.

CAPITULO IV. DEL INSTITUTO DE CONTABILIDAD Y AUDITORIA DE CUENTAS

Artículo 22.

1. Corresponde al Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, además de las funciones que legalmente tiene atribuidas, el control y disciplina del ejercicio de la actividad de auditoría de cuentas regulada en esta Ley y de los auditores de cuentas.

Dependerá del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas el Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

2. El Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, además de las competencias que le atribuye la ley, ejercerá el control técnico de las auditorias de cuentas, que podrá ser realizado de oficio cuando el superior interés público lo exija, o a instancia de parte legalmente interesada, siempre que, en este último caso, exista causa suficiente, a juicio del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

Se considerará parte legalmente interesada a quien acredite ser titular de un derecho o tener un interés legítimo, personal o directo que pueda verse afectado por la auditoría de cuentas sobre la que se solicite el control técnico a que se refiere el apartado anterior.

3. Contra las resoluciones que dicte el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas en el ejercicio de las competencias que le atribuye la presente ley podrá interponerse recurso de alzada ante el Ministro de Economía y Hacienda, cuya resolución pondrá fin a la vía administrativa.

DISPOSICIONES ADICIONALES

PRIMERA.

1. Sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones, deberán someterse en todo caso a la auditoría de cuentas prevista en el artículo 1, apartado 2 de esta ley, las empresas o entidades, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, en las que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que coticen sus títulos en cualquiera de las Bolsas Oficiales de Comercio. 

b) Que emitan obligaciones en oferta pública. 

c) Que se dediquen de forma habitual a la intermediación financiera, incluyendo aquellas sociedades que ejercen como comisionistas sin tomar posiciones y a los Agentes de Cambio y Bolsa, aunque actúen como personas individuales y, en todo caso, las empresas o entidades financieras que deban estar inscritas en los correspondientes Registros del Ministerio de Economía y Hacienda y del Banco de España. 

d) Que tengan por objeto social cualquier actividad sujeta a la Ley 33/1984, de 2 de agosto, de Ordenación del Seguro Privado, dentro de los límites que reglamentariamente se establezcan.(6) Dicha Ley ha sido derogada por la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados (BOE, 9 de noviembre de 1995).Por otra parte, véase la disposición adicional quinta del Reglamento que desarrolla la presente Ley de Auditoria. 
e) Que reciban subvenciones, ayudas o realicen obras, prestaciones, servicios o suministren bienes al Estado y demás Organismos Públicos dentro de los límites que reglamentariamente fije el Gobierno por Real Decreto. 

2. Además, quedarán sometidas a la auditoría de cuentas establecida en el artículo 1, apartado 2 de esta Ley de Auditoría de Cuentas, las empresas, incluidas las sociedades cooperativas, y demás entidades que superen los límites que reglamentariamente fije el Gobierno por Real Decreto. Dichos límites se referirán, al menos, a la cifra de negocios, al importe total del activo según balance y al número anual medio de empleados, y se aplicarán, todos o cada uno de ellos, según lo permita la respectiva naturaleza jurídica de cada empresa o entidad.(7) Véase Disposición Adicional sexta del Reglamento que desarrolla la presente Ley. 
3. Lo previsto en esta Disposición Adicional no es aplicable a las empresas o entidades incluidas en el ámbito de las Administraciones Públicas ni a las Sociedades Estatales del artículo 6.1.b) de la Ley 11/1977, General Presupuestaria. Esta excepción no afectará a aquellas sociedades que emitan valores negociables y vengan obligadas a publicar un folleto informativo.(8)Véase artículo 35 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores (BOE número 181, de 29 de julio).
4. Las sucursales en España de entidades de crédito extranjeras, cuando no tengan que presentar cuentas anuales de su actividad en España, deberán someter a auditoría las informaciones contables que con carácter anual deban hacer públicas, y las que con carácter reservado remitan al Banco de España, de conformidad con las reglas contables que sean de aplicación.(9)Apartado añadido por la Disposición Adicional sexta de la la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se adapta la legislación española en materia de Entidades de Crédito a la Segunda Directiva de Coordinación Bancaria (BOE número 90, de 15 de abril).
SEGUNDA.

1. Queda suprimido el Instituto de Planificación Contable, dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda.

2. Se crea el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, como Organismo Autónomo de carácter administrativo, adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda, en el que se integra el suprimido Instituto de Planificación Contable, y que regirá su actuación por las Leyes y disposiciones generales que le sean de aplicación y, especialmente, por la Ley de Régimen Jurídico de las Entidades Estatales Autónomas, de 26 de diciembre de 1958; por la Ley 11/1977, de 4 de enero, General Presupuestaria, y por la presente Ley.

3. El Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, además de las atribuciones actualmente encomendadas al Instituto de Planificación Contable, ejercerá las competencias y desempeñará las funciones que le atribuye la presente Ley, de conformidad con lo establecido en el artículo 22.

4. Los órganos rectores del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas son: El Presidente y el Comité Consultivo del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas:

a) El Presidente, con categoría de Director General, será nombrado por el Gobierno, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, y ostentará la representación legal del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, ejerciendo las facultades que le asigna la presente Ley y las que reglamentariamente se determinen. 

b) El Comité Consultivo del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas es un órgano de asesoramiento que estará presidido por el Presidente de dicho Instituto y compuesto, en la forma que reglamentariamente se determine, por un máximo de once miembros designados por el Ministro de Economía y Hacienda, de los cuales cinco serán representantes del Ministerio de Economía y Hacienda y el resto a propuesta de las corporaciones de derecho público representativas de auditores de cuentas y expertos contables.(10) Según redacción dada a este apartado b) por el artículo 104 de la Ley 31/1991, de Presupuestos Generales del Estado para 1992 (BOE número 313, de 31 de diciembre). Asimismo, véanse el Real Decreto 302/1989, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto y la Estructura Orgánica del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (BOE número 77, de 31 de marzo); y el Real Decreto 1884/1996, de 2 de agosto (BOE de 6 agosto de 1996) de modificación parcial de la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y Hacienda, por el que se adscribe el Instituto de Contabilidad y Auditoría a la Secretaría de Estado de Economía. 

5. El Gobierno mediante Real Decreto, a propuesta conjunta de los Ministros de Economía y Hacienda y para las Administraciones Públicas, procederá a la aprobación estatutaria correspondiente en la que se contendrán las especificaciones establecidas en el número 3 del artículo 6 de la Ley de Entidades Estatales Autónomas, de 26 de diciembre de 1958.

TERCERA.

La presente Ley no será de aplicación a las actividades de revisión y verificación de documentos contables, ni a la emisión de los correspondientes informes, que se realicen por órganos de la Administración Pública en el ejercicio de sus competencias que continuarán rigiéndose por su legislación específica.

CUARTA.

La referencia a los dos interventores peritos mercantiles o prácticos, contenida en el párrafo segundo del artículo 4 de la Ley de Suspensión de Pagos, de 26 de julio de 1922 (11) El artículo 4 de dicha ley, tiene la siguiente redacción:
"Artículo 4",
El juez a quien corresponda el conocimiento del expediente examinará la solicitud del comerciante, y si hubiere sido producida en forma y la acompañaren los documentos y libros indicados en los artículos anteriores, tendrá por solicitada la declaración del estado de suspensión de pagos, en providencia que dictará necesariamente el mismo día de la presentación del escrito, y si no fuera posible, en el siguiente, y comunicará telegráficamente ese proveído a todos los juzgados de las localidades en que tenga sucursales, agencias o representaciones directas el comerciante o Entidad a que se refiera dicha declaración. Esta providencia, de la que se dará publicidad en la forma que el Juez estime conveniente, se anotará en un registro especial, que se llevará en cada juzgado, en el Registro Mercantil y en el de la Propiedad donde estén inscritos los inmuebles del suspenso.
En la misma providencia ordenará el juzgado que queden intervenidas todas las operaciones del deudor. A tal efecto, designará tres Interventores, dos de los cuales serán Peritos Mercantiles o prácticos de los que figuren en las listas que con este objeto deben remitir anualmente al Juzgado (o al Decanato, si hubiere varios en la localidad respectiva) las Cámaras de Comercio, las de Industria y las representaciones regionales de la Asociación de la Banca. Para hacer la designación se dará preferencia a la lista remitida por la entidad a que esté asociado el deudor por la especialidad de su negocio. El tercer Interventor será un acreedor designado por el Juez entre los que figuren en el primer tercio, por orden de importancia de créditos, de la lista presentada al solicitar la declaración de suspensión.
Cuando la persona o Entidad que solicite la declaración de suspensión de pagos esté dedicada a cualquier clase de operaciones de seguros, como aseguradora o reaseguradora, dos de los tres Interventores habrán de ser funcionarios del Cuerpo Técnico de Inspección Mercantil y de Seguros, designados por el Jefe Superior de Comercio y Seguros..." se entenderá hecha a auditores de cuentas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.

1. Podrán inscribirse en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas quienes en la fecha de entrada en vigor de esta ley cumplan los requisitos establecidos en su artículo 7, apartados 1 y 2, con excepción de lo dispuesto en el epígrafe c) del apartado 2.

2. A los efectos de esta Disposición Transitoria, se entenderá que cumplen los requisitos de formación práctica aquellas personas que cuenten al menos con una experiencia de un año, en la fecha de entrada en vigor de esta Ley, en trabajos realizados en el ámbito financiero y contable, referidos especialmente a cuentas anuales, cuentas consolidadas o estados financieros análogos.

3. Los interesados instarán en un plazo de tres meses, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, y el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas resolverá dentro de los seis meses siguientes sobre el cumplimiento de los mencionados requisitos, teniendo en cuenta en todo caso la documentación presentada como prueba y procediendo a la inscripción en el citado Registro Oficial de aquellas que los cumplieran.

4. En tanto se resuelva por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas sobre lo establecido en el apartado 3 de esta Disposición Transitoria, los trabajos de auditoría de cuentas podrán seguir realizándose por aquellas personas o entidades que lo vinieran haciendo. Pasados los seis meses a los que se refiere el apartado 3 de esta Disposición Transitoria, solamente podrán realizar trabajos de auditoría de cuentas los auditores de cuentas o sociedades de auditoría inscritos en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

SEGUNDA.

Las normas de auditoría de cuentas formuladas por las Organizaciones profesionales existentes a la entrada en vigor de esta ley, serán de aplicación a los trabajos de auditoría de cuentas, durante un año a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

Transcurrido el plazo establecido en el párrafo anterior, las mencionadas normas de auditoría deberán ser adaptadas a la presente Ley.

TERCERA.

Hasta tanto se efectúe la reforma parcial de la legislación mercantil, para su adaptación a las directivas de la CEE en materia de Sociedades, y a los efectos previstos en el artículo 2.2, a), de esta Ley, se considerarán como principios y normas contables de obligada utilización los siguientes:

a) Los contenidos en el Código de Comercio y en la restante legislación mercantil. 

b) Los establecidos en el Plan General de Contabilidad. 

c) En el caso de sectores económicos sometidos a regulación contable específica serán de aplicación, sin perjuicio de lo dispuesto en las letras a) y b) de este artículo, las normas contables establecidas en virtud de su legislación propia. 

CUARTA.

Los funcionarios y demás personal que resulten afectados por las modificaciones orgánicas establecidas en la presente Ley seguirán percibiendo la totalidad de las retribuciones con cargo a los créditos a los que aquéllas venían imputándose hasta que se adopten las disposiciones de desarrollo y se proceda a las correspondientes adaptaciones presupuestarias.

QUINTA.

No obstante lo establecido en la Disposición Adicional Cuarta, los peritos mercantiles o prácticos que en el momento de la entrada en vigor de esta Ley, puedan acreditar mediante certificación expedida por las Secretarías de las Audiencias territoriales respectivas su función como interventores judiciales durante un período no inferior a cinco años, podrán continuar actuando en tal condición, hasta que el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, según lo establecido en el número 3 de la Disposición Transitoria Primera, resuelva sobre su Inscripción en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

DISPOSICIONES FINALES

PRIMERA. (12) La Ley 37/1998, de 16 de noviembre, de reforma de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores (BOE, 17 de noviembre de 1998), en la disposición adicional octava da una nueva redacción al segundo párrafo de esta Disposición Final, entrando en vigor el 18 de noviembre de 1998. Por otra parte, véase a este respecto la normativa correspondiente de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, del Banco de España, de la Dirección General de Seguros (Ley 30/1995, de Ordenación y Supervisión del Seguro Privado, art. 759 y Disposición Adicional Quinta) e Intervención General de la Administración del Estado (Real Decreto 2188/1995, por el que se desarrolla el régimen de control interno ejercido por la I.G.A.E., disposición Adicional primera).
Cuando por disposiciones con rango de Ley se atribuyan a Organos o Instituciones Públicas competencias de control o inspección sobre empresas o entidades que se sometan a auditoría de cuentas, el Gobierno, mediante Real Decreto, establecerá los sistemas, normas y procedimientos que hagan posible su adecuada coordinación, pudiendo recabar de los auditores de cuentas y sociedades de auditoría cuanta información resulte necesaria para el ejercicio de las mencionadas competencias.

Los auditores de las cuentas anuales de las entidades sometidas al régimen de supervisión previsto en la Ley 13/1992 sobre recursos propios y supervisión en base consolidada de las entidades financieras o de las entidades reguladas en la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, o de las entidades e instituciones reguladas en la Ley 46/1984, de 26 de diciembre, sobre Instituciones de Inversión Colectiva, tendrán la obligación de comunicar rápidamente por escrito al Banco de España, Comisión Nacional del Mercado de Valores, Dirección General de Seguros, según proceda, cualquier hecho o decisión, sobre la entidad o institución auditada del que hayan tenido conocimiento en el ejercicio de sus funciones y que pueda:

a) Constituir una violación grave del contenido de las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas que establezcan las condiciones de su autorización o que regulen de manera específica el ejercicio de su actividad. 

b) Perjudicar la continuidad de su explotación, o afectar gravemente a su estabilidad o solvencia. 

c) Implicar la abstención de la opinión del auditor, o una opinión desfavorable o con reservas, o impedir la emisión del informe de auditoría. 

Sin perjuicio de la obligación anterior, la entidad auditada tendrá la obligación de remitir copia del informe de auditoría de las cuentas anuales a las autoridades supervisoras competentes anteriormente citadas. Si en el plazo de una semana desde la fecha de entrega del informe, el auditor no tuviera constancia fehaciente de que se producido dicha remisión, deberá enviar directamente el informe a las citadas autoridades.

La obligación anterior alcanzará también a los auditores de las cuentas anuales de las empresas ligadas por un vinculo de control, en el sentido que determina el artículo 4 de la Ley 24/1988, del Mercado de Valores, a alguna de las entidades o instituciones a que se refiere el párrafo primero.

Adicionalmente, los auditores de cuentas de las empresas dominadas que estén sometidas al régimen de supervisión, además de informar a las autoridades supervisoras competentes, según se establece en el párrafo primero, también informarán a los auditores de cuentas de la entidad dominante.

La comunicación de buena fe de los hechos o decisiones mencionados a las autoridades supervisoras competentes no constituirá incumplimiento del deber de secreto establecido en el artículo 13 de esta Ley, o del que pueda ser exigible contractualmente a los auditores de cuentas, ni implicará para éstos ningún tipo de responsabilidad.

SEGUNDA.

Las funciones actualmente encomendadas a los miembros del Instituto de Censores Jurados de Cuentas de España en las Leyes y demás disposiciones de carácter general deberán entenderse atribuidas, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, a los auditores de cuentas y sociedades de auditoría de cuentas para el ejercicio de la auditoría de cuentas.

TERCERA.

Se autoriza al Gobierno para que, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, dicte las normas necesarias para el desarrollo de la presente Ley.

CUARTA.

Por el Ministerio de Economía y Hacienda se realizarán las modificaciones presupuestarias pertinentes para la habilitación de los créditos necesarios para el cumplimiento de lo previsto en la presente Ley.

QUINTA.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»; no obstante, la Disposición Adicional Primera solamente será de aplicación a los ejercicios económicos que se iniciaren a partir de la expresada fecha.

DISPOSICION DEROGATORIA

Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo establecido en la presente Ley.”

( Adopción de códigos de ética

Un tercer instrumento de profesionalización ha sido la adopción de códigos de ética. Si bien éstos regulan en su integridad a una profesión, como la contaduría, en algunos de ellos se establecen normas diferentes para el ejercicio privado y el ejercicio público de la profesión, como sucede en el Código de Ética de la IFAC. De la versión revisada de este código (enero de 1998) actualmente disponible en la página Web de la Federación, tomo los siguientes párrafos, que explican bien que es una profesión, por qué requiere un código ético y explican el para algunos complejo concepto del interés público:

“(...)

6. A profession is distinguished by certain characteristics including: 

a. mastery of a particular intellectual skill, acquired by training and education1; 

i. 1 For details of the education requirements recommended by IFAC, reference should be made to the International Education Guidelines prepared by the Education Committee of IFAC. 

b. adherence by its members to a common code of values and conduct established by its administrating body, including maintaining an outlook which is essentially objective; and 

c. acceptance of a duty to society as a whole (usually in return for restrictions in use of a title or in the granting of a qualification). 

7. Members' duty to their profession and to society may at times seem to conflict with their immediate self interest or their duty of loyalty to their employer. 

8. Against this background it is beholden on member bodies to lay down ethical requirements for their members to ensure the highest quality of performance and to maintain public confidence in the profession. 

The Public Interest 

9. A distinguishing mark of a profession is acceptance of its responsibility to the public. The accountancy profession's public consists of clients, credit grantors, governments, employers, employees, investors, the business and financial community, and others who rely on the objectivity and integrity of professional accountants to maintain the orderly functioning of commerce. This reliance imposes a public interest responsibility on the accountancy profession. The public interest is defined as the collective well-being of the community of people and institutions the professional accountant serves. 

10. A professional accountant's responsibility is not exclusively to satisfy the needs of an individual client or employer. The standards of the accountancy profession are heavily determined by the public interest, for example: 

· independent auditors help to maintain the integrity and efficiency of the financial statements presented to financial institutions in partial support for loans and to stockholders for obtaining capital; 

· financial executives serve in various financial management capacities in organizations and contribute to the efficient and effective use of the organization's resources; 

· internal auditors provide assurance about a sound internal control system which enhances the reliability of the external financial information of the employer; 

· tax experts help to establish confidence and efficiency in, and the fair application of, the tax system; and 

· management consultants have a responsibility toward the public interest in advocating sound management decision making. 

11. Professional accountants have an important role in society. Investors, creditors, employers and other sectors of the business community, as well as the government and the public at large rely on professional accountants for sound financial accounting and reporting, effective financial management and competent advice on a variety of business and taxation matters. The attitude and behavior of professional accountants in providing such services have an impact on the economic well-being of their community and country. 

12. Professional accountants can remain in this advantageous position only by continuing to provide the public with these unique services at a level which demonstrates that the public confidence is firmly founded. It is in the best interest of the worldwide accountancy profession to make known to users of the services provided by professional accountants that they are executed at the highest level of performance and in accordance with ethical requirements that strive to ensure such performance. 

13. In formulating their national code of ethics, member bodies should therefore consider the public service and user expectations of the ethical standards of professional accountants and take their views into account. By doing so, any existing "expectation gap" between the standards expected and those prescribed can be addressed or explained. (…)”

Por su fuente los códigos de ética pueden agruparse en dos: los corporativos, adoptados por los miembros de una organización y obligatorios solamente para éstos y los legales, expedidos por las autoridades estatales, que son aplicables a todos los miembros de la profesión que operan en el territorio dentro del cual dichas autoridades tienen soberanía.

La promulgación de códigos éticos no implica que haya dejado de existir un plano moral que escapa lo jurídico. Así como algunos pretenden sustraer la ética del derecho, otros intentan reducir lo ético a lo legal. Todos se equivocan.

Las reglas ético - legales por sí solas no tienen mayor influencia. Pero cuando son acompañadas, como suele suceder, por la constitución y funcionamiento de tribunales disciplinarios y por la consagración de penas que pueden imponerse a quienes infrinjan dichas reglas, cobran significativa importancia en el comportamiento de los profesionales.

El numeral 8) del artículo 15 de la Ley 145 de 1960 facultaba a la Junta Central de Contadores para elaborar y divulgar, con la aprobación del Ministerio de Educación Nacional, un código de ética profesional para los contadores.

La Corte Suprema de Justicia, mediante sentencia del 24 de septiembre de 1981, de la cual fue ponente el Magistrado Humberto Mesa González, declaró inexequible tal facultad. De contera, el código expedido previamente quedó sin vigencia. Antes y ahora, con la anterior y con la actual constitución, el Juez Constitucional ha considerado que el establecimiento de códigos éticos es asunto reservado al Legislador.

Así, por ejemplo, la Corte Constitucional, mediante la sentencia número C-606 de diciembre 14 de 1992, de la cual fue ponente el Magistrado Ciro Angarita Barón, señaló:

“(...) En cualquier caso, es claro que la norma que limita un derecho fundamental, como lo hace por ejemplo un código de ética profesional, tiene que tener rango de ley, pues estamos en este caso frente a una de las más importantes garantías normativas del sistema de protección a los derechos fundamentales en nuestro país. Las remisiones legales a la potestad reglamentaria del ejecutivo deben entonces encuadrarse dentro de normas claras que respeten no sólo el contenido esencial de los derechos que se regulan, sino todos y cada uno de los contenidos normativos de la Constitución. La potestad reglamentaria constituye pues, un complemento de la ley, necesario para hacerla cumplir eficazmente, pero la delegación legal no se puede traducir en una transferencia inconstitucional de competencias tal que deslegalice la materia reservada.

Lo anterior no significa que toda cuestión que se relacione de una u otra manera con la libertad de escoger profesión u oficio deba ser regulada por ley: ello dependerá de si la norma afecta o no el ejercicio de un derecho fundamental.

Ciertamente, la expedición de un código de ética profesional que consagra los principios que han de ser respetados y las conductas objeto de sanción, implica una regulación directa de los derechos consagrados en los artículos 25 y 26 de la Carta.

Si esto es así, dos garantías deben ser respetadas so pena de vulnerar la Constitución: la garantía formal que se refiere al necesario rango legal de las normas que contemplan las conductas tipificadas y las sanciones establecidas; y de otra parte, la garantía material, que consiste en el respeto a los principios del debido proceso, fundamentalmente en cuanto se refiere a la predeterminación pública de las conductas y sanciones, así como de la autoridad competente para imponer las sanciones, y el respeto a los principios de presunción de inocencia, favorabilidad y exclusión de la analogía.(...)”

Desde la fecha de dicha sentencia y hasta la expedición de la Ley 43 de 1990 la profesión contable colombiana careció de un código de ética. Casi diez años en que el tribunal disciplinario quedó prácticamente reducido a realizar la inscripción profesional.

La Ley 43 de 1990 deja mucho que desear en materia de técnica legislativa. Este reproche tiene que ver con la regulación ética de la profesión. Por la denominación del Título I del Capítulo IV de la Ley (¡capítulos que se dividen en títulos!) pareciera que el código de ética profesional se limita a lo dispuesto en los artículos 35 a 40 de la Ley. Pero no. Por su contenido y por su similitud con las disposiciones del antiguo código, debe decirse que en realidad el código ético está conformado por todas las disposiciones que integran dicho capítulo IV, que abarca del artículo 35 al artículo 71 de la Ley.

Ahora bien: el Título I del Capítulo IV hace gala de una técnica legislativa bien distinta a los restantes títulos (del II al VI).

Mientras el primero, siguiendo la tendencia moderna, que además es considerada como la aconsejable, determina una serie de principios éticos, los siguientes títulos utilizan la reprochable técnica del casuismo.

El código ético de los contadores fue objeto de comentarios por parte del Consejo Técnico de la Contaduría Pública, como puede verse en su Pronunciamiento número 3.

Más vale un reprochable código por su falta de técnica, que la carencia de código.

Con la expedición del código la Junta Central de Contadores ha retomado su función disciplinaria. La profesión está en mora de sistematizar las resoluciones de ésta en materia de tan vital importancia.

Hacer una análisis del código ético de los contadores colombianos excede los propósitos de este escrito. Baste decir, con gran preocupación, como lo he expuesto por escrito en otras oportunidades, que prácticamente toda infracción legal de un contador público es simultáneamente una violación de la ética – legal. Esta posibilidad de doble pena me parece inaceptable.

En muchas ocasiones, como sucede en virtud de lo dispuesto en la regla 202 del Código de Conducta Profesional que rige los contadores miembros del American Institute of Certified Public Accountants (AICPA), las normas éticas imponen el cumplimiento de los estándares profesionales emitidos por los cuerpos competentes.

( Establecimiento de normas de auditoría generalmente aceptadas

Se argumenta mucho a favor del libre ejercicio de la profesión. Para esto se trae a cuento la idea de que la profesión contable es una profesión liberal. Se dice, con gran desconocimiento del mundo actual, que por norma general las profesiones no tienen reglas a que atenerse.

Ciertamente siempre será necesario respetar el criterio o juicio profesional. Al fin de cuentas la auditoría es ejercida por seres humanos y no por máquinas.

Pero el interés público reclama objetividad por parte de los auditores. Esto es imposible de lograr si cada cual convierte la auditoría en algo altamente personal, subjetivo.

Es evidente que la profesión contable, sin distingo de país o concepción teórica, ha desarrollado una serie de estándares para conducir la práctica profesional. Se encuentran dentro de ellos pronunciamientos tan extensos, complejos y dinámicos como los famosos SAS, propios de los contadores norteamericanos. Pero la cosa no para en la existencia de reglas por país. La profesión mundial se ha empeñado en la formación de un cuerpo normativo universal, las Guías Internacionales de Auditoría, preparadas y difundidas por la IFAC.

La auditoría financiera, pionera entre las auditorias, desarrolló sus propios estándares, utilizando modelos de gestación que validan la denominación de generalmente aceptadas. Tales normas se dividen en generales y especiales.

Con el tiempo, las diferentes clases de auditoría han establecido sus propias reglas técnicas. Muchas de éstas han partido de la estructura y principios básicos (o normas generales) de la auditoría financiera. De tal manera que es necesario diferenciar entre las reglas de una y otra auditoría.

Alberto de la Peña Gutiérrez clasifica la auditoría
 en 1) económica y 2) especiales. A su turno subdivide la auditoría económica de la siguiente manera:

· Según la naturaleza profesional, en externa, interna y gubernativa.

· Según la clase de objetivos perseguidos, en financiera o contable, operativa, estratégica, de valoración, de legalidad y de cumplimiento.

· Según la amplitud del trabajo y el alcance de los procedimientos aplicados, en completa o convencional y parcial o limitada.

· Según su sustento teórico, en general y aplicada o de sectores.

· Según su obligatoriedad, en obligatoria y voluntaria.

· Según la aplicación temporal de sus procedimientos, en permanente y periódica.

· Según la técnica utilizada, por comprobantes y por controles.

Se pueden hacer muchas clasificaciones de la auditoría, según los criterios que se adopten. A mí me gusta la que acabo de citar porque, entre otras cosas, demuestra que la auditoría externa corresponde a un criterio de clasificación distinto del que corresponde a la auditoría financiera. Ciertamente es errado asimilar auditoría externa a auditoría financiera.

Por lo demás, también deben distinguirse los tipos de trabajo que realiza un contador independiente. IFAC distingue entre auditoría y otros servicios relacionados, denominados revisiones, procedimientos previamente convenidos y compilaciones.

Cada tipo de trabajo apareja sus propias normas de actuación. En Estados Unidos de América una cosa son los “Statements on Auditing Standards” (SAS) y otra los “Statements on Standards for Attestation Engaments” (SSAE). Sobre estos últimos prácticamente nada se sabe en Colombia.

Colombia ha avanzado lentamente en esta materia. Las confrontaciones internas de la profesión la han hecho ocuparse largamente en la definición teórica de las reglas aplicables: ¿interventoría de cuentas o auditoría? Hay respecto me pronuncié largamente en el pasado
.

En febrero de 1982 la Federación de Contadores Públicos de Colombia publicó su “Estatuto del Revisor Fiscal”. En agosto del mismo año el Comité Nacional de Investigaciones Contables divulgó su trabajo “Normas de auditoría”. Estos instrumentos estaban destinados a ser formas de autorregulación de la profesión contable colombiana. Más la división interna de ésta la llevó a lograr que se declarara su inexigibilidad jurídica. La consecuencia, como sucedió en materia contable, fue que el Estado tuvo que llenar el vacío legalizando las normas de auditoría.

En 1990 la Ley 43 de 1990 consagró, en su articulo 7º, las que denominó “Normas de auditoría generalmente aceptadas”. Estas son, indudablemente, normas generales de la auditoría financiera, versión de la década de los 70.

El Consejo Técnico de la Contaduría Pública ha procurado desarrollar tal artículo 7º. Las cosas iban bien hasta la expedición del Pronunciamiento número 7, Revisoría Fiscal, que produjo serias diferencias teóricas y una amplio desacatamiento de los pronunciamientos, a pesar de la exigibilidad que le han atribuido las Autoridades de Inspección y Vigilancia, incluida la Junta Central de Contadores.

Mediante el artículo 44 de la Ley 222 de 1995 se pretendió que muchos de los asuntos relativos a la contabilidad y la auditoría fuesen determinados mediante normas reglamentarias expedidas por el Gobierno Nacional. La Corte Constitucional se opuso a esta estrategia por considerarla inconstitucional. Sostuvo la Corte
:

“(...) La deslegalización.

Dentro del ordenamiento constitucional, los distintos órganos y ramas del poder público tienen delimitadas sus funciones, lo que permite su separación e independencia (art. 113).

Por tanto, cuando la Constitución asigna el conocimiento de una determinada materia a uno de los órganos estatales, no puede hacerse uso de figura alguna para trasladar esa función a otro organismo. Todo intento por mudar esa competencia entre unos y otros, es contraria al orden constitucional. Al respecto, esta corporación ha manifestado:

“... la función legislativa —salvo la expresa y excepcional posibilidad de otorgar facultades extraordinarias al Presidente de la República (art. 150, num. 10, C.P.)— no puede ser entregada por el Congreso al gobierno y menos todavía a otros organismos del Estado, así gocen de autonomía, ya que ésta únicamente es comprensible en nuestro sistema jurídico bajo el criterio de que se ejerce con arreglo a la ley.

Entonces, si el Congreso se desprende de la función que le es propia y la traspasa a otra rama del poder público, o a uno de sus órganos, viola el artículo 113 de la Constitución, que consagra, sin perjuicio de la colaboración armónica, la separación de funciones. Una norma que contravenga este principio despoja a las disposiciones legales de su estabilidad y les resta jerarquía”. (Corte Constitucional. Sentencia C-564 de 1995. Magistrado Ponente, Dr. José Gregorio Hernández Galindo).

Siguiendo estos principios, el inciso final del numeral 10 del artículo 150 de la Constitución, prohibe expresamente conceder facultades extraordinarias para la expedición de códigos, leyes estatutarias, orgánicas, o para la creación de los servicios administrativos y técnicos de las cámaras.

En relación con estas materias, el legislador no puede delegar de manera transitoria su regulación a través del mecanismo de las facultades extraordinarias, ni mucho menos puede autorizar al Presidente de la República para que, en uso de la potestad reglamentaria, legisle sobre estos asuntos.

Es decir, que en estos casos, la “deslegalización” definida por Eduardo García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández, en su Curso de Derecho Administrativo, como el mecanismo por medio del cual, el legislador otorga a la administración la facultad de regular materias que anteriormente sólo eran reglamentas por él, en desarrollo de su potestad reglamentaria, desconoce abiertamente la Constitución, pues ella, específicamente, ha confiado al legislador la regulación de ciertos asuntos, y por ende, en relación con ellos, no puede darse ninguna clase de delegación.

Al respecto, dicen los autores ya mencionados:

“La técnica deslegalizadora plantea un grave problema en relación con las materias constitucionales reservadas a la ley. Esta reserva de una materia a la ley se infringirá, evidentemente, si pretendiere cumplirse con una ley de contenido puramente formal, operante en el ámbito abstracto del rango de la ley que justamente viene a entregar la regulación de la materia de que se trate a los reglamentos. Por ejemplo: ¿cabría una deslegalización que entregase a una orden ministerial de justicia la sustitución entera del libro II del Código Civil? Parece evidente que no, por el propio concepto de materia reservada a la ley”.

Por tanto, esta figura sólo puede ser admisible cuando no se desconozcan las competencias que por mandato constitucional se han asignado a los distintos entes estatales. (...)”.

Más recientemente la Corte confirmó su parecer. En esta ocasión consideró que el Consejo Técnico de la Contaduría no puede actualizar las normas de auditoría. Dicho tribunal señalo
:

“(...) 3.3.1. El problema que se plantea se reduce a determinar si el Consejo Técnico de la Contaduría puede complementar y actualizar las normas de auditoría de aceptación general. Es decir, no se cuestiona por el actor la posibilidad de que existan normas de auditoria de aceptación general las cuales efectivamente están contempladas en el art. 7 de la ley 43/90, que no fue objeto de demanda, salvo su parágrafo.

3.3.2. En el punto anterior se analizó la constitucionalidad de los principios de contabilidad generalmente aceptados y se admitió su constitucionalidad, por las razones ya expuestas. 

No obstante, la situación que se examina es bien diferente, y no se podría dar una solución al problema exactamente igual, pues como se dijo antes, de lo que se trata es de definir si el referido Consejo tiene o no la mencionada atribución normativa.

3.3.3. A juicio de la Corte, es al legislador a quien le corresponde establecer o reconocer los principios de auditoría generalmente aceptados (art. 150 C.P.), aun cuando ello no se opone a que ellos puedan ser establecidos, como lo advirtió la Corte en la sentencia C-597/96 respecto de los principios de contabilidad generalmente aceptados, a través de los usos reiterados, constantes y públicos. Dentro de dicha atribución naturalmente esta la de complementarlos y actualizarlos. 

Con todo, no es posible que el legislador pueda atribuir al Consejo Técnico de la Contaduría la aludida facultad normativa, la cual sí es posible que la pueda tener el Presidente de la República o el Contador General de la Nación, según lo autoriza la Constitución (arts. 189-11 y 354, inciso 2).  

3.3.4. Consecuente con lo anterior, resulta igualmente inconstitucional la expresión “así como las disposiciones emanadas de los organismos de inspección y vigilancia de la profesión”, es decir, de la Junta Central de Contadores y del Consejo Técnico de la Contaduría, porque en este supuesto también la ley le está atribuyendo a dichos organismos un poder normativo privativo del legislador.  

3.3.5. Por las consideraciones anteriores, se declarará inexequible el parágrafo del art. 7; exequible el numeral 3 del art. 8, salvo la expresión mencionada en el numeral anterior, que se declara inexequible. Igualmente, se declara inexequible la expresión "y por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública", contenida en el art. 37-6 de la ley 43/90. (...)”.

El desarrollo de un cuerpo maduro de normas de auditoría en Colombia enfrenta muchos obstáculos. La no terminada discusión sobre las reglas aplicables. Ahora nos encontramos debatiendo si se trata de auditoría o control. La división profesional que lejos de mermar aumenta. La intromisión repetida de las Autoridades de Inspección, Vigilancia o Control, que acuñan exigencias sin consultar las prácticas nacionales o internacionales. Y, por encima de todo, el desconocimiento de los desarrollos en el ámbito internacional y extranjero (de lo cual es gravemente culpable la academia colombiana).

Mientras la academia y los profesionales sigan aplicando normas sin fórmula de juicio, pues se limitan muchas veces a reconocer la autoridad mítica de sus hacedores, hará falta una verdadera comprensión de la ciencia inmersa en ellas, se estará en incapacidad de exponerlas y defenderlas y no será posible su adaptación a las realidades nacionales. Mejor fuera que nos ocupáramos de apersonarnos del estado de la cuestión, en lugar de andar procurando la aparición de nuevos paradigmas en estas materias.

Un poco de reflexión nos haría ver que las normas de auditoría no son meras reglas procesales. Se fundamentan en marcos teóricos, filosóficamente sólidos, como, por ejemplo, en una teoría sobre la verdad, la certeza y el conocimiento.

También advertiríamos su estrecha relación con los principios éticos de la profesión, entre ellos, independencia y objetividad. ¿Dónde están los libros de filosofía de la auditoría, que reemplacen los cientos de manuales?

Evaluación crítica de la auditoría: dos visiones

En diversas partes del mundo, como en Colombia, se viene reflexionando sobre los servicios de auditoría y se han expresado opiniones sobre la necesidad de introducirles cambios para mejorar su utilidad.

Nos referiremos a continuación a dos visiones: el diagnóstico efectuado y las medidas adoptadas en los Estados Unidos de América y, por otra parte, a la evaluación contenida en el documento para discusión que sobre la auditoría estatutaria fue emitido por los organismos de la Unión Europea.

( La auditoría financiera en los Estados Unidos de América: situación actual

Dos hechos fundamentales deben destacarse: la auto evaluación que de los servicios de auditoría ha efectuado el Aicpa y las modificaciones legales introducidas por el reciente Private Securities Litigation Reform Act of 1995.

( Auto evaluación: manifestaciones del Aicpa

El Aicpa viene empeñado en la formulación de un marco teórico que permita expandir los servicios de los contadores públicos a nuevas modalidades, que genéricamente se denominan como servicios de seguridad razonable.
En uno de sus documentos, sobre el futuro de los servicios de auditoría financiera
 expresa:

( “[...] El valor de la auditoría actual

El servicio de auditoría de estados financieros ha generado honorarios por encima de $7 billones de dólares por año (en dólares de 1995) en los Estados Unidos en cada uno de los pasados cinco años, lo cual excede los ingresos recibidos por cualquiera de las otras profesiones principales de servicios - impuestos y consultoría. Además, la auditoría actual:

· incrementa la confiabilidad de la información para los usuarios,

· ofrece tremendo potencial para añadir valor adicional abarcando nuevos tipos de información,

· reduce el costo de capital y mejora la liquidez,

· es esencialmente el servicio clave mediante el cual la profesión se distingue como «especialistas en información» independientes y objetivos,

· proporciona acceso ilimitado a todas las facetas de las actividades de una organización,

· es relativamente estable y rentable,

· actualmente está protegida legalmente como un servicio exclusivo que solamente puede ser desempeñado en los Estados Unidos por CPA´s, y

· es el servicio de CPA clave mediante el cual se puede «conseguir» la realización de nuevos servicios de seguridad.

Esas características dan testimonio del gran valor de la auditoría actual.

( Críticas a la auditoría actual

Al mismo tiempo, la auditoría actual es criticada de manera frecuente por fallar en la satisfacción de ciertas necesidades de usuarios / tomadores de decisiones (incluyendo clientes). Las críticas señalan que la auditoría falla en satisfacer expectativas de los usuarios relacionadas con (1) detección de fraude y de otros actos ilegales; (2) tratamiento de desastres financieros y de problemas de empresa en marcha; y (3) tratamiento de riesgos, incertidumbres y estimados. Mejorando el desempeño en estas áreas podría añadir valor a la auditoría actual. También podría compensar de alguna manera la declinación en los servicios de contaduría que acompañaron la auditoría en años anteriores. En el pasado los auditores ayudaron de manera sustancial a los clientes en la preparación de estados financieros (y revelaciones relacionadas) y en la eliminación de errores, pero los dramáticos mejoramientos tanto en las habilidades como en la confiabilidad de los sistemas han reducido esas contribuciones.

Los auditores son criticados por fallar en el uso efectivo del conocimiento obtenido en una auditoría para ofrecer mayor valor a los clientes y a otros. Los usuarios consideran que los auditores «conocen mucho más de lo que expresan» y que existen oportunidades significativas para que los auditores añadan valor de manera más efectiva explotando su base de conocimiento. Por consiguiente, existen considerables oportunidades para mejorar la auditoría actual durante los siguientes diez años.[...]”

( Modelo comprensivo de información sobre desempeño

Con claridad Aicpa anota:

“[...] El conjunto de información que se maneja en las auditorias actuales - datos sobre transacciones contables históricas y estimados relacionados, ajustes, y revelaciones en el marco de los principios de contabilidad generalmente aceptados - es sólo un componente de un conjunto comprensivo de información sobre el desempeño de una entidad. (...)

En este modelo, la información sobre el desempeño incluye tres dimensiones adicionales que van más allá del desempeño financiero: desempeño del mercado (outputs), desempeño de recursos (inputs), y desempeño del proceso, los cuales se centran en el proceso interno crítico empleado por una entidad para convertir sus inputs en outputs. Además, la información sobre cada una de las cuatro áreas de desempeño se pueden subdividir en información histórica y prospectiva.

Una de las mayores debilidades de la auditoría actual es que omite información vital para el desempeño. Sin embargo, tal información actualmente está en desarrollo por parte de muchas entidades y está siendo usada por clientes, inversionistas, acreedores, empleados, proveedores, sindicatos, y otros usuarios en una variedad de actividades de toma de decisiones.
Los nuevos servicios de seguridad basados en la demanda del mercado pueden ayudar a remediar esta deficiencia en la auditoría actual mejorando los conjuntos de información disponibles para los tomadores de decisiones.

El Comité considera que la información financiera histórica continuará siendo reportada durante los siguientes diez años. Sin embargo, se espera que ocurra un «enriquecimiento» significativo del conjunto de información preparado según GAAP mediante iniciativas provenientes de emisores de estándares, posiblemente de acuerdo con las recomendaciones del Special Committe on Financial Reporting.[...]”

(Retos y oportunidades en los próximos años

Planteado lo anterior, el Aicpa pasa a preguntarse en qué escenarios deberá desenvolverse la profesión en los próximos años y cuáles serán los retos y oportunidades de la auditoría en ellos. 

El análisis se hace segmentando el mercado de servicios en cuatro estratos, a saber:

Compañías de impacto público

Compañías de impacto privado, que se financian con base en su propia empresa

Compañías de impacto privado, que se financian con base en sus propietarios

Pequeñas unidades gubernamentales locales.

El Aicpa presenta su visión de cada uno de esos escenarios, pronosticando cómo serán y se comportarán las empresas en cuestión, especialmente en cuanto a su forma de operación y a la información que usarán y difundirán. Omitimos la trascripción respectiva. En cambio reproducimos lo que se dice con base en esas visiones sobre el impacto que ellas tendrán en los contadores públicos:

Escenario de las compañías de impacto público

“[...] Los auditores de información GAAP para compañías públicas continuarán siendo demandados en el mercado y continuarán siendo un «núcleo» de servicios profesionales exigidos por la Sec. Y, en la medida que la profesión realice progresos significativos en el terreno de los «problemas críticos», los informes completos de auditoría (emitidos anualmente, en intervalos periódicos cortos, o de manera continua) a lo largo de un rango de entidades de impacto público grande continuarán siendo una señal significativa respecto de la integridad de la información financiera que se hace disponible para el público.

Los auditores continuarán siendo requeridos por los preparadores a fin de que les den seguridad oportuna sobre transacciones significativas, no rutinarias, las cuales gradualmente conducirán a hacer del auditaje continuo la norma. A su turno, el auditaje continuo puede conducir a información continua (internamente y posiblemente de carácter externo sobre una base de excepción) suplementada con un informe anual de auditoría. También se espera que los auditores den creciente énfasis a la entrega de valor añadido a la auditoría mediante análisis e interpretación, lo cual requerirá mayor involucramiento del socio de auditoría.

Las demandas de los usuarios por mayor detección del fraude y de actos ilegales fomentará que los auditores desarrollen nuevos instrumentos para la detección del fraude, incluyendo sensores electrónicos, agentes de software, modelación por computador y triangulación (i.e., explotación de las relaciones de conectividad entre diferentes entidades en la cadena de valor del preparador). Los auditores también necesitarán perfeccionar continuamente los instrumentos existentes, incluyendo la obtención de mejor conocimiento de las industrias, sistemas de negocios y procesos, y riesgos de negocio.

El uso de esos diferentes instrumentos sugiere que los equipos de auditoría tendrán que expandirse en términos de conocimientos y conjuntos de habilidades para incluir otros especialistas, tales como especialistas en fraude, especialistas legales y reguladores, especialistas en industria, especialistas en tecnología de la información. En esta área también será necesario mayor involucramiento del socio de auditoría.

El cambio anticipado del poder desde los preparadores hacia los usuarios probablemente conducirá a que los usuarios demanden información financiera histórica que sea más oportuna, particularmente mirando problemas de desastres financieros, riesgos, incertidumbres y estimados, lo cual probablemente conducirá a mayor involucramiento oportuno por parte del auditor respecto de esos problemas. Los usuarios también esperarán información más desagregada. Finalmente, se espera que los usuarios demanden algún tipo de comentarios cualitativos - provistos posiblemente por el preparador (MD&A), por el auditor, o por ambos. Para entender mejor las expectativas de los usuarios mirando los resultados de los procesos de auditoría, el Aicpa (y posiblemente las grandes firmas de auditoría) pueden escoger conectarse electrónicamente con distintos grupos de usuarios.

En la medida en que los auditores adopten bases de datos integradas mundialmente, los auditores necesitarán desarrollar enfoques apropiados, tanto para la valoración de los riesgos de control asociados con esos sistemas como para la prestación oportuna de respuestas a las solicitudes de involucramiento de los auditores en todos los problemas no rutinarios. Los equipos mundiales de auditoría requerirán tener las habilidades necesarias para tratar de manera comprensiva con los problemas «multi» de los clientes. Igualmente, en la medida que los sistemas de los preparadores se hagan crecientemente más confiables en el tratamiento de operaciones rutinarias, el esfuerzo de auditoría continuará trasladándose desde «realizar la teneduría de libros correcta» hasta concentrarse más en el tratamiento de los «problemas críticos», dando ello como resultado eficiencia y efectividad en la auditoría. Además, en la medida que los preparadores adopten continuamente el comercio electrónico, los auditores necesitarán tener un mayor entendimiento de los riesgos implicados en el comercio electrónico y desarrollar los enfoques de auditoría apropiados para tratar con esos riesgos.[...]”

Escenario de las compañías de impacto privado cuya financiación se basa en sus propias empresas

“[...] Los auditores continuarán satisfaciendo ciertas necesidades de los usuarios relacionadas con compañías pequeñas. En casos en que los auditores se desempeñen en compañías pequeñas, se espera que den énfasis creciente a la prestación de valor adicional mediante análisis e interpretación, lo cual requerirá mayor implicación del socio de auditoría.

Los procedimientos previamente convenidos se tornarán importantes de manera creciente en la búsqueda de un amplio rango de necesidades de seguridad de los usuarios, incluyendo necesidades de los prestamistas por seguridad sobre la información del flujo de caja e intangibles y las necesidades de la alta gerencia por asegurar la información sobre el desempeño mirando ubicaciones remotas.

Dado el creciente nivel de habilidades esperado en el área financiera de las compañías pequeñas, los CPA serán capaces de mantener su actual rol como consejeros de la verdad de los negocios, si son capaces de (1) entregar mayor valor en las auditorias de información financiera histórica mediante análisis e interpretación, y otros servicios que los tomadores de decisiones encuentren útiles; (2) ayudando en el diseño e implementación de otros tipos de medidas de desempeño; y (3) ayudando al manejo de los problemas de cumplimiento asociados con la operación en mercados globales.[...]”.

Escenario de las compañías de impacto privado cuya financiación se basa en sus propietarios

“[...] Se espera que los auditores continúen satisfaciendo las demandas de ciertos usuarios involucrados en las compañías del escenario 3. En aquéllas instancias en las cuales se desempeña una auditoría para una compañía muy pequeña, se espera que los auditores den mayor énfasis en la prestación de valor añadido mediante análisis e interpretación adicionales (i.e., en su relación con los preparadores, los auditores se moverán en la cadena de valor de la información), lo cual requerirá mayor involucramiento del socio de auditoría.

El aseguramiento de la información financiera de manera creciente tomará la forma de contratos de procedimientos previamente convenidos (AUP´s), los cuales le permiten tanto al preparador como CPA personalizar la seguridad según las necesidades particulares de los usuarios (por ejemplo, seguridad del estado actual del colateral). Así, las oportunidades por APS se espera que provengan de la información personal y de la compañía, información implicada tanto para la calificación de créditos no seguros como para otras solicitudes de crédito relacionadas con créditos seguros. Se espera que las oportunidades de AUP provengan también de socios de explotación significativos para una compañía.

Los preparadores seguirán viendo a los CPA´s como consejeros de la verdad de los negocios. En la medida que los preparadores se tornan más proficientes en la preparación de información financiera histórica, el CPA requerirá proporcional valor adicional al cliente. El valor adicional que da el CPA debe ayudar a la interpretación de resultados, lo cual puede implicar la identificación y/o creación de benchmarking de información apropiado. Además, dado que las compañías muy pequeñas comienzan a explorar un conjunto más comprensivo de información sobre desempeño, el CPA puede asistir en el diseño e implementación de medidas apropiadas. Finalmente, dado que las compañías muy pequeñas se mueven en dirección al comercio electrónico global y enfrentan nuevos requerimientos de cumplimiento y nuevos riesgos, el CPA necesitará entender la tributación y la regulación en los mercados claves del cliente, así como los riesgos involucrados en el comercio electrónico.[...]”

Escenario de las pequeñas unidades gubernamentales locales

“[...] El anticipado incremento gradual en el umbral de las auditorias particulares, lo mismo que el recientemente aprobado «enfoque basado en el riesgo» puede conducir a una reducción en los ingresos de auditoría. Sin embargo, el incremento esperado en la demanda por auditorias de desempeño puede alejar bastante esa reducción. Si bien el involucramiento del auditor generalmente continuará siendo «después del hecho», las unidades locales que buscan distintas opciones de outsourcing podrán buscar la participación oportuna del auditor en orden a monitorear efectivamente las diferentes unidades de outsource.[...]”

( Las nuevas regulaciones legales con efecto en la auditoría

Como ya se mencionó, en Estados Unidos se expidió recientemente el Private Securities Litigation Reform Act of 1995.

Esta norma contiene una parte sobre requerimientos de auditoría. Los contadores públicos quedaron obligados a incluir en sus trabajos procedimientos orientados a:

· Suministrar una razonable seguridad de detectar actos ilegales que puedan tener un efecto directo y material en la determinación de los saldos incluidos en los estados financieros.

· Identificar transacciones con partes relacionadas que sean materiales en los estados financieros o que de cualquier otra manera deban ser objeto de revelación.

· Evaluar si hay una duda sustancial sobre la habilidad de las compañías para continuar funcionando durante el siguiente año.

Por lo común, en Estados Unidos son los propios contadores quienes determinan los procedimientos a practicar en una auditoría. Sin embargo, como se vio en el aparte anterior, estas situaciones conforman lo que se ha dado en denominar los problemas críticos de la auditoría actual. Razón más que suficiente para que el legislador los haya convertido en obligatorios para las auditorias de empresas que participan en el mercado de valores.

( La voz de los funcionarios de los organismos de vigilancia del mercado de valores
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I am thrilled to be here today. But I must tell you, I was talking before lunch with former SEC Chairman Ruder who reminded me that I was invited not only this year, but last year as well to this prestigious conference. Unfortunately, on both occasions, the weather resulted in either my delay in arriving or in the case of last year, outright cancellation. He said as a result, he doubted I would be invited back next year. I responded that it was kind of him to tell me about that before lunch because most of the people who have to listen to my remarks wait until after I have spoken to tell me not to come back. 

In fact, even the people I work with at the SEC like the Commissioners, the staff, and especially my staff, want to make sure I let you know that the views I express today are not necessarily their views. To the extent you may or may not agree with them, they may or may not be my views as well! 

Lastly, my family asks that I add them to the list of disclaimers. They tend to be a little more forthright. Thank goodness I have a dog!!!! 

Today, America's capital markets stand as the most liquid, deep and efficient markets in the world – markets that have propelled our economy onto a plane where we have no equal. Why have our markets been so successful? In large part, because of high quality, transparent financial reporting. And, nothing has guaranteed that transparency more than the independent audit. 

This afternoon, I want to focus on two concepts key to public confidence in financial reporting: (1) the importance of independence as an integral and immutable part of the audit process; (2) and the importance of an effective self-regulatory structure for the auditing profession. 

Over the past quarter century, since the accounting profession's self-regulatory structure was put in place, there has been a sea-change in our markets. Just look at the sheer growth and velocity. Look at the dramatic revolution in the structure and product mix of accounting firms. Amidst this backdrop, how can we ensure that the independence framework and the self-regulatory structure be modernized for the times? 

The Times, They Are A-Changing

The number of public companies that file financial statements with the SEC has grown from 9,000 in the 1970's to nearly 15,000 today. The total amount of public equity offerings in 1990 was $24 billion, and ballooned to $152 billion by 1998. In fact, the amount of IPO's alone in 1998 was $44 billion, almost twice the total equity offerings of a decade ago. And 1999 looks like another record year. 

Today, it has been reported that the Nasdaq stock basket, after gaining 86 percent last year, trades at 125 times its companies' earnings of the last twelve months. That's approximately eight times the historical average. 

In the post-war era of 1948, there were 6 million public shareholders in this country; in 1973 there were almost 32 million; and today there are approximately 79 million. In 1947, the average daily turnover on the New York Stock Exchange was less than 1 million shares; in 1971, it was well over 15 million. And as we enter the new millennium, just thirty years later, we have seen daily trading volumes of 1 billion shares, an increase of 66 times! 

The total US market capitalization has also increased from $651 billion in 1970 to $13.3 trillion in 1998. During that same period, our country's Gross Domestic Product has increased eight-fold from $1+ trillion in 1970 to over $8 trillion in 1997. And keep in mind that the total market capitalization has increased from 62% of GDP in 1970 to 169% in late 1999. The last time we saw a number that high was in 1989 - in Japan. 

Our markets have been successful in attracting capital because of the confidence and trust investors put in the numbers they receive. Unlike in Asia, Russia and Latin America, which have experienced flights of capital in recent years, the lack of smoke and mirrors in the U.S. has largely shaped the integrity of our markets, fueling investor confidence and encouraging expanded capital investment, making our economy and quality of life the envy of the world. 

The reporting of comparable, timely, credible financial information – that is, high quality, transparent financial reporting – also forms the basis on which investors can assess whether management has achieved its stated objectives, and enables investors to make rational decisions regarding the allocation of capital in our capitalist society. The efficiency of this process results in lower costs of capital for companies as well as greater access to the capital they need to grow, and in turn fuels strong economic times like we are in today. 

So we must be ever vigilant in protecting and continuously improving the elements of a high quality financial reporting structure. The five elements that would make up that structure include: 

· Effective, independent, high quality accounting and auditing standard setters;

· High quality accounting and auditing standards;

· Audit firms with effective quality controls worldwide;

· Profession-wide quality assurance; and

· Active regulatory oversight 

What is the overriding context we need to place these elements in? 

· First, we need to recognize that independence is an integral and immutable part of the audit process and the public's reliance on that process. 

· Second, if we are to continue to rely on a self-regulatory structure for the accounting profession, that self-regulatory structure must have the power and authority to truly investigate, regulate, and effect corrective change. 

· Third, there has been a paradigm shift in the pace, breadth and depth of the markets, in the U.S. and worldwide, in the workforce and certain family relationships within that workforce and particularly within the accounting profession, and a concurrent shift in the macro and micro structure and product mix of the accounting profession. However, despite this paradigm shift, there have not been comparable changes in the rules relating to auditor independence and in the self-regulatory structure. The importance of continuous quality improvement requires us to update our rules and self-regulatory structure, to "sharpen the saw" if you will, in order to maintain the high quality financial reporting that has become the hallmark of the US capital markets. 

The Changing Face of the Accounting Profession

Let me set the stage by giving you a perspective on the changes the profession has gone through in America in the past twenty-five years or so. I use that time period as a benchmark as it was in the mid 70's, that the profession put in place the self-regulatory scheme that largely remains unchanged today. 

Interestingly enough, these changes were made in response to numerous financial frauds reported after the longest sustained period of economic expansion in the history of America – until now that is – during the 1960's. For those of you in the audience with a few gray hairs, you probably remember names like Penn Central, Equity Funding, and Continental Vending. In addition, scandals surfaced in 1974 when congressional investigations brought to light unrecorded slush funds, secret bank accounts, and other devices to hide bribes and kickbacks by over 200 major companies. And the cry went out, "Where were the auditors"? 

As a result, fundamental changes in the self-regulatory structure were enacted in 1977, resulting in the current "alphabet soup" of organizations such as the SECPS, PEEC, QCIC, and POB. 

But the self-regulatory structure has not kept up with changes in the accounting profession. 

Let me illustrate with some numbers. In the past 25 years, we have gone from the Big Eight Accounting Firms in an era of Eight Track Tapes, to the Big Five accounting firms in an era of CD's, DVD's, 4x4s and SUV's! 

The audit and accounting fees of the largest accounting firms as a percentage of their revenue has decreased significantly from 70% of total revenue in 1976 for the Big Eight to 34% of total revenue for the same firms (merged into the Big Five) in 1998. And just as the macro-structure of the accounting profession has changed, so has the micro-structure of the product mix within the firms. In 1981, management advisory services ("MAS") for traditional audit firms represented approximately 15% of accounting firms' total revenue; today MAS accounts for 40% of revenue. 

In the 1970's, the largest firms were national practices; now they are internationally branded names you see worldwide in every major airport concourse (I know, I've seen them as I've run, and I do mean run, to catch a flight!) There has been an explosion of services ranging from broker/dealer services, to outsourcing of most corporate office functions, to transactional structuring advice, to strategic business planning, to business process restructuring, to asset management, and on and on. These firms no longer advertise themselves as auditing firms, but rather as one-stop financial service firms that offer a full range of services. 

And engagement partners, who were accounting and auditing services experts in the 70's, have now been handed the role of ensuring that clients are aware of, and buying, as many of the multitude of services offered as possible. This marketing function is imposed while also asking the same engagement partners to "Just Say No" to the buyers of these services if the quality of their financial reporting is not within the boundaries specified by generally accepted accounting principles. I'm not sure even Sampson had the strength to carry the water for these two masters! (No, not our friend Clarence!) 

Another dramatic change affecting the profession is the desire on the part of the auditors to be able to invest in dot.com companies and to enter into strategic business alliances with audit clients. As a result, the interests of the investing public for an examination of the numbers by an independent third party, who is free of conflicts of interest, financially and otherwise, are being supplanted by those in the profession who see auditing as the dog's tail, and nothing more. 

Today, these professional services firms assert that they must expand their scope of services. They cite the need for in-house expertise for auditing that, in their view, can best be developed through MAS activities. And they say that their clients demand these services. They also note that MAS opportunities enhance their ability to attract and retain high-quality professionals. Of course, these services have been very profitable too. 

While these arguments have merit, we must not lose sight of the core attributes of high-quality audits – capable professionals who serve the public good through their independent scrutiny of a company's financial statements. And today, as in the 1970s, auditors are well compensated for their work. The audit practices of the large firms generate billions in revenues and are very profitable. Earnings of audit partners are typically in the upper echelons of their respective communities. In addition, when there has been a downturn in the economy, it is the auditing practice that has subsidized the operations of the consulting practice. These economics, along with the on-the-job learning experience, make auditing an attractive career choice. 

Vacuum Tubes or Cutting Edge

The need of investors for a quality audit has not changed. And if you doubt the value of an audit in today's pressure-packed, fast-moving, volatile environment, just ask the investors - who reportedly have lost tens of billions of dollars in the high profile financial fraud cases reported all too frequently in today's newspaper headlines - what they think about the need for quality audits. 

The changes in the profession since the 1970's are significant, and have fundamentally changed the way accounting firms operate their businesses internationally, the way they perform audits, the structure and governance of the firms, as well as their cultures and perhaps even the "tone and focus at the top". Yet, notwithstanding these changes, when we at the SEC suggest that continuous improvement would benefit the profession, just as I found as a business executive that it benefited our company and investors, I hear accountants say "Why fix it if it ain't broke?" "Why throw out the baby with the bath water?" 

I think it would be amazing to see how well off our economy and investors would be today if the leaders in the semiconductor, software and biotech industries had merely said "Don't fix it if it ain't broke". Vacuum tubes, IBM selectric typewriters and small pox shots would no doubt still represent the cutting edge. Perhaps we'd even still have the Edsel. 

And it is for this very reason - to ensure we maintain our competitive edge - that we must look at the way we do things in the accounting profession. We must institute now, rather than later, the necessary changes that will improve how we serve our client, the investing public. We need to make the changes that are required to update the existing quarter-century-old self-regulatory structure to reflect the dramatic changes that have occurred in the profession. Just as we do in business, we need to "map" out how self-regulation and audits are actually performed today and then compare this to a design that yields the most effective and efficient audits and self-regulation. By going through such a process, we will be able to identify ways we can add value to our customers - the investing public. 

Critical Success Factors for High Quality Audits

A starting point is to look at what it is that makes for a great audit. 

In going through such a process, I have spent considerable time with members of the profession. In one of these discussions, we identified some of the critical factors for a successful audit. The factors we identified include: 

1. "Spine," or the ability to stand your ground, and do what's right on the tough issues;

2. An objective, independent perspective based on integrity and ethics beyond reproach;

3. Quality professional staff committed to serving the investing public - after all, investors are the most important client;

4. Continuous training focused on providing the auditor with the skills necessary to complete a successful audit - training that begins when a professional joins a firm, and continues throughout a professional's career;

5. Availability of and capability to use up-to-date technologies;

6. Current knowledge of the client's business and the risks associated with that business;

7. An effective quality assurance program;

8. Auditing standards with sufficiently detailed audit procedures and guidance necessary to produce audits that will assure the public's confidence in the numbers;

9. A process that provides input to clients on how they can improve the quality of their financial reporting processes, procedures and product;

10. A sufficiently robust audit methodology and process;

11. The appropriate compensation program that rewards or penalizes an audit professional based on the critical success factors for a successful audit; and last, but absolutely not least,

12. Effective oversight and regulation by an independent body representing the public's interest.

Toward Continuous Improvement in Self-Regulation

Yet, in spite of it's importance, the oversight and self-regulatory mechanism we have today in the profession has not kept pace with the changes occurring in the accounting firms I described earlier. And so, I would like to share with you some thoughts on what a possible self-regulatory structure should encompass for it to effectively and efficiently regulate the profession. 

Highly Respected Independent Oversight Board

Our experience in the United States has shown that oversight is best performed when done by a highly qualified body of independent representatives. For example, we were unable to successfully restructure the military bases after the end of the cold war until Congress established an independent commission that was willing to make decisions based on what was right. And in our financial circles, just look at the internationally acclaimed success of the Financial Accounting Standards Board ("FASB"), which has been comprised of independent board members who are some of the most highly qualified individuals from their respective fields. And, to their credit, the International Accounting Standards Board has voted to approve a new structure based on independence and technical competence. 

Likewise, we need to ensure that we have independent oversight of the auditing profession by an independent body of capable, highly respected individuals whose principal mission is to serve the investing public. The Public Oversight Board ("POB"), which is now chaired by the highly respected former comptroller general of the United States, Chuck Bowsher, certainly could fill this role. In order for the POB to effectively accomplish its mission, however, it will need to have the necessary authority and responsibility to ensure that investor confidence and trust in the numbers are not eroded. This undoubtedly would necessitate those who establish the respective standards and rules coming directly under the auspices of the POB. 

Establishment of Professional Practice Rules and Standards for Peer Reviews

Today, most, but not all, CPA firms that audit public companies belong to the SEC Practice Section ("SECPS") of the AICPA. The Executive Committee of the section establishes membership rules that set certain requirements, such as the need for peer reviews and for a review of significant parts of the audit by a second partner. In addition, the peer review committee of the section is actively involved with development of the guidelines for peer reviews, as well as the performance of the reviews. 

The membership of these committees is comprised of practitioners, including some from the national offices of the firms. However, it used to be the most senior members of the firm served on the executive committee. We need to consider if we wouldn't be better served if we went back to that practice. 

In addition, I have personally reviewed some peer reviews. In a recent letter to the POB, I also noted that the peer review of Coopers & Lybrand, one of the two firms that now comprise PricewaterhouseCoopers, received a comment from its peer reviewer that stated it had an effective set of internal controls monitoring independence. It is somewhat disappointing that such a letter was issued to the public in light of the recent independent consultant's report on PwC. 

As a result, we are concerned about the approach to, and quality of, peer reviews. This has led to the belief that perhaps peer reviews should be done under the direct supervision of the POB. 

In addition, these reviews, which are conducted once every three years, should perhaps be done more often, much like the CPA firms do their own internal inspections. And finally, as an engagement partner, I was always told in advance which of my audits were going to be peer reviewed. I think it would be beneficial if the staff of the POB could review some audits on an unannounced basis. 

High Quality Auditing Standards

I believe that we have the highest quality auditing standards in the world today. The recently adopted standard requiring auditors, audit committees, and managers to have a discussion about not just the acceptability, but also the quality of a registrant's financial reporting, is an excellent example of where the Auditing Standards Board has kept the investing public in mind. 

But we can do better. The discussion of quality was first recommended by a special report of an advisory committee of the POB in 1994. Yet this latest standard adopted in January 2000 was undertaken in response to the 1999 report of the Blue Ribbon Panel on Audit Committees. We need an auditing standards setter that is proactive in identifying issues such as the quality issue and developing standards that adequately address the issues raised. While I firmly believe this board needs to have members comprised of practicing auditors, perhaps we should consider including independent board members, such as retired audit partners and CFO's who were formerly employed in the audit practice of an accounting firm. 

A Declaration of Independence

Let me shift for a moment to the concept of auditors' independence. No one has stated this role more clearly than the United States Supreme Court, which said: 

"The independent public accountant performing this special function owes allegiance to the corporation's creditors and stockholders, as well as the investing public. This public watchdog' function demands that the accountant maintain total independence from the client at all times and requires complete fidelity to the public trust." (emphasis added) [United States v. Arthur Young, 465 U.S. 805, 817-818 (1984)] 

And John L. Carey, the AICPA's former chief staff officer, wrote the following definition of independence: 

"Independence is an abstract concept, and it is difficult to define either generally or in its peculiar application to the certified public accountant. Essentially, it is a state of mind. It is partly synonymous with honesty, integrity, courage, character. It means, in simplest terms, that the certified public accountant will tell the truth as he sees it, and will permit no influence, financial or sentimental, to turn him from that course...It is not enough for the member to do what he thinks is right. He must also avoid behavior which could lead to [or] subject [him] to, improper influences. The accounting profession must be like Caesar's wife. To be suspected is almost as bad as to be convicted." 

The question of independence was asked of a representative of the accounting profession at Senate Hearings when the Securities Laws were first enacted in 1933. When asked by a Senator if there was any relationship between corporate controllers and their auditors, Col. A.H. Carter, President of the New York State Society of CPA's at the time, replied, "None at all. We audit the controllers." The Senator then asked, "Who audits you?" to which Col. Carter replied, "Our conscience." 

Yet recent events, news stories, and the business desires of public accounting firms to be able to invest in certain companies, have their clients invest in their own public offerings, and practice law, in addition to serious concerns over the culture and controls within the firms, raise significant public policy issues that require serious consideration. I strongly believe we must not condone conflicts of interest that the public would perceive as raising questions about the credibility of financial statements. 

As a result, we need to develop a framework for independence, in fact as well as in appearance, that adequately addresses the need to give markets confidence in the objectivity and reliability of an auditor's opinion. The framework must also address the ever-expanding business practices of the accounting profession. In doing so, we are going to have to come to grips with the issue of how to ensure the independence of the auditor and the state of mind required to ensure that the tough questions get answered right. 

And so, in light of today's business imperatives, I believe the accounting profession has to rededicate itself to a profoundly simple proposition: the judgment and work of the auditor must be free from any bias or outside pressure and clear from any conflicts of interest. The judgment and work of the auditor must be dedicated to the public interest. We dare not lose sight of that - ever. We should not allow the audit process - long rooted in independence and forged through professionalism - to be diminished in the name of other commercial opportunities. 

It is instructive to note that a 1979 POB report included the following statement: 

"The Board believes that there is possibility of damage to the profession and the users of the profession's services in an uncontrolled expansion of MAS to audit clients. Investors and others need a public accounting profession that performs its primary function of auditing financial statements with both the fact and appearance of competence and independence. Developments which detract from this will surely damage the professional status of CPA firms will lead to suspicions and doubts that will be detrimental to the continued reliance of the public upon the profession . . ." 

It seems that the current environment is exactly what the POB warned us about twenty years ago. 

The core principle of independence is immutable. But, the rules which weave the fabric around independence must continually be scrutinized. Recently, some have said certain aspects of the independence rules are unfair, too cumbersome and just unrealistic. I don't dismiss those concerns. And, I can tell you neither does Chairman Levitt. 

Earlier this week, Chairman Levitt asked my office to identify independence rules governing certain investments and employment relationships by auditors and their families in firm clients that need to be modernized, given the significant demographic changes of the last two decades. Given our experience that every good idea drags on for far too long, he asked that within 45 days, we come back to him with recommendations for changes to those rules. Such an examination will only help to ensure that the audit process remains independent and robust - eliminating rules that provide marginal benefits and unjustified sacrifice for all participants in the audit process, including the families of auditors. 

In addition to developing these proposals, I also believe we need to take a closer look at the structure of the Independence Standards Board. The Commission noted that the staff would undertake a review of the ISB within two to five years of its formation – we are planning to do that as part of an overall review of the present self-regulatory structure. The chairman of the O'Malley Panel has also indicated the Panel is reviewing this topic. Ultimately, I believe questions such as those regarding the ISB's structure, whether there are sufficient independent members of the ISB, the role an independent oversight board should take, and the viability of the Independence Issues Committee – whose members are all from the profession – will need to be answered as part of an overall improvement of the present self-regulatory structure. 

There are some basic concepts I have always believed were important as it relates to independence. First, auditors should not provide services that might affect the numbers in the financial statements, such as valuations used for financial statement purposes, and internal auditing. Second, auditors cannot provide services requiring them to be an advocate for the client. Third, audit firms should not be part of a web of business relationships that gives them a mutuality of financial interest with an audit client. Finally, there should not be financial interests or employment with clients. I fully understand some services provided by auditors may enhance an audit. But all too often the auditors do not avail themselves of this knowledge resident with the consultants. 

In light of the explosion of financial services offered by CPA firms to their clients, I also believe consideration must once again be given to the need for disclosure of non-audit services. One of the former Commissioners who voted to withdraw the previous Commission rule requiring disclosure of non-attest services has said it was the worst decision he made while at the Commission. 

Timely Diagnosis and Effective Discipline

I believe strongly that the true mark of any group of professions is the ability of the profession to investigate concerns expressed by the public, including alleged improper professional conduct. The investigation and diagnosis of what, if anything, went wrong should not have to be performed by state or federal investigators all of the time. While we at the SEC stand ready, willing, and able to fight fraud, I question if it is a good use of our resources to try to identify lower quality, "C grade" audits. Instead, we need a mechanism that can: 

1. Perform in-depth studies of CPA firms and the profession, much like the study we have requested the POB to undertake on independence issues, so as to identify clearly the issues and recommendations. These findings and recommendations should result in the appropriate standard setter, professional body, or regulator taking timely and appropriate action so as to improve the quality of audits, and to maintain the trust of investors.

2. Perform timely investigations of alleged audit failures to determine if changes in standards or further guidance are needed, and to take disciplinary action when warranted.

3. Determine appropriate disciplinary policies to assure that the disciplinary action fits the level of improper professional conduct. When an auditor fails to conduct an audit in accordance with generally accepted auditing standards and investors lose billions of dollars, actions pursuant to the Commission's cease and desist authority or Rule 102(e) may well be appropriate. But if the improper professional conduct was but merely a simple oversight, then such action may be inappropriate.

4. Have the protection to carry out its investigations and studies, while maintaining the confidentiality of its files and where appropriate, its work product.

5. Be composed of independent, qualified public members.

Such a disciplinary and diagnostic structure does not exist today. The AICPA's disciplinary body, the Professional Ethics Executive Committee, currently lacks independent public members. Further, it has been unable to take timely action due to an inability to protect its files from subpoena, and in numerous financial reporting cases where the Commission has taken a 102(e) action, it has failed to take any action. 

Closing

You know, 1999 was coined "The Year of the Accountant" by our Enforcement Director, Dick Walker. And people have asked me, what will the Year 2000 bring? Well, perhaps we will not only celebrate Independence Day on July 4th , but this may really be the Independence Year. And for those of you interested in our Y2K readiness, I can assure you that the only 00's we will recognize will be Zero Tolerance for Accounting Gamesmanship. 

But for now, in the coming weeks, I wish you all a Happy Ground-Hog Day and remind you not to bury your heads too far in the sand looking for that ever-elusive shadow! And remember, on Leap Year Day, to look before you leap! 

Thank you very much!”

( Auditoría estatutaria: ideas en discusión en la Unión Europea

Pronunciamientos sobre la criminalidad económica

Un debido entendimiento de la actual reflexión europea sobre la auditoría estatutaria requiere el encuadre de esta temática dentro de los pronunciamientos sobre la criminalidad económica que se han hecho en tal continente. Un resumen de ellos puede verse en De Computis et Scrituris, Cuadernos de Contabilidad, número 3, Estados Financieros de Propósito General, Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá 1997, páginas 90 a 98
.

La necesidad de reprimir las prácticas criminales bien puede llevar a la expedición de normas en materia de auditoría. Así sucedió en Colombia, cuando mediante la Ley 190 de 1995, “Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la administración pública y se fijan disposiciones con el objeto de erradicar la corrupción administrativa”, se ordenó:

“VIII. Disposiciones sobre revisores fiscales 

ART. 80.—Los revisores fiscales de las personas jurídicas que sean contratistas del Estado colombiano, ejercerán las siguientes funciones, sin perjuicio de las demás que le señalen las leyes o los estatutos:

1. Velar para que en la obtención o adjudicación de contratos por parte del Estado, las personas jurídicas objeto de su fiscalización, no efectúen pagos, desembolsos o retribuciones de ningún tipo en favor de funcionarios estatales.

2. Velar porque en los estados financieros de las personas jurídicas fiscalizadas, se reflejen fidedignamente los ingresos y costos del respectivo contrato.

3. Colaborar con los funcionarios estatales que ejerzan funciones de interventoría, control o auditoría de los contratos celebrados, entregándoles los informes que sean pertinentes o los que le sean solicitados.

4. Las demás que le señalen las disposiciones legales sobre esta materia.”

El Libro Verde

El proceso de integración hoy encarnado por la Unión Europea hace tiempo se extendió al derecho contable. Se han expedido varias Directivas al respecto, destacándose las que regulan los estados financieros individuales, los estados financieros consolidados y los requisitos para ser admitido como auditor de cuentas.

La gran mayoría de los países miembros de esa Unión consagran la presencia obligatoria de un auditor de cuentas, aquí llamado auditor estatutario.

En julio de 1996, a instancias del Comisionado para el Mercado Común, la Comisión de las Comunidades Europeas aprobó un documento para discusión, denominado La función, la posición y la responsabilidad del auditor estatutario dentro de la Unión Europea, orientado a promover un debate público sobre la manera como pudiera resolverse la problemática de la auditoría estatutaria que el mismo documento describe.

Los asuntos que allí se enumeran como de necesaria reflexión y respecto de los cuales se juzgan necesarias acciones en el futuro son
:

La responsabilidad del auditor respecto de: 

La exactitud de los estados financieros.

La evaluación de la continuidad de la empresa (empresa en marcha).

La existencia de fraude.

El cumplimiento de las obligaciones legales.

La responsabilidad de las empresas respecto del medio ambiente y de la comunidad.

El contenido del reporte de auditoría.

La competencia requerida por un auditor de cuentas.

La independencia del auditor.

Su posición o relación respecto de la entidad auditada.

El rol de los órganos de gobierno y administración de la entidad auditada respecto de los asuntos de competencia del auditor.

El alcance de la responsabilidad civil de los auditores.

La auditoría en pequeños negocios.

La auditoría de grupos de entidades, y

La libertad de establecimiento (es decir, el derecho de un europeo o una sociedad domiciliada en cualquiera de los países, de prestar directamente servicios en cualquier otro país de la Unión).

Como se ve es bastante amplio el elenco de temas que se encuentran sometidos a estudio y debate, los que, de otra parte, coinciden en lo sustancial con los que se ventilan en Colombia.

Luego de su exposición pública el documento mencionado fue objeto del siguiente pronunciamiento:

Comunicación De La Comisión: La Auditoría Legal En La Unión Europea: El Camino A Seguir

1. Introducción y Resumen

1.1. La obligación de que las cuentas anuales y consolidadas de determinadas formas de sociedad sean auditadas por un profesional cualificado, que fue introducida para el conjunto de la Comunidad por las directivas contables, tiene el fin de proteger el interés público. La garantía que ofrecen las cuentas auditadas aumentará la confianza de todos aquellos que operan con estas sociedades. La información financiera auditada de una sociedad establecida en un Estado miembro es utilizada por terceros de otros Estados miembros, como por ejemplo inversores, acreedores o empleados. El aumento de transparencia derivado de la armonización de la información financiera publicada por las sociedades, unido al aumento de fiabilidad de dicha información por el hecho de ser verificada por un profesional independiente y cualificado, es una contribución importante al establecimiento y funcionamiento del mercado único.

1.2 Estos objetivos se ven socavados si tales terceros interesados no pueden presuponer a la auditoría un nivel de fiabilidad determinado y una extensión dada. Sin embargo, en el plano comunitario, el marco normativo en el que se inscribe la auditoría legal está incompleto. La UE no es de una opinión unánime sobre la función, posición y responsabilidad civil del auditor legal. Ello redunda negativamente en la calidad de las auditorias y en la confianza que se deposita sobre las cuentas auditadas, así como en la libertad de establecimiento y la libre prestación de servicios en este sector.

1.3 La falta de criterios comunitarios unificados sobre la auditoría legal podría representar un gran impedimento en las negociaciones que se están desarrollando a nivel internacional para facilitar el acceso de las sociedades europeas al mercado internacional de capitales. Existe un riesgo considerable de que las cuentas individuales y consolidadas que elaboren las sociedades europeas no sean aceptadas en los mercados internacionales de capitales, a menos que las haya comprobado un profesional independiente y cualificado con arreglo a unas normas de auditoría que en general se consideren aceptables en todo el mundo.

1.4 El enfoque propuesto en la presente comunicación consiste en institucionalizar el debate en torno a la auditoría a nivel comunitario. Una tarea importante será la revisión de las normas internacionales de auditoría desarrolladas por la Federación Internacional de Contables (IFAC). La UE deberá decidir si desea apoyar estas normas y, en tal caso, cómo y sobre qué base puede incrementarse la influencia europea en el desarrollo de normas internacionales de auditoría, y garantizarse un alto grado de respeto de estas normas en toda la UE. Deberán igualmente debatirse varios otros aspectos: la independencia del auditor legal, el control de calidad, el ámbito de competencia profesional, la situación del auditor legal dentro de la sociedad y la función de la auditoría interna.

1.5 Con la posible excepción de una Directiva sectorial relativa a la libertad de establecimiento y a la libre prestación de servicios en el sector de la auditoría, puede ser posible llevar a cabo esta reforma sin adoptar una nueva legislación ni modificar la ya vigente en la UE. No obstante, la Comisión no dudará en proponer actos legislativos si tal medida resulta necesaria durante los debates que tienen lugar actualmente.

2. Antecedentes

2.1 De conformidad con la Cuarta Directiva del Consejo (78/660/CEE) de 25 de julio de 1978, relativa a las cuentas anuales de determinadas formas de sociedad, todas las sociedades a las que es aplicable la Directiva deberán someter sus cuentas anuales a una auditoría realizada por un profesional cualificado. El auditor legal deberá verificar igualmente la concordancia del informe de gestión con las cuentas anuales del ejercicio. Con arreglo a lo definido en la Directiva, los Estados miembros pueden eximir a las pequeñas sociedades de la obligación de hacer auditar sus cuentas.

2.2 La Séptima Directiva del Consejo (83/349/CEE), de 13 de junio de 1983, relativa a las cuentas consolidadas, amplió la obligación de auditoría a todas las entidades que deban elaborar cuentas consolidadas en aplicación de la Directiva. Del mismo modo, la Directiva 86/635/CEE del Consejo, de 18 de diciembre de 1986, relativa a las cuentas anuales y a las cuentas consolidadas de bancos y otras entidades financieras, y la Directiva 91/674/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1991, relativa a las cuentas anuales y cuentas consolidadas de las empresas de seguros, introdujeron la obligación de que un profesional cualificado audite las cuentas anuales y las cuentas consolidadas de todas las entidades contempladas en las Directivas.

2.3 Los Estados miembros sólo pueden autorizar como auditores a las personas que reúnan las condiciones establecidas en la Octava Directiva del Consejo (84/253/CEE), de 10 de abril de 1984, relativa a la autorización de las personas encargadas del control legal de documentos contables. Las condiciones de autorización se refieren por un lado a la capacitación profesional y, por otro, a la integridad personal e independencia.

2.4 Aunque en la Octava Directiva se define la preparación mínima que debe tener un auditor legal, no figuran orientaciones específicas en cuanto al requisito de independencia. Otros aspectos, tales como el nombramiento y destitución del auditor legal, los honorarios de auditoría, el informe de auditoría y la responsabilidad civil del auditor legal quedan contemplados en la propuesta de Quinta Directiva, referente a la estructura de las sociedades anónimas y a los poderes y obligaciones de sus órganos
 , que sigue estando pendiente de la adopción del Consejo. Algunas de las cuestiones que trata están reguladas a nivel nacional o son objeto de autorregulación dentro de la propia profesión auditora, pero hay diferencias inevitables en la forma en que se abordan y a menudo falta un respaldo legislativo.

2.5 Varios estudios promovidos por la Comisión, especialmente uno sobre la competencia en el sector europeo de la contabilidad (1992) y otro sobre la función, posición y responsabilidad civil del auditor legal (1996), han puesto de manifiesto que aún no existe un mercado europeo de servicios de auditoría, y que sigue habiendo importantes diferencias entre las disposiciones legales y reglamentarias nacionales de los diversos Estados miembros en el ámbito de la auditoría legal.

2.6 En estas circunstancias, la Comisión consideró oportuno organizar un amplio debate sobre el alcance de la intervención de la UE en este ámbito y la necesidad de nuevas medidas. Para comenzar, la Comisión publicó un Libro Verde
 sobre la función, posición y responsabilidad civil del auditor legal en la UE, con el propósito de sensibilizar a todos los interesados sobre las cuestiones en juego y recabar sus opiniones. La Comisión recibió más de cien contribuciones escritas en respuesta a dicho Libro Verde. La mayor parte de ellas se congratularon de la publicación del Libro Verde y manifestaron su opinión de que era necesario tomar medidas comunitarias en la materia.

2.7 Para completar este proceso de consultas, la Comisión organizó los días 5 y 6 de diciembre de 1996 una Conferencia sobre la función, la posición y la responsabilidad civil del auditor legal en la UE. El objetivo de esta Conferencia, que reunió a unos doscientos representantes de organismos profesionales y autoridades públicas responsables del sector, era debatir el futuro de las auditorias en Europa y la función de la UE al respecto. En la Conferencia se acordó que la UE debe establecer un marco común para la auditoría, y que tal marco debería, a poder ser, basarse en las normas internacionales de auditoría. Las conclusiones preliminares que la Comisión extrajo en la sesión final de la Conferencia se debatieron y fueron objeto de amplio respaldo en una reunión del Comité de Contacto para las directivas contables celebrada el 10 de marzo de 1997.

2.8 El 26 de febrero de 1997, el Comité Económico y Social adoptó su dictamen sobre el Libro Verde. En él, el Comité se congratulaba de la elaboración de dicho documento, por cuanto éste abre las puertas a un debate muy necesario sobre el camino a seguir para garantizar unas normas de auditoría estrictas y compatibles en las cuales fundamentar el enfoque de la UE hacia la fijación de normas internacionales. El Comité instó a la Comisión a establecer prioridades, a elaborar un plan de acción en términos de requisitos mínimos para la UE. La Comisión debe animar en la mayor medida posible al sector de auditoría a unificar, mediante una eficaz autorregulación, sus procedimientos en toda la UE; sin embargo, debe participar en el debate, que debe ser atentamente supervisado por la Comisión, un mayor número de interesados, tales como los accionistas, los consejeros, etc.

2.9 El 15 de enero de 1998, el Parlamento Europeo aprobó una Resolución favorable en lo fundamental al Libro Verde. El Parlamento subrayó la importancia del papel del auditor para dar credibilidad a los informes financieros de las empresas, aspecto fundamental para el Mercado Interior. El Parlamento también señaló la importancia de la eliminación de todos los obstáculos en el ámbito nacional que puedan restringir la libertad de los auditores de establecimiento y prestación de servicios transfronterizos.

2.10 Las principales cuestiones planteadas por el Parlamento fueron las siguientes:

requisitos sobre la independencia del auditor. El Libro Verde aboga por el establecimiento de una base común de principios fundamentales sobre la independencia, formulados por la propia profesión. En la Resolución del Parlamento Europeo se aboga por definir los servicios distintos de la auditoría en relación con la necesidad de introducir normas comunitarias sobre la independencia del auditor;

necesidad de nuevas disposiciones. En el Libro Verde se contempla la consecución de los cambios necesarios sin introducir, a ser posible, nuevas disposiciones. El Parlamento Europeo insta a la Comisión a considerar si será o no necesario introducir nuevas disposiciones a fin de lograr una mayor armonización.

3. Plan De Acción

3.1 Al proponer las posibles prioridades de acción futura, se ha prestado especial atención a los principios de subsidiariedad y proporcionalidad reconocidos por el Tratado. No es imprescindible plantearse la adopción o la modificación de actos legislativos comunitarios. Sin embargo, y en especial como respuesta a la recomendación del Parlamento Europeo, la Comisión confirma que no vacilará en proponer nuevas disposiciones cuando lo considere necesario. También es conveniente evitar la creación de un nivel adicional de normas que se sume a las que ya existen o están programadas, a escala tanto nacional como internacional. Es necesario contar con un marco flexible capaz de reaccionar con rapidez a los nuevos acontecimientos; las áreas prioritarias deben ser aquéllas en que la legislación nacional vigente obstaculice el funcionamiento del mercado único.

Comité de auditoría

3.2 En concordancia con el nuevo enfoque adoptado desde 1995
 en materia de auditorias, la Comisión se propone crear un Comité de auditoría con responsabilidades especiales en este ámbito. El Comité de Auditoría se compondrá de expertos gubernamentales designados por los Estados miembros. La Comisión desearía contar con la presencia de representantes de los organismos encargados de las normas nacionales de auditoría; más aún, es importante que la profesión auditora se implique estrechamente en las tareas del Comité, toda vez que es la primera responsable de los aspectos técnicos de las normas de auditoría y comparte con las autoridades la responsabilidad de garantizar el respeto de los requisitos básicos del ejercicio de esta actividad (capacitación profesional e independencia). En consecuencia, el sector auditor europeo tiene que verse representado en el Comité de Auditoría.

3.3 El Parlamento Europeo también solicita a la Comisión que estudie el papel que puede desempeñar la auditoría interna en relación con la externa; la Comisión acoge favorablemente la participación de la profesión europea de la auditoría interna en el Comité de Auditoría. El Parlamento Europeo y el Comité Económico y Social abogan por una amplia participación de los usuarios de informes de auditoría en el Comité de Auditoría. La Comisión propone que el Foro Consultivo de Contabilidad participe en las tareas del Comité de Auditoría a fin de garantizar la participación de un gran número de usuarios. El Foro Consultivo de Contabilidad fue creado en 1991 como órgano consultivo compuesto por representantes de los organismos de normalización en el ámbito contable y usuarios y responsables de la elaboración de cuentas.

3.4 Por medio del Comité de Auditoría, la profesión auditora se enfrentará al permanente desafío de responder adecuadamente a su compromiso de encargarse de la autorregulación del sector. En principio, el Comité de Auditoría podrá recomendar el apoyo de los resultados del trabajo de los auditores. El sector deberá aportar gran parte de la materia prima en la que se basarán los debates del Comité. Las principales tareas del Comité de Auditoría serán las siguientes:

la evaluación de las normas de auditoría internacionales existentes y de su aplicación en la Unión Europea, al objeto de determinar si dicha aplicación responde satisfactoriamente a la necesidad de normas de auditoría en la UE, o si por el contrario existen aún lagunas por rellenar;

la contribución a los trabajos del Comité de normas internacionales de auditoría de la Federación Internacional de Contables, incluida la coordinación de las respectivas posiciones sobre los proyectos en materia de riesgos;

el análisis de los sistemas de control de calidad de las auditorias empleados en los Estados miembros y de las posibles propuestas de mejora de dichos sistemas;

el análisis de un núcleo esencial de principios de independencia desarrollados por la profesión contable europea.

3.5 El Comité de Auditoría trabajará en todos los asuntos bajo la dirección del Comité de Contacto sobre la Directivas de Contabilidad, especialmente en aspectos de índole más política como son la definición de la auditoría legal y el contenido del informe de auditoría.

3.6 La Comisión propone la organización de la primera reunión del Comité de Auditoría en mayo de 1998.

Normas de auditoría

3.7 La primera prioridad será analizar las normas internacionales de auditoría en el contexto de la UE, a partir de los informes redactados por la Comisión tras consultas con la profesión auditora europea. El objetivo de este ejercicio es celebrar un primer debate en la segunda reunión del Comité de Auditoría, a finales de 1998.

3.8 Un asunto que debe estudiarse es hasta qué punto las actuales normas ISA ofrecen a los auditores europeos orientaciones útiles para abordar los problemas derivados de las importantes transformaciones de la normalización en materia contable. A medida que evoluciona ésta, es lógico que también lo hagan las normas sobre auditoría. En particular, pueden ser precisas orientaciones sobre el modo en que los auditores comprueban que los estados financieros cumplen las normas correspondientes en caso de que dichos estados hayan sido elaborados según normas de contabilidad diferentes de las aplicables habitualmente con arreglo a la legislación nacional.

Control de calidad del respeto de las normas y principio de independencia

3.9 De acuerdo con la Octava Directiva, los Estados miembros deben garantizar que los auditores llevan a cabo sus tareas con el debido rigor y con una independencia plena. Aunque es necesario que la supervisión de la profesión auditora corra en primer lugar a cargo del propio sector, la responsabilidad última de garantizar el respeto de estos requisitos básicos de interés público, reconocidos en la legislación comunitaria, sigue recayendo sobre las autoridades de los Estados miembros. No todos los Estados miembros han implantado sistemas de control de calidad, y algunos de ellos disponen de sistemas que hacen de la supervisión un problema más de forma que de fondo.

3.10 Para asegurar una calidad equivalente y elevada de las auditorias, es importante, en primer lugar, seguir analizando el funcionamiento práctico de los sistemas de control de calidad en este terreno. El sector contable europeo ha acordado encargarse de este análisis con la mayor prioridad, y presentar sus conclusiones al subcomité técnico. Está previsto que se presente al menos un primer informe para su debate en el subcomité en mayo de 1998. Partiendo del informe del Comité de Auditoría al Comité de Contacto, la Comisión estudiará la conveniencia de una mayor intervención comunitaria en este ámbito.

3.11 La profesión se ha comprometido asimismo a revisar sus trabajos anteriores en torno a la independencia, al objeto de implantar un núcleo esencial de principios que sirvan de orientación a los auditores comunitarios. Los resultados de este trabajo se estudiarán también en el seno del Comité de Auditoría, con el objetivo de mejorar la fiabilidad de las cuentas mediante una mayor garantía de independencia del auditor. Siguiendo la recomendación del Parlamento Europeo, la Comisión garantizará que se estudie con especial atención si los servicios distintos de la auditoría perjudican o podrían perjudicar a la independencia del auditor.

Gestión de sociedades

3.12 La función del auditor debe entenderse en el contexto más amplio de la gestión de sociedades. Impera en general la opinión de que es posible reforzar la situación del auditor legal en la estructura de la sociedad. Se han adelantado sugerencias, por ejemplo, sobre el establecimiento de comités de auditoría y la institucionalización de la función de la auditoría interna. También goza de aceptación general la idea de que las propias sociedades deben conceder mayor relevancia a sus propios sistemas de control de la gestión y la información sobre riesgos. A este respecto, es de especial importancia que las empresas gestionen los riesgos propios de las transacciones con terceros.

3.13 Al mismo tiempo, es preciso atender a las considerables diferencias entre las estructuras societarias de los diversos Estados miembros y la dificultad experimentada anteriormente para llegar a un planteamiento común en la materia. Este aspecto de la auditoría legal seguirá estudiándose una vez concluido el proceso de consulta iniciado por los servicios de la Comisión en 1997 sobre el derecho de sociedades.

Responsabilidad civil en el ejercicio de la profesión

3.14 La gran mayoría de las observaciones al Libro Verde manifiesta que es no sólo innecesario, sino también imposible, armonizar las normas en materia de responsabilidad profesional del auditor legal. No obstante, los representantes de la profesión auditora han expresado con firmeza a la Comisión la conveniencia de emprender medidas al respecto, arguyendo que, desde el punto de vista del mercado único, es importante impedir que las diferentes normas y prácticas nacionales de responsabilidad civil creen obstáculos entre los Estados miembros, y esencial que la función de auditoría no se vea puesta en duda a causa de demandas injustificadas.

3.15 La Comisión examinará con más detalle los diversos conceptos que intervienen en la determinación de la responsabilidad civil del auditor legal en los Estados miembros. Terminado este ejercicio, la Comisión se hallará mejor facultada para decidir la necesidad de medidas al respecto.

Capacitación profesional

3.16 La Octava Directiva se propone garantizar que los auditores sean profesionales muy cualificados. El desarrollo posterior de la lista de competencias exigidas incluida en la Directiva puede contribuir a garantizar unas normas más estrictas y más homogéneas. A tal efecto, se propone organizar una mayor coordinación de los programas de formación de auditores, tarea que debe corresponder en primer lugar a la profesión auditora y a las instancias que intervienen directamente en la formación del sector. La Comisión supondrá un foro de debate para este aspecto, utilizando para ello los programas existentes: fundamentalmente, SOCRATES y LEONARDO DA VINCI.

Libertad de prestación de servicios de auditoría

3.17 El Parlamento Europeo apoya firmemente la eficaz aplicación práctica de la Directiva sobre reconocimiento de títulos
 con respecto a la auditoría. La Comisión considera el fomento de la libertad de establecimiento y de la libertad de prestación de servicios de especial importancia para las pequeñas empresas de auditoría y los profesionales independientes. La Comisión estudiará junto con los Estados miembros y el Comité de Contacto sobre las directivas contables los problemas prácticos que hayan obstaculizado la libertad de establecimiento y de prestación de servicios de auditoría. La profesión contable europea participará estrechamente en este estudio, sobre todo a fin de informar sobre las dificultades prácticas que han experimentado en relación con la aplicación de la legislación vigente en materia de reconocimiento mutuo. También se consultará al grupo de coordinadores sobre el sistema general de reconocimiento de títulos.

3.18 La Comisión considera la aplicación efectiva de la Directiva general sobre reconocimiento de títulos un componente fundamental de la libertad de prestación de servicios de auditoría. Juntamente con la profesión contable, la Comisión estudiará la viabilidad de una directiva sectorial sobre los auditores. Esto se contemplará si supone claramente un avance con respecto a la Directiva general, tanto para las empresas de auditoría como para los profesionales liberales de este sector, y si cuenta con el apoyo de la profesión y de los Estados miembros. En este último campo, la Comisión ha sugerido que la profesión adopte una norma que atenúe o elimine completamente el requisito de superar un examen de aptitud para la convalidación de títulos, exigido por los Estados miembros, en cumplimiento de la directiva general sobre reconocimiento de títulos, para obtener el título profesional en el país de acogida. Estas facilidades serían posibles si se tuviera en cuenta la experiencia profesional que para el auditor migrante supondría trabajar con su propio título en colaboración con un auditor (contable) titulado en el país de acogida.

Pequeña y mediana empresa

3.19 La Comisión considera, y las respuestas al Libro Verde lo confirman, que no es necesario modificar el actual sistema de exención de las pequeñas empresas de la obligación de someter sus cuentas a la auditoría de un profesional cualificado. El Parlamento Europeo apoya este punto de vista. En cambio, sí puede ser útil analizar en qué medida puede la profesión contable ayudar más activamente a las PYME. La Comisión pedirá que el sector contable europeo presente propuestas en tal sentido.

4. Conclusión

4.1 El proceso de consultas llevado a cabo en el ámbito de la auditoría legal ha puesto de relieve la existencia de un consenso general en torno a la importancia de esta función y a la necesidad de la UE de disponer de un marco de referencia en el ámbito de la auditoría, marco que debe descansar en la mayor medida posible sobre las normas internacionales actuales.

4.2 Los objetivos generales del enfoque propuesto por la Comisión son contribuir al aumento generalizado de la calidad de la auditoría en la UE, lo que a su vez beneficiará a las partes interesadas en la actividad empresarial, y mejorar la situación en el ámbito de la libertad de prestación de servicios de auditoría.

4.3 Es obvio que, para ser efectivo, este planteamiento requiere el respaldo activo de los Estados miembros y del sector contable europeo. El ejercicio de consulta recientemente concluido supone una firme garantía de que existirá dicho respaldo.
Anexo Lista De Respuestas Al Libro Verde

Además de las observaciones oficiales de los Estados miembros, las siguientes organizaciones/instituciones/empresas/particulares han remitido observaciones sobre el Libro Verde:

Organizaciones europeas/internacionales

Association des Chambres de Commerce et d’Industrie

Centre for European Policy Studies

Council of the Bars and Law Societies of the European Community

EU Committee of the American Chamber of Commerce in Belgium

European Confederation of Institutes of Internal Auditing

European Contact Group

European Federation of Accountants and Auditors for SMEs

European Federation of Financial Executives Institutes

European Savings Banks Group

Fédération Bancaire de l’Union Européen

Fédération des Experts Comptables Européens

International Auditing Practices Committee of the International Federation of Accountants

Moores Rowland International Europe

Union of European Accountancy Students

Union of Industrial and Employers’ Confederations of Europe

Observaciones de los Estados miembros

Austria

Bundeskammer für Arbeiter und Angestellte

Prof. Dkfm. Dr. Helmut Samer

Wirtschaftskammer Österreich

Bélgica

Institut des Experts-Comptables/Instituut der Accountants

Institut des Réviseurs d’Entreprises/Instituut der Bedrijfsrevisoren

Dinamarca

Anne Loft and Miles Gietzmann (Handelshojskolen I Kobenhavn)

Prof Hojslov (Handelshojskole Syd)

Ph.D. Bent Warming-Rasmussen

Finlandia

HTM – Tilintarkastajat ry (Association of Approved Accountants)

Sisäiset tarkastajat ry (Institute of Internal Auditors)

Francia

Compagnie Nationale des commissaires aux Comptes

Alemania

Bundesverband der vereidigten Buchprüfer eV

Bundesverband deutscher Banken eV

Deutscher Genossenschafts – und Raiffeisenverband eV

Deutscher Gewerkschaftsbund

Deutscher Industrie und Handelstag

Deutscher Sparkassen und Giroverband

Institut der Wirtschaftsprüfer

Steuerberaterkammer Rheinland-Pfalz

Wengert AG

Wirtschaftsprüferkammer

Grecia

Association of Certified Accountants and Auditors of Greece

Hellenic Auditing Company AE

Italia

Consiglio Nazionale dei Dottori Commercialisti

Consiglio Nazionale dei Ragioneri e Periti Commerciali

Instituto Nazionale Revisori Contabili

Associazione Bancaria Italiana

España

Comisión Nacional del Mercado de Valores

Ilustre Colegio de Abogados de Barcelona

Prof. Fernández Rodríguez (Universidad Nacional de Educación a Distancia)

Suiecia

Svenska Revisorsamfundet (Swedish Association of Approved Auditors)

Países Bajos

Drs. J.H.J Achten RA

Nedelandse Orde van Accountants-Administratieconsulenten

A.P. Schipper, Registeraccountant

Reino Unido

Auditing Practices Board

Chartered Association of Certified Accountants

Imperial Chemical Industries PLC

Institute of Chartered Accountants of England and Wales and Institute of Chartered Accountants of Scotland

Law Society of England and Wales, and Law Society of Scotland

Christopher Humphrey and Joephine Maltby (Sheffield University)

Prof. David Hatherly (University of Edinburgh)

Prof. Ashley Burrowes (University of Glamorgan)

Vivien Beattie (University of Stirling), Richard Brandt and Stella Fearnley (University

of Portsmouth)

Otros países

Hungría

Chamber of Hungarian Auditors

Noruega

Norges Registerte Revisores Forening

Suiza

Bundesamt für Justiz
( Servicios de seguridad razonable

Atrás hemos mencionado cómo el Aicpa viene explorando la posibilidad de ampliar el rango de servicios provisto por los contadores públicos. Este estudio nace ante la evidencia de que los servicios de auditoría financiera, no obstante su valor y las oportunidades que tiene, resultan insuficientes para asegurar el crecimiento de los mercados profesionales y para responder a las demandas de los usuarios en un mundo cambiante.

Los servicios de seguridad razonable se definen como servicios profesionales que suministran calidad a la información, o a su contexto, para apoyar la toma de decisiones.

Esa definición comprende los servicios tradicionales de auditoría, revisiones limitadas, procedimientos previamente convenidos, compilaciones y atestaciones. Pero, al mismo tiempo, por su generalidad, permite abarcar muchas otras manifestaciones profesionales.

El más importante cambio de enfoque consiste en que los servicios de seguridad razonable pueden comprender tanto información financiera (que hasta ahora ha sido lo usual) como información no financiera.

Otro punto importante es que estos nuevos servicios no se enfocan tanto a asegurar la razonabilidad de la información, como a apoyar la toma de decisiones correctas. Es verdad que la información razonable permite adoptar buenas decisiones. Pero el asunto ahora es el de garantizar la pertinencia y suficiencia de la información para procesos decisionales específicos.

En la actualidad se encuentra en desarrollo un marco conceptual de esos servicios, así como metodologías para realizarlos. Entre otros se han publicado guías sobre los siguientes:

Risk assessment

Business perfomance Measurement

Information Systems Reliability

Electronic Commerce

Health Care Perfomance Measurement

ElderCare Plus

Police compliance

Outsourced internal auditing

Trading partner accountability

Mergers and adquisitions

ISO 9000

AIMR compliance

World – Wide Web assetions

Como se ve se trata de un amplio espectro de oportunidades. Aicpa manifiesta estar meditando sobre más de 100 posibilidades. Consúltese: http://www.aicpa.org/assurance/index.htm

Este movimiento norteamericano no es solitario. En parecido sentido se está moviendo la IFAC. Véase: http://www.ifac.org/StandardsAndGuidance/ExposureDrafts/IAPC/AssuranceEngagements/index.html

(Momento crucial

Al percatarse cómo se encuentra en pleno debate una posible reorientación de los servicios de auditoría, así como de la revisoría fiscal colombiana, y en gestación los llamados servicios de seguridad razonable, se hace evidente la necesidad de ocuparse del tema, ya que el momento es crucial. Estamos en el punto en que se están definiendo las ideas que guiarán la práctica profesional al menos durante los próximos diez años, si hemos de atenernos a la visión de los norteamericanos, cuya influencia mundial es evidente en estos asuntos.

La auditoría integral

Algunos plantean que el remedio a la compleja situación que representa la larga crisis mundial de la fiscalización delegada ejercida por síndicos, el creciente número de auditorias obligatorias que soportan las organizaciones privadas y la exploración de la profesión contable sobre nuevos servicios de aseguramiento, es la denominada auditoría integral.

( La auditoría integral no es cosa nueva

La auditoría integral no es nueva. Ha sido objeto de estudio y desarrollo en el ámbito de las organizaciones gubernamentales. Una buena explicación se encuentra en John W. Cook, Gary M. Winkle, Auditoría, Nueva Editorial Interamericana S.A. de C.V., México 1988, páginas 409 a 418.

Las autoridades colombianas han seguido el modelo. Consúltese la Resolución número 4721 de marzo 3 de 1999, proferida por la Contraloría General de la República, “Por la cual se establecen las normas de auditoría gubernamentales colombianas”, en la cual se lee:

“(...) La auditoría integral es un examen sistemático, constructivo, profesional e independiente, con el fin de evaluar la gestión y los resultados de los administradores que manejan bienes o recursos públicos, observando la entidad como un todo y en relación con su propósito en el entorno e identidad en los sistemas a la que pertenece o la contienen; para lo cual, podrá aplicar en forma combinada los sistemas de control.

La auditoría integral se fundamenta en un proceso de comunicación entre el auditor, la entidad y los que interactúan con la entidad en el entorno con el fin de:

• Interactuar con la administración para lograr un entendimiento común del propósito de la entidad y su desarrollo, y de la problemática institucional en su entorno.

• Dictaminar sobre la razonabilidad de los estados financieros y los niveles de desempeño de la gestión y los resultados del administrador, de acuerdo con los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad.

• Acordar compromisos de mejoramiento con los administradores, con el fin de lograr una revisión de la forma en que los directivos asumen sus responsabilidades tendientes a asegurar el mejor funcionamiento de las instituciones y sistemas que la contienen.

• Verificar que los compromisos se han cumplido en los términos acordados y determinar su impacto en la eficacia del desempeño de la institución, en relación con su aporte al mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos. (...)”.

( Una intervención hermenéutica

En el ámbito de las organizaciones privadas colombianas, sin querer entré dentro de un debate al respecto, cuando elaboré el documento que denominé “Una visión profesional de la revisoría fiscal”, en el cual manifesté:

“(...) PROEMIO

Durante algunos años nos hemos esforzado por investigar el sentido de las normas jurídicas que regulan la institución de la revisoría fiscal en Colombia. Los resultados de ese trabajo cuestionan seriamente el entendimiento que los entes auditados, el estado, los juristas y los contadores públicos tienen sobre dicho órgano de fiscalización. Este camino aún no acaba de recorrerse.

Tales reflexiones jurídicas han dado pie para que la profesión contable y las entidades de control y vigilancia gubernamentales consideren que existen profundas diferencias entre la revisoría fiscal y la auditoría externa. Pienso que con esto se ha introducido un nuevo elemento de confusión. En especial me preocupa que la comunidad profesional entienda que no existe dentro de su ciencia, concretamente dentro de la auditoría, elementos suficientes para ubicar adecuadamente la revisoría fiscal. Así mientras unos insisten en utilizar las técnicas de la auditoría financiera, otros proclaman que es necesario construir a la medida una nueva teoría para la revisoría fiscal.

Con el presente escrito pretendo presentar algunas reflexiones para demostrar que la revisoría fiscal tal cual está regulada por nuestra legislación bien puede interpretarse conforme a la teoría de la auditoría.

Obviamente se trata tan solo de un ensayo, cuyo objetivo es motivar a una reflexión epistemológica en la cual se perciba la revisoría fiscal no como un órgano social sino como una "actividad relacionada con la ciencia contable en general", es decir, como una acción profesional.

ALCANCE DE LAS FUNCIONES DE LA REVISORIA FISCAL

Un análisis de las funciones asignadas a la revisoría fiscal, incluyendo una consideración de los asuntos sobre los cuales debe informar, permiten sostener que tales funciones exceden el alcance generalmente atribuido a una auditoría financiera. De conformidad con nuestra legislación la revisoría fiscal incluye, adicionalmente, una auditoría del control interno y una auditoría de cumplimiento.

En Colombia existe una amplia tradición en materia de auditoría financiera y, en menor medida, respecto de la auditoría del control interno. Por el contrario, la auditoría de cumplimiento es desconocida e incluso confundida con las pruebas de cumplimiento que se realizan dentro de una auditoría financiera sobre el control interno.

Para contribuir al entendimiento del problema, a continuación nos referimos brevemente a esas tres modalidades de auditoría, tratando de formular una teoría razonable y lógica que pueda ser aplicada por quienes sean designados como revisores fiscales. (...)”.

Presenté el escrito en cuestión en un curso de actualización sobre la revisoría fiscal organizado por ACUDA. Un resumen del mismo fue publicado a instancias de una firma de contadores en un diario económico colombiano. Otra firma de contadores se puso en el trabajo de ajustar sus reglas internas a la visión que allí se planteaba. Grande fue mi sorpresa cuando me enteré que de alguna manera su esquema había sido adoptado por un Pronunciamiento del Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

Mi exposición no se encaminaba a prohijar una nueva forma de hacer la revisoría fiscal. Tan solo pretendía auspiciar una distinta forma de entenderla. Es que siempre habíamos interpretado la revisoría fiscal a través de un estudio gramatical del texto legal, siguiendo rigurosamente su orden, es decir, empezando por el artículo 203 del Código de Comercio y terminando en el 217 del mismo.

Mediante tal escrito planteé que era del caso interpretar la revisoría fiscal a partir de sus informes. La tesis era muy sencilla: para producir los informes se había dotado al revisor fiscal de unas facultades. Pensando que tres eran los asuntos sobre los cuales el revisor fiscal debía informar (estados financieros, control interno y cumplimiento de normas legales), reorganicé las enunciaciones del artículo 207 del Código de Comercio en forma tal que quedara clara la conexión entre los informes y las funciones. Luego busqué entre las normas de auditoría internacionales y las norteamericanas reglas que orientaran tal trabajo. Y las encontré.

Como yo solo trataba de dispensar un planteamiento hermenéutico de los textos legales, no hice (ni podía hacer desde la incompleta perspectiva de un abogado) una exposición sobre la técnica necesaria para desarrollar una revisoría con tres componentes. Esto dio lugar a que, con razón, se pensara que estaba planteando una mera sumatoria de auditorias.

A partir de una interpretación legal correspondía y corresponde a la profesión contable la concepción y desarrollo del instrumental técnico pertinente.

Sin embargo, el propósito de señalar que la revisoría fiscal colombiana incluye pero no se limita a una auditoría financiera se logró. En cambio, la idea de que existe un cuerpo coherente y único de conceptos aplicable a toda auditoría, del cual se alimentan las distintas especies, aún no ha sido comprendida ni expuesta plenamente.

Algunos pasaron por alto que mis explicaciones seguían la línea de las leyes. Encontraron en el planteamiento una forma de engrandecer la revisoría y se lanzaron con todo a la elaboración y puesta en marcha de un modelo integral de auditoría.

Mas una cosa es la revisoría fiscal según los textos legales y otra la que quisiéramos que sea. Lamentablemente esta línea divisoria, entre lo que es y lo que puede ser mediante nuevas leyes, se ha atravesado sin pudor. Así de los textos legales se ha sacado apoyo para todas las tesis. Yo no creo que los textos legales sean tan ambiguos, ni la hermenéutica tan débil, como para dar cabida a tan grande salpicón en donde sobre unos mismos textos se apoyan tesis contrarias.

( La posición del Consejo Técnico de la Contaduría Pública

Entre tan diversas posiciones se destaca la asumida por los organismos de la profesión. El Consejo Técnico de la Contaduría Pública pudo haberse equivocado en la interpretación de los textos legales y en la determinación del alcance de sus competencias. Pero tuvo el loable propósito de procurar un cambio profesional acorde con las exigencias del mundo moderno y coherente con los nuevos desarrollos. La presentación del Pronunciamiento 7 habla por sí sola:

“PRONUNCIAMIENTO SOBRE REVISORIA FISCAL 

PRESENTACION 

La revisoría fiscal tiene en Colombia una larga vida institucional; nació en el creciente desarrollo comercial y financiero de las empresas en la segunda mitad del siglo XIX, fue reglamentada mediante la ley 73 de 1935 y asignada al contador público como función privativa por medio del decreto 2373 de 1956. 

El legislador asignó esta función al contador público porque comprendió que el cargo requería de suficientes conocimientos técnicos para poder evaluar con eficiencia la gestión de la administración y de una capacidad de análisis profunda para evaluar, en forma adecuada, los controles de las entidades; luego intuyó que un tercero debía velar que las transacciones se reflejaran en la contabilidad en forma adecuada y oportuna para que la administración proyectara el desarrollo de las empresas; finalmente, examinó las calidades morales de quién poseía los conocimientos técnicos mencionados y concluyó que éstas eran de alta estima y que debía relevarlas exigiéndole independencia mental respecto de quien recibiría el fruto de sus cualidades y capacidad. Entonces, no dudó en confiar al contador público tan trascendental responsabilidad.

¿Con qué objetivo fue creada la revisoría fiscal? ; con el mismo que existe hoy, que unos profesionales idóneos, de aquilatada honradez, integridad y responsabilidad, investidos de la representación permanente de los inversionistas, la comunidad y el gobierno, les informaran regularmente cómo había sido manejada la entidad, cómo han funcionado los controles, si los administradores cumplen con sus deberes legales y estatutarios, y si los estados financieros reflejan fielmente la situación financiera de la entidad y sus resultados económicos. Todo lo anterior, expresado en breves palabras aparentemente parece simple, pero qué tarea tan inmensa representa y sobre todo, qué responsabilidad!. 

En la vida de la revisoría fiscal no hay duda de que se han dado cambios importantes en los enfoques y alcance del trabajo, en precisar sus funciones y en comunicar el resultado de su trabajo, propiciados por los encuentros, congresos y simposios de revisores fiscales. Pero estos cambios han sido lentos y han respondido más bien a las nuevas exigencias de los usuarios y de las entidades encargadas del control y vigilancia de las sociedades que a una decisión de la contaduría pública. 

Todos estamos de acuerdo en que el mundo está cambiando y es necesario que respondamos con eficiencia a este reto. 

Con el presente pronunciamiento, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública hace un llamado a la profesión para que se produzca una transformación inmediata y profunda en la revisoría fiscal que responda al derrotero que se viene dando en las entidades a las que se encuentra vinculada por mandato legal. 

A medida que nos acercamos al siglo XXI lo único con que podemos contar es con la certeza de que el cambio acelerado desafiará nuestro entendimiento y removerá las bases del mundo que nos rodea, en todos los aspectos. Cualquier actividad que emprendamos y donde quiera que la realicemos, estará cambiando a un ritmo vertiginoso: estilos de trabajo, tecnología, estructuras de las sociedades, comunicaciones globales, normas de vida, responsabilidades ambientales, etc. 

También cambia lo que es necesario saber y la manera de actuar para tener éxito. Los antiguos métodos que daban buen resultado en un mundo de ritmo más lento ya no son eficaces. 

Para adelantarnos a tales cambios, al incremento de la competencia y a la complejidad de estos tiempos, necesitamos una nueva forma de pensamiento, una forma que constituya un alejamiento radical del pasado. Se necesita una nueva mentalidad, que sea tan radical como la magnitud, el nivel y el ritmo de las transformaciones actuales. 

El Consejo Técnico consciente de los cambios inmediatos que tiene que asumir la revisoría fiscal en el mundo actual de los negocios fundamenta este pronunciamiento en el concepto de auditoría integral, entendiendo como tal una auditoría financiera, una auditoría de cumplimiento, una auditoría de gestión y una auditoría de control interno, que proporcione valor agregado a los servicios de la revisoría fiscal, en lugar de convertirse en una carga o un gasto para la entidad. 

Igualmente el pronunciamiento define y enmarca la revisoría fiscal, como debe ser, en el idioma nacional e internacional de la contaduría pública evitando dar definiciones, objetivos y funciones confusas que traerían desorientaciones en lugar de un verdadero aporte a su ejercicio. 

Al tener la revisoría fiscal funciones de supervisión, revisión y evaluación del control interno, el pronunciamiento recoge el concepto moderno de control interno adoptado internacionalmente por la profesión después de un estudio de varios años. 

La comunidad financiera, profesional y de negocios del orbe fue ampliamente informada en Washington D.C, con ocasión de la celebración en octubre de 1992 del XIV Congreso Mundial de Contadores, sobre la terminación del estudio integral de control interno. El estudio duró tres años para definir el concepto de control interno y proveer una guía práctica que las empresas puedan usar para evaluar y mejorar su sistema de control; el estudio fue patrocinado por la "National Commision on Fraudulent Financial Reporting', llamada "Treadway Commision" y el título del mismo es "Control Interno - Un Marco de Trabajo Integrado" (Internal Control - Integrated Framework). 

El estudio fue realizado por un comité de las organizaciones patrocinadoras conformado por cinco organismos de gran prestigio profesional y empresarial en el ámbito mundial, que integraron la llamada Comisión Treadway, también identificada como Comité de Organizaciones Patrocinadoras (Committee of Sponsoring Organizations), y por sus iniciales en inglés COSO. 

Los organismos que integran COSO son: El Instituto Americano de Contadores Públicos Certificados (AICPA), La Asociación Americana de Contabilidad (AAA), El Instituto de Auditores Internos (IIA), El Instituto de Ejecutivos de Finanzas (FEI) y el Instituto de Contadores Gerenciales (IMA). La firma Coopers & Lybrand dirigió el estudio y preparó el informe. 

La dedicación, el rigor metodológico y el tiempo invertido por COSO en el estudio, tuvo como propósito fundamental conseguir un entendimiento más generalizado de parte de todos los interesados en la administración de las empresas acerca de lo que significa el control interno. 

El Consejo Técnico de la Contaduría Pública considera que ha escogido el camino apropiado para determinar el alcance y enfoque del trabajo del revisor fiscal, al armonizarlo con la noción de fiscalización consignada en la nueva Constitución Política de Colombia la cual en su artículo 267 asigna a la Contraloría General de la República la función pública del control fiscal, la cual debe ser ejercida en forma posterior y selectiva e incluir el ejercicio de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 

La Ley 42 de 1.993, en desarrollo del artículo 267 de la Constitución Nacional, en el Capítulo I del Título I establece los principios, sistemas y procedimientos técnicos en los siguientes términos, que consideramos convenientes transcribir como complementarios por estar en armonía con el presente pronunciamiento. 

Artículo 9.- Para el ejercicio del control fiscal se podrán aplicar sistemas de control como el financiero, de legalidad, de gestión, de resultados, la revisión de cuentas y la evaluación del control interno, de acuerdo con lo previsto en los artículos siguientes. 

Parágrafo.- Otros sistemas de control, que impliquen mayor tecnología, eficiencia y seguridad, podrán ser adoptados por la Contraloría General de la República, mediante reglamento especial. 

Artículo 10.- El control financiero es el examen que se realiza, con base en las normas de auditoría de aceptación general, para establecer si los estados financieros de una entidad reflejan razonablemente su situación financiera, el resultado de sus operaciones y los cambios en su situación financiera, comprobando que en la elaboración de los mismos y en las transacciones y operaciones que los originaron, se observaron y cumplieron las normas prescritas por las autoridades competentes y los principios de contabilidad universalmente aceptados o prescritos por el contador general. 

Artículo 11.- El control de legalidad es la comprobación que se hace de las operaciones financieras, administrativas, económicas y de otra índole de una entidad para establecer que se hayan realizado conforme a las normas que le son aplicables. 

Artículo 12.- El control de gestión es el examen de la eficiencia y eficacia de las entidades en la administración de los recursos públicos, determinada mediante la evaluación de sus procesos administrativos, la utilización de indicadores de rentabilidad pública y desempeño y la identificación de la distribución del excedente que éstas producen, así como de los beneficiarios de su actividad. 

Artículo 13.- El control de resultados es el examen que se realiza para establecer en que medida los sujetos de vigilancia logran sus objetivos y cumplen los planes, programas y proyectos adoptados por la administración, en un período determinado. 

Artículo 14.- La revisión de cuentas es el estudio especializado de los documentos que soportan legal, técnica, financiera y contablemente las operaciones realizadas por los responsables del erario durante un período determinado, con miras a establecer la economía, la eficacia, la eficiencia y la equidad de sus actuaciones. 

Artículo 18.- La evaluación de control interno es el análisis de los sistemas de control de las entidades sujetas a la vigilancia, con el fin de determinar la calidad de los mismos, el nivel de confianza que se les puede otorgar y si son eficaces y eficientes en el cumplimiento de sus objetivos. 

El Contralor General de la República reglamentará los métodos y procedimientos para llevar a cabo esta evaluación. 

Artículo 19.- Los sistemas de control a que se hace referencia en los artículos anteriores, podrán aplicarse en forma individual, combinada o total. Igualmente se podrá recurrir a cualquier otro generalmente aceptado. 

El nuevo enfoque de la revisaría fiscal, que presenta este pronunciamiento, se basa en el conocimiento integral de la entidad a la cual presta sus servicios, con una metodología de trabajo moderna. 

El Consejo Técnico de la Contaduría Pública presenta a la profesión este pronunciamiento e invita a los contadores públicos y especialmente a los revisores fiscales a una profunda reflexión y un cambio de actitud para su aplicación; esperando comentarios, sugerencias y aportes para su enriquecimiento. (...)”.

Las cuatro auditorias que componen la auditoría integral fueron descritas por el mencionado Consejo en su Pronunciamiento 7 así: 

“(...) La auditoría financiera tiene como objetivo la revisión o examen de los estados financieros por parte de un contador público distinto del que preparó la información contable y del usuario, con la finalidad de establecer su razonabilidad, dando a conocer los resultados de su examen, a fin de aumentar la utilidad que la información posee. El informe o dictamen que presenta el contador público independiente otorga fe pública a la confiabilidad de los estados financieros, y por consiguiente, de la credibilidad de la gerencia que los preparó. (...)”.

“(...) La auditoría de gestión es el examen que se realiza a una entidad con el propósito de evaluar el grado de eficiencia y eficacia con que se manejan los recursos disponibles y se logran los objetivos previstos por el ente.

Dentro del campo de acción de la auditoría de gestión se pueden señalar como objetivos principales:

1. Determinar lo adecuado de la organización de la entidad.

2. Verificar la existencia de objetivos y planes coherentes y realistas.

3. Vigilar la existencia de políticas adecuadas y el cumplimiento de las mismas.

4. Comprobar la confiabilidad de la información y de los controles establecidos.

5. Verificar la existencia de métodos o procedimientos adecuados de operación y la eficiencia de los mismos.

6. Comprobar la utilización adecuada de los recursos. (...)”

“(...) La auditoría de cumplimiento consiste en la comprobación o examen de las operaciones financieras, administrativas, económicas y de otra índole de una entidad para establecer que se han realizado conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos que le son aplicables. (...)”.

“(...) De conformidad con las disposiciones legales, el revisor fiscal debe informar al máximo organismo de dirección del ente su opinión acerca del sistema de control interno. En el resto de este capítulo se hará un amplio estudio del nuevo concepto del control interno. (...)”.

( Crítica y debate

La inclusión de la auditoría de gestión dentro del conjunto de actividades encomendadas a la revisoría fiscal implicó que una parte de la profesión se apartara del citado pronunciamiento y lo pusiera en tela de juicio. De poco ha valido que las entidades gubernamentales de vigilancia sostuvieran su exigibilidad. En mi criterio personal, por buena, deseable o, incluso, necesaria, que sea la auditoría de gestión, no es posible extraerla válidamente de las normas superiores que rigen la revisoría fiscal.

El modelo de auditoría integral propuesto alimentó los debates sobre cuál debiera ser la profesión del revisor fiscal. Varias posiciones se han planteado a este respecto. Los que sostienen que la revisoría corresponde y debe corresponder a los contadores públicos y que esto implica la imposibilidad de comprender trabajos tales como la supervisión de la legalidad, de los sistemas computarizados, etc. Esta tesis ha encontrado apoyo en la jurisprudencia, hoy ya reiterada. Los que piensan que si todos esos trabajos son responsabilidad de la revisoría fiscal ésta debería ser ejercida por un grupo multidisciplinario. Y, finalmente, los que sostienen que los contadores públicos están preparados para ejercer toda suerte de controles.

¿Qué es lo que se discute en realidad? ¿Las condiciones académicas de quienes participen en la revisoría fiscal? ¿El gobierno o dirección de la revisoría? Yo creo que en verdad el punto en debate es este último. Prácticamente nadie niega la necesidad de que en la revisoría fiscal actúen personas con distinta preparación. Lo que es objeto de polémica es qué calidades debe tener quien dirija la revisoría.

La asignación de la revisoría fiscal obligatoria a los contadores públicos, hecha muchos años después de la introducción de ese órgano a la regulación legal colombiana, es un reconocimiento de la pertinencia de sus conocimientos enfrente de la auditoría financiera. En 1956 nadie se planteaba asuntos que hoy se debaten. Mal pueden los temas polémicos de hoy aducirse en forma retroactiva para validar la decisión legislativa de esa época (por ejemplo: el plan de estudios de entonces no es igual al de hoy).

El punto ahora es resolver si con todos los cambios ocurridos desde entonces los contadores siguen exhibiendo la mejor preparación para el efecto. No es cuestión de simplemente afirmar o negar. Yo he sostenido que el problema es de concordancia entre lo que se aprehende y lo que debe hacerse. Mientras los conocimientos necesarios para ejercer determinadas funciones estén de mejor manera en cabeza de los contadores públicos a éstos debe corresponder la dirección de la revisoría.

No creo, sin embargo, que por el hecho de tener un currículo tan variado como el que tienen, pueda decirse que los contadores están habilitados para toda suerte de trabajos. Esto es pasar por alto los currículos reales de todas las profesiones y desconocer sin fórmula de análisis el derecho de las profesiones colombiano. Con lo cual no estoy afirmando que la revisoría no deba corresponder a los contadores. Solamente, insisto, es necesario buscar la correlación entre preparación y funciones.

Ahora bien: fuerza reconocer que en la polémica sobre la preparación de los contadores públicos y sobre la coherencia de ésta con las funciones de la revisoría fiscal está presente, necesariamente, un argumento de orden no académico sino económico. Nadie puede desconocer que el cargo de revisor fiscal es fuente de empleo para muchos profesionales. También el debate envuelve una cuestión de prestigio social. Más en las pequeñas empresas y ciudades, que en las grandes, el revisor fiscal goza de cierta notoriedad. Estos factores no son inconfesables. Ni más faltaba. Lo que debemos rechazar es que no se aborden con transparencia. Para mí la cosa es simple: los contadores tienen todo el derecho a reclamar para sí la revisoría, pero, simultáneamente, deben merecerla.

Además de la introducción de una auditoría de gestión dentro del conjunto de las funciones del revisor fiscal y de la cuestión de la profesión que debería tener quien la dirija, la auditoría integral propuesta por el Consejo Técnico ha sido objeto de otras observaciones.

Franco afirma
:

“(...) El enfoque de revisoría fiscal como auditoría integrada inicia apenas su influencia, con bajos niveles de aceptación por la magnitud de conocimientos requeridos y de los recursos necesarios en un ámbito de baja asignación surgido de la incomprensión sobre el significado y alcance de este modelo de control.

El enfoque de auditoría integrada tiene además de baja receptibilidad inconvenientes conceptuales por cuanto a pesar de su amplia cobertura se mantiene en un nivel de evaluación selectiva y posterior, sin alcanzar los niveles establecidos para la revisoría fiscal como control permanente, oportuno e integral. (...)”.

Hernández sostiene
:

“(...) resulta claro que la vida económica de hoy, requiere de un modelo de auditoría que le asegure a los agentes que interactúan con el ente, un grado de seguridad que supere el simple estadio del concepto u opinión sobre la información emitida y que cubra todas las variables que se producen o tienen relación con el ente económico y su que hacer empresarial. Dicho modelo debe ajustarse a la dinámica de los cambios que generan los nuevos paradigmas organizacionales.

En este sentido, la auditoría que satisface todos estos requerimientos, la constituye la Auditoría Integral. Tal auditoría se sustenta en la disciplina de control, ya no como fase del proceso administrativo, sino como una superestructura de supervisión y vigilancia. (...)”.

“(...) no escapa a la percepción general que, con el paso de los años, las distintas formas de control, tomadas como una disciplina independiente han cobrado una importancia inusitada en el mundo de los negocios y en el ámbito estatal.

Es así como los arquetipos de control integral, bien en su concepción romano – germánica o latina de control, llamadas también Fiscalización (las cuales propenden por una supervisión y vigilancia de tipo simultáneo, directo o en tiempo real con lo hechos y operaciones y, dentro de criterios de cobertura general); al igual que en la concepción anglosajona de control, llamada Auditoría, (que propugna por la exploración sistemática de los hechos y operaciones, dentro de criterios de selectividad y posterioridad, y cuya diferencia fundamental con la fiscalización, además de la realización de exámenes posteriores al acaecimiento de los hechos, reside en la carencia de la imposición de acciones correctivas), en los últimos tiempos han tenido avances insospechados; que permiten un control efectivo y en tiempo real de los entes económicos. (...)”.

Como se ve, aún aceptando el término “auditoría integral” el debate no termina, pues a renglón seguido se precisa que en lugar de un examen selectivo se trata de un examen completo, en cambio de un análisis posterior debe ejecutarse la actividad de vigilancia en tiempo real y en lugar de la expresión de opiniones o dictámenes es necesario la imposición de acciones correctivas.

En cuanto a los dos primeros asuntos (cobertura general y tiempo real) creo que el asunto es cuestión de metodología. Si ésta existe, es razonable y factible de aplicar, bienvenida sea. Si está por desarrollar, antes de hacerla obligatoria lo prudente es esperar a que la profesión adopte un modelo de general aceptación.

Pienso que la auditoría apoyada en el muestreo estadístico no es deleznable. Pienso que este muestreo es un formidable instrumento matemático que ha probado hasta la saciedad, en los más diversos ámbitos, su utilidad. Pero esto no significa que los contadores no puedan elaborar otro instrumento que logre la revisión completa de las operaciones con un costo razonable y de forma oportuna. 

Quien haya estudiado a fondo el tema de la prueba, llamado evidencia por los auditores, sabrá que se constata lo que pasó. En este sentido los diferentes medios de comprobación de la humanidad tienden a ser “posteriores”. El avance de la técnica y más concretamente de la tecnología hace posible – y lo harán más en el futuro – que ciertas actividades se supervisen mientras estén ocurriendo. Si el costo es razonable y la supervisión no estorba ni corrompe también debe admitirse esta modalidad. 

Franco piensa
:

“(...) La revisoría fiscal requiere una definición clara y precisa que oriente la formulación de un modelo tecnológico de control adecuado a sus características, rompiendo con la vieja práctica de intentar ejercer unas funciones que le son propias con las normas y procedimientos de los oficios no muy afines de la auditoría externa e interna desarrollada por las culturas anglosajonas, siendo notoria la ausencia de una reflexión que permita la formulación de un modelo riguroso, coherente, con validez conceptual y correspondencia específica con la organización que lo practique. El presente señala que el itinerario del cambio se ha iniciado y el futuro abandonará la crisis. (...)”.

Blanco
 precisa
:

“(...) Si bien la auditoría de estados financieros ha sido el servicio que identifica a la contaduría pública, para que la profesión asuma las necesidades de sus usuarios es inminente que no solo audite los estados financieros, sino que también tendrá que evaluar e informar sobre asuntos esenciales para la toma de decisiones en toda organización como son: lo adecuado del control interno para el cumplimiento de los objetivos; el grado de eficiencia y eficacia como se manejan los recursos; y el grado de cumplimiento de las leyes y regulaciones que les sean aplicables.

Se ha definido como auditoría integral al servicio que se considera, satisface las necesidades básicas de los usuarios de las informaciones de las empresas para la toma de sus decisiones y que puede posicionar al contador público para asumir los cambios del futuro.

El alcance del trabajo de la Revisoría Fiscal señalado por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública en la Disposición Profesional sobre el tema fue el de una Auditoría integral, enfoque que se sigue conservando, con algunos cambios, en el proyecto de ley, que estudia actualmente el Congreso de la República.

No obstante que el pronunciamiento, hoy Disposición Profesional, del Consejo Técnico se emitió en 1994, han sido muy pocos los aportes de la profesión para mejorarlo o adaptarlo al ejercicio profesional. Es posible que una de las razones para que esto haya sucedido ha sido la falta de un marco conceptual orientador.

Para convertir la Auditoría Integral como un modelo sólido de servicio, se debe establecer su marco conceptual, donde se describan los elementos fundamentales y principios generales que gobiernan este servicio. Los objetivos de establecer un marco conceptual para la auditoría integral son:

a. Establecer estándares o normas que guíen a la contaduría pública en una práctica armonizada y a las instituciones profesionales en el control de calidad de la auditoría integral.

b. Ayudar a la contaduría pública en el desarrollo de futuras normas o principios generales para la auditoría integral.

c. Ayudar a los usuarios de la auditoría integral a una cabal comprensión o interpretación del alcance de una auditoría integral y su práctica armonizada.

d. Presentar a los contadores públicos un modelo de informe para la auditoría integral que lo guíe en sus prácticas profesionales. (...)”.

En el desarrollo de nuevas metodologías ocupa puesto crucial las implicaciones de las mediciones cualitativas. Gran parte de la dificultad para realizar ciertos trabajos y del rechazo que los mismos producen se debe a la sensación de que con mediciones cualitativas se entraría en un terreno arbitrario.

Quintero piensa
:

“(...) metodológicamente, cada uno de los objetivos, tanto institucionales como programáticos y del proyecto social, debe ser descompuesto en variable, y a cada variable se le debe formular al menos un indicador, el cual permite la comparación, al final del proceso, entre los estándares y/o el valor “original” o status de la variable (situación sin proyecto), el valor “proyectado” para cada variable en términos de metas, (expectativas que rondan a quienes proponen el proyecto) y el valor de esas mismas variables al “terminar” el proyecto (logros y opiniones).

De igual forma en la valoración y evaluación de las estrategias y proyectos sociales, la trilogía Status – Meta – Logro, establecida en términos cuantitativos, aunque importantísima para el Sistema de Seguimiento y Evaluación, ha de ser considerada solamente como un referente fundamental que requiere complementarse con análisis Cualitativos, reflejando de manera especial el Por qué el valor del status, meta o logro, las implicaciones de los mismos y sus cualidades o atributos.

Generalmente, los procesos de construcción de los valores de las variables a sus tres niveles, “Status – Meta – Logro”, información indispensable para evaluar un plan, programa o proyecto social, están ligados a Métodos y Técnicas Cuantitativas (estadísticas, registros) que sólo determinan la Cantidad y la Frecuencia relativa a una o más variables.

Sin mirar peyorativamente la importancia del valor cuantitativo en el Sistema de Seguimiento y Evaluación aquí propuesto, la ruta metodológica sugerida hace énfasis mayúsculo sobre las técnicas cualitativas para recolectar información, así como sobre la evaluación cualitativa misma.

“La interacción de los factores sociales, psicológicos y culturales que influyen en las personas, junto con los factores políticos, religiosos, económicos y ambientales que influyen en los programas es increíblemente compleja, y es difícil de conceptuar y analizar. A fin de entender el “por qué” y no solo el “cuanto”, es preciso que los evaluadores examinen esta compleja interacción de factores, la cual sólo pueden lograr mediante un planteamiento metodológico de evaluación que integre técnicas cualitativas y cuantitativas para recoger y analizar la información, logrando así, una amplia variedad de datos sobre el programa.” (Andrade, Schedlin y Bonilla, 1987).

Ciertamente se ha recorrido mucho camino conceptual y metodológico desde las valiosas experiencias adelantadas por Malinowsky y Levi-Strauss hasta las consolidaciones teóricas y conceptuales establecidas por los trabajos de Theodor Adorno, Max Horkheimer, Herber Marcuse y Jurgen Habermas,

“que sus concepciones centradas en la teoría crítica, dialéctica e historicista, contribuyeron a ampliar los alcances de la investigación social y los métodos de trabajo, preservando el derecho del observador de ir más allá de los datos.
En la práctica no existe un solo objeto que solamente posea un aspecto o cuantitativo o cualitativo. Cada objeto representa una unidad de determinada calidad y cantidad, que tiene su expresión en la medida, una categoría filosófica que expresa y sintetiza la unidad de la calidad y la cantidad de un objeto o fenómeno cualquiera. A cada objeto cualitativamente específico, le son inherentes determinadas características cuantitativas, variables y móviles.” (Cerda, 1994).

Para el Sistema de Seguimiento y Evaluación de Proyectos Sociales aquí propuesto, es fundamental que a la hora de valorar cualquier indicador (status, meta, logro) éstos sean establecidos en términos de cantidades, así como de los atributos o cualidades de dicha cantidad. (...)”.

Que las mediciones cualitativas sean complejas no es asunto que escape a auditorias como la financiera o la de control interno, para quienes son básicos los conceptos de materialidad y de error tolerable, respectivamente.

Probablemente el rechazo a las mediciones cualitativas disminuya si no queda en manos del auditor establecer los referentes de medición.

El otro punto, el de la imposición de acciones correctivas, es asunto que tiene que ver con la eficacia del modelo, si se admite que por falta de esto las “recomendaciones” o “sugerencias” se quedan en letra muerta. Pero no es cuestión puramente contable. Que el órgano de fiscalización tenga o no poder para imponer correcciones toca vitalmente la arquitectura societaria vigente en todo el planeta
.

Hasta el presente, aún en el modelo dualista alemán, los socios y los administradores han retenido el poder para dirigir la empresa, obviamente asumiendo las consecuencias – favorables o desfavorables – que se deriven de sus decisiones.

En este estadio de cosas, con la bandera – sin duda mundial – del interés público, se quiere fomentar modelos en los cuales el fiscal tenga poder de corregir, poder de encausar, poder de mantener la entidad dentro de cierto marco.

Tal vez esté llegando el momento de romper el modelo de propiedad privada napoleónico, tal como se cayó la afirmación de nuestro código civil según la cual la propiedad sería el derecho de disponer de una cosa arbitrariamente
. Tal vez la función social de la propiedad tenga hoy mayores alcances o implicaciones que en el pasado. Ciertamente el derecho no puede convalidar el manejo corrupto de las organizaciones.

Pero el punto no es si se establece o no un nuevo poder. Sino si ampliamos el que desde siempre y para todos esos fines hemos predicado del Estado. Y si para ello dejamos de concebir la revisoría fiscal como un órgano privado, o como un servicio privado, y pasamos a considerarla una institución pública, un servicio público, estatal. No en balde el proyecto de ley sobre revisoría que se encuentra en trámite trata de fundarse en la capacidad constitucional del Estado de intervenir la economía.

Creo que nadie tiene la última palabra en este debate. Libertad de empresa (iniciativa privada) y dirección de la economía por parte del Estado están presentes, simultáneamente, en nuestro régimen constitucional, como en todos los países occidentales. Los dos deben realizarse.

Lo único que tengo claro a este respecto es que el interés publico, así como reclama la protección de las minorías y el comportamiento leal y transparente, exige de una libertad de empresa real. Y esta no existe si el Estado, a través de sus agentes, tiene la última y única palabra sobre lo bueno y lo malo en materia empresarial.

Londoño critica
: 

“(...) Para los políticos y los juristas, se volvió servicio público todo el que tendía a satisfacer, de manera regular y continua, una necesidad colectiva. Las empresas de agua, de luz y de comunicaciones, primero. Las que fabrican armas, las de transporte masivo, y luego todas las que se consideraron estratégicas, pasaron a ser de servicio público y por consiguiente de la órbita estatal. El concepto de la necesidad estratégica lo definió un general victorioso y revanchista, tres calidades muy peligrosas para un concepto político. De Gaulle, al final de la guerra, completó con la nacionalización de todas las empresas estratégicas las tímidas ideas de Duguit.

Pero no solo vino el Estado multiempresario. También llegó el Estado interventor. Una especie de superpolicía que frena a los poderosos, impulsa a los débiles, regula los fenómenos bruscos, se anticipa a los peligros, apaga los incendios económicos y está donde se le necesite. Es decir, en todas partes.

Tampoco fue bastante ese superempresario y superagente del orden. Con todo el poder acumulado, subsistían el dolor y la pobreza. Niños sin padres ni porvenir, hombres sin trabajo, enfermos sin hospitales, ancianos sin amparo. El Estado, que no había sido suficiente para impedir que mucha gente fuera infeliz, se propuso la tarea del benefactor y se constituyó en el patrono del bienestar, algo así como una superorden mendicante, que cambio el sayal de los monjes por los arreos imperiales, y la súplica de una limosna de amor por la imposición de un tributo para el bien social. Y nacieron los hospitales públicos, los hospicios, los ancianatos, los seguros, las pensiones de desempleo y de retiro, la educación pública, instrumentos necesarios para la felicidad de todos.

El superpolicía, el superempresario y el superbenefactor, reunidos, he aquí el superestado. La idea suprema de bienestar en la solidaridad, representada en el más grande aparato de poder que conocieron los tiempos. Hegel ganaba definitivamente la partida. Sus descendientes reconocidos, por la vía de Marx, Lenin y Stalin, estaban en lo suyo. Sus adversarios recalcitrantes, los iniciados en el culto de la libertad, habían descubierto, también, que el Estado era Dios sobre la tierra. (...)”.

La distinción entre interés público e interés privado no es fácil. Mouchet señala
:

“(...) Esta teoría, que tiene buena parte de verdad, ha suscitado, sin embargo, objeciones en cuanto la noción del interés no permite establecer científicamente una clara línea divisoria: ¿dónde comienza el interés público y dónde el privado, y cómo y por qué se determina el carácter de una norma conforme a esta distinción?

Bien decía Carlos O. Bunge que “no es cierto que el interés privado y el público puedan separarse en dos categorías tan absolutas y antitéticas; por el contrario, los intereses individuales coinciden a menuda con los sociales, y viceversa” (El derecho, p. 411). Y en tiempos más contemporáneos Kelsen ha señalado certeramente la dificultad de separar ambos órdenes de intereses. “Querer cualificar jurídicamente las normas del derecho con arreglo al fin que aspiran realizar –dice–, equivaldría a pretender clasificar los cuadro de un museo por su precio”, y agrega: “Desde el momento en que una norma de derecho protege un interés individual, esa protección constituye un interés colectivo. Cuando el orden jurídico contiene normas reguladoras del préstamo – normas jurídicas “privadas”, indudablemente –, pónese de manifiesto que existe un interés colectivo en la existencia de tales normas. Y, de modo análogo, en cada norma positiva de derecho administrativo o penal – derecho “público uno y otro, a no dudarlo– puede determinarse el hombre al cual se reconoce un interés en tal norma, la cual se convierte en protectora de ese interés” (Teoría General del Estado, p. 106).

La noción del interés es esencialmente subjetiva, y por consiguiente deja librada la determinación del carácter público o privado del interés tutelado por la norma al criterio del legislador, que se mueve por consideraciones esencialmente de índole política. (...)”.

En fin: el debate apenas comienza. En Colombia el modelo podría llegar a ser adoptado por las normas legales. Mas la simple expedición de la Ley no acabará las inquietudes. Habrá que resolverlas en forma práctica. Si esto no se hace el sistema de responsabilidad amenazará destruir a los revisores fiscales. Ante semejante escenario probablemente los mismos revisores fiscales busquen que se reduzca el alcance o, como ya ha sucedido en ocasiones, algunos preferirán ocuparse de otras áreas de desempeño profesional.

( La dinámica interamericana

La propuesta de una auditoría integral ha generado, como ya dije, un gran malestar. Ciertamente, cosa que hay que ponderar con mucho cuidado, hasta donde llega mi conocimiento no existe país que haya endilgado a su modelo de auditoría estatutaria una auditoría integral. Pero esto no significa que la cuestión esté limitada a nuestras fronteras. Bajo la innegable influencia de contadores colombianos el tema se ha posicionado en el seno de la Asociación Interamericana de Contabilidad. Una muestra de ello son las ponencias presentadas en la XXIII Conferencia Interamericana de Contabilidad, realizada del 2 al 5 de agosto de 1999 en San Juan, Puerto Rico.

En el volumen I de las memorias de esa conferencia, dedicado a los trabajos técnicos interamericanos, aparecen publicadas las siguientes ponencias:

· Auditoría integral, un enfoque integrador de Cayetano Angel V. Mora (Argentina), Jorge H. Santesteban Hunter (Argentina), Guy Almeida Andrade (Brasil) y Angel Devaca Pavón (Paraguay).

· La auditoría integral: un verdadero arquetipo de control empresarial de Jaime A. Hernández Vásquez (Colombia).

En el volumen II, dedicado a los trabajos técnicos nacionales, se pueden ver:

· Auditoría integral de Fernando Pablete Velásquez (Chile).

· Auditoría integral: precisiones sobre alcance y contenido de Jorge Sánchez Henríquez (Chile).

· La auditoría integral – un salto al vacío de Jorge Voss (Argentina).

· La auditoría integral en el contexto de un mundo globalizado de Mario Wainstein y Armando Miguel Casal (Argentina).

· Auditoría integral. Amplitud conceptual. Informe del auditor. Problemas de implementación de Luis Alberto Brito (Argentina).

· A auditoría integral en entidad binacional de Rubén Mendes Matos (Brasil).

· Marco conceptual de la auditoría integral de Yanel Blanco Luna (Colombia).

· Marco de competencia de la auditoría integral: un nuevo rol para el profesional contable de Armando Villacorta, Alfonso Muñoz Canales y Guillermo Huapaya Avila (Perú).

· La auditoría integral un proceso del control gerencial de Samuel Alberto Mantilla (Colombia).

· La auditoría integral y el impacto ambiental de Jorge Luis Fox Santibáñez (Perú).

Doce ponencias son un hecho que no puede pasarse por alto, así se diga que se trata de un grupo de la profesión y no de toda ella
.

Una revisión de esa literatura muestra con claridad que se está pujando por la construcción de u nuevo modelo, en torno al cual se esbozan causas y justificantes, métodos y tareas. Esta es sin duda una labor que incumbe a la profesión contable y que está en todo su derecho de adelantar. Mal puede obstaculizarse pecando de anacronismo. Pero lo anterior no significa que el modelo esté terminado.

Brito, en su ponencia, señala
:

“(...) Hasta hoy, los organismos internacionales y la mayoría de los organismos locales nacionales no han emitido Normas específicas que regulen a la Auditoría Integral. En el último Congreso, en el área respectiva, en el punto 5 de las conclusiones finales se recomendó a las autoridades de la Asociación Interamericana de Contabilidad continuar con los estudios iniciados sobre auditoría integral, con el objeto de establecer normas y procedimientos incidiendo en la definición, el alcance, la normatividad, el producto de la auditoría y la responsabilidad del Contador Público. En el punto 6, se recomienda a las autoridades de la AIC, se aborde la auditoría integral como estudio permanente de la Comisión de Auditoría. (...)”.

Mendes, por su parte, advierte
:

“(...) Ou seja, claro está a necessidade urgente de uma definição por parte dos órgãos reguladores internacionais sobre a auditoria integral, sob o risco de que esta venha a ser imposta, sem a participação dos profissionais a ela efetados.

Encerrando, concluímos enfatizando a necessidade de evoluirmos mais rapidamente para a auditoria integral como forma definitiva de trábalo do auditor independente, sob o risco de que este espaço no mercado venha a ser ocupado por outros profissionais. (...)”.

Villacorta, Muñoz y Huapaya indican
:

“(...) Se hace necesario que la profesión contable a través de sus organismos representativos formalice un marco conceptual que sirva de guía para desarrollar la auditoría integral. (...)”.

Voss se muestra particularmente reacio
:

“(...) 5.1 La “auditoría integral” proporciona seguridad sobre la eficacia, eficiencia, economía, equidad y ética de la gestión de un ente, asegurando además que sus actividades y operaciones no generan daños al medio ambiente.

5.2 Por lo tanto, la “auditoría integral” no tiene límites. El alcance de la “auditoría integral” es ilimitado.

5.3 El Informe o Reporte del Contador Público independiente – auditor integral – es emitido para conocimiento de terceros – público en general – y debe cubrir los aspectos señalados en 5.1.

5.4 Si la “auditoría integral” no tiene límites, la responsabilidad del Contador Público independiente – auditor – tampoco tiene límites.

5.5 La “auditoría integral” no tiene, ni podrá tener, un cuerpo de normas que sirvan de marco de referencia.

5.6 Por lo tanto, la opinión del auditor integral no será objetiva. Distintos auditores integrales pueden arribar a diferentes conclusiones y recomendaciones luego de examinar en forma simultánea la gestión de un ente durante un cierto período.

5.7 La mal definida “auditoría integral” es un salto al vacío de nuestra profesión: promete lo que no se puede hacer, requiere del auditor integral un alcance que no se puede cubrir y por lo tanto, genera para éste responsabilidades ilimitadas. (...)”.

En cuanto académico debo estimular el esfuerzo de aquilatar un modelo de auditoría integral. Así esto llegara a un fracaso, desde la perspectiva del quehacer científico, es necesario intentarlo. Pero en cuanto abogado señalo con claridad y sin duda que aún no ha llegado el momento de imponer el modelo como obligatorio. El sistema de responsabilidad puede golpear innecesariamente a la profesión. Si por el apresuramiento de ponerlo en marcha el modelo no funciona la profesión arriesga desprestigiarse.

( La necesidad de un sistema razonable de responsabilidad

Sin perjuicio de mis opiniones sobre cada una de las aristas que se debaten en torno a la auditoría integral, mi preocupación básica siempre ha estado encaminada a demandar para los contadores un sistema razonable de responsabilidad.

De alguna manera es inevitable que el crecimiento de las funciones de la revisoría fiscal, pasando, si se quiere, de una auditoría financiera a una auditoría integral, traiga consigo un incremento en las responsabilidades del revisor.

Pero tal efecto no obsta para demandar un trato justo.

Un sistema débil de responsabilidad daría risa. Un desproporcionado sistema de responsabilidad podría destruir la revisoría fiscal.

Cualquier nuevo sistema debe permitir que la revisoría fiscal siga percibiéndose como un asunto profesional. Líneas arriba en este escrito se ha reproducido que entiende por esto la IFAC.

Pero la cosa no para ahí. Así como en muchas partes se discute sobre cuál debiera ser el radio de responsabilidad de los contadores públicos, la propia IFAC ha manifestado preocupación al respecto:

“Auditors Legal Liability in the Global Marketplace: A Case For Limitation
Prepared by the IFAC Auditor's Legal Liability Task Force.
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FORWARD 

As the worldwide organization for the accountancy profession, the International Federation of Accountants (IFAC) is especially concerned that a viable profession, held to the highest standards of conduct, can perform its responsibilities in the public interest. That viability, however, is being threatened by the growing exposure to prohibitive liability for auditors. And although the audit function is but one part of the accountancy profession, any threat to the audit profession will also eventually undermine the entire profession and, ultimately, is not in the public interest. It is for that reason that IFAC convened a Task Force to study the problem on an international scale and to speak out on the issue in this position paper. Our objective is: 

•To educate those with an interest in accounting about the extent and ramifications of the legal liability crisis facing auditors;

•To identify national legal reforms that have been implemented to create a more equitable practice environment for accountants; and 

•To recommend solutions that would better balance auditors' liability and accountability with that of others involved in the process. 

IFAC leadership believes auditors should be held accountable and legally responsible for their actions. However, unwarranted and unlimited auditor liability is having a detrimental effect on accountants in every part of the globe. It is also having a significant impact on business development efforts and is hindering the growth of world capital markets, particularly in developing nations. This makes it an issue that should be of concern not only to accountants, but also to investors, directors, entrepreneurs, regulators, and governments.

Through the development of benchmark auditing and other guidance, IFAC will continue to encourage auditors' adherence to the highest professional standards. And we will continue to work with those organizations that represent the public interest to see that these standards are responsive to the needs of the capital markets. But more is required. This effort must be complemented by national initiatives to forge regulations and judicial systems that treat accountants equitably. This paper offers several possibilities. These may involve seeking reforms requiring proportionate liability, a statutory cap on professional liability for negligence, disincentives for plaintiffs filing frivolous lawsuits, and limiting auditor liability by contract. These reforms do, in fact, exist in some countries, and they have not in any way compromised the public interest.

A strong accountancy profession is an important part of an effective capital markets structure. All of us have a stake in maintaining that strength.

Juan Herrera

President

July 1995 

AUDITORS' LIABILITY: AN INTERNATIONAL CONCERN 

Accountants in all parts of the world share a fundamental commitment to protect the public interest. Professional standards and governmental laws and regulations are in place to ensure that this commitment is carried out effectively. In recent years, despite auditors' adherence to professional standards, liability systems in many countries have produced an increasing amount of litigation against accountants. This litigation is having a detrimental effect on the accounting profession, as well as on the public it serves. Additionally, it has the potential to impede the development of capital markets and worldwide business development efforts.

To better understand the extent and nature of the liability crisis affecting the auditing profession, the International Federation of Accountants (IFAC) appointed a Legal Liability Task Force to study the issue. As part of its study, the Task Force initiated a comprehensive survey of IFAC member bodies. The survey, conducted in 1994, sought to identify both causes of and solutions to the liability crisis. This paper is an outgrowth of that study.

IFAC's member bodies represent more than 1.2 million accountants in over 80 countries. Approximately 90 percent of those accountants are represented by the 47 member bodies that responded to IFAC's Legal Liability Survey. (Respondents are listed in the Appendix.) The majority of member body respondents - representing more than a million accountants - expressed concern about auditors' legal liability, even in cases where accountants in their countries were not frequently sued, and virtually all of them felt it was an issue that should be addressed from an international perspective.

Many countries felt that the legal liability climate for accountants today was of crisis proportion. The countries sharing this opinion varied widely in terms of their economic position, geographic location, and legal environment. They included: Australia, Canada, Denmark, Ireland, New Zealand, Pakistan, South Africa, Sweden, the United Kingdom, and the United States. Other countries acknowledged that auditors' legal liability was becoming a growing problem. These included Austria, Cyprus, Hong Kong, India, Italy, Malaysia, Mexico, the Netherlands, Singapore, Switzerland, and Zimbabwe.

In some countries, the nature of the judicial systems has helped to thwart unwarranted auditor liability. For example: 

•In Germany, there is a statutory cap on liability for damages in the case of auditor negligence for statutory audits and there are normally contractual limitations for all other services. 

•In Belgium, there are no incentives for lawyers to bring as many cases as possible to trial because they cannot charge contingent fees, nor are they allowed to bring class actions. 

•In France, third parties have to prove a direct causal link between the fault of the auditors and the resulting damage. Additionally, France operates under a system of proportionate, rather than several, liability. 

•In the Netherlands, the court has the option of assessing proportional liability and contributory negligence.

•In Hong Kong, businesses generally operate under a non-litigious, laissez faire environment with minimum government intervention and limited regulations. Additionally, lawyers do not operate on a contingency fee basis and courts do not have a habit of passing phenomenal awards. 

•In Norway, auditors are not faced with large claims because they have a minor and subsidiary responsibility in comparison to the company's, management's, and the board's major responsibility for losses suffered by the company or third parties. 

•In Taiwan, only the partner involved in an alleged wrongdoing - and not all partners - is responsible for liability. 

•In Japan, there are no punitive damages. 

Even in these countries, leaders of the accounting profession are far from complacent, recognizing that additional legislative reforms are needed to create a more equitable legal environment. They also are aware that the liability crisis plaguing most of the Western world, as well as developing nations in South America, Africa, and Asia, is likely to spread and intensify as a result of the opening of free trade barriers. Additionally, increased economic activity will inevitably require the auditing profession to assume increased responsibilities, and hence increased exposure.

Members of the profession in many countries also feel threatened by public knowledge of claims experience, particularly in the United States, the United Kingdom, and Australia, where multimillion dollar settlements have been widely publicized. Their concern is that this may encourage some parties to initiate lawsuits in the hope of obtaining similar settlements. Finally, accounting organizations whose members have not yet been affected by liability are concerned that in the event of a major economic downturn and company failures, aggrieved parties will sue accountants. For these reasons, many of these countries are actively pursuing liability reforms. 

THE CAUSES OF EXPANDED LIABILITY 

Expanded auditor liability did not emanate from public outcries about auditor performance. Although auditors can and sometimes do make errors, the number of audit failures is very small compared with the millions of audits performed each year by auditors around the world. Nor is the liability crisis an indication that standards of professional conduct have been absent or lacking. Instead, its causes are rooted in the increased commercial activity of the 1980s, including rampant mergers and acquisitions, by a subsequent worldwide recession, and by judicial systems that impose unlimited liability on auditors to a large number of nonclients. 

The recession of the early eighties and that of the last few years has resulted in an increase in both the number and size of corporate failures in countries such as Australia, Canada, the United Kingdom, and the United States. The litigious nature of the cultures of these countries caused those who suffered losses to find others to blame. This led to a dramatic increase in the number of lawsuits against auditors and resulted in a trend to hold auditors responsible not only for their own negligence but also for the repercussions of management actions, including those resulting from poor financial or business judgment. 

Additionally, those seeking compensation from the business failures of the 1980s were not just auditors' clients, but others who relied on their work, including creditors and shareholders. In some instances, auditors' liability was extended to unforeseen users of the auditor's opinion. For example, investors began to initiate lawsuits to recover losses resulting from declining stock prices. Today, some auditors can incur liability to a third party when a company they audited suffers an economic and financial loss. 

Other factors contributing to expanded auditors' liability include: 

Joint and several liability

In at least 25 countries, auditors can be held jointly and severally liable with other defendants in a lawsuit. This means that auditors can be held liable for the full amount of any losses suffered by a plaintiff, even when the losses are judged by a court to result mainly from the acts or omissions of others. The principle of joint and several liability has encouraged lawsuits arising from bankruptcies against public accounting firms since auditors typically have, as a result of insurance cover, the greatest source of assets against which the plaintiff can recover. 

Class actions

Class action suits enable actions to be brought against accountants and others by large classes of persons injured by misleading financial reports. Hence, one person may bring a lawsuit on behalf of other individuals, even if those individuals did not agree with the premise of the lawsuit. This can result in enormous damage claims. 

Contingent fees

In countries, such as the United States, where an attorney's fee is based upon a percentage of the money awarded to the client, the liability environment for accountants is exacerbated. This is because the very existence of contingent fee arrangements encourages attorneys to bring suits to trial and to seek high damages. The more damages they seek, the higher the attorney's payment. However, in such situations, oftentimes the plaintiff - the real victim - receives far less than the monetary award ordered by the court. 

Partners' unlimited personal liability

Laws in some localities, including parts of Australia, Canada and the United States, as well as Hong Kong, Ireland, and South Africa do not allow auditors to practice public accounting in organizational structures that limit personal liability. As a result, firms must practice as partnerships in which all partners are faced with unlimited personal liability. Thus, in cases where an accounting partnership has been sued and found negligent, each partner faces the risk of losing their investment in the partnership, their principal means of earning a livelihood, as well as all of their personal assets. Even innocent partners who were not involved in any wrongdoing could be subject to such losses. 

Punitive damages

In some countries, punitive damage awards can amount to more than 10 times the extent of a plaintiff's loss. Such damage awards, highlighted in media reports, create the false impression, particularly among uninformed publics, that the auditor's wrongdoing was far worse than it may actually have been. This can lead to false and extraordinary expectations on the part of other plaintiffs and users of financial statements, thereby widening the expectation gap - the gap between what the public expects from auditors and the auditors' actual responsibilities. 

THE NATURE OF LIABILITY ACTIONS 

Lawsuits against auditors can be brought under civil law (e.g., company law, contract law or tort law) or criminal law. Liability claims are brought under civil law. The courts that are considered competent to hear cases against auditors follow national legal jurisdiction. The applicable court jurisdiction will depend on where the alleged civil negligence or criminal act was committed. 

Liabilities

Accountants can be held liable for all the tasks they perform professionally - audit (both statutory and nonstatutory), accounting services, taxation services, consulting services, etc. Typically, failure to comply with generally accepted auditing principles or government requirements can result in sanctions from either accountancy, regulatory, or government bodies, as well as expose the auditor to lawsuits. 

In every country, auditors are held legally responsible for their own negligence and failures to exercise due care in carrying out their responsibilities. As a result, auditors can be sued for making material misstatements or errors and omissions. In addition, they are liable for any of their own illegal acts. Indeed, such liability is warranted to protect the public interest. However, in many countries, auditors are held personally liable not only for their own negligent acts, but also for the negligent acts of fellow partners. This substantially magnifies the auditor's liability exposure. 

Additionally, in some countries, such as Australia, Canada, Sweden, the United Kingdom, and the United States, auditors can be potentially liable not only for their own illegal acts but for the illegal acts or acts of fraud committed by the client company or the client company management. The auditor is subject to such liability if it is found that after applying generally accepted auditing procedures in the circumstances he or she should have detected, but did not detect, the fraud or illegal act - even if the client deliberately supplied the auditor with misinformation or the client did not act on prior advice of the auditor which would have prevented or limited the chances of the occurrence of the fraud or illegal act. Thus, while most defendants are sued for directly causing a loss, those who perform audits can also be sued for failing to find and disclose losses caused by others. 

Additionally, even when auditors are not primarily responsible for errors or a company's failure, under the laws of joint and several liability, auditors can be responsible for all of the damages. This occurs frequently when other unrelated codefendants cannot pay their share of the losses sustained. 

The question underlying the liability problem is not whether auditors should be held liable for their actions in a court of law - for certainly they should - but rather (1) the parties to whom they should be held liable, and (2) the extent to which, if at all, they should be held liable for the share of the losses caused by other defendants, directors, and management who are often unable to pay their share. 

Contractual limitations

In the majority of countries that responded to the IFAC survey, auditors cannot limit their liability in advance of a statutory audit assignment through contract, and those that do allow contractual limitations find that it is not often used. With regard to consultancy assignments, in several countries, accountants' liability can be limited contractually in the form of a cap or proportional liability. If there is no contractual agreement, and no rule related to the specific kind of consultancy work that says otherwise, the courts would award damages in a way similar to that for statutory audit cases. 

Plaintiffs

Auditors in most countries are liable to a wide range of plaintiffs, including the client organization, its shareholders, and creditors. In most countries, a professional can owe a duty of care to a third party in the absence of a contractual relationship. Over the years, the tests applied by the courts to determine the duty of care to third parties continued to expand and included knowledge of the individual; knowledge of a class; and reasonable foreseeability and reliance. In recent years, courts in English-speaking countries have tended to narrow auditors' liability to third parties. 

Privity

Traditionally, accountants have been held liable only to parties that are in privity of contract with them, meaning they have a legally binding relationship. However, auditors' liability to third parties began to widen about 30 years ago in such countries as Australia, Canada, the United Kingdom, and the United States. Auditors became liable to all third parties that the auditor could, in hindsight, reasonably foresee using his or her work, regardless of whether the auditor had any previous relationship with that person or any knowledge that the person would rely on the auditor's work. This opened the door to numerous frivolous lawsuits, including some from investors who lost money in the stock markets. Although there are some recent developments that narrow auditors' liability to third parties, auditors still remain vulnerable to lawsuits. 

ENSURING AUDITORS' ACCOUNTABILITY 

Certainly, the auditor's best defense against liability is quality performance. Recognizing this, both government and private sector bodies have regulations and requirements in place to ensure that auditors have the skills necessary to provide high quality services. In developed countries, for auditors to become and remain licensed or certified, they must - 

•Meet minimum education requirements. 

•Pass a national examination. 

•Have experience in the practice of public accounting, particularly auditing. 

•Engage in continuing professional education. 

In countries where these requirements do not yet exist, IFAC provides the direction and guidance necessary to foster their development. Once in practice, auditors must not only comply with statutory requirements, they must also adhere to technical and ethical standards. These standards are typically developed by national accountancy bodies, with the input of their various constituencies and relevant outside groups. In most countries, the failure of auditors to comply with professional standards can result in the imposition of sanctions by professional accountancy bodies and regulatory organizations. 

To ensure that auditors perform high quality work that protects the public's interest, IFAC works to establish benchmark standards on virtually every aspect of professional performance, as well as guidance on how those standards can be enforced. For developing nations and those where commercial activity is significantly increasing, such standards are particularly helpful. 

Additionally, IFAC supports initiatives designed to strengthen auditor independence and performance. This includes: initiating quality control programs for auditing firms; updating professional standards to ensure their relevancy; requiring auditors' adherence to a strict code of professional ethics; and requiring auditors to report on management's internal controls. 

However, even when auditors adhere to high professional standards and provide quality service, in many countries they can still be the victims of management fraud and unwarranted legal liability. For these reasons, additional actions are needed - actions which require the support of those who use and rely on auditors' work. 

OTHER ACTIONS NEEDED TO REMEDY THE INTERNATIONAL LIABILITY CRISIS 

There is no single remedy to the international liability crisis. Everyone involved in the financial reporting process needs to assume responsibility for quality performance. Additionally, the public, particularly users of auditing services, need to increase their awareness of auditor responsibilities and management responsibilities. Finally, worldwide legislative reforms are needed to create an environment in which auditors can effectively serve the changing needs of clients and build the public's trust.

Dispelling Myths about Auditors and Audits 

Public understanding of the auditor's role has been shaped in part by myths conveyed through the media. Dispelling these myths is necessary to help the general public, business community, regulators and others understand the value and limitations of the audit process and create a more equitable liability climate. 

Along with auditors, corporate boards and management play an equally important role in interpreting a company's financial picture. It is the responsibility of a company's board of directors to prepare fairly presented financial statements and accordingly, to choose appropriate accounting policies and disclosure practices. When boards of directors are not sufficiently involved in these activities or fail to act independently from management, they create a fertile environment for management fraud. The role of the auditor is to express an opinion on the fair presentation of financial statements and whether or not they have been represented in accordance with the requirements of specific laws. 

When acquiring, testing and reviewing company data, auditors need to rely on the internal control systems of their clients. Management's failure to have adequate internal controls or their deliberate misrepresentation of pertinent facts and procedures can affect the auditor's opinion. 

Business failures are not audit failures. When a business fails, it does not necessarily mean that financial statements were misleading or that auditors failed to comply with professional standards in examining and reporting on them. Rather, companies can fail because of adverse economic conditions, changes in technology, increased competition, failure of the debtors who owe the company money, incompetent management, outright management fraud, and in the case of some financial institutions, loose lending practices. 

When audit failures do occur, they are most often the result of mistakes in human judgment, and not deliberate attempts to provide misleading information. Furthermore, even in instances where auditors do commit errors, typically this action alone does not lead to the demise of a company. 

Claims and settlements are not indicative of a firm's guilt. Although the media emphasizes huge claims and settlements against audit firms, in most cases, these are not indicative of the degree of a firm's guilt. Very often, even if a plaintiff has played a significant role in causing the losses sustained, the auditor is required to compensate for all the losses incurred. It is this exposure to the risk of having to pay for damages far in excess of their proportionate share of responsibility and for the costs of defending such claims, that causes the insurers of many auditing firms to settle actions out of court, even when they are confident that auditors have a good defense or did not cause the alleged damage. 

The amount of plaintiff damages does not reflect the degree of the auditor's errors or negligence. As a result of the joint and several liability law, auditors can be called on to provide 100 percent of the damages even if they are only 1 percent at fault. Additionally, some countries award punitive damages of 5 to 10 times the cost of real damages. Auditors bear the financial burden of claims because of their financial position or insurance arrangements, while the party or parties principally responsible for a plaintiff's loss will escape because they do not have the financial ability to meet the claim. Consequently, auditors provide plaintiffs with deep pocket sources of recovery. 

Financial statements are not guarantees of a company's future financial health. The auditors report on financial statements is based on an analysis of historical and current information. Although auditors can form a valid opinion that a particular set of financial statements present fairly the financial position and results at a specified date, such financial statements offer no guarantee that the financial position of the entity concerned will remain the same, deteriorate, or improve in the future. 

Increased auditor liability does not mean investors will obtain more useful information. In fact, the opposite is more likely to be true. Increased liability causes auditors to avoid disclosures and attestation of projections, which are subject to a greater potential for error. Yet this is the very information that is most relevant to investors. 

Strengthening the Role of Corporate Governance 

Company and auditor performance could be enhanced through stronger corporate governance. Company directors need to take the lead in ensuring a corporation's well-being. To fulfill this responsibility, guidelines should be established to foster the independence of outside directors and to ensure that audit committees are working effectively with auditors. Audit committees must have the expertise and receive the information necessary from management, boards, and auditors to assure the credibility of the financial reporting process. The investing public will be better served and protected through closer cooperation between boards of directors, their audit committees, and auditors. For example, independent audit committees that work closely with auditors may be able to identify early on weak controls or management actions to override controls, thereby preventing or at least minimizing financial losses resulting from fraud. 

Greater legal and financial accountability on the part of management and boards, particularly to third parties, such as shareholders, can help to prevent auditors from being sued for company failures. In fact, in Norway, where boards are held primarily responsible for company losses, auditors are sued less frequently than in some other developed countries. 

Legislative Reforms 

•Eliminate joint and several liability in favor of a system of proportionate liability. As a result of the law of joint and several liability, even if an auditor commits a small degree of fault, the auditor (and his or her partners) must bear the entire financial burden of damages. Under proportionate liability, defendants are required to pay only in proportion to their involvement in any wrongdoing. This essentially enables the courts to assess awards that reflect the degree of responsibility of each defendant. 

Seven states in the US completely abolished the doctrine of joint and several liability in favor of proportionate liability. Proportionate liability rules also apply in Denmark and France and are being considered by legislators in Australia. In the UK, the Likierman Report, issued in 1989, supported similar reform. Currently, the New Zealand Law Commission is examining the issue and support for such reform. 

•Allow auditing firms more organizational options. Auditors need flexibility in selecting forms of practice that can help them maximize their business opportunities but minimize their personal risk. Many countries limit practice options for auditors, and, as a result, subject them to greater liability exposure - much more so than even their own clients. By allowing accounting firms to take advantage of organizational forms such as Limited Liability Companies and Limited Liability Partnerships (now popular in the United States), as well as permitting firms to incorporate, the personal assets of partners not involved in malpractice wrongdoing may be protected from unsatisfied malpractice claims against the firm. 

Incorporation is already common practice for firms in France, Germany, Japan, Switzerland, and some provinces in Canada. There is no evidence in these countries that incorporation has negatively affected the quality of the auditor's work. 

•Allow auditors to limit liability by contract with the audit client. This would enable a company and its auditors to agree on a reasonable limit of liability. Although not permitted in most countries, it would help to ensure that a company's management also assumed responsibility for ensuring the accuracy of the financial statements. 

•Provide disincentives for plaintiffs filing frivolous lawsuits. Legislation penalizing those who initiate frivolous suits can help to deter opportunistic litigation. For example, the United Kingdom already has a rule requiring that the loser of the lawsuit pay the defendants' legal costs and the United States is currently considering adopting similar legislation. 

•Adopt a statutory requirement for professional advisors and directors of companies to have adequate insurance cover. This would help to ensure that the liability burden is spread more fairly among those who may be responsible for the loss. In Italy directors are responsible to company creditors for failure to fulfill their duties with respect to the safeguarding of the company assets. 

•Limit auditor responsibilities to third parties. Auditors typically have a responsibility to third parties when foreseeability and proximity can be effectively established. Some countries, such as Norway, have increased the requirements for proof of adequate linkage between auditors' culpable behavior and damages incurred. As a result, auditors have had far fewer claims awarded against them. 

•Adopt a statutory limitation or "cap" on professional liability for negligence. Such caps exist in Austria and Germany. As a result, the auditing profession in these countries is not subject to massive claims, and frivolous lawsuits are discouraged. More recently, the New South Wales State Government in Australia passed capping legislation and similar legislation is expected to pass in Western Australia. 

•Strengthen privity standards. Privity standards determine when non-client third parties, such as clients' creditors, have the right to sue an auditor for malpractice. Strong privity standards limit the circumstances under which third parties may sue auditors for malpractice. 

•Reduce statute of limitations. Currently, such statutes range from two years in some countries to 10 years in others. Some statutes calculate the limitations period from the time the act was committed while others use the date the act was discovered or the date that the loss was first suffered. Establishing reasonable periods during which one can bring a suit to court would help accounting firms keep their liability exposure - and liability insurance fees - in check and still protect third parties. 

WHY THESE SOLUTIONS DESERVE PUBLIC SUPPORT 

Even with these remedies in place, auditors who intentionally commit a crime with malice or forethought or are responsible for a serious omission would not escape commensurate liability. Indeed, they should not. An auditor who in performing his duty intentionally or negligently causes damage to the company is liable to compensate for such damage. However, holding all auditors liable for damages to an indefinite number of persons for an indefinite amount of money, is, ultimately, not in the public's best interest. 

Under current legal systems, for example, joint and several liability, auditors often are asked to pay amounts far in excess of the damage for which they may have been responsible. That result is inherently unfair. Auditors should be held accountable for only their fair share of loss, but should not be asked to pay for damages caused by others. 

Continuing to extend auditor's liability could have far-reaching repercussions for those who could benefit most from auditors' services. For example: 

Auditing services may no longer be available to certain entities. Increased liability exposure makes auditing firms hesitant to take risks on entrepreneurial clients or to service clients in high risk industries, yet these are often the clients who can benefit most from auditor services. 

Auditors may be discouraged from providing broader, more responsive services. The cost and potential damages resulting from litigation are already a major constraint on the development of more responsive and effective audit services in some developed nations. 

Companies may not be able to obtain the capital they need to stay in business. By adopting risk avoidance strategies, auditors may not be willing to provide companies with the services they need to raise capital. Additionally, excessive legal liability can lead to a reduction in the amount of available information about public companies, thereby making it more difficult to raise capital for new ventures. 

PROTECTING THE PUBLIC'S INTEREST 

The international accounting profession is concerned about such trends because they can impede the delivery of necessary accounting and auditing services in both developed and emerging countries. An even more significant concern to the international profession is the impact the liability crisis is having on the development of the world's capital markets. The essential nature of the work performed by auditors is the same around the world. However, inequitable legal liability systems can hinder the development of the profession in countries where accounting services are especially needed, undermine the credibility of financial reporting, and negatively impact the growth of capital markets across national borders. Moreover, the threat of litigation can deprive some cultures of business services available in other countries. This is clearly not in the public's best interest. 

Finally, unwarranted litigation inhibits innovation and undermines the profession's ability to meet evolving financial reporting needs. Ultimately, it impedes the worldwide accountancy profession's ability to enhance the value of financial reporting and to expand the attest function. 

Clearly, not all litigation is unjustified. The public must have the means to protect itself and recover losses from damages inflicted through negligence or breach of duty. However, increased liability exposure is not necessary to prevent the accounting profession from acting negligently. Markets in virtually every part of the world already provide sufficient disincentives against negligent auditor behavior. Additionally, most accountancy bodies in many countries already have disciplinary sanctions in place. In countries in which the auditing profession is just beginning to evolve, IFAC is committed to providing guidance on developing such sanctions and ensuring their relevancy. 

IFAC'S ROLE 

IFAC seeks to foster a strong and cohesive international accounting profession by enhancing accountants' technical and professional development. Together with its member bodies and its sister body, the International Accounting Standards Committee (IASC), IFAC works to ensure that accountants around the world adhere to the highest professional standards. 

IFAC develops and promotes international guidance to help all accountants serve the public interest and to ensure that accountancy bodies have the mechanisms in place to carry out this responsibility. Additionally, IFAC helps the world's accountants meet the challenges of broad social, economic and legal issues, such as auditors' liability, by coordinating the profession's response at an international level. 

Auditors' legal liability is an international problem. However, since legal systems vary widely, the solutions to this problem can only be accomplished through the actions of individual nations. These actions must focus on - 

•Ensuring high quality auditor performance by promoting professional standards and establishing appropriate enforcement mechanisms; 

•Encouraging boards of directors to take responsibility for the financial reporting process and the maintenance of effective internal controls; 

•Supporting initiatives that would result in greater management and particularly board responsibility and accountability for company performance; and 

•Seeking legislative reforms, such as those discussed in this paper. 

Finally, representatives of the worldwide auditing profession must take initiatives to educate both the public and the media about the financial reporting process and auditor responsibilities. Misunderstandings about the nature, purpose and limitations of financial statements cause the public to have unrealistic expectations of auditors, contribute to misperceptions that audit failures have occurred, and exacerbate auditors' legal liability. Consistent communications to the public and ongoing dialogue with all those involved in or affected by the financial reporting process can help to clarify misperceptions and increase awareness of the need for liability reform. The development of this paper represents a significant step in that process. 

RESPONDENTS TO IFAC LEGAL LIABILITY SURVEY

Country

Member Body

Australia

Australian Society of Certified Practising Accountants

The Institute of Chartered Accountants in Australia

Austria

Kammer der Wirschaftstreuhander

Institut Österreichischer Wirtschaftsprüfer

Belgium

Institut des Reviseurs d'Entreprises

Canada

The Canadian Institute of Chartered Accountants 

Certified General Accountants Association of Canada

Cyprus

The Institute of Certified Public Accountants of Cyprus

Denmark

Foreningen af Registrerede Revisorer

Foreningen af Statsautoriserede Revisorer

France

Compagnie Nationale des Commissaires aux Comptes

Ordre des Experts Comptables 

Germany

Institut der Wirtschaftsprüfer in Deutschland e.V.

Wirtschaftsprüferkammer

Hong Kong
Hong Kong Society of Accountants

Hungary

Chamber of Hungarian Auditors

India

The Institute of Cost and Works Accountants of India

Ireland

The Institute of Certified Public Accountants in Ireland

The Institute of Chartered Accountants in Ireland

Israel

Institute of Certified Public Accountants of Israel

Italy

Consiglio Nazionale dei Dottori Commercialisti

Japan

The Japanese Institute of Certified Public Accountants

Jordan

Arab Society of Certified Accountants

Korea

Korean Institute of Certified Public Accountants

Libya

Libyan Certified and Public Accountants Union

Malaysia

Institut Akauntan Malaysia

Mexico

Instituto Mexicano de Contadores Publicos, A.C.

Netherlands
Koninklijk Nederlands Instituut van Registeraccountants

New Zealand
New Zealand Society of Accountants

Norway

Norges Statsautoriserte Revisorers Forening

Norges Registrerte Revisorers Forening

Pakistan

Institute of Cost and Management Accountants of Pakistan

Poland

Accountants Association of Poland

Singapore

Institute of Certified Public Accountants of Singapore

South Africa
The South African Institute of Chartered Accountants

Sri Lanka

The Institute of Chartered Accountants of Sri Lanka

Sweden

Foreningen Auktoriserade Revisorer FAR

Switzerland
Treuhand-Kammer

Taiwan

Taiwan Federation of Certified Public Accountants Associations

Thailand

The Institute of Certified Accountants & Auditors of Thailand

Uruguay

Colegio de Contadores y Economistas del Uruguay

UK

The Institute of Chartered Accountants in England & Wales

The Chartered Association of Certified Accountants

The Institute of Chartered Accountants of Scotland

The Chartered Institute of Management Accountants

US

American Institute of Certified Public Accountants

Zimbabwe
The Institute of Chartered Accountants of Zimbabwe
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La inaplazable consideración de la diversidad

¿Sobre quiénes recaen las obligaciones de tener auditoría estatutaria, control interno, comité de auditoría, auditoría interna? ¿Sobre quiénes debería recaer? ¿A quienes debería imponerse la revisoría fiscal?

A lo largo de la historia legislativa colombiana siempre hemos podido distinguir dos grupos: los obligados a tener revisoría fiscal y los no obligados.

Sin embargo, el ámbito de la revisoría fiscal ha ido creciendo, sobre todo como consecuencia de la Ley 43 de 1990.

Con todo, tomando en consideración únicamente las empresas que en la jurisdicción de la Cámara de Comercio de Bogotá habían renovado su matrícula mercantil durante 1997 y/o 1998 (aproximadamente 150.000 entidades), para entonces estaban obligadas a tener revisoría fiscal en consideración a su volumen de ventas un 8.12% de las entidades y en consideración a su volumen de activos un 6.14%
.

La Ley 190 de 1995 estableció la posibilidad de que el Gobierno Nacional impusiera la auditoría financiera aún respecto de entidades no obligadas a tener revisoría fiscal. En este sentido se mueve también el proyecto de ley sobre revisoría fiscal actualmente en trámite ante el Congreso de la República.

Al propio tiempo, las cargas en materia de auditoría y control han crecido para ciertos sectores como el financiero, el de valores, el de salud, el de servicios públicos domiciliarios y las entidades de economía mixta.

¿Debe ser único el sistema de supervisión que recaiga sobre unos y otros entes?

En la práctica no es así. Ni aquí ni en otras partes del mundo.

Si se revisa con cuidado la situación en Estados Unidos de América se advertirá que existe una marcada diferencia entre las entidades vigiladas por la SEC respecto de las demás. La auditoría de aquéllas es mucho más exigente
.

COSO, en su documento Control Interno – Un Marco Integrado, también distingue entre pequeñas y grandes empresas
.

En Europa las pequeñas empresas están exentas de la obligación de someter sus cuentas a control contable
.

En Chile la Ley 18.046 del 22 de octubre de 1981 distinguió entre sociedades anónimas abiertas y cerradas y en sus artículos 51 a 54 dispuso sistemas de fiscalización correlativos al tipo de sociedad.

A mi manera de ver, la intensidad y complejidad de las mecánicas de supervisión debe compadecerse de la diversidad de las entidades. Así lo propuse en el seno del Comité que estaba preparando un proyecto de ley sobre la revisoría fiscal, al principio de sus deliberaciones
. Pero esta idea fue rechazada con el argumento de que la revisoría fiscal es única y la diversidad de las entidades simplemente tiene repercusión en la ejecución de sus funciones.

Sigo pensando que a muchas entidades en Colombia bastaría las obligásemos a llevar en debida forma su contabilidad. A otras debería exigírseles un control interno formal. A otras habría que pedirles auditoría financiera. A otras, auditoría interna. A otras, revisoría fiscal. A otras, comité de auditoría. De alguna manera eso es lo que existe. 

En otras palabras, no estoy de acuerdo con la extensión sin crítica ni miramientos de la revisoría fiscal, menos cuando ésta tiende a profundizar su complejidad.

En cambio, estoy francamente a favor de fortalecer el papel de consejeros de negocios que por largos años y con éxito han desempeñado los contadores públicos en el mundo. Creo firmemente que para un país como Colombia son de mayor utilidad estos enfoques que la imposición extensiva de la fiscalización.

Vale la pena leer “Setting Strategic Directions in Small & Medium Enterprises: A Guide for Professional Accounting Adviors - Part 1(March 2000)” y “Part 2 - SME Guide with Supporting Templates (March 2000)”, documentos del Financial and Management Accounting Committee, que se encuentran en http://www.ifac.org/StandardsAndGuidance/FMAC.html
En esos documentos se puede observar el uso de la auditoría, allí denominada estratégica, como instrumento de diagnóstico y como fundamento de una asesoría útil.

Colombia es un país sobrecargado de controles ineficaces. Mejor fuera dedicarnos a trabajar por la prosperidad de empresas organizadas y lícitas, administrando con prudencia e inteligencia la intervención del Estado.

Santa Fe de Bogotá, junio 10 del año 2000.







� Abogado javeriano. Director del Departamento de Derecho Económico y de la Especialización en Derecho de Sociedades de la Facultad de Ciencias Jurídicas, profesor de las carreras de Derecho y de Contaduría Pública en la Pontificia Universidad Javeriana. Miembro del Colegio de Abogados Javerianos y Socio Honorario de la Sociedad de Contadores Javerianos. Consultor independiente.


� Real Academia Española. Diccionario de la Lengua Española. Vigésima primera edición. Impreso por la Editorial Espalsa – Calpe S.A., Madrid 1992, página 611.


� Exponemos en este párrafo una idea preliminar que no pretende ser tomada como definición. Simplemente tratamos de hacer entender al lector de qué nos ocuparemos en las líneas que siguen.


� Que las visiones jurídicas sean parciales y trasnochadas las hacen relativas. No son “enciclopédicas”. Pero la existencia de las normas legales es, al mismo tiempo, una realidad. Puede que en ocasiones sean apropiadas, puede que en otras hagan las veces de lastre o incluso que representen un serio obstáculo para el desarrollo. Pero están ahí y deben ser consideradas por cualquier analista o crítico serio.


� Advertencia: En muchas ocasiones omitimos la reproducción de las notas al pié que incluyen los autores citados en sus obras. Por tal razón recomendamos la consulta directa de las fuentes aludidas.


� La exposición no es estrictamente cronológica, pues en lugar de seguir la secuencia de hechos se acude a una exposición temática. El desarrollo de los temas no se hace en forma sincrónica sino diacrónica.


� Es importante leer en inglés. Pero es más importante hablar, leer y escribir muy bien el castellano.


� “(...) Cuando se pregunta que si estuvieran buscando empleo dónde quisieran encontrarlo, el 10% dice que en el gobierno, el 9% en la empresa privada y el 81% que en su propia empresa. Uno se pregunta si el sistema educativo está preparado para enseñarle a la gente a formar su empresa. (...)”. Carlos Lemoine, Nosotros los colombianos del milenio. Cambio y Tercer Mundo Editores, Bogotá, año 2000, páginas 24 y 25.


� Aquí usamos la definición de empresa que contempla el Código de Comercio colombiano en su artículo 25.


� Se lee en el artículo 333 de nuestra Constitución Política: “(...) La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. (...)”.


� “La finalidad de la agrupación será facilitar o desarrollar la actividad económica de sus miembros, mejorar o incrementar los resultados de esta actividad; no es la de realizar beneficios para sí misma. (…)” –véase artículo 3º del Reglamento (CEE) Nº 2137/85 del Consejo de las Comunidades Europeas, relativo a la constitución de una agrupación europea de interés económico (AEIE).


� En legislaciones como la nuestra, el conjunto de bienes destinados a la empresa constituye una “universalidad”, que es objeto de regulación especial, a la cual solemos llamar “establecimiento”. En el artículo 515 del Código de Comercio colombiano se lee: “Se entiende por establecimiento de comercio un conjunto de bienes organizados por el empresario para realizar los fines de la empresa. Una misma persona podrá tener varios establecimientos de comercio y, a su vez, un solo establecimiento de comercio podrá pertenecer a varias personas, y destinarse al desarrollo de diversas actividades comerciales.”.


� Aunque desafortunadamente a última hora funcionarios del Gobierno introdujeron equivocadas modificaciones al respectivo proyecto, el Decreto Reglamentario número 2649 de 1993 consagra esta idea, según la cual un activo es un recurso controlado no necesariamente de propiedad del ente.


� Toda entidad tiene una “arquitectura”. Existe simultáneamente una competencia propia de cada órgano y un deber de armonía.


� Juan Luis Iglesias Prada, Administración y delegación de facultades en la sociedad anónima, Editorial Tecnos, Madrid, 1971, páginas 53 y 54.


� Ministerio de Justicia, Secretaría Técnica General, Documentación Jurídica, tomo XIV, julio – septiembre 1987, número 55, Derecho Europeo de Sociedades Anónimas, Estudio preliminar y traducción de las normas de la sociedad anónima de la República Federal de Alemania, Francia e Italia, coordinado por José Miguel Embrid Irujo, Madrid 1987, página 94.


� Esta preferencia no impedirá que nos refiramos brevemente a la organización cooperativa.


� En Europa el proyecto de Quinta Directiva del Derecho de Sociedades pretendió imponer el dualismo. Esto fue rechazado y ahora se presentan monismo y dualismo como formas de organización alternativas. Podría pensarse, desde una perspectiva funcional, que el comité de auditoría en las organizaciones monistas es una forma sucedánea del consejo de vigilancia de las organizaciones dualistas.


� Eduardo Ernesto Martorell, Los Directores de las Sociedades anónimas, Ediciones Depalma, Buenos Aires, 1994, páginas 18 a 20.


� Por esto se propuso que se regulara de forma general el derecho de inspección. Hasta último momento este tema encabezaba el proyecto de ley que sobre revisoría fiscal estaba preparando el comité que funcionó en la Superintendencia de Sociedades. En el proyecto recientemente radicado en el Congreso el título dedicado a este asunto no aparece.


� Véase José Ignacio Narváez García, Teoría General de las Sociedades, octava edición, Legis Editores S.A., Santa Fe de Bogotá, 1998, páginas 384 y 385.


� Se lee en la Ley 222 de 1995: “ART. 45.—Rendición de cuentas. Los administradores deberán rendir cuentas comprobadas de su gestión al final de cada ejercicio, dentro del mes siguiente a la fecha en la cual se retiren de su cargo y cuando se las exija el órgano que sea competente para ello. Para tal efecto presentarán los estados financieros que fueren pertinentes, junto con un informe de gestión.


La aprobación de las cuentas no exonerará de responsabilidad a los administradores, representantes legales, contadores públicos, empleados, asesores o revisores fiscales.”.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de julio 21 de 1938, Magistrado ponente: Doctor Arturo Tapias Pilonieta, Gaceta Judicial, Tomo XLVI, página 730. Véase en Revista Cámara de Comercio de Bogotá, número 64, junio de 1987, 100 Años de Jurisprudencia sobre Sociedades, páginas 55 a 60.


� Véase en Joaquín Garrigues, Rodrigo Uría, Comentario a la Ley de Sociedades Anónimas, Tomo II, tercera edición, Imprenta Aguirre, Madrid, 1976, páginas 466 y 467.
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� Francesco Galgano, El desplazamiento del poder en las sociedades anónimas europeas. Véase en Estudios Jurídicos sobre la Sociedad Anónima, Editorial Civitas S.A., Fundación Profesor Manuel Broseta, Madrid, 1995, páginas 75 a 78.


� Alfredo De Gregorio, Los balances de las sociedades anónimas. Su régimen jurídico. Editorial Depalma, Buenos Aires, 1950, páginas 25 a 27.


� Fue la necesidad y no la Ley la que trajo consigo esta solución. Es muy probable que por ello la simple auditoría financiera haya tenido un desarrollo más notable y pacífico que la sindicatura obligatoria que muchos socios y empresarios juzgan innecesaria.
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� John W. Cook, Gary M. Winkle, Auditoría, Nueva Editorial Interamericana S.A. de C.V., México 1988, páginas 13 y 14.
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� He resuelto incluir aquí en forma completa el documento que sigue. Así introduzco cierto desorden dado que más adelante abordaré el tema de la responsabilidad.


� Véase el artículo 2º del Decreto número 1357 de 1941.


� Véase Gaceta del Congreso, año VIII, número 141, mayo 10 de 2000, página 3.
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� Aunque el objetivo principal de este escrito no es discutir la evolución de la contabilidad, es innegable que de la evolución de ésta depende la de la auditoría financiera. Por eso introducimos esta nota para resaltar que antes que del mejoramiento interno del sistema contable, la historia norteamericana se orientó al perfeccionamiento de los estados financieros, es decir, del producto de ese sistema que se pone en poder de los terceros. Esta orientación tiene profundas consecuencias en la teneduría, pues el enfoque en cuestión la deja más en manos de cada ente que en manos de la normatividad. Lo que no quiere decir que en Norteamérica falten normas sobre la teneduría.
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